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1 APERTURA DE LA SESIÓN

–
En la ciudad de Santa Fe, a los treinta días del mes de agosto de 2001, siendo las 15 y 30, los señores diputados presentes en la Sala de Sesiones ante la falta de quórum solicitan a la Presidencia que continúe llamando hasta lograr el número reglamentario.

–
Siendo las 18 y 57, dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con quórum legal, declaro abierta la sesión.


Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

–
Así se hace.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Invito a los señores diputados Eduardo Alfredo Di Pollina y Mario César Esquivel a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

–
Así se hace. (Aplausos)

2 Versión Taquigráfica

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la versión taquigráfica correspondiente a la sesión de fecha 23 de agosto de 2001. Si no se formulan observaciones se dará por aprobada.

–
Resulta aprobada.

3 asuntos entrados

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

3.1 Comunicaciones Oficiales

Asunto Nº 1 – El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación :

Expte. Nº 8005 – P.J.: Obra de iluminación del intercambiador que une la Ruta Nacional A–008 con Avenida Uriburu, de Rosario. (Nº 4802/01).

Expte. Nº 8064 – P.J.: Señalización y desmalezamiento en la Ruta Provincial Nº 1. (Nº 4803/01).

Expte. Nº 8292 – P.J.: Reparación de la autopista Pedro E. Aramburu, desde el Km. 278 hasta la ciudad de Rosario. (Nº 4804/01).

Expte. Nº 8541 – P.J.: Agilización del Expte. 00103–0019213–2 sobre denuncia de irregularidades en la Comuna de Aguará Grande. (Nº 4805/01).

Expte. Nº 8548 – P.J.: Señalización de los pasos a nivel de los ramales en uso. (Nº 4806/01).

Expte. Nº 8572 – P.J.: Obra social correspondiente al personal de emergencia. (Nº 4807/01).

Expte. Nº 8688 – P.J.: Informes sobre sanciones a academias e institutos y el control de los mismos. (Nº 4808/01).

Expte. Nº 8510 – U.C.R.: Reparación del móvil de la Comisaría 9, de Bernardo de Irigoyen. (Nº 4809/01).

Expte. Nº 8508 – U.C.R.: Compra de sábanas para el Samco. de Pilar. (Nº 4810/01).

Expte. Nº 8120 – U.C.R.: Informes con relación al aluvión y a la obra de reacondicionamiento en el Arroyo Cañada de Gómez. (Nº 4811/01).

Expte. Nº 7699 – B.R.A.: Solicitud a la concesionaria de la autopista Santa Fe–Rosario de plantación de arbustos en el cantero central de la senda vial. (Nº 4812/01).

Expte. Nº 8114 – B.R.A.: informes sobre el motín del 05–11–2000 y túnel en la cárcel de Coronda. (Nº 4813/01).

Expte. Nº 8232 – B.R.A.: Informes a la Lotería de Santa Fe sobre el número de agencias y subagencias radicadas en las ciudades de Santa Fe, Rosario y Reconquista. (Nº 4814/01).

Expte. Nº 8707 – B.R.A.: Informes sobre inspecciones realizadas por la Dirección de Bromatología. (Nº 4815/01).

Expte. Nº 7179 – F.P.S.: Señalización e iluminación del cruce de las Rutas 11 y 1 a la altura del peaje de Reconquista. (Nº 4816/01).

Expte. Nº 8490 – P.D.P.: Informes sobre el traslado del señor Briggiler, Carlos. (Nº 4817/01).

–
A sus antecedentes.

3.2 Dictámenes de Comisión

Asunto Nº 2 –Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, Mensaje Nº 2379, por el cual se aprueba el convenio celebrado entre los gobiernos de las provincias de Santa Fe y del Chaco ––extensión de los servicios interurbanos de pasajeros por ferrocarril hasta Vera, por intermedio de la Empresa Sefecha S.A.–. (Expte. Nº 8759 – P.E.R.).

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 3 –Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión, Mensaje Nº 2399, por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda y la empresa Belgrano Cargas S.A. –utilización del Ramal Ferroviario “F” para prestar servicio de pasajeros, tramo Los Amores–Vera–. (Expte. Nº 8761 – P.E.R.).

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 4 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Comunales, de Promoción Comunitaria, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley de la señora diputada Migno por el cual se autoriza a la Municipalidad de San Javier a donar y otorgar escrituras traslativas de dominio de los lotes del denominado Campo Fisco. (Expte. Nº 8553 – U.C.R.).

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 5 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración del señor diputado Cané por el cual esta Cámara manifiesta su interés en la “Feria Regional del Libro”, conjuntamente con la “Séptima Edición de Poemas y Narrativas” que se editará con el nombre de “2do. Encuentro de poemas y narradores del departamento Constitución”, a realizarse en la localidad de Villa Constitución los días 6 y 7 de setiembre del corriente año. (Expte. Nº 8831 – P.J.).

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 6 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración del señor diputado Cané por el cual esta Cámara expresa su interés por el “Festival del Nuevo Milenio” que se realizará en el próximo mes de diciembre del corriente año en la Plaza General San Martín, de Empalme, Villa Constitución, departamento Constitución. (Expte. Nº 8839 – P.J.).

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 7 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración del señor diputado Giorgetti por el cual esta Cámara manifiesta su interés legislativo en la realización de la Fiesta Piemontesa en Argentina, organizada por la Asociación Familia Piemontesa, a desarrollarse en Rosario los días 27 y 28 de octubre del corriente año. (Expte. Nº 8864 – P.J.)

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 8 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Bermúdez por el cual se solicita el otorgamiento de un subsidio a la Escuela de Educación Técnica 346 “J. Álvarez de Arenales”, de Rosario. (Expte. Nº 8815 – P.J.).

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 9 – Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación –de los señores diputados Giardino, Basaldella, Paganini, Álvarez, R., Demaría, Grbavac, Baudín, Strauss, Cardelli, Ritter y Reutemann– por el cual se requiere se proceda a repavimentar las rutas provinciales Nros. 94, tramo Ruta Nacional 33–Chapuy, y 96, desde Chapuy hasta la Ruta Nacional 8, departamento General López. (Expte. Nº 8843 – D.B.).

–
Al Orden del Día.

Asunto Nº 10 – Dictámenes de las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación –de los señores diputados Tate, Foresi, Ritter, González y Cavigiuri– por el cual se otorga un subsidio al Cine Teatro Verdi, de Cañada de Gómez, departamento Iriondo, para su restauración y conservación edilicia. (Expte. Nº 8643 – D.B.).

–
Al Orden del Día.

3.3 Proyectos de los señores diputados

3.3.1 Exposición de perfumería, cosmética y belleza

Asunto Nº 11 – Proyecto de declaración del señor diputado Bermúdez por el cual se considera de interés legislativo el evento denominado “Perfumería & Belleza 2001” – 1º Exposición de perfumería, cosmética y belleza – de Rosario al país”, a realizarse en el predio ferial del Parque de la Independencia de Rosario, desde el 28 al 30 de setiembre del corriente año. (Expte. Nº 8878 – P.J.)

–
A la Comisión de Industria y Comercio.

3.3.2 Seminario sobre discriminación, xenofobia y racismo

Asunto Nº 12 – Proyecto de declaración de los señores diputados Di Pollina, Cecchi y Baudín por el cual esta Cámara pone de manifiesto su interés en el “Seminario de formador de formadores contra toda forma de discriminación, xenofobia, racismo y forma conexas de intolerancia”, a realizarse en Rosario a partir del 30 de agosto de 2001, organizado por la Secretaría de Cultura de la Universidad Nacional de Rosario y el INADI. (Expte. Nº 8888 – F.P.S.).

–
A la Comisión de Derechos y Garantías.
SR. DI POLLINA.– Pido la palabra.


Solicito que este proyecto sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Se lee:

3.3.3 Curso sobre producción y comercialización del sector porcino

Asunto Nº 13 – Proyecto de declaración del señor diputado Grbavac por el cual esta Cámara adhiere al “Segundo Curso de actualización sobre aspectos productivos y de comercialización en el sector porcino” a realizarse el 25 y 26 de octubre en el Auditorio San Martín de la Universidad Católica Argentina, en la ciudad de Buenos Aires. (Expte. Nº 8889 – P.J.)

–
A la Comisión de Industria y Comercio.

3.3.4 Dirección de Bromatología y Química

Asunto Nº 14 – Proyecto de comunicación del señor diputado Zogbi por el cual se solicitan informes sobre distintos aspectos vinculados con la Dirección de Bromatología y Química de la Provincia. (Expte. Nº 8873 – B.R.A.).

–
A las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda.

3.3.5 Obras en la Ruta 40

Asunto Nº 15 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Schpeir por el cual se solicita la realización del afirmado y/o camino consolidado y/o ripiado de la Ruta 40, tramo “El Arazá–Fortín Olmos”, departamento Vera. (Expte. Nº 8874 – U.C.R.).

–
A las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

3.3.6 Reparación Ruta 2

Asunto Nº 16 – Proyecto de comunicación del señor diputado Zogbi por el cual se requiere se proceda a reparar la carpeta asfáltica de la Ruta Provincial 2, tramo comprendido entre Monte Vera y el empalme con la Ruta Provincial 4, a la altura de Laguna Paiva. (Expte. Nº 8875 – B.R.A.).

–
A las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

3.3.7 Hogar Orden de la Caridad(subsidio)

Asunto Nº 17 – Proyecto de comunicación del señor diputado Bermúdez por el cual se solicita el otorgamiento de un subsidio al Hogarcito de la “Orden de la Caridad”, sito en calle Cerrito 2931, de Rosario. (Expte. Nº 8879 – P.J.).

–
A las comisiones de Promoción Comunitaria y de Presupuesto y Hacienda.

3.4 Notas de los Particulares

Asunto Nº 18 – Personal Directivo Interino de escuelas de Enseñanza Media y Educación Técnica de la Provincia solicitan su inclusión en el proyecto de ley de titularización remitido por el Poder Ejecutivo –Mensaje 2418 – Expte. 8793 – P.E.–. (Nº 793/01).

–
A sus antecedentes.

3.5 asuntos entrados fuera de lista

3.5.1 Becas y subsidios

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas, el proyecto de resolución referido al otorgamiento de becas y subsidios. Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada (Expte. Nº 8898 – DB).

–
Asentimiento.

3.5.2 Encuentro de padres para control de alcoholemia

SR. REUTEMANN.– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y que se reserve para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de declaración referido al 3er. Encuentro nacional de padres autoconvocados para el control de la alcoholemia.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada (Expte. 8894 – PJ).

–
Asentimiento.

3.5.3 Congreso de la Tercera Edad

3.5.4 Jornadas sobre Derecho a la Salud

SR. SELLARES.– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y se reserven para su posterior tratamiento sobre tablas– los siguientes proyectos de declaración: en primer lugar, a aquel por el cual se considera de interés legislativo el 2º Congreso Provincial de la Tercera Edad y Cultura de una Nueva Organización Social, que se está llevando a cabo en la ciudad de Reconquista, desde el día 29 hasta el 31 de agosto; y en segundo lugar, al relacionado con la manifestación de interés legislativo de las 1as. Jornadas sobre el Derecho a la Salud, que se llevará a cabo mañana en la Universidad Nacional del Litoral.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada (Exptes. Nº 8892 – PJ y 8893 – PJ).

–
Asentimiento.

3.5.5 Bases Argentinas en la Antártida

SR. SELLARÉS.– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de declaración referido al desmantelamiento de tres bases antárticas de la República Argentina. Asimismo, solicito que este proyecto sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, dentro de dos sesiones.


Este es un tema muy serio que hace a la geopolítica de la Patria. Argentina tiene seis bases en actividad en la Antártida. Se arguyen razones administrativas para su desmantelamiento, pero en el fondo hay una cuestión política por una exigencia del Reino Unido para permitir que Argentina sea sede permanente del Tratado Antártico, tratado que fue firmado en 1959 por 12 países.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General (Expte. Nº 8891 – PJ).

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.

–
Resulta afirmativa.

3.5.6 Verificación técnica a empresas América y 9 de Julio

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el cual se requieren informes a la Subsecretaría de Transporte sobre la verificación técnica obligatoria y la contratación de seguro de sus automotores de las empresas América y 9 de Julio.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada, con giro a la Comisión de Transporte (Expte. Nº 8899 – PDP).

–
Asentimiento.

3.5.7 Donación de inmueble a Escuela de Gral. Lagos

SRA. GUTIÉRREZ.– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de ley que ya fue tratado en la Comisión de Labor Parlamentaria, referido a la donación de un inmueble por parte de la Empresa Provincial de la Energía a una escuela de General Lagos, departamento Rosario. Asimismo, solicito que este proyecto sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General (Expte. Nº 8900 – PJ).

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial, con dictamen de comisión, para dentro de dos sesiones.

–
Resulta afirmativa.

3.5.8 Samco en Policlínico de María Juana

SR. GIORGETTI.– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación relacionado con el Policlínico de María Juana, que pertenece a la Unión Obrera Metalúrgica, dependiente de la seccional Rafaela. Es un hermoso policlínico al que le falta muy poco para ser terminado y habilitado para internaciones; por ahora se utiliza para consultas de odontología y clínica en general.


Los muchachos de la U.O.M. estarían dispuestos a celebrar algún convenio con la Provincia, para que en el mismo funcione un Samco que permitirá que esta localidad tenga atención médica adecuada.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda (Expte. Nº 8901 – PJ).

–
Asentimiento.

3.5.9 La Forestal – Caminos con historia

SR. GIORGETTI.– Pido la palabra.


Señor presidente: como verá, estamos estrenando la Comisión de Industria, Comercio y Turismo –porque hace más de un año pedimos que se incorpore el rubro del turismo a esa comisión– y lo hacemos solicitando entrada para este proyecto de comunicación suscripto por la totalidad de los miembros de la comisión, por la señora diputada Schpeir y por la presidenta de la Comisión de Promoción Comunitaria, diputada Marta Gutiérrez. Esta iniciativa tiene que ver con nuestra querida Forestal y los Caminos con Historia.


Aprovechamos para formular una invitación –e informarles a quienes aún no están al tanto–, ya que en el día de mañana va a llegar a la ciudad de Reconquista nuestro Secretario de Cultura de la Nación, arquitecto Hugo Storero, nuestro Director de Turismo, el diputado Balián, Presidente de la Comisión de Turismo, y creo que va a estar presente también, el Secretario de Turismo. Al mediodía van a estar en Avellaneda y posteriormente, a las 16 y 30, en Villa Guillermina, donde se reunirán con representantes regionales para hablar del sector turístico cultural para la presentación de los Caminos con Historia, de nuestros caminos, de la Forestal, un trabajo que hicieron desde la Universidad de Rosario. Solicito que este proyecto sea reservado en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada (Expte. Nº 8895 – DB).

–
Asentimiento.

3.5.10 Peaje en Ruta 70

SR. GIORGETTI.– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación relacionado con el peaje de la Ruta 70. Se trata de un pedido de informes sobre la grave cuestión de los beneficios de la concesión. También quiero saber qué está pasando con los 7.300.000 pesos que han garantizado el endeudamiento de los estados municipales y comunas y, concretamente, qué está haciendo el consorcio con ese dinero, porque sigo insistiendo en que ese es un peaje muy caro.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Asuntos Comunales (Expte. Nº 8902 – PJ).

–
Asentimiento.

3.5.11 Situación laboral de personal de Canal 2 de Santa Fe

SR. POCHETTINO.– Pido la palabra.

Solicito se dé entrada al proyecto de declaración relacionado con el Canal 2 de esta ciudad, aclarando que no pudimos consultar sobre su tratamiento en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria, ya que nos enteramos después de sucedida ésta del hecho que motivó el proyecto.


Se trata de una declaración expresa de esta Cámara por la situación del personal técnico y periodístico del Canal 2 de Santa Fe –sobre el cierre de una señal– firmada por los integrantes de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y por el diputado Paganini, que fue quien nos trajo la inquietud en primer lugar.


Expresamos nuestra preocupación por el hecho en sí, ya que nuevamente, en esta ciudad tan castigada por la recesión y por el cierre de las fuentes de trabajo, se produce un hecho más de estas características. Y, por otra parte, expresamos nuestra preocupación también por las connotaciones que tiene, en cuanto a la desaparición gradual que van teniendo las señales locales de vídeo que, poco a poco, van dando lugar cada vez más a la monopolización del sistema, desde las grandes centrales de Buenos Aires. 

Como se manifiesta en los fundamentos de nuestro proyecto, esta situación conspira contra la libertad de expresión, la libertad de información de la sociedad y la tantas veces cacareada libertad de prensa, que cada vez más se está convirtiendo en una libertad de empresas, ya que estas últimas son quienes gestionan siempre beneficios impositivos en función de esa tan declamada libertad de prensa. Éstos son los hechos concretos.


Por otra parte, creo que también desaparece una forma de expresión que llegaba a una amplia zona de Santa Fe, a través de estas señales, ya que no sólo se ve afectada la presencia informativa con los televidentes, sino también una serie de expresiones culturales relacionada con la idiosincrasia de un pueblo.


Nuestra preocupación en este sentido tiene que ser muy grande porque en la época en que vivimos, las tremendas experiencias en el gran tema de la globalización nos permiten comprobar que los pueblos que pierden su expresión y su sentir cultural, que pierden su historia, son los que más fácilmente sucumben ante esa ola.


Solicito, además, que este proyecto sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si hay asentimiento, se le dará entrada (Expte. Nº 8896–DB).

–
Asentimiento.

3.5.12 Congreso Provincial de Derecho Procesal

3.5.13 Reforma parcial de la Ley 10.916

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso a dos proyectos. El primero, de declaración de interés de la Cámara del Congreso Provincial de Derecho Procesal en el Siglo XXI, en homenaje a los doctores Miguel Angel Rozas Lichtschein y Eduardo B. Carlos, a realizarse en el Colegio de Abogados, los días 25 y 26 de octubre del corriente año. Son los dos autores de nuestro Código de Procedimientos Civil y Comercial, que ya lleva 40 años o más de vigencia y les rendimos homenaje mediante este proyecto de declaración.


El segundo es un proyecto de ley de reforma parcial de la Ley 10.916, reglamentaria del Juicio Político instituido en nuestra Constitución Provincial. Creo que es la mejor manera de homenajear a dos hombres que hicieron valiosísimos aportes dirigidos a una anterior sanción: a mi amigo fallecido, el ex diputado provincial doctor Eugenio Malaponte, y al doctor Nicanor Álvarez, ex fiscal de Estado de la Provincia.


Considero que este proyecto es el mejor homenaje que se les puede rendir, teniendo en cuenta el aprecio personal y la dedicación que ambos tuvieron al trabajo, tendiente a mejorar esta normativa constitucional.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si hay asentimiento se les dará entrada, siendo girado ambos proyectos a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General (Exptes. Nº 8903 – PJ y 8904 – PJ)

–
Asentimiento.

3.5.14 Día de los maestros rurales santafesinos

3.5.15 Tratamiento de efluentes

SRA. SCHACHNER.– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de ley por el cual se declara el 9 de noviembre de cada año como “Día de las escuelas y maestros rurales santafesinos”, en concordancia con el natalicio de la docente Ángela Peralta Pino.


Se pretende instaurar ese día con motivo de cumplirse este año el centenario del natalicio de la docente mencionada, quien dedicó su vida a la docencia rural en parajes distantes y de difícil acceso, como eran los obrajes existentes en el departamento 9 de Julio y San Cristóbal, allá por la primera mitad del siglo XX. La mencionada docente, conocida como “docente Caracol”, representa el espíritu, el valor, la entereza y el amor de los docentes rurales por llegar con el saber a los lugares más recónditos e inhóspitos para alfabetizar a aquellos niños que se encuentran en parajes de difícil acceso. 

Se pretende mediante la intervención en el Calendario Educativo rendir un homenaje a todos los que desarrollaron o desarrollan tan destacada misión en el extenso territorio de nuestra querida Provincia. 

Adjunto documentación que amerita lo expresado y me acompaña en este proyecto la diputada Dolly Cavigiuri. 

Por otro lado, solicito se dé ingreso al proyecto de comunicación por el cual veríamos con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Subsecretaría de Medio Ambiente, informe sobre las acciones llevadas adelante por esta Subsecretaría, en concordancia con municipalidades y comunas involucradas, con relación al cumplimiento, por parte de las empresas radicadas en la zona, de la normativa vigente referida al tratamiento de efluentes volcados a las aguas de los arroyos cuyos cauces recorren el territorio del departamento Las Colonias, desembocando en el río Salado.

Este proyecto tiene por objeto, una vez más, plantear por intermedio de esta Honorable Cámara la preocupación de los habitantes del departamento Las Colonias sobre la contaminación existente en los cauces de los ríos y arroyos que recorren el territorio de dicho distrito. Basta transitar por la Ruta Provincial Nº 70, al oeste de Esperanza, por la Ruta Provincial Nº 6, a la altura de los puentes, para ver los colores sombreados en las barrancas, que tienen su origen en efluentes lanzados a los mismos por muchísimos años. Algo similar ocurre en los arroyos que cortan la Ruta Provincial Nº 10, entre las localidades de Nuevo Torino y Felicia, ya que se perciben malos olores, mezclados con la profunda mezcla de amoníaco y otros productos químicos difíciles de distinguir. Sabe Dios qué componentes son arrojados a estos cauces, que diariamente intoxican el suelo y las napas subterráneas de la zona y del mismo modo las aguas que recorren las tierras del departamento Las Colonias. También debe ser conocida la situación existente en la ciudad de Esperanza, donde asociaciones y otros organismos no gubernamentales, tales como “Vivir” y “Huelches”, han efectuado minuciosos estudios y denuncias públicas relacionadas con problemas sobre la composición del agua y su impacto en la ingesta de la misma por personas. Estos informes han causado inquietud entre los vecinos de la ciudad de Esperanza, por lo que espero el tratamiento y aprobación de este proyecto. Gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se les dará entrada, con giro el primero de ellos a las comisiones de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General (Expte. Nº 8905 – PJ) y el segundo a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Comunales (Expte. Nº 8906 – PJ).

· Asentimiento.

3.5.16 Nota periodística en matutino de Rosario

SR. BERMÚDEZ.– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes referidos a una nota periodística de un matutino de la ciudad de Rosario, publicado hace más de 20 días y que tuvo amplia difusión. 

El título de esta nota denunciaba que un integrante del Enapro usaba al Puerto pagando un precio vil, mientras que una aceitera se beneficiaba con un contrato ruinoso. La aceitera a la que se refiere es, en realidad, una asociación de dos empresas, una brasileña y otra argentina –Bunge Ceval y Aceitera General Deheza, respectivamente–.Efectivamente, se firmó un contrato con estas dos empresas, mediante el cual se le prorrogaba en el mes de junio de 2000 un viejo contrato que databa de muchos años, lo cual significó que pudiera seguir operando con las cargas de aceite, fundamentalmente en las referidas terminales rosarinas, hasta que el proceso de concesionamiento terminara.


Dejé pasar un tiempo prudencial porque pensé que las actuales autoridades del Puerto iban a salir a defender el contrato. Incluso creo que es el contrato más importante que tiene el Puerto, de todos los vigentes en este momento. También pregunto en el proyecto si se ha firmado otro contrato con otras empresas del sector de cargas, pero estoy convencido de que el actual es el mejor, ya que ha permitido que en los últimos doce meses llegaran más de 60 buques a Rosario, los que produjeron un movimiento superior a las 500.000 toneladas.


Me llama la atención que no se haya contestado, porque el contrato por la actividad agroexportadora en todo el ámbito portuario es algo que muchos puertos quisieran tener. El Puerto de Rosario lo tiene. Demos gracias porque todavía lo tiene. Reconozco que ha sido una actitud que yo no esperaba.

Después que me retiré del ente ocurrieron muchas cosas que no me gustaron. No me gustan los que hacen operaciones o hacen denuncias en el aire. Una vez alguien se presentó en tribunales, denunciando que se habían robado archivos de una computadora, hecho que, por supuesto, tuvo una difusión muy grande en los medios de comunicación; después se supo que los archivos que habían sacado de la computadora eran los e–mails personales de los funcionarios que se habían ido.


Posteriormente apareció un señor de dudosa transparencia, muy vinculado al negocio del tráfico de armas –yo diría que se trata de alguien casi inimputable– que se presentó en cuanto medio había en la ciudad de Rosario, dejando un manto de sospecha sobre todo lo que fue la desvinculación del antiguo concesionario del Puerto.


Creo que esto fue lo que colmó el vaso y nos llevó a decir: “no voy a dejar pasar más nada de lo que se diga sin que se aclare”, porque algunos podrán creer que esto es cierto, pero los que están en el negocio saben que es una mentira.


Este es un contrato que se guarda en una caja fuerte de la que solamente hay dos llaves en el Puerto de Rosario, o sea que para que el periodista denunciante pudiera encontrarse con este contrato, alguna de las dos personas que tienen la llave tuvo que habérselo facilitado.


La verdad es que no me importa si esta publicación estaba o no dirigida a mí; parecería que estuviera dirigida a otra persona, pero de todos modos me afecta. Me afecta no sólo porque está mi nombre, sino también porque no me gusta que gente que no tiene nada en absoluto de ilícito aparezca involucrada hoy en esta denuncia que se difunde a toda la sociedad, con un manto de sospecha sobre ella, porque resulta muy difícil después demostrar todo lo contrario.


Quizás, cuando me respondan este pedido de informes, yo les pueda decir aquí en este recinto que tenía razón. Diría que se trata de un contrato que permitió que hoy los trabajadores del Enapro puedan cobrar sus sueldos. Pero el daño ya está hecho porque todo el mundo dijo: “Miren en qué habrán estado estos tipos de Sebar, estos como los Urquía y este Bermúdez, que seguramente ha tenido una ganancia extra por haber firmado algo.” Yo sigo sosteniendo que era indispensable lo del Puerto.


Por eso, señor presidente, presento este proyecto y le voy a pedir la celeridad del caso, porque debo decir que en verdad me dolió que no lo contestaran o que no salieran al cruce de esta información periodística. Todos, absolutamente todos en el Directorio del Puerto de Rosario –tanto quienes formaban parte del antiguo Directorio como quienes componen el actual– saben lo que representa este contrato.


No me voy a referir al proceso de licitación, no lo quiero hacer; pero sí le puedo decir, señor presidente, que tampoco –de ahora en adelante– voy a dejar pasar una sola cuestión referida a la actuación del anterior proceso, ya sea en lo referente a la adjudicación en la licitación pasada como a la desadjudicación al no cumplir el contrato el concesionario que había obtenido la licitación del Puerto de Rosario.


Esto quizás nos sirva a nosotros aquí dentro para que en pocos días, cuando recibamos el informe, conozcamos la verdad. A mí me va a costar más demostrar a la opinión pública que esto que estoy diciendo es verdad.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada (Expte. Nº 8897 – PJ).

–
Asentimiento.

4 peticiones y manifestaciones de los señores diputados

4.1 Reforma de la Constitución Provincial

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Solicito que el proyecto de ley (Expte. Nº 8808) por el que se declara la necesidad de reforma de nuestra Constitución Provincial sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, dentro de cuatro sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial, con dictamen de comisión, para dentro de cuatro sesiones.

–
Resulta negativa.

SR. BULLRICH.– Que manden una ordenanza para ver si llueve, porque todos los legisladores están mirando para arriba.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– La Presidencia le aclara, señor diputado, que la moción ya fue sometida a votación.

4.2 Regularización de deudas del impuesto inmobiliario

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


 Solicito que el proyecto (Expte. Nº 8862 DB) por el cual se plantea un régimen de regularización de deudas del impuesto inmobiliario, como consecuencia del relevamiento satelital, sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, dentro de tres sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Jorge Álvarez.

–
Resulta afirmativa.

4.3 Áreas naturales protegidas

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


De acuerdo a lo convenido en la Comisión de Labor Parlamentaria solicito que el proyecto (Expte. Nº 8102) que ya cuenta con media sanción del Senado y refiere a áreas naturales protegidas, sea tratado con carácter preferencial, con dictamen de comisión, dentro de cuatro sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado D’Ambrosio.

–
Resulta afirmativa.

4.4 Explotación zona Franca de Villa Constitución

SR. GIORGETTI.– Pido la palabra.


Solicito que sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas el proyecto referido a la concesión para la explotación de la Zona Franca de Villa Constitución (Expte. Nº 8885).

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.

4.5 Precio testigo de producción láctea – PRETEPROLA

SR. GIORGETTI.– Pido la palabra.

Solicito tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones del proyecto referido al precio testigo de la producción láctea Preteprola (Expte. Nº 6873).


Se viene la Rural de Rosario y me parece que hay que darles algunas respuestas a los sectores que se ven afectados. Aquí me aclara la señora diputada González que empezó hoy la exposición rural.


El mismo Manuel Cavanella, presidente del CRA, nos solicitó una sanción rápida de este expediente, con motivo de la realización de la Exposición Rural de Rafaela. Acabo de recibir también el pedido de la Sociedad Rural de Sunchales que nos reclama que, conjuntamente con el Inta, determinemos los costos de producción para fijar en el Consejo Provincial de Lechería un precio referente testigo y comparativo, acorde con la realidad. Para hacerla corta, no es un secreto, pero a 400 km de aquí, en la Provincia de Buenos Aires, la leche se paga a 17 centavos de dólar el litro. Si ustedes encuentran algún productor lácteo de la cuenca lechera que esté cobrando más de 14 centavos, es porque algo nos está pasando.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Giorgetti.

–
Resulta afirmativa.

4.6 Leche en polvo en planes sociales comunitarios

SR. GIORGETTI.– Los mismos sectores antes mencionados están inquietos por ver la posibilidad de que los productos elaborados por las industrias lácteas, fundamentalmente leche en polvo, puedan participar de planes sociales comunitarios, tanto provinciales como nacionales. Hay un pedido de mi autoría formulado en ese sentido, a través de un proyecto de comunicación presentado el 23 de agosto del año 2000. Solicito, entonces, tratamiento preferencial para dentro de 4 sesiones para el expediente Nº 7651.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Giorgetti.

–
Resulta afirmativa.

4.7 Titularización de cargos docentes

SR. STRADA.– Pido la palabra


Solicito tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones para el proyecto referido a la titularización de cargos docentes –Expte. Nº 8793– que corresponde al Mensaje del Poder Ejecutivo Nº 2418.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Strada.

–
Resulta afirmativa.

4.8 Rol institucional del Defensor del Pueblo

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Señor presidente: me voy a permitir leer una carta que me fuera dirigida y que dice lo siguiente: “Estimada diputada Alicia Tate: la presente, por sobreentendida, no es ociosa. Pretende, en cambio, reafirmar un convencimiento profundo que ambas compartimos, en la certeza de que la política es una sublime tarea de hombres y mujeres, que reclama el constante tributo de la coherencia de quienes circunstancialmente somos sus exponentes públicos. Como ya he hecho conocer a la Cámara que usted integra, estoy en un todo de acuerdo en la necesidad de dirimir de modo taxativo los límites entre el accionar estrictamente político–partidista y el ejercicio del rol institucional del Defensor del Pueblo, estableciendo entre uno y otro estadio una incompatibilidad legal de quien desempeña la función, mientras dure su permanencia en el cargo. Una misión ineludible de la política es recrear constantemente la confianza pública en sus instituciones. Estas podrán estar desarrolladas, pero si sus destinatarios descreen de su misión, se tornan vacuas, de facto, ineficaces. Es por ello que renuevo mi respaldo a la iniciativa legislativa por usted oportunamente presentada, en procura de fijar a la figura del Defensor del Pueblo de la Provincia de Santa Fe un saludable marco de asepsia partidista y como más de una vez le he expresado, reitero mi entera disposición para acompañarla, en procura de lograr el objetivo impuesto. Un abrazo, con mi afecto de siempre.” Lo firma la doctora María Angélica Gastaldi.


Quiero decirles que la doctora Gastaldi me ha autorizado a hacer pública esta carta y que ello habla –por una cuestión de género no voy a hablar de hombría de bien, ya que se trata de una mujer– de sus calidades personales. Por eso le pido, señor presidente, que esta carta sea incorporada al expediente 7509 – BRA.

Por otra parte, acabo de verificar hace pocos minutos lo que esta Cámara votó días atrás, cuando el señor diputado Pochettino fundamentó –seguramente mucho mejor de lo que lo habría hecho yo– cuáles son las funciones de la Comisión de Defensoría del Pueblo, por lo que derivó un expediente a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, y por ello solicito también que este proyecto sea girado a esa misma comisión, porque aún hoy está en la Comisión de Defensoría del Pueblo. Adelanto asimismo que en la próxima reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria le voy a solicitar al presidente de mi bloque que promueva su tratamiento preferencial a la mayor brevedad.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien, señora diputada.

5 tratamientos sobre tablas

5.1 Seminario sobre discriminación, xenofobia y racismo

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto (Expte. Nº 8888 – FPS) por el cual la Cámara declara de interés el Seminario de formador de formadores contra toda forma de discriminación, xenofobia y racismo, que se realizará durante los meses de agosto, septiembre y octubre de este año.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

 EÍ "DSeminario sobre discriminación, xenofobia y racismo" 
PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia declara de su interés al “Seminario de formador de formadores contra toda forma de discriminación, xenofobia, racismo y formas conexas de intolerancia”, a realizarse en la ciudad de Rosario en los meses de agosto, setiembre y octubre y que dará comienzo el 30 de agosto de 2001, organizado por la Secretaria de Cultura de la Universidad Nacional de Rosario y el Inadi. 

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Este evento contará con la presencia de prestigiosos panelistas pertenecientes a organizaciones gubernamentales y no gubernamentales involucrados en la problemática de los derechos humanos y dedicados al estudio e investigación de la misma.

La Reforma Constitucional del año 1994 permitió la incorporación en el derecho argentino de tratados internacionales de derechos humanos, otorgándole jerarquía constitucional y constituyendo así herramientas importantes en un estado de derecho que todos debemos conocer.

El seminario estará organizado en nueve módulos que serán abordados en dos instancias: una de exposición y planteamiento de la temática y otra de reflexión y discusión, coordinadas por el disertante y el equipo organizador. Entre los temas que se abordaran se encuentran: las minorías étnicas, culturales y religiosas, género como categoría de análisis, las minorías sexuales, la discapacidad, la niñez, los adultos mayores, la pobreza y la exclusión.

Baudín – Cecchi – Di Pollina

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

5.2 Becas y subsidios

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución referido a becas y subsidios (Expte. Nº 8898 – DB).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "RBecas y subsidios" 
proyecto de resolución

la cámara de diputados de la provincia

resuelve:

1º.– Otorgar los subsidios de hasta la suma de pesos quinientos ($ 500), que se detallan en el Anexo I, y los subsidios superiores a la suma de pesos quinientos ($ 500), que se detallan en el Anexo II, de la presente Resolución, que forma parte e integra la misma, y que corresponden a las solicitudes formuladas por los señores diputados de los distintos bloques políticos que componen este Cuerpo, cuyos beneficiarios son las personas de existencia física e instituciones que se mencionan, y por los importes en ellos expresados.

2º.– Otorgar las becas detalladas en el Anexo III de la presente Resolución, que forma parte e integra la misma y que corresponden a las solicitudes formuladas por los señores diputados de los distintos bloques políticos que componen este Cuerpo, cuyos beneficiarios son estudiantes de distintos niveles educacionales que en él se indican y por el período correspondiente al mes de agosto de 2001.

3º.– Desafectar por su devolución los subsidios detallados en el Anexo IV, de la presente Resolución, que forma parte e integra la misma.

4º.– Otorgar en reemplazo de los subsidios desafectados en el artículo anterior, los que se mencionan en el Anexo V, de la presente Resolución que forma parte e integra la misma.

5º.– Autorízase a la Secretaría Administrativa de la Cámara de Diputados a efectuar la liquidación y pago de la presente Resolución, imputando la suma a la partida presupuestaria correspondiente, con cargo de rendición de cuentas conforme a las normas legales vigentes.

6º.– Regístrese, hágase saber y archívese.

Cecchi – Ugalde – Hammerly – Galaretto

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

5.3 Encuentro de padres para control de alcoholemia

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración por el cual la Cámara adhiere al “3º Encuentro nacional de padres autoconvocados para el control de alcoholemia” (Expte. Nº 8894 – PJ).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "DEncuentro de padres para control de alcoholemia" 
PROYECTO DE DECLARACION

La Cámara de Diputados de la Provincia declara su adhesión al Tercer Encuentro Nacional de Padres Autoconvocados para Controles de Alcoholemia, a realizarse el 1º de setiembre en General Deheza, provincia de Córdoba.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente

El encuentro a realizarse en la provincia de Córdoba convoca a más de cien localidades de las provincias de La Pampa, Mendoza, Córdoba y Santa Fe. Estas ONGs conformadas por padres y madres que con la colaboración de inspectores municipales, policías y bomberos en algunos casos, trabajan en forma solidaria para prevenir accidentes automovilísticos cuya causa principal es la ingesta de alcohol de los jóvenes. Se trata de parar los automóviles en horas de la madrugada, cuando los jóvenes regresan a sus hogares, orientarlos y hablar con ellos de los efectos del alcohol cuando se conduce, hacerlos reflexionar y entregarles material didáctico. En definitiva, toda una tarea de concientización.

Es importante, señor presidente, destacar esta muestra de la acción mancomunada entre el Estado y la sociedad civil, considerando el intercambio de experiencia e información como resultado de este tipo de encuentros, especialmente si atendemos a la reducción del número de accidentes en los lugares donde están presentes estos grupos de padres.

Todas estas acciones positivas originadas en el convencimiento de que la participación de los padres es una verdadera necesidad, que debe sumarse a las sucesivas campañas de prevención y educación desde el Estado, desde los consejos de seguridad y todo otro tipo de programas, permitirá no sólo disminuir las lamentables estadísticas que ostenta nuestro país y en particular nuestra provincia, sino también generar en las generaciones futuras una conciencia vial a favor del respeto de la propia vida y la del otro.

Por lo expuesto, señor presidente, es que solicitamos a nuestros pares nos acompañen con su voto afirmativo en el presente proyecto de declaración.

Broda – Reutemann

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

5.4 Jornada sobre Derecho a la Salud

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración por el cual se expresa el interés legislativo en la 1º Jornada sobre Derecho a la Salud, organizada por la Defensoría del Pueblo (Expte. Nº 8893 – PJ).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "DJornadas sobre Derecho a la Salud" 
PROYECTO DE DECLARACION

La Cámara de Diputados declara de interés legislativo la “Primera Jornada sobre Derecho a la Salud, Acceso, Ética y Realidad” que organiza la Defensoría del Pueblo de la Provincia, conjuntamente con la Universidad Nacional del Litoral, que se desarrollará el 31 de agosto de 2001 en la ciudad de Santa Fe, departamento La Capital.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

La Defensoría del Pueblo de la Provincia y la Universidad Nacional del Litoral organizan la “Primera Jornada sobre Derecho a la Salud, Acceso, Ética y Realidad”, con el auspicio del Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Provincia, a desarrollarse el día 31 de agosto, desde las 9 horas en la sede del Consejo Superior de la U.N.L., sita en calle Bulevar Pellegrini 2750, de la ciudad de Santa Fe.

En la oportunidad se contará con la presencia del Ministro de Salud de la Nación, Dr. Héctor Lombardo, el Defensor del Pueblo de la Nación, Sr. Eduardo Mondino, con destacados profesionales y efectores de salud que disertarán sobre los distintos temas arriba mencionados.

Se pondrá a disposición de los presentes y de la ciudadanía en general el material con la información desarrollada en la jornada respecto a esta problemática.

Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares el voto favorable al presente proyecto de declaración.

Francisco Nicolás Sellarés

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

5.5 Congreso de la Tercera Edad

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración por el que la Cámara manifiesta su interés por el 2º Congreso Provincial sobre la Tercera Edad (Expte. Nº 8892 – PJ).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "DCongreso de la Tercera Edad" 
PROYECTO DE DECLARACION

La Cámara de Diputados declara de interés legislativo el “2º Congreso Provincial sobre la Tercera Edad: Cultura de una Nueva Organización Social”, del 29 al 31 de agosto de 2001, organizado por el Consejo de la Tercera Edad, en su sede de calle Bolívar 776, de la ciudad de Reconquista, departamento Gral. Obligado.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:

El Consejo de la Tercera Edad de la ciudad de Reconquista organiza el “2º Congreso Provincial sobre la Tercera Edad: Cultura de una Nueva Organización Social” en esa ciudad los días 29, 30 y 31 de agosto del corriente año. Adhieren a este evento la Municipalidad de Reconquista y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe.

Dicha convocatoria contará con las disertaciones a cargo de destacados profesionales: Lic Jorge Sumartino, Secretario de Seguridad Social de la Nación; Carlos Kulikwisky, Secretario de la 3ª Edad y Acción Social de la Presidencia de la Nación y Coordinador General de la 3ª Edad; Lic Silvia Gascón, Directora de Políticas de Enlace del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires; C.P.N. Inés Insaurralde, Directora de Iapos; Dra. Maria Laura Garau, Neuróloga de la Facultad de Medicina de la U.B.A.; Dra. universitaria de la Cátedra de Neurología de la Facultad de Medicina de la Universidad de Barcelona e integrante del Equipo de Neurología del Hospital Fernández de Capital Federal; Dr. Hugo Valderrama, de la Sociedad de Gerontología de Santa Fe; Dr. Hugo Cristaldo, de la Sociedad de Gerontología de Santa Fe; Sra. Elena de Sculer, directora de la 3ª Edad de la Provincia de Santa Fe; Sra. Anita Sánchez, vocal para los pasivos ante la Caja del Seguro Mutual y profesora Sara Guasti, Subsecretaria del I.N.S.S.J. de la Provincia del Chaco.

Las instituciones que participarán representadas son: la Federación Previsional de Santa Fe, la Federación Santafesina de Entidades de Jubilados y Pensionados; la Federación de Centros de Jubilados; la Federación de Clubes de Abuelos; la delegación oficial de la fundación Expo – Emociones de Asunción, Paraguay; la Universidad de la Tercera Edad de la Universidad Católica de Santa Fe, junto a distintos centros de jubilados de la Provincia de Santa Fe.

Sabemos que el “envejecimiento de la población” que se detecta en todo el mundo, debido a múltiples causas, hace necesario un replanteo de la organización social, para que la misma contenga y se relacione adecuadamente con el sector y su problemática.

Nuestra región no escapa al fenómeno del crecimiento cuantitativo de esa franja poblacional, por ello a través de estos encuentros podemos informarnos adecuadamente y enriquecernos en los intercambios con entidades académicas, asociativas específicas no gubernamentales y el sector público para encontrar nuevas claves de abordaje a la realidad de la tercera edad en todo su espectro posible.

Por lo expuesto solicito a mis pares el voto favorable al presente proyecto de declaración.

Francisco Nicolás Sellarés

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

5.6 Explotación Zona Franca de Villa Constitución

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de comunicación por el que se solicitan informes acerca de la explotación de la Zona Franca de Villa Constitución (Expte. Nº 8885 – PJ).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de comunicación –Expte. Nº 8.885, PJ– por el cual se solicitan al Poder Ejecutivo informes relativos al contrato de concesión para la explotación de la Zona Franca de Villa Constitución; y atento a los fundamentos expuestos y por los motivos que agregará oportunamente el señor miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente:

 EÍ "CExplotación Zona Franca de Villa Constitución" 
proyecto de comunicación


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, con relación al contrato de concesión para la explotación de la Zona Franca Santafesina de Villa Constitución, proceda a:

1.– Describir lo actuado por el Gobierno Provincial en el proceso de concesionamiento de la referida Zona Franca, con posterioridad a la adhesión a la Ley Nacional 24.331.

2.– Adjuntar copia del acto dispositivo de integración de la Comisión de Evaluación y Selección, encargada de redactar el pliego licitatorio y convocar a licitación pública internacional, para adjudicar la Zona Franca. Asimismo, copia de las actas de las reuniones efectuadas.

3.– Remitir copia del informe de la referida Comisión, donde se sugiere la posible localización. Asimismo, copia de los sucesivos informes, donde se aconseja la adjudicación de la concesión.

4.– Adjuntar copia de la resolución de aprobación de la concesión, por parte del Ministerio de Economía de la Nación. Asimismo, copia del proyecto definitivo de la obra.

5.– Informar acerca de las controversias surgidas con posterioridad a la adjudicación de la concesión. Asimismo, se remita copia del, o los, dictámenes respectivos producidos por Fiscalía de Estado de la Provincia.

6.– Informar acerca de las derivaciones posteriores, que originaron la interrupción de las obras a fines del año 1999.

7.– Informar respecto a la situación legal actual de la referida concesión. Asimismo, los posibles perjuicios para la Provincia, ante una eventual rescisión.

Sala de Comisión, 30 de agosto de 2001

Giorgetti – Di Pollina – Zogbi – Molinas – Bermúdez – Sellares – Giardino

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, se sirva informar en relación al contrato de concesión para la explotación de la Zona Franca Santafesina de Villa Constitución, lo siguiente:

1.– Descripción de lo actuado por el Gobierno Provincial en el proceso de concesionamiento para la referida Zona Franca con posterioridad a la adhesión por la Ley Provincial 11.247, a la Ley Nacional de zonas francas Nº 24.331.

2.– Acto dispositivo e integración de la Comisión de Evaluación y Selección encargada de redactar el pliego licitatorio y convocar a licitación pública internacional para adjudicar la Zona Franca. Copia de las actas de las reuniones efectuadas.

3.– Copia del informe de la referida Comisión donde se sugiere la posible localización. Copia de los sucesivos informes donde se aconseja la adjudicación de la concesión.

4.– Aprobación de la concesión por parte del Ministerio de Economía de la Nación, copia de la resolución respectiva. Copia del proyecto definitivo de obra.

5.– Controversias surgidas con posterioridad a la adjudicación de la concesión; informe de las mismas y copia del o los dictámenes respectivos producidos por la Fiscalía Provincial.

6.– Derivaciones posteriores que originaron la interrupción de las obras a fines del año 1999.

7.– Situación legal actual de la referida concesión. Posibles perjuicios para el Gobierno Provincial ante la eventual rescisión.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Recientemente y como consecuencia de distintas informaciones periodísticas hemos tomado conocimiento de la situación planteada con posterioridad a la adjudicación de la Zona Franca Santafesina de Villa Constitución, que ha originado la interrupción de las obras a fines del año 1999.


Siempre a estar de la información periodística, se habrían producido en sucesivas etapas, procesos de formalización de la adjudicación y consecuente iniciación de obra y etapas donde se habrían planteado inconvenientes en la adjudicación, incluso aprobada por el Ministerio de Economía de la Nación, que han derivado en la interrupción actual de las obras mencionadas.


Dado que el proceso data del año 1996 y que la localización de una Zona Franca en Villa Constitución se viene postergando desde esa fecha, con el consecuente perjuicio para el desarrollo zonal, es que solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación, a efectos de tomar debido conocimiento.

Jorge Raúl Giorgetti

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

5.7 La Forestal – Caminos con historia

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de comunicación por el que se solicita que el Poder Ejecutivo declare de interés turístico el corredor perteneciente a La Forestal y que se denomina Caminos con Historia (Expte. Nº 8895 – DB).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "CLa Forestal – Caminos con historia" 
Proyecto de Comunicación


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, declare de interés turístico el corredor geográfico que perteneciera a La Forestal y su zona de influencia, denominado culturalmente Camino con Historia, y que será objeto de la firma de un convenio entre los municipios involucrados en la temática forestal y de expansión de fronteras a través de los fortines.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

El próximo 31 de agosto del corriente año se desarrollará en distintas ciudades del norte santafesino –Reconquista, Avellaneda y Villa Guillermina– el Segundo Encuentro de los Caminos con Historia –Reconquista –Pueblos Forestales– Pueblos con Fortines–, con la participación de los municipios involucrados, de la Subsecretaría de Cultura de la Nación y de la Dirección Provincial de Turismo.


De acuerdo al programa que se adjunta, la jornada se iniciará en la ciudad de Reconquista, que incluirá una conferencia de prensa en la sede de la Asociación para el Desarrollo Regional. Continuará en la ciudad de Avellaneda, para concluir en Villa Guillermina, donde se firmará un convenio entre los municipios involucrados en la temática forestal y de expansión de fronteras a través de los fortines entre la Comisión de Turismo de la Cámara de Diputados de la Nación, Secretaría de Cultura de la Nación, Secretaría de Turismo de la Nación, Dirección Provincial de Turismo de Santa Fe y la Facultad de Arquitectura de la Universidad Nacional de Rosario.


Se trata, entonces, de una loable iniciativa que apunta a rescatar el patrimonio cultural y turístico de la región norte de nuestra provincia, conocida como cuña boscosa y, fundamentalmente, la incidencia que en la misma tuvo la denominada La Forestal, empresa que realizó la explotación de los bosques autóctonos de la referida zona a partir del año 1906.


Es por todos conocida la especial significación que alcanzó la explotación de la cuña boscosa a través de La Forestal. La misma llegó a constituir un complejo que abarcaba la explotación del quebracho colorado, para lo cual instaló fábricas de tanino en Calchaquí –1914–; La Gallareta –1918– Santa Felicia –1921; Tartagal, Villa Ana y Villa Guillermina –1914–. Estas fábricas eran abastecidas por numerosos obrajes en los que trabajaba el grueso de la mano de obra, que a través de las líneas ferroviarias de la empresa, que alcanzaron una extensión de 400 km., transportaba los rollizos desde pueblos como Las Gamas, Santa Lucía, Olmos, Colmena, Garabato, Golondrina, Ogilvie, Las Garzas, Ocampo y Puerto Piracuá, pueblos éstos que fueron fundados por La Forestal como centros secundarios para atender las necesidades de los obrajes.


La empresa tenía de hecho el monopolio del transporte y del comercio en todas esas poblaciones y sus beneficios se incrementaron al imponer La Forestal moneda propia para las compras de sus trabajadores en las proveedurías, en las que la moneda nacional se rechazaba “por orden superior”.


La Forestal mereció fuertes críticas por la destrucción sistemática de la riqueza natural, cuya explotación desplazaba progresivamente hacia el norte, por su política laboral y por haber llevado la exteriorización de su desprecio por el estado hasta el punto de enarbolar bandera propia.


Culturalmente, el proceso desarrollado por La Forestal ha sido motivo de recreación constante y sometido a una fuerte crítica de parte de todos los actores sociales hasta nuestros días; es así que incluso trascendió nuestras fronteras a través de sucesivos escritos y/o representaciones teatrales.


Es por ello que toda esta rica historia merece, cuanto menos, la especial atención por parte del Gobierno Provincial, para lo cual solicitamos la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Bermúdez – Di Pollina – Giardino – Giorgetti – Gutiérrez – Molinas – Schpeir – Sellarés – Zogbi

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

5.8 Situación laboral del personal de Canal 2 de Santa Fe

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración por el cual esta Cámara expresa su profunda preocupación frente a las versiones periodísticas circulantes que indican el cierre de la señal de cable Canal 2 de Multicanal Sociedad Anónima y la consecuente pérdida de fuentes de trabajo (Expte. Nº 8896 – DB).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "DSituación laboral de personal de Canal 2 de Santa Fe" 
Proyecto de Declaración

La Cámara de Diputados de la Provincia declara su profunda preocupación ante las versiones periodísticas circulantes que indican el cierre de la señal local –canal2– de Multicanal S.A. y la consecuente pérdida de fuentes de trabajo para sus dependientes en áreas técnicas y periodísticas; con lo que una vez más la comunidad santafesina pierde acceso a fuentes pluralistas de información.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Los señores diputados que suscriben el presente proyecto de declaración han tomado conocimiento de ciertas operaciones comerciales producidas por Multicanal S.A. de nuestro medio, que implicarían la desaparición de la señal local Canal 2 de dicha empresa.


Dicha situación afectará la fuente laboral de numerosos trabajadores de prensa, entre ellos técnicos y periodistas, quienes serán víctimas de un futuro incierto.


Sin perjuicio de la situación particular de los trabajadores aludidos, no es menos cierto que la comunidad de esta ciudad de Santa Fe y su zona de influencia también se verá privada de contar con un medio de difusión que contribuya a la libre expresión y a la libertad de la ciudadanía toda a estar informada con pluralidad de criterios periodísticos.


En mérito de los fundamentos expresados solicitamos de nuestros pares la aprobación del presente proyecto de declaración.

Broda–Tate–Pochettino–Schachner–Álvarez,R.–Grbavac–Migno–Cané–Ritter–Pezz–Meotto–Strada

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

5.9 contrato del enapro con empresa aceitera

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado en Secretaría el proyecto de comunicación por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que a través de su representante provincial en el Ente Administrador del Puerto Rosario –Enapro– informe sobre aspectos relacionados con los contratos celebrados entre el Enapro y alguna empresa dadora de cargas desde agosto de 2000 hasta la fecha (Expte. Nº 8897 – PJ).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "Ccontrato del enapro con empresa aceitera" 
PROYECTO DE COMUNICACIóN

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo que arbitre los medios necesarios para que a través de su representante provincial en el Ente Administrador Puerto Rosario (Enapro) informe a esta Legislatura sobre:

a) Detalle de todos los contratos celebrados desde el 1º de agosto del año 2000 hasta la fecha entre el Enapro y alguna empresa dadora de carga en las terminales portuarias 1 y 2 del Puerto de Rosario.

b) Bajo qué condiciones se realizaron dichos contratos, referidos a alquileres, derechos a las cargas, y uso de muelles, si los hubiere.

c) En caso de que no se hayan realizado contratos en ese período, indicar bajo qué condiciones y qué tarifarios se aplican para las diferentes cargas que existen en el Puerto de Rosario.

d) Con respecto al contrato celebrado en julio del año 2000 con la firma Bunge Cebal y Aceitera General Deheza, informar cuáles son los montos totales percibidos por el Enapro en concepto de alquileres, derechos a las cargas y uso de muelles, devengados por el mismo.

e) Qué porcentaje representan en la totalidad de los montos percibidos por dicho ente, aquellos ingresos generados de los contratos aludidos anteriormente, en las Terminales 1 y 2 del Puerto de Rosario 

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:

El presente proyecto de comunicación que pongo a consideración de mis pares surge como necesidad de obtener información oficial en torno a la denuncia difundida en una nota publicada por parte de un matutino de Rosario, firmada por un periodista de ese medio, donde se formulan graves acusaciones contra el Directorio anterior del Ente Administrador Puerto Rosario, refiriéndose a un contrato realizado con una empresa aceitera y calificado como “ruinoso” en la referida nota.

Habiendo transcurrido un plazo importante de tiempo, y sin las aclaraciones correspondientes por parte de las actuales autoridades del ente, de los alcances reales del referido contrato; como así también de información que se desprende de la misma nota, de que algunas voces oficiales participaron en la realización de la misma, es que solicito a mis pares la aprobación del presente pedido de informes.

Carlos Bermúdez

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

6 tratamiento preferencial de proyectos

6.1 Funcionamiento de establecimientos procesadores de granos

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Conforme lo resuelto oportunamente por este Cuerpo, corresponde tratar las preferencias acordadas para la presente sesión.


En primer lugar, el proyecto de ley –Expte. Nº 8441– por el cual se establecen las normas de funcionamiento para establecimientos que se dedican a las actividades de recepción, procesamiento y/o secado de granos, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. IBALDI.– Pido la palabra.


Solicito la renovación de esta preferencia para dentro de tres sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción del señor diputado Ibaldi.

–
Resulta afirmativa.

6.2 Afectación de recursos provinciales de coparticipación (2002–2009)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley venido en revisión (Expte. Nº 8819 – PER) por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a afectar recursos provinciales de la coparticipación federal de los años 2002 al 2009, inclusive, para la adquisición de un helicóptero.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley –Expte. 8819 PER – Mensaje 2412– por el que se solicita autorización para afectar los recursos provinciales provenientes de la coparticipación federal de impuestos, como garantía al Banco de la Nación Argentina, por el saldo de precio resultante de la adquisición de un helicóptero a la firma de Helicópteros Do Brasil S.A. (Helibras); y por las razones invocadas, os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores, en fecha 2 de agosto de 2001. 

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Gutiérrez – Giardino – Venesia – Pochettino

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley

Artículo 1º.– Autorízase al Poder Ejecutivo a afectar los recursos provinciales provenientes de la coparticipación federal de impuestos de los años 2002 a 2009 inclusive y a otorgar los actos necesarios, como garantía al Banco de la Nación Argentina por el saldo de U$$ 1.759.250 más los intereses correspondientes, para la adquisición de un helicóptero bajo las condiciones establecidas en el Contrato Público Nº 8243 de la Dirección Provincial de Contrataciones y Suministros, la licitación Pública Nº 75/00 y el Decreto Nº 4185/00.

Artículo 2º.– Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Baltuzzi – Reutemann

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. 8819 – PER – Mensaje Nº 2412 – venido en revisión) por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a afectar recursos provinciales de la coparticipación federal de los años 2002 a 2009, inclusive, para la adquisición de un helicóptero. Atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherir al texto sancionado por la Cámara de Senadores, por lo que os aconseja que le prestéis vuestra aprobación y el que a continuación se transcribe: 

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º.– Autorízase al Poder Ejecutivo a afectar los recursos provinciales de la coparticipación federal de impuestos de los años 2002 a 2009 inclusive y a otorgar los actos necesarios, como garantía al Banco de la Nación Argentina por el saldo de U$$ 1.759.250 más los intereses correspondientes, para la adquisición de un helicóptero bajo las condiciones establecidas en el Contrato Público Nº 8243 de la Dirección Provincial de Contrataciones y Suministros, la Licitación Pública Nº 75/00 y el Decreto Nº 4185/00.

Artículo 2º.– Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Sala de la Comisión, 22 de agosto de 2001.

Esquivel – Dalla Fontana – Meotto – Strada

Señores diputados 

Vuestras comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda, en reunión conjunta, considerado el proyecto de ley (Expte. 8819 – PER – Mensaje Nº 2412 –) venido en revisión por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a afectar recursos provinciales de la coparticipación federal de los años 2002 a 2009, inclusive, para la adquisición de un helicóptero. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, estas comisiones han resuelto, por mayoría, ratificar el dictamen producido en fecha 22 de agosto de 2001 de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y, en consecuencia, adherir al texto sancionado por la Cámara de Senadores, el que a continuación se transcribe y al cual aconseja le prestéis aprobación: 

 EÍ "LAfectación de recursos provinciales de coparticipación (2002–2009)" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º.– Autorízase al Poder Ejecutivo a afectar los recursos provinciales provenientes de la coparticipación federal de impuestos de los años 2002 a 2009 inclusive y a otorgar los actos necesarios, como garantía al Banco de la Nación Argentina por el saldo de U$$ 1.759.250 más los intereses correspondientes, para la adquisición de un helicóptero bajo las condiciones establecidas en el Contrato Público Nº 8243 de la Dirección Provincial de Contrataciones y Suministros, la Licitación Pública Nº 75/00 y el Decreto Nº 4185/00.

Artículo 2º.– Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Sala de comisión, 30 de agosto de 2001

Pochettino – Giardino – Paganini – Gutiérrez – Venesia – Reutemann – Dalla Fontana – Esquivel – Meotto – Barrera – Giorgetti – Strada

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.


Muy brevemente, señor presidente, voy a informar al Cuerpo que en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General el oficialismo ha dado dictamen al presente proyecto, por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a afectar recursos provinciales provenientes de la Coparticipación Federal de Impuestos, como garantía al Banco de la Nación Argentina, por el saldo de precio resultante de la adquisición de un helicóptero a la firma Helicópteros do Brasil, S.A., Helibras.


Quiero informar que dicha aeronave será destinada a la Jefatura de Policía de la Provincia, para atender el área de Seguridad y Defensa Civil, como así también para asistencia, rescate y apoyo de la población afectada por emergencias. Y el Poder Ejecutivo menciona en su Mensaje que “atento al informe técnico de la Dirección General de Aeronáutica Provincial y cumplidos los trámites reglamentarios de la licitación pública” fue adjudicado en el sentido antes indicado.


Esta Legislatura, señor presidente, en los términos del artículo 55, incisos 8), 10) y 12) de la Constitución Provincial, obviamente, tiene que otorgar dicha autorización que se solicita y que ha sido dictaminada favorablemente por la mayoría en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Señor presidente: no obstante haber conocido el riesgo que significa oponerse a la aprobación de este tema, ante la advertencia de que alguna vez podríamos llegar a necesitar el helicóptero…

–
Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Cuando usted esté disponible, avise. Este helicóptero es para la Policía.

SR. FAVARIO.– Me dijeron que era para que no corriéramos a los ladrones en auto, sino en helicóptero.


No obstante, la finalidad, señor presidente, ya que nadie puede discutir la necesidad ni la importancia que representa que las Fuerzas de Seguridad cuenten con un helicóptero, nosotros vamos a expresar las razones por las cuales nos vamos a oponer, no a la compra del helicóptero, sino a los procedimientos que se utilizaron para llegar a aprobar la compra del mismo, al que hace referencia el dictamen de comisión. 


Creo que por encima de todo tenemos una obligación esencial, que es la tarea de control legislativo que tratamos de hacer, en la medida de nuestras limitadas posibilidades. 

Y es por ese afán de control, señor presidente, por lo que a veces nos preocupa la ligereza con la que todos –nos incluimos– consideramos algunos temas. Y éste, a nuestro entender, es uno de ellos, en el que por rara casualidad advertimos el otro día, a último momento, que junto con el expediente que acompaña el Mensaje del Poder Ejecutivo se adjuntaba, como corresponde, un expediente con los antecedentes de la licitación por la cual se llegaba a determinar la compra. 

En el curso de la semana hemos tenido acceso a las actuaciones y de resultas de ello llegamos a la conclusión de que nuestro voto debe ser negativo, señor presidente. Porque tratando de ver los pormenores que rodearon al acto licitatorio tenemos que llegar, al menos, a la conclusión de que hay algunas desprolijidades que nos preocupan. 

Y frente a estas desprolijidades –que en algunos casos son mayúsculas– sin formular imputación alguna, tenemos el derecho a pensar que el procedimiento licitatorio estuvo evidentemente encaminado a un destinatario predeterminado, no obstante el hecho de que aparezca un sólo oferente en la licitación. Hay un procedimiento de impugnación en el expediente que nos preocupa y creo que si fue del conocimiento del señor Ministro de Hacienda, debió haberle preocupado más, después de las referencias que hizo los otros días en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, las que cité en la sesión de la semana pasada. Porque la impugnante es, de acuerdo con la información que obtuvimos, nada más ni nada menos que la principal fábrica de helicópteros del mundo. 

Si acá en Santa Fe se posterga una licitación, en la que aparentemente no existe impugnación de irregularidad alguna, simplemente porque se manda un fax por parte de los poderosos de turno, con más razón debió haberse analizado a fondo esta impugnación, viniendo de quien viene.


Las impugnaciones tienen dos aspectos. Uno se refiere a las cuestiones técnicas, que por razones obvias que ustedes entenderán, nosotros no vamos ni tan siquiera a mencionar, porque escapan a nuestra posibilidad de análisis. Pero sí nos afecta el otro aspecto de la impugnación, en el que se cuestiona la falta de igualdad de oportunidades, ya que el pliego de licitación estuvo sólo tres días antes de la licitación, a pesar de se había anunciado que en determinado lugar el pliego estaba disponible.


Me llama la atención cuando se cuestiona que este pliego estaba a disposición –con mucha antelación– de ese determinado oferente, que terminó siendo el único a quien se le adjudicó la licitación. Pero más nos llama la atención, señor presidente, los dictámenes que existen en el expediente. Según parece, surge del expediente mismo que el día jueves 7 de diciembre de 2000 la empresa formuló la impugnación. El mismo día jueves 7 de diciembre se contestó, por parte de la Dirección de Aeronáutica Provincial. El viernes fue feriado, sábado y domingo no laborables y el lunes hubo un pronunciamiento, mediante el que se contestó la impugnación por parte de la Dirección de Contrataciones y Suministros de la Provincia.


Creo que es importante retener las fechas de los dictámenes –jueves 7 y lunes 11 de diciembre de 2000– porque las actuaciones posteriores obrantes en el mismo expediente –sin dudar de la celeridad y eficiencia demostrada por la Administración, que desde el momento de la impugnación y hasta la adjudicación de la licitación permitió que transcurrieran solamente 22 días corridos, con todos los feriados que hubo, fiesta de guardar, etcétera– provocan dudas, máxime cuando existen algunos equívocos que están corroborados en la tramitación.


Voy a obviar algunas consideraciones sobre los dictámenes formulados, pero me voy a referir a la constancia de fojas 58: la disposición de la Dirección de Contrataciones y Suministros por la cual se rechazan las impugnaciones. Dicha disposición carece de fecha y de constancia de notificación –según dice el director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Gobierno a fojas 560 en fecha 27 de diciembre de 2000–.


Esto nos preocupa, señor presidente. Nos preocupa porque precisamente es el director de Asuntos Jurídicos el que formula esta consideración, pero más nos preocupa cuando analizando el expediente nos encontramos con una diferencia en razón de un sello de ingreso que reza 11 de diciembre de 2000. 


Nos abrimos un interrogante, sin abrir juicio: si se había impugnado –como se dice– el día 7, si se había contestado la impugnación el mismo día 7 de diciembre, otra dependencia había contestado la impugnación el día 11, pero entonces, ¿cómo figura que tiene ingreso el mismo día 11 de diciembre? ¿En qué quedamos? ¿Las impugnaciones ingresaron el 7 o el 11? A lo mejor se trata de esas extrañas paradojas de una licitación en la que hubo interés en apurar, dada la imprescindible necesidad de contar con el helicóptero. Nosotros abrimos el interrogante.

Después de varias instancias se producen algunas correcciones y se llega al 29 de diciembre de 2000, fecha en que el Poder Ejecutivo dicta el Decreto Nº 4185, adjudicando la licitación. El decreto hace el relato de las actuaciones y en tren de ser benévolo, señor presidente, vamos a eximirnos de mencionar algunos furcios cometidos por el señor Gobernador, o que le hicieron cometer quienes deben haber redactado el decreto y que, de alguna manera, viene a corroborar las irregularidades que, a nuestro juicio, existen en el proceso licitatorio, porque el decreto hace referencia a dos impugnaciones, una la del 7 y otra la del 11 de diciembre, pero aquí no hay dos impugnaciones, hay una sola, y en aras de la economía del tiempo vamos a ahorrar comentarios, porque creo que de todas maneras hemos justificado las razones por las cuales no podemos votar este dictamen, señor presidente. 

Pero, hay otro error que ratifica lo que dije al comienzo, parece que entre tantos funcionarios que asesoran, redactan, corrigen y que le llevan al Gobernador una decisión tan importante como es el decreto de adjudicación de la licitación, a veces ni tan siquiera se lee lo que se lleva para firmar a la más alta autoridad de la Provincia. Creo que el párrafo 14 del decreto de adjudicación contiene un error material grueso. Veamos: en el párrafo 13 adjudica en mérito a la única oferta que existe, por un costo total de U$S 2.198.725; en el párrafo siguiente dice que “el precio del helicóptero se ajusta a la autorización conferida por el Decreto 1367/00 y el excedente de U$S 2.198.725 constituye un costo de financiación contemplado en el apartado j) de las cláusulas particulares del pliego”. 

¿En qué quedamos? ¿Cuánto cuesta el helicóptero? ¡No se puede admitir tamaña grosería en un decreto de esta importancia! ¿Cómo se puede decir que queda pendiente el excedente? ¡Nos alarmamos por la ligereza, nos alarmamos por las desprolijidades! 


Reitero, no hacemos imputaciones, pero tenemos dudas evidentes y en función de ellas y del ejercicio de la tarea de control, nosotros no podemos votar este dictamen, porque, además de estos cuestionamientos gruesos, mi compañero de bancada podrá precisar algunas otras desprolijidades y algunos indicios que ratifican que en nuestro pensamiento la licitación que hoy se va a aprobar tuvo un destinatario predeterminado.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Pensábamos que íbamos a tener algún tipo de explicación con respecto a este proyecto, que creo que fue revisado por varios legisladores, si bien tuvimos muy poco tiempo para verlo en estos días en que estuvo en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Creo que el tema no da para mucho más, como para entrar a analizar los aspectos técnicos a que hacía mención el diputado Favario, sobre los que no íbamos a opinar. Pero lo cierto es que quien tenía que haber opinado sobre la conveniencia de la compra de este helicóptero, tampoco opinó.


No hay en el expediente ningún dictamen que diga que este helicóptero, que esta oferta o que esta empresa se ajusta a los pliegos de licitación para la compra de un aparato de esta naturaleza. Sí existe por parte de la Dirección de Aeronáutica un análisis que se realizó sobre la impugnación efectuada por la empresa La Macarena, que es la representante de los helicópteros Bell. Pero fuera de esto, cuando se realizó la adjudicación no existió ninguna opinión al respecto. Me hace acordar a los pliegos de licitación existentes antes de que aprobáramos la compra directa de los autos que adquirió la Provincia para la Policía, porque los dictámenes y los pliegos que estaban a disposición antes de la autorización y la decisión de la compra directa a la empresa General Motors eran prácticamente textuales de los informes técnicos que la empresa posee para publicitar sus autos.


En este caso no tenemos los informes ni la folletería de los helicópteros para determinar si esta licitación fue direccionada o no, pero sí habla de algunos aspectos que fundan las sospechas de que ha habido una copia de las especificaciones técnicas del folleto proporcionado por la propia empresa y, entre ellos, hace mención a medidas en centímetros que, realmente, nos manifiesta que está direccionado para un helicóptero determinado y no con una dirección funcional, como realmente correspondería.


Pero al margen de estos aspectos, lo que tiene que tratar esta Legislatura es la autorización para que con la coparticipación se garantice el financiamiento de la compra a través del Banco de la Nación Argentina. Sé que se comentó en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General o en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, pero tampoco tuvimos respuestas al respecto.

Y pregunto ¿por qué en vez de garantizar esto con la coparticipación, no se garantizó con los bonos que recibió la Provincia, como pago de la deuda que tenía la Nación por los planes Fonavi en el año 1999?

Y hay un tema que más llama la atención y que nos impide avanzar en este asunto de comprometer la coparticipación y el presupuesto de la Provincia con la compra de un helicóptero, y eso no es otra cosa que lo que establece el artículo 12 de la Ley Complementaria del Presupuesto vigente, donde dice lo siguiente: “En todo proyecto de decreto o de ley que elabore el Poder Ejecutivo, en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del Presupuesto General vigente o tenga implicancia en el Tesoro Provincial, tendrá intervención el Ministro de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio que le compete a los otros ministerios o secretarías”. 

En todo el expediente no existe la firma del Ministro de Hacienda y Finanzas que avale este compromiso que va a aprobar esta noche la Legislatura santafesina. 

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Señor presidente: la historia de las licitaciones direccionadas en la Provincia es realmente frondosa. Recuerdo que allá por la noche del 24 de noviembre de 1994, cuando debatíamos lo que finalmente sería la Ley 11.220, nosotros denunciábamos exactamente lo mismo. Se exigía para el concesionamiento de los servicios de agua potable y colección de líquidos cloacales un operador que en el año anterior hubiera operado un millón de bocas de conexiones. Y nos preguntábamos ¿cómo se puede pensar que en un país donde todos los servicios públicos –y en particular éstos– habían estado en manos del Estado, podría haber algún grupo económico o algún operador que en el año anterior hubiera operado un millón de conexiones? Pues bien, la historia se repite y ya vemos cómo en Santa Fe permanentemente declaramos transparencia, pero después en la práctica desvirtuamos nuestras declamaciones. 


En razón de lo expuesto el bloque del Frepaso se va a hacer eco de lo que acaban de decir los diputados demoprogresistas y vamos a votar en contra de este proyecto de ley.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Quiero señalar que no suscribimos el dictamen, fundados en las mismas razones que han sido expuestas por los señores diputados Favario y Bullrich, por lo cual nosotros también vamos a votar negativamente este proyecto.

SRA. MIGNO.– Pido la palabra.


Quiero dejar constancia, señor presidente, de que el bloque de la UCR también va a votar en forma negativa este dictamen.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.


Muy brevemente, señor presidente, quiero expresar que cuando al principio me referí al tema dije que lo que se había remitido a la Legislatura era la autorización para afectar los fondos de los recursos provinciales provenientes de la Coparticipación Federal de Impuestos de los años 2002 y 2009, inclusive, y para otorgar los actos necesarios, como garantía al Banco de la Nación Argentina, por el saldo de $ 1.752.250, más los intereses correspondientes para la adquisición…etcétera. 


Ese es el requerimiento y cité la normativa constitucional por la cual se requería nuestra intervención. Creo que como bien dijo el diputado Favario, hay un error material en el decreto, porque al consignar el saldo de precios se repite el precio total. Pero más allá de eso, trato de ser objetivo con el requerimiento que se ha solicitado a este Cuerpo. He tenido a la vista el expediente y la oportunidad de analizarlo rápidamente, en consecuencia quiero informarles y dejar sentado –repito, con la mayor objetividad– que la firma impugnante, “La Macarena S.A”, impugna la licitación fuera de término, por lo cual se declara su improcedencia. Tenía tres días para hacer la impugnación y lo hizo el día anterior. 


La Dirección General de Aeronáutica de la Provincia realiza un dictamen técnico, respondiendo a la impugnación y, obviamente, aconsejando el rechazo, por improcedente. Pero, además, me quiero detener –reitero, lo estoy analizando con la mayor objetividad– en el dictamen de Asuntos Legales del doctor Ventura Roca, de la Dirección de Compras y Suministros, donde dice que el rechazo a la impugnación obedece a la parte formal porque su presentación fue extemporánea, según los términos previstos en el Decreto 2809/79. Fundamentalmente voy a leer un párrafo en el que dice que las amplias facultades que tiene la administración para preparar la voluntad contractual tiene sus límites y la imposibilidad de incluir cláusulas ilegales o violatorias de los principios que rigen la administración pública.


Lo primero que dice el doctor Ventura Roca es que no se observan cláusulas ilegales en el pliego en análisis. Con respecto a lo segundo, la certificación de la autoridad de aplicación fija que las cláusulas establecidas en el pliego son requisitos mínimos a cumplir por los oferentes. De modo alguno impide participar a productos de mayor prestación, de mayor calidad. Esto echa por tierra las imputaciones de parcialidad de la licitación pública, pudiendo los recurrentes participar, atento que componen sus propias decisiones y por eso supera esos mínimos requisitos de que hablábamos. La firma La Macarena no solamente presentó fuera de término, sino que además no recurrió cuando fue rechazada la impugnación, no presentó ninguna oferta y yo creo que en términos generales, los fundamentos de su impugnación son demasiados subjetivos o parciales, atento al informe técnico producido por la Dirección General de Aeronáutica enviado en el mensaje del Poder Ejecutivo.


Más allá del destino, con el que todos coincidimos, de acuerdo con las especificaciones técnicas emanadas de la Dirección General de Aeronáutica Provincial, la oferta reúne los requisitos. En ese acto del Poder Ejecutivo por el que se nos requiere la autorización, se entiende que la aeronave reúne las condiciones técnicas para cumplir la función para la cual está destinada. Yo tuve el expediente a la vista. Hay una opinión legal de la fiscal de Estado en la que no presenta objeción y dice que el expediente tiene que volver, una vez terminado el acto del Poder Ejecutivo. El doctor Ventura Roca –dejando a salvo el error material en que repite una cifra– entiende que el expediente no refleja otra cosa que el hecho de que la licitación pública fue conforme a derecho.


Con esta salvedad, sin subjetivismo y sin herir susceptibilidades que no se reflejan en el expediente, me limité en su momento a informar lo que me habían solicitado en el marco constitucional del artículo 55, inciso 8), la autorización para afectar los fondos coparticipables. El dictamen legal del doctor Ventura Roca, que interviene porque así corresponde como director de Asuntos Jurídicos de la Dirección General de Compras y Suministros, releva cualquier otro fundamento y queda suficientemente claro.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Sólo a título de ejemplo quiero manifestar que en el expediente también hay un dictamen del doctor González Bertero, que es el asesor legal del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto. Dice el doctor González Bertero en uno de los párrafos: “Se observa, sin perjuicio de lo que expresa la resolución, que no hay opinión detallada de un órgano técnico de las cualidades de la aeronave en relación a lo que establece el pliego”. Me parece que lo expresado por el señor diputado Esquivel se contradice, ya que no hay una opinión técnica. Yo no sé si el Estado podrá comprar lo que realmente no se ajusta a sus requerimientos. Y haciendo mención al dictamen del doctor Ventura Roca, donde habla de la extemporaneidad de la presentación, el mismo no entra en el fondo de la cuestión, sino que lo rechaza por extemporáneo y da la posibilidad, de ser exacta la versión, de que el pliego no estuvo en la delegación de la Casa de Santa Fe en Buenos Aires en el momento en que tenía que haber estado. Estuvo el día 5 de diciembre, conforme lo menciona la empresa Bell, y los términos se empiezan a contar a partir del día 6. Es decir, 6 y 7; el 8 fue feriado, el 9 y el 10 fueron no laborables y el día 11 es el de la licitación. No contaba con los tres días que establece la reglamentación para hacer la impugnación. No estaba el pliego en la Casa de Santa Fe, por lo que mal podría la empresa hacerlo con los días que establece la reglamentación pertinente.

Esto está en el expediente. No son subjetividades de nuestro bloque de ninguna naturaleza, sino que hay que detenerse a leerlo para ver las irregularidades que se presentan en el mismo.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.


Señor presidente: voy a leer la parte conclusiva del dictamen de los doctores Ventura Roca y González Bertero.


Dice el doctor Ventura Roca: “Al respecto, el artículo 5º del Decreto Nº 2809/73 establece como plazo tres días hábiles anteriores a la apertura para formular planteos relativos al pliego de bases y condiciones de la licitación, aconteciendo el caso de que la presentación es de un día hábil y por lo tanto extemporal”. Dice: ”...tal extemporalidad no encuentra justificación en el hecho, –en caso de ser cierta la versión del impugnante– de que el pliego estuviere disponible en la casa de Santa Fe en Buenos Aires el día 7 de diciembre de 2000, atento a que se realizaron publicaciones dentro de los términos legales en el Boletín Oficial y periódicos de la ciudad de Santa Fe, Rosario y Buenos Aires donde se indican los datos donde se puede recabar información, e incluso, –como eventualmente ocurre– adelantar copias de pliegos, vía fax. Por lo expuesto, esta asesoría sugiere rechazar la pretensión y continuar con el trámite licitatorio.”


Con respecto al dictamen del doctor González Bertero, director de Asuntos Jurídicos, no lo voy a leer porque tiene dos hojas, pero sí voy a referirme a la parte final; después del análisis que hace, dice: “En consecuencia, oportunamente podrá continuarse con la gestión, según corresponda”. Por lo tanto, entiendo que no hay ninguna observación al trámite licitatorio.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Quiero decir dos cosas. Si está bien o mal hecha la impugnación, es cuestión ajena a nosotros. Nos enteramos ahora –con motivo de esta licitación– de la existencia de esta sociedad anónima, “La Macarena”. El negocio de “La Macarena” corre por su cuenta.


Creo que nosotros hemos sido claros, en el sentido de fundar nuestra negativa a votar el tema en la suma de desprolijidades y de dudas que surgen del expediente y que no tienen nada que ver con la empresa que pretende hacer su negocio.


También quiero manifestarme, señor presidente, ante la referencia que se acaba de hacer, sobre el dictamen de la Fiscal de Estado incorporado al expediente. La Fiscal de Estado se pronuncia sobre lo que es materia de la consulta y dice que “no existen “prima facie razones que justifiquen no remitir el proyecto de ley a la Honorable Legislatura, tendiente a autorizar al Poder Ejecutivo a afectar los recursos provinciales provenientes de la coparticipación federal de impuestos...”


No le compete a la Fiscal de Estado entrar en el análisis del procedimiento licitatorio. Nosotros, señor presidente, tenemos otra función, que ya mencioné en el curso de mi exposición, cual es ejercer la tarea de control. Y en esa tarea de control que hacemos muy limitadamente y con todas las falencias que se nos pueden enrostrar, hemos hecho el análisis del expediente, de donde surgen las objeciones que formulamos ante las desprolijidades del Estado y no ante los derechos de quienes pretenden contratar con el Estado. 

Para ser más claro, con referencia al pronunciamiento de la señora Fiscal de Estado, dice en el tercer párrafo de este dictamen: “…hago saber, sin embargo, que esta Fiscalía no emite opinión sobre el procedimiento que lo sustenta, pues en su caso esa intervención se realizará luego de la sanción de la ley a la que el presente se refiere y con carácter previo”…etcétera. Es decir, la cuestión que nosotros analizamos no es la que analiza la Fiscal de Estado. Ella analiza la procedencia de afectar los recursos provenientes de la coparticipación para los pagos comprometidos, y esto no es lo que está en discusión, señor presidente; o por lo menos, no es lo que a nosotros nos preocupa. 

Reiteramos: lo que nos preocupa es el procedimiento, el que desde las oficinas públicas de la Provincia de Santa Fe debió haber sido claro, transparente e indudable, pero sin embargo ofrece tantas desprolijidades que nos genera interrogantes y nos motiva a votar en contra en este tema, no obstante coincidir en la necesidad de la compra que se pretende.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.

Para terminar, señor presidente, en la parte final del dictamen de la Fiscal de Estado dice que lo que se le consulta era materia del proyecto de autorización para afectar fondos de la coparticipación y dice también que en los términos expuestos puede iniciarse el proceso de formación de la ley, remitiendo el proyecto adjunto, obviamente, a la Legislatura.

SR. FAVARIO.– Es la autorización para usar los fondos de la coparticipación…

SR. ESQUIVEL.– Es lo que dije al principio, señor diputado.


Termino con lo siguiente: si bien la firma “La Macarena S.A.” había impugnado y le fue rechazada esa impugnación, ¿por qué no continuó?, que era lo que correspondía, ¿por qué no agotó la vía administrativa, llegando al Poder Ejecutivo y, eventualmente, a la vía judicial? No presentó oferta y se retiró. O sea impugnó –bueno, todos conocemos el expediente administrativo–, no ofertó y continuó la vía recursiva, en defensa de sus legítimos intereses. Así que creo que todo esto es muy claro, señor presidente.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


La empresa “La Macarena S.A.” había presentado su impugnación el 7 de diciembre y remitió copia al señor gobernador de la Provincia de Santa Fe, al vice gobernador, a las cámaras de diputados y senadores, a la Corte Suprema de Justicia, al Tribunal de Cuentas, al director de la Casa de Santa Fe en Buenos Aires y a las embajadas de Estados Unidos y Canadá.

SR. FAVARIO.– Se olvidaron del señor diputado Giorgetti.

–
Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular, por constar de un sólo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

6.3 Comisión de Investigación sobre adquisición de inmueble

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de comunicación –Expte. Nº 8.697– por el cual se constituye una Comisión de Información e Investigación respecto de la adquisición de un inmueble por parte de esta Cámara, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Solicito la renovación de la preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado D’Ambrosio.

–
Resulta afirmativa.

7 orden del día

7.1 Ley Orgánica de Administración y Control
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 16.


Por Secretaría se dará lectura al Expte. N° 6868, Mensaje 2243...

–
Varios señores diputados hablan a la vez.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.


De acuerdo con lo convenido en Labor Parlamentaria, como el tratamiento de este asunto fue diferido de la semana anterior a la presente, corresponde tratarlo como primer tema del Orden del Día, pero viene con tratamiento pospuesto, conforme a nuestro Reglamento y tal cual se votó la semana pasada.


El expediente principal a considerar es el Nº 6868 –PE, Mensaje 2243– y todos los agregados que figuran a continuación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En Labor Parlamentaria se acordó la votación en general y que después se desarrollaría en particular.


Por Secretaría se dará lectura al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con el agregado de la fe de erratas.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 6868 – PE – Mensaje N° 2243), por el cual se instituye la Ley Orgánica de Administración y Control de la Hacienda del Sector Público Provincial No Financiero y sus acumulados: proyecto (Expte. N° 7568 – SEN), autoría del Senador Beccani, por el cual se establece un sitio en internet para informar sobre ciertos actos del Estado Provincial; proyecto de comunicación (Expte. N° 7409 – BRA), autoría del diputado Ritter, por el cual se solicita que se propicie la creación de una sección especial en internet para información sobre los contratos que efectúe el Estado Provincial; y proyecto de ley (Expte. N° 8088 – PJ), autoría del diputado Giorgetti, por el cual se implementa la Ley de Iniciativa Privada. Se encuentran agregadas las siguientes notas: N° 3910 /00 – nota oficial remitida por la Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social – Santa Fe, de fecha 15 de setiembre de 2000; N° 3952/00 – nota oficial remitida por la Secretaría de Estado y Control del Trabajo – IAPOS, de fecha 27 de setiembre de 2000; nota remitida por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas y el Colegio de Graduados de Ciencias Económicas de Santa Fe, de fecha 29 de noviembre de 2000, que refiere a lo atinente al Tribunal de Cuentas de la Provincia, una reiteración de la misma de fecha 2 de marzo de 2001; nota remitida en fecha 26 de marzo de 2001 por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas y el Colegio de Graduados, referente a la creación y funcionamiento de la Sindicatura General de la Provincia; nota de fecha 06 de abril de 2001 remitida por el Colegio de Abogados de la 1era. Circunscripción Judicial – Santa Fe; nota N° 4479/01 de fecha 15 de mayo de 2001, remitida por el Tribunal de Cuentas de la Provincia; nota remitida por los cinco colegios de abogados de la Provincia de Santa Fe, fechada en Venado Tuerto, el día 31 de mayo de 2001 y nota N° 660/01, nota particular remitida por el Presidente de la Federación Argentina de Colegios de Abogados, comunicando copia de la Resolución emitida por dicha entidad en fecha 1 de junio de 2001. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto emitir el presente despacho, al que os aconseja que le prestéis vuestra aprobación. el que a continuación se transcribe:

LEY DE ADMINISTRACIÓN , EFICIENCIA Y CONTROL DEL ESTADO

TITULO I: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º – La presente ley rige los actos, hechos y operaciones relacionados con la administración y control de la hacienda del sector público provincial no financiero.

Artículo 2º – La administración de la hacienda pública comprende el conjunto de sistemas, órganos, normas y procedimientos que hacen posible la coordinación de recursos humanos, financieros y bienes económicos aplicados al cumplimiento de los objetivos del Estado.

Artículo 3º – El control en el sector público provincial no financiero comprende la supervisión integral de las operaciones de gestión administrativa de las que deriven transformaciones o variaciones cuantitativas o cualitativas en la hacienda pública y el régimen de responsabilidad de los funcionarios.

Artículo 4º – Comprende el sector público provincial no financiero:

A – Administración Provincial
1. Poder Ejecutivo
I– Centralizado


a) Ministerios.


b) Fiscalía de Estado



c) Secretarías de Estado

II –Descentralizado



a) Organismos esencialmente erogativos




I) Seguridad Social





– Salud




– Previsión Social.




II) Servicios y Obras Públicas

III) Otros organismos



b) Organismos esencialmente recaudadores


c) Entes reguladores de organismos y servicios privatizados y entes de control

2. Poder Legislativo

I. Centralizado


II. Descentralizado

3. Poder Judicial
B. Empresas y otros entes públicos
1. Empresas públicas 



a) Con administración provincial


b) Concesionadas

2. Sociedades anónimas con participación estatal

3. Sociedades anónimas del Estado



a) Participación mayoritaria del capital


b) Participación mayoritaria de la voluntad societaria

4. Sociedades de economía mixta

5. Sociedades del Estado

6. Entes interestatales e interjurisdiccionales.

7. Empresas y entes residuales.

8. Otros entes estatales

El Poder Ejecutivo aprobará un clasificador presupuestario institucional que podrá tener variaciones en la medida que responda globalmente a la apertura aquí enunciada siendo de aplicación obligatoria los conceptos incluidos como “Administración Provincial” y “Empresas y otros entes públicos” y en tanto permita individualizar cada jurisdicción y organismos a los efectos de aplicarle la clasificación antes expuesta.

En el contexto de esta ley se entiende por poder a los poderes enumerados en los Artículos 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial; por jurisdicción a los ministerios, secretarías de Estado, Fiscalía de Estado, Defensoría del Pueblo; Tribunal de Cuentas, y por ente u organismo a toda organización pública con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Queda reservada a la Legislatura la decisión de descentralizar el sector público provincial, cuando el organismo a crear deba adquirir el carácter de ente según los términos de esta ley.

Artículo 5º – Esta ley es aplicable a todos los poderes, jurisdicciones y entes citados en el artículo anterior componentes del sector público provincial no financiero.

Para las empresas y otros entes públicos esta ley es aplicable en lo que específicamente a ella se refiere y en forma supletoria, en tanto sus leyes orgánicas o estatutos no prevean expresamente otras disposiciones, salvo que el Tesoro deba prestar asistencia financiera, en cuyo caso queda facultado el Poder Ejecutivo a adoptar controles adicionales.

Para las empresas concesionadas esta ley es aplicable solamente cuando lo indique expresamente, teniendo prelación las normas contractuales que regulan la concesión de las mismas.

Asimismo, las normas de esta ley son aplicables en lo relativo a la rendición de cuentas de las personas físicas o jurídicas a las que el Poder Ejecutivo les haya acordado subsidios o aportes, y a las instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado Provincial a través de sus jurisdicciones o entes.

Sin perjuicio de lo expuesto, las dependencias y los entes que componen el sector público financiero están obligadas a someterse al control jerárquico de la Administración Provincial de acuerdo a lo que dispongan sus leyes orgánicas y la Ley de Ministerios y tienen el deber de información sobre su situación económica, financiera y patrimonial de acuerdo a la reglamentación que disponga el Poder Ejecutivo.

Artículo 6º – La administración de la hacienda del sector público provincial no financiero esta compuesta por los siguientes sistemas:

A– Sistemas de administración financiera

I. Presupuesto


II. Tesorería y Gestión Financiera


III Crédito Público


IV. Contabilidad.


V. Ingresos públicos y relaciones fiscales con administraciones locales.

B. Sistemas de administración de bienes y servicios

I. Administración de bienes y servicios.


II. Recursos humanos, función pública y organización administrativa.


III. Inversión pública.

C. Sistemas de administración de información
I. Administración de recursos informáticos.

II. Información y estadística del sector público


Los subsistemas están a cargo de unidades rectoras centrales que dependen del órgano que ejerza la fijación de políticas, la coordinación y supervisión de los mismos.

Artículo 7º – El Ministerio de Hacienda y Finanzas es el responsable de la coordinación, supervisión y mantenimiento de los sistemas y subsistemas contemplados en el artículo 6 de esta ley y que integran la administración de la hacienda pública, 

Artículo 8º – El control interno de la hacienda pública está a cargo de la Sindicatura General de la Provincia y el externo corresponde al Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 9º – En cada uno de los poderes, jurisdicciones y entidades funcionará un servicio administrativo–financiero cuya organización, competencia y unidades dependientes serán establecidas por la reglamentación de esta ley. Las unidades operativas periféricas que integren dicho servicio mantendrán relación directa y funcional con las unidades rectoras centrales de los respectivos subsistemas, por medio de la máxima autoridad del mencionado servicio y serán responsables de cumplimentar con la descentralización operativa de los subsistemas normados. Cuando las características del organismo así lo requiera se podrá crear más de un servicio administrativo–financiero en un determinado poder, jurisdicción o ente.

TÍTULO II: SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA

CAPÍTULO I – PRESUPUESTO

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA
Artículo 10 – El presente capítulo establece los principios, órganos, normas y procedimientos que regirán el proceso presupuestario de los poderes, jurisdicciones y entes que conforman la hacienda pública. 

El presupuesto es el instrumento constitucional de órdenes, límites, garantías, competencias y responsabilidades de toda la hacienda pública, que expone los recursos calculados y su correspondiente aplicación, mostrando los resultados económicos y financieros esperados, la producción de bienes y servicios a generar y los recursos humanos a utilizar.

SECCIÓN II – NORMAS TÉCNICAS COMUNES
Artículo 11 – El ejercicio económico–financiero del sector público provincial comienza el 1º de enero y termina el 31 de diciembre de cada año.

Artículo 12 – El presupuesto de recursos contiene la enumeración y monto estimado para el ejercicio de los diferentes rubros de ingresos corrientes y de capital, representen o no entradas de dinero efectivo al Tesoro. Las denominaciones de los diferentes rubros de recursos deben ser lo suficientemente específicas como para identificar las respectivas fuentes de financiamiento.

Para la Administración Central, se consideran como recursos del ejercicio todos aquellos que se prevén recaudar durante el período en cualquier organismo, oficina o agencia autorizadas a percibirlos, en nombre de aquella, con independencia de la fecha en que se origine la obligación de pago o la liquidación.

Para los organismos descentralizados la reglamentación determinará el criterio para el cálculo del presupuesto de ingresos, el que debe ser determinado según el tipo de recursos que perciba.

El sector empresas y otros entes siguen el criterio de lo devengado para el cálculo de los recursos.

El presupuesto de gastos contiene todas las erogaciones corrientes y de capital a ser financiados mediante impuestos, tasas y otras contribuciones obligatorias establecidas mediante gravámenes específicos, endeudamiento público y precios y tarifas por producción de bienes y prestación de servicios de la Administración Provincial. 

Todo gasto que se devengue en el período debe contar previamente con el registro de su respectivo compromiso, salvo en aquellos casos en donde ambas etapas se registren en forma simultánea. A los fines de la presente ley se consideran gastos del ejercicio todos aquellos créditos que se devenguen en el período, se traduzcan o no en salidas efectivas de dinero.

Las operaciones de financiamiento comprenden todas las fuentes y aplicaciones financieras que se originen durante el ejercicio financiero.

Son fuentes financieras las que provienen de la disminución de activos financieros y de incrementos de pasivos.

Por aplicaciones se entienden los incrementos de activos financieros y la disminución de pasivos.

Artículo 13 – Cuando en los presupuestos de los poderes, jurisdicciones y entes públicas se incluyan créditos para contratar obras o servicios o adquirir bienes, cuyo plazo de ejecución exceda al ejercicio financiero, se debe incluir en los mismos información sobre los recursos invertidos en años anteriores, los que se invertirán en el futuro y sobre el monto total del gasto, así como los respectivos cronogramas de ejecución física.

La aprobación legislativa del presupuesto que contenga esta información implica la autorización expresa para contratar hasta su monto total, de acuerdo a las normas legales y procedimientos vigentes.

SECCIÓN III – ORGANIZACIÓN
Artículo 14 – La Dirección General de Presupuesto es la Unidad Rectora Central del Subsistema Presupuesto de la Hacienda Pública del Sector Público Provincial no financiero, y está a cargo de un Director y un Subdirector.

Artículo 15 – La Dirección General de Presupuesto tiene las siguientes competencias:

a) participar en la formulación de las pautas presupuestarias basadas en la política financiera que, para el sector público, elabore el Poder Ejecutivo;

b) dictar las normas técnicas para la formulación, programación de la ejecución, modificaciones y evaluación de los presupuestos de la Administración Provincial, en forma conjunta con los demás órganos creados por la presente ley cuando corresponda,

c) analizar los anteproyectos de presupuesto y proponer los ajustes que considere necesarios;

d) formular, en forma conjunta con la Unidad Rectora Central del Sistema de Inversión Pública, y proponer al órgano coordinador de los sistemas de administración financiera los aspectos financieros del plan provincial de inversión pública;

e) preparar el proyecto de ley del presupuesto general y fundamentar su contenido;

f) formular la programación de la ejecución presupuestaria con la Unidad Rectora Central del Subsistema de Tesorería y Gestión Financiera;

g) intervenir en las modificaciones al presupuesto, mediante el análisis y evaluación de la ejecución y del avance físico;

h) evaluar la ejecución de los presupuestos, aplicando las normas y criterios establecidos por esta ley, su reglamentación y las normas técnicas respectivas;

i) asesorar, en materia presupuestaria, a todos los organismos del sector público regidos por esta ley y difundir los criterios básicos tendientes a compatibilizar el sistema presupuestario de los municipios y comunas.

j) las demás que le confiera la presente ley y su reglamentación.

SECCIÓN IV – ESTRUCTURA DE LA LEY DE PRESUPUESTO
Artículo 16 – El presupuesto general de gastos y cálculo de recursos comprende a los poderes, jurisdicciones y entes que integran la administración provincial y debe contener la totalidad de los ingresos y gastos previstos para el ejercicio, así como las operaciones de financiamiento. Estos conceptos deben figurar por separado y por sus montos íntegros, sin compensaciones entre sí. 

Adicionalmente el proyecto de ley de presupuesto debe especificar:

1) el número de cargos de la planta de personal y horas cátedras;

2) el resultado económico y financiero de las transacciones programadas para ese período en sus cuentas corrientes y de capital,

3) los resultados físicos esperados en la producción programada de bienes y servicios;

4) el cupo máximo de recursos a afectar por exenciones impositivas. A tal fin junto con el proyecto de ley de presupuesto se debe presentar un cuadro anexo por el total de recursos discriminados por tipo y clase, detallando para cada uno el monto con y sin exenciones impositivas;

5) los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, en un anexo.

Los presupuestos de empresas y otros entes públicos se someterán a consideración y aprobación del Poder Legislativo cuando requieran para su financiamiento aportes del Tesoro. Asimismo, cuando el Poder Legislativo lo considere oportuno, puede solicitar que en el referido anexo se incluya a otras empresas y entes públicos que no requieran de aportes del Tesoro.

En la ley anual de presupuesto deberán incluirse los cupos máximos de las exenciones concedidas por ley. 

Artículo 17 – La ley de presupuesto no puede contener disposiciones de carácter permanente, reformar o derogar leyes vigentes; crear, modificar o suprimir tributos u otros ingresos; ni cambiar la organización o estructura de la administración cuyas actividades deben ser fijadas por leyes específicas.

SECCIÓN V – FORMULACIÓN Y APROBACIÓN
Artículo 18 – El presupuesto debe adoptar la estructura que demuestre el cumplimiento de las funciones del Estado, políticas, planes, programas de acción y producción de bienes y servicios de los organismos de la hacienda pública, así como la incidencia económica y financiera de los gastos y recursos, la vinculación de los mismos con sus fuentes de financiamiento y la distribución geográfica de los gastos previstos .

El mismo debe contener, como mínimo, la siguiente información:

a) cálculo de recursos de la Administración Central y de cada uno de los organismos descentralizados, clasificados por rubros;

b) presupuesto de gastos de cada una de las jurisdicciones y de cada organismo descentralizado, los que identificarán la producción de bienes y servicios y los créditos presupuestarios;

c) créditos presupuestarios asignados a cada uno de los proyectos de inversión que se prevén ejecutar;

d) resultados de las cuentas de ahorro e inversión para la Administración Central, para cada organismo descentralizado y para el total de la Administración Provincial;

e) déficit o superávit del ejercicio.

La reglamentación establecerá las técnicas y clasificaciones presupuestarias que serán utilizadas como así también el alcance y la modalidad de la información de producción de bienes y servicios.

Artículo 19 – El Poder Ejecutivo fijará anualmente los lineamientos generales para la formulación del proyecto de ley de presupuesto en el marco de los planes y políticas provinciales.

Sobre la base de los anteproyectos preparados por las unidades operativas periféricas presupuestarias y elevados a la Dirección General de Presupuesto por los titulares de las jurisdicciones y entidades, el órgano rector confeccionará el proyecto, previa realización de los ajustes necesarios.

Artículo 20 – El Poder Ejecutivo presentará a la Legislatura el proyecto de presupuesto en la fecha que determina la Constitución Provincial, fundamentando su contenido y con un nivel de desagregación que permita ejercer las valoraciones cualitativas y cuantitativas conforme sus atribuciones. La distribución analítica del presupuesto de acuerdo a los niveles de crédito limitativo considerado y el clasificador de cuentas presupuestarias con las especificaciones de detalle que requiera su ejecución, estará a cargo del Poder Ejecutivo

Artículo 21 – El Poder Ejecutivo deberá presentar, juntamente con el proyecto del presupuesto, proyecciones de recursos y gastos para, por lo menos, los siguientes tres (3) años. Dichas proyecciones deben contenercomo mínimo:

a) programa de inversiones del período;

b) programa de operaciones de crédito público;

c) metas de recaudación.

Artículo 22 – Presentado el proyecto de presupuesto general a la Legislatura, cualquier modificación que se considere indispensable introducir desde la fecha de remisión y antes de su sanción, motivará un pronuciamiento expreso del Poder Ejecutivo, que será comunicado, acompañando los elementos de juicio que permitan apreciar las situaciones que la fundamentan.
Artículo 23 – Si al comenzar el ejercicio financiero no se hubiera sancionado el presupuesto general, rige el que estaba en vigencia al cierre del ejercicio anterior. Deben incluirse los créditos indispensables para el servicio de la deuda del nuevo ejercicio y el saldo no utilizado de las autorizaciones de endeudamiento aprobadas en el presupuesto prorrogado.

El Poder Ejecutivo puede limitar el uso de determinados créditos, sin que se resientan los servicios, hasta la sanción del nuevo presupuesto. Dicha limitación debe ser realizada en base a la proyección de recursos para el nuevo ejercicio.

Si al sancionarse el nuevo presupuesto general y en virtud de la prórroga del anterior, se hubieran efectuado gastos cuyos créditos no figuran en el nuevo presupuesto o fueran insuficientes, se deben disponer las modificaciones pertinentes para su regularización, con comunicación al Poder Legislativo.

Las jurisdicciones y entidades del sector público provincial no financiero quedan obligados a ejecutar el gasto desagregándolo hasta el nivel que contempla el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado, aunque la distribución analítica de créditos prevea un nivel más agregado de asignación de crédito.

La metodología para introducir ajustes por parte del Poder Ejecutivo al presupuesto que estuvo en vigencia el año anterior, para la administración central y de los organismos descentralizados, debe prever como mínimo:

1. En los presupuestos de recursos: 

a) eliminar los rubros de recursos que no puedan ser recaudados nuevamente y aquellos previstos por una sola vez o cuya finalidad hubiera sido satisfecha;

b) suprimir, en la cuantía en que fueron utilizadas, los ingresos provenientes de operaciones de crédito público autorizadas;

c) excluir los excedentes de ejercicios precedentes correspondientes al ejercicio financiero anterior, en el caso que el presupuesto que se está ejecutando hubiera previsto su utilización; 

d) incluir los recursos provenientes de operaciones de crédito público en ejecución, cuya percepción se prevea ocurrirá en el ejercicio. 

2. En los presupuestos de gastos:

a) eliminar los créditos presupuestarios que no deban repetirse por haberse cumplido los fines y aquellos previstos por una sola vez o cuya finalidad hubiera sido satisfecha;

b) incluir los créditos presupuestarios indispensables para el servicio de la deuda y las cuotas que se deban aportar en virtud de compromisos preexistentes por mutuos;

c) incluir los créditos presupuestarios indispensables para asegurar la continuidad y eficiencia de los servicios. 

La reglamentación podrá determinar metodologías adicionales a las expuestas, sin alterar los criterios enunciados.

Artículo 24 – A los fines de interpretar lo dispuesto por el último párrafo del artículo 55, inciso 8º de la Constitución Provincial, deberá entenderse por partidas ordinarias a las autorizaciones de gastos para atender la continuidad de los servicios que impliquen habitualidad y permanencia o la continuación de obras en curso de ejecución.

SECCIÓN VI – NORMAS SOBRE MODIFICACIONES PRESUPUESTARIAS

Artículo 25 – Toda ley que autorice gastos no previstos en la Ley de Presupuesto deberá señalar sus fuentes específicas de financiamiento o la pertinente autorización para la utilización del crédito. La ejecución del gasto autorizado por dicha ley solo procede desde el momento en que se produzca la efectiva recaudación del recurso.

Artículo 26 – El Poder Ejecutivo puede disponer la incorporación al presupuesto de autorizaciones para gastos no previstos o para los cuales los créditos aprobados hubieren resultado insuficientes, para atender hechos de fuerza mayor o excepcionales que requieran la inmediata atención del Estado.

Estas disposiciones son ad referéndum del Poder Legislativo y comunicadas en el mismo acto que se disponen con los antecedentes que sustentan la decisión adoptada para su aprobación. 
Artículo 27 – Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer:

a) la distribución analítica de los créditos del presupuesto sancionado;

b) la habilitación de los créditos cuando se correlacionen con la incorporación de recursos que surjan de aplicación de leyes provinciales;

c) la habilitación de los créditos para la atención de leyes, decretos y convenios que adhiera o formaliza con el Estado Nacional y hasta los montos que este último disponga;

d) la habilitación de los créditos para atender servicios requeridos por terceros que se financien con su producido, hasta las sumas que se perciben como retribución de los mismos;

e) la modificación de los presupuestos de los organismos descentralizados, siempre que no aumente el aporte de la Administración Central para cubrir su déficit;

f) la transferencia de horas cátedra a cargos docentes y viceversa, siempre que no se altere la relación de costos.

Artículo 28 – Facúltase al Poder Ejecutivo a delegar en autoridad competente hasta el rango de subsecretario la decisión de efectuar modificaciones presupuestarias compensadas entre los créditos asignados en la clasificación programática y en las distintas funciones dentro de la respectiva finalidad. Esta facultad se hace extensiva al momento en el cual se distribuye el crédito del presupuesto aprobado por ley anual de presupuesto, el cual puede ser distribuido a las jurisdicciones y entidades a un nivel más agregado al que el clasificador de cuentas presupuestarias contempla para su ejecución.

El régimen de modificaciones es aplicable cuando sea necesario modificar créditos al nivel de agregación que define el decreto analítico de distribución del presupuesto, aunque la ejecución deba realizarse respetando el máximo nivel de desagregación que contemple el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado. 

Artículo 29 – Autorízase a ambas cámaras de la Legislatura Provincial y a la Defensoría del Pueblo a reajustar los créditos de sus presupuestos jurisdiccionales, debiendo comunicar al Poder Ejecutivo Provincial las modificaciones que dispusieran. Tales modificaciones sólo podrán autorizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados, sin más restricciones que las que determina esta ley en forma expresa.

Artículo 30 – Autorízase a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia para reajustar los créditos de su presupuesto jurisdiccional debiendo comunicar a los Poderes Ejecutivo y Legislativo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados sin más restricciones que las que esta ley les asigne y sin originar aumentos automáticos para ejercicios futuros ni incrementos en las remuneraciones individuales, sobreasignaciones u otros conceptos análogos de gastos en personal o compensaciones o reintegros en favor del mismo, excepto cuando el Poder Ejecutivo Provincial le otorgue un refuerzo presupuestario para financiar mejoras salariales o para creación de cargos por un período menor a doce (12) meses.

El Poder Ejecutivo Provincial, junto con el proyecto de Presupuesto General de la Administración Provincial elevará a la Legislatura el anteproyecto preparado por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, acompañando los antecedentes respectivos cuando las estimaciones efectuadas por dicha Corte no coincidan con las del proyecto general.

Artículo 31 – No se podrá destinar el producto de ningún recurso con el fin de atender específicamente el pago de determinados gastos, con excepción de:

a) los provenientes de operaciones de crédito público,

b) los provenientes de donaciones, herencias o legados a favor del Estado Provincial con destino específico,

c) los que por leyes nacionales o convenios interjurisdiccionales tengan afectación específica y de dicha afectación dependa la percepción del recurso,

d) los que por leyes provinciales sean para atender los gastos que la motivaron o aquellos destinados a dar participación a municipalidades y comunas,

e) los que constituyan recursos propios de los organismos descentralizados y empresas y otros entes públicos.

Quedarán sin efecto las afectaciones o autorizaciones para afectar recursos a gastos determinados que no sean incluidas de manera explícita en las leyes anuales de presupuesto cuyo trámite parlamentario se inicie con posterioridad a la sanción de la presente.

 
Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer la apropiación durante el ejercicio al Tesoro Provincial como rentas de libre disponibilidad de aquellos recursos que excedan los gastos que se preveía atender con ellos, en el período mencionado, en caso que no exista la necesidad de incrementar tales gastos.
Artículo 32 – En el caso que se recauden efectivamente mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a ejecutar los importes que excedan los originariamente previstos en los créditos destinados a atenderlas.

Siempre que existan mayores ingresos que los calculados en rubros de recursos previstos en el clasificador de cuentas presupuestarias, autorízase a incrementar el presupuesto vigente en forma compensada con tal nivel de aumento, el que se hará conforme las siguientes prioridades:

a) a la reducción de déficits presupuestarios;

b) en el caso de no ser necesario aplicarlo a lo dispuesto en el inciso anterior, se destinará a la disminución de la deuda pública provincial.

Superadas estas prioridades, se aplicará a los conceptos de gastos que el Poder Ejecutivo determine para ese ejercicio financiero.

Artículo 33 – Las facultades conferidas al Poder Ejecutivo en este Capítulo alcanzan a los Poderes Legislativo y Judicial, excluidas las excepciones previstas en la presente ley

SECCIÓN VII: PROGRAMACIÓN DE LA EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA.

Artículo 34 – Todos los poderes, jurisdicciones y entidades deben programar, para cada ejercicio, la ejecución financiera y física, cuando así correspondiere, de los presupuestos, siguiendo las normas que fija la reglamentación y las disposiciones complementarias y procedimientos que dicten las unidades rectoras centrales de los subsistemas presupuestario y de tesorería.

El monto total de las cuotas de compromiso fijadas para el ejercicio, ajustadas y aprobadas por las unidades rectoras centrales en la forma y para los períodos que se establezcan, no puede ser superior al nivel de los ingresos previstos durante el ejercicio. 

SECCIÓN VIII – EVALUACIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 35 – La Dirección General de Presupuesto debe evaluar la ejecución de los presupuestos de la administración provincial, en forma periódica y al cierre del ejercicio, y realizar un análisis crítico de los resultados financieros y físicos obtenidos, cuando así correspondiere, y de los efectos producidos por los mismos; interpretar las variaciones operadas con respecto a lo programado, procurar determinar sus causas y preparar informes con recomendaciones para las autoridades superiores y los responsables de los organismos afectados.

SECCIÓN IX – DEL PRESUPUESTO DE EMPRESAS PUBLICAS y OTROS ENTES

Artículo 36 – Los directorios o máxima autoridad ejecutiva de las empresas y otros entes públicos, deben aprobar el proyecto de presupuesto anual de su gestión y remitirlo a la Dirección General de Presupuesto, en la fecha que estipula la reglamentación. Los proyectos de presupuesto deben expresar:

a) las políticas generales y los lineamientos específicos que, en materia presupuestaria, establezca el órgano coordinador de los sistemas de administración financiera y la autoridad de la jurisdicción correspondiente;

b) los planes de acción, programas y principales metas, nivel de gastos clasificados por rubros y su financiamiento a un nivel de detalle que permita identificar las respectivas fuentes, el plan de inversiones, el presupuesto de caja, los recursos humanos a utilizar y que permitan establecer los resultados operativo, económico y financiero a través de la cuenta ahorro–inversión–financiamiento previstos para la gestión respectiva.

Artículo 37 – Los proyectos de presupuesto de financiamiento y de gastos deben estar formulados utilizando el momento del devengado de las transacciones como base contable.

Artículo 38 – El Ministerio de Hacienda y Finanzas analiza los proyectos de presupuesto de las empresas y otros entes públicos y prepara un informe destacando si los mismos encuadran en el marco de las políticas, planes y estrategias fijados para este tipo de instituciones, aconsejando los ajustes a practicar en el proyecto de presupuesto si, a su juicio, la aprobación del mismo sin modificaciones puede causar un perjuicio patrimonial al Estado o atentar contra los resultados de las políticas y planes vigentes.

Artículo 39 – Los proyectos de presupuesto de las empresas y otros entes públicos, acompañados del informe mencionado en el artículo anterior, deben ser sometidos a la aprobación del Poder Ejecutivo Provincial, de acuerdo con las modalidades y los plazos que establezca la reglamentación. El Poder Ejecutivo Provincial aprobará, en su caso con los ajustes que considere convenientes, previo a su inclusión en el anexo de ley respectivo. 

Si las empresas y otros entes públicos no presentaren sus proyectos de presupuesto en el plazo previsto, la Dirección General de Presupuesto los elaborará de oficio y los someterá a consideración del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 40 – Los representantes estatales que integran los órganos de las empresas y otros entes públicos, estatutariamente facultados para aprobar los respectivos presupuestos, deben proponer y votar el presupuesto aprobado por el Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 41 – El Poder Ejecutivo Provincial deb elevar al Poder Legislativo, juntamente con el proyecto de Presupuesto General de la Administración Provincial los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, con los contenidos básicos que señala el artículo 36. Los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, serán sometidos a aprobación del Poder Legislativo, cuando requieran del Tesoro aportes para financiar su déficit.

Artículo 42 – El Poder Ejecutivo Provincial debe publicar en el Boletín Oficial y en la página web oficial de la Provincia una síntesis de los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, con los contenidos básicos que establece el artículo 36 y siguientes.

A tal fin debe presentar a la Legislatura, bajo el esquema ahorro–inversión–financiamiento, el presupuesto consolidado neto de transacciones intergubernamentales. 

Artículo 43 – Las modificaciones a realizar a los presupuestos de las empresas y otros entes públicos durante su ejecución y que impliquen el desequilibrio de los resultados operativos o económicos previstos, alteración sustancial de la inversión programada o el incremento del endeudamiento autorizado deben ser aprobadas por el Poder Ejecutivo Provincial, previa opinión de la Dirección General de Presupuesto, salvo en los casos de presupuestos que hubieren sido aprobados por la Legislatura, en cuyo caso serán realizadas ad–referendum del Poder Legislativo, y comunicadas a tal efecto en el término de cinco (5) días de instrumentadas.

Artículo 44 – En el marco del artículo anterior y con opinión favorable de la Dirección General de Presupuesto, las empresas y otros entes públicos establecerán su propio sistema de modificaciones presupuestarias.

Artículo 45 – Al finalizar cada ejercicio financiero, las empresas y sociedades procederán al cierre de cuentas de su presupuesto de financiamiento y de gastos e informarán al Poder Ejecutivo quien lo incorporará a la cuenta de inversión a ser remitida al Poder Legislativo.

Artículo 46 – Prohíbese a las entidades del sector público provincial no financiero realizar aportes o transferencias a empresas y otros entes públicos cuyo presupuesto no esté aprobado en los términos de esta ley, requisito que también es imprescindible para realizar operaciones de crédito público.

CAPÍTULO II – TESORERÍA Y GESTIÓN FINANCIERA

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA

Artículo 47 – Tesorería y Gestión Financiera es el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos por medio de los cuales se llevan a cabo los procesos de recaudación, planificación y ejecución de ingresos y efectivización de pagos que conforman el flujo financiero del sector público provincial. Comprende asimismo la tenencia y custodia de las disponibilidades que resulten.

SECCIÓN II – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 48 – Facúltase al Poder Ejecutivo a emitir letras, pagarés o medios sucedáneos de pago cuyo reembolso se produzca dentro del ejercicio, hasta el monto que para operaciones de corto plazo fije anualmente la Ley de Presupuesto.

Las operaciones que superen el ejercicio financiero, sin ser reembolsadas, se considerarán operaciones de crédito público y deberá cumplirse con los requisitos previstos en el Capítulo III de este Título.

Artículo 49 – Los poderes, jurisdicciones y entidades que conforman la hacienda pública, pueden autorizar el funcionamiento de fondos rotatorios o cajas chicas, con el régimen y los límites que establezca la reglamentación, previa intervención de la Contaduría general de la Provincia y de la Tesorería general de la Provincia. A estos efectos, las unidades periféricas operativas de tesorería correspondientes pueden entregar los fondos necesarios con carácter de anticipo, formulando el cargo correspondiente a sus receptores conforme la reglamentación que establezca la unidad rectora central del sistema.

Artículo 50 – El órgano coordinador de los sistemas de administración financiera instituirá un sistema de cuenta única o mantendrá el fondo unificado de cuentas oficiales, de manera que le permita disponer de las existencias de caja de todos los poderes, jurisdicciones y entidades de la hacienda pública en el porcentaje que determine la reglamentación el que no podrá ser menor al que establece la ley 8973.

Artículo 51 – El órgano coordinador de los sistemas de administración financiera dispondrá la devolución a la Tesorería General de la Provincia de las sumas acreditadas en las cuentas de los poderes, jurisdicciones y entidades del sector público no financiero, cuando estas se mantengan sin utilización por un ejercicio financiero. 


En estos casos se procederá a notificar y posteriormente a disponer el cierre de aquellas cuentas bancarias que no hayan tenido movimiento originado por el titular de la cuenta corriente durante un año y a transferir a las cuentas de la Tesorería General de la Provincia las sumas acreditadas en dichas cuentas oficiales. 

A tal fin se creará el padrón de cuentas corrientes oficiales que abarque a todas las Instituciones del sector público provincial.

El mencionado padrón será administrado por la Tesorería General de la Provincia.

Artículo 52 – Al finalizar cada ejercicio financiero, los depósitos existentes a la orden de los jueces de jurisdicción penal en concepto de fianzas cumplidas o prescriptas y demás importes que no tengan un destino especial, deberán ser transferidos por el Poder Judicial a la cuenta de Rentas Generales de la Provincia.

Artículo 53 – No pueden abrirse cuentas al margen del presupuesto con excepción de las "Cuentas de Terceros" que deben registrar los ingresos y egresos por depósitos, pagos o devoluciones en los que el Estado actúa como agente de retención, intermediario o depositario.

Artículo 54 – Prohíbese a los agentes pagadores efectuar descuentos, quitas o retenciones que no hubieren sido autorizadas por el Poder Ejecutivo o autoridad competente.

Artículo 55 – En los casos de sentencias judiciales firmes en virtud de las cuales el Estado Provincial fuere obligado a pagar, el juez de la causa no dispondrá el embargo de fondos del Tesoro sin requerir previamente el pago a la Fiscalía de Estado. Este órgano debe responder al juzgado dentro del término de treinta (30) días, informando la forma y plazo en que se procederá a abonar la obligación requerida de acuerdo a las previsiones presupuestarias y a lo que disponga la ley de presupuesto.

SECCIÓN III – ORGANIZACIÓN

Artículo 56 – La Tesorería General de la Provincia es la Unidad Rectora Central del subsistema “Tesorería y gestión financiera” de la hacienda del sector público provincial no financiero y está a cargo de un Tesorero General y un Subtesorero General.

Artículo 57 – La Tesorería General de la Provincia tiene las siguientes competencias:

a) dictar las normas de procedimiento de la administración de fondos de la Administración Provincial, implementando un sistema de registración de cargos y descargos que deban formularse a los responsables y a sí mismo, de acuerdo a lo establecido en la presente ley;
b) elaborar juntamente con la Dirección General de Presupuesto la programación de la ejecución del presupuesto de la Administración Provincial;

c) programar el flujo de fondos y elaborar el presupuesto de caja de la Administración Provincial;

d) centralizar los recursos de la administración central aplicando el criterio de la unidad de caja;

e) disponer los pagos en base a los cronogramas establecidos;

f) administrar el “Fondo Unificado de Cuentas Oficiales”, o el sistema de Cuenta Única que se implemente;

g) emitir letras a corto plazo, pagarés u otros medios sucedáneos de pago en las condiciones previstas en el art. 48 de esta ley;

h) ejercer la supervisión de las unidades operativas periféricas de tesorerías, centralizadas y descentralizadas, sus registros y los movimientos bancarios de sus cuentas;

i) custodiar los títulos, fondos y valores;

j) proponer medios de pago y evaluar alternativas de cancelación de obligaciones;

k) disponer inversiones temporarias de fondos inmovilizados e intervenir, emitiendo opinión técnica previa, en las inversiones temporarias de fondos inmovilizados de las diferentes jurisdicciones y entidades;

l) establecer las condiciones de titularidad y uso de las cuentas bancarias oficiales, autorizar la apertura de las mismas, revisar la validez y uso de las existentes, y ordenar su cierre cuando corresponda;

m) controlar la emisión, distribución e inutilización de los valores fiscales; 

n) conformar el presupuesto de caja de las entidades, supervisar su ejecución y asignar las cuotas de transferencias que éstos perciban de acuerdo con la ley de presupuesto;

o) todas las demás funciones que en el marco de la presente ley le adjudique la reglamentación.

CAPITULO III – SUBSISTEMA DE CRÉDITO PÚBLICO

 SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA

Artículo 58 – Se entiende como Subsistema de Crédito Público al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan las acciones y operaciones tendientes a la obtención y cancelación de financiamiento interno y externo, incluido el proceso previo de evaluación y dictamen de factibilidad para la concreción y aplicación de la toma de créditos internos y externos en el marco expresado en la Constitución Provincial.

Artículo 59 – El endeudamiento resultante de las operaciones de crédito público debe estar destinado exclusivamente a las contrataciones de obras, bienes y servicios vinculadas a inversiones en infraestructura económica–social reproductivas, la atención de casos excepcionales de evidente necesidad o gravedad o emergencia financiera extraordinaria; la refinanciación de pasivos del sector público provincial; la ejecución de programas de transformación de su administración; y la realización de gastos directamente relacionados con la ejecución y administración de las citadas operaciones.

SECCIÓN II – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 60 – El endeudamiento que resulte de las operaciones de crédito público se denomina deuda pública provincial y puede originarse en:

a) la emisión y colocación de títulos, bonos u obligaciones de largo y mediano plazo, constitutivos de un empréstito;

b) la emisión y colocación de letras de Tesorería y la emisión de pagarés u otros medios sucedáneos de pago, cuyo vencimiento supere el ejercicio financiero.

c) la contratación de préstamos con instituciones financieras nacionales, extranjeras o internacionales; u otras instituciones u organismos que tengan facultad para realizar estas operaciones;

d) la contratación de obras, servicios o bienes cuyo pago total o parcial se estipule realizar en el transcurso de más de un ejercicio financiero posterior al vigente; siempre y cuando los conceptos que se financien se hayan devengado anteriormente y documentado a través de los medios de pago o financiamiento que se establecen en los incisos a), b), o c) del presente artículo;

e) el otorgamiento de avales, fianzas y garantías, cuyo vencimiento supere el período del ejercicio financiero; la que no se considerará a los efectos del cómputo del artículo 70.

f) la consolidación, conversión y renegociación de deudas.

No se considera deuda pública provincial:

· la deuda del Tesoro, entendida ésta como las obligaciones devengadas y no pagadas durante el ejercicio;

· la emisión de letras, pagarés u otros medios sucedáneos de pago cuando se cancelen dentro del ejercicio.

Artículo 61 – La deuda pública pública se clasifica en directa e indirecta, interna y externa. La presente diferenciación deberá ser considerada a los efectos de la clasificación presupuestaria.
Deuda pública directa es aquella asumida por la administración provincial en calidad de deudor principal. Deuda pública indirecta es la constituida por cualquier persona jurídica pública, distinta de la administración provincial, pero que cuenta con su aval, fianza o garantía.

Deuda pública interna es aquella contraída con personas físicas o jurídicas residentes o domiciliadas en la República Argentina y cuyo pago es exigible dentro del territorio nacional.
Se entiende por deuda pública externa, aquella contraída con otro Estado u organismo internacional o con cualquier otra persona física o jurídica sin residencia ni domicilio en la República Argentina y cuyo pago puede ser exigible fuera de su territorio.
Artículo 62 – Ningún poder, jurisdicción o entidad del sector público provincial no financiero podrá iniciar trámites para realizar operaciones de crédito público sin la autorización previa del Ministerio de Hacienda y Finanzas.

Artículo 63 – Los poderes, jurisdicciones y entidades de la Administración Provincial no pueden formalizar ninguna operación de crédito público que no esté contemplada en la ley de presupuesto del año respectivo o en una ley específica salvo, el caso establecido en el artículo 66.

La ley anual de presupuesto o la ley específica debe indicar como mínimo las siguientes características de las operaciones de crédito público autorizadas:

–tipo de deuda, discriminando en directa o indirecta; interna o externa;

–monto máximo autorizado para la operación;
–plazo mínimo de amortización;

–destino del financiamiento.


El Poder Ejecutivo puede efectuar modificaciones a las características detalladas en la ley de presupuesto a los efectos de adecuarlas a las condiciones imperantes en los mercados o mejorar las condiciones de la deuda pública. Dichas modificaciones deben ser realizadas ad–referendum del Poder Legislativo, y comunicadas a tal efecto en el término de cinco (5) días de instrumentadas.

Artículo 64: El órgano coordinador de los sistemas de administración financiera debe fijar las características y condiciones no previstas en esta ley, para las operaciones de crédito público que se realicen en la hacienda pública.

Artículo 65: Los avales, fianzas o garantías de cualquier naturaleza, que el Poder Ejecutivo otorgue a personas físicas o jurídicas ajenas a este sector, deben contar con autorización legislativa.

Iguales requisitos legales rigen para la cesión en garantía de recursos propios o provenientes del régimen de coparticipación federal Ley 23.548, o el que en el futuro lo reemplace, cuando el Estado se garantice a sí mismo.

Artículo 66 – El Poder Ejecutivo puede realizar operaciones de crédito público para reestructurar la deuda pública mediante su consolidación, conversión o renegociación, en la medida que ello genere un mejoramiento de los montos, plazos o intereses de las operaciones originales y no implique un incremento del monto adeudado.

Artículo 67 – Las operaciones de crédito público realizadas en contravención a las normas dispuestas en la presente ley son nulas y no causan efecto, sin perjuicio de la responsabilidad personal de quienes las realicen.

Artículo 68 – El órgano coordinador de los sistemas de administración financiera tiene la facultad de redistribuir o reasignar los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de crédito público que no hubieran sido utilizadas total o parcialmente siempre que así lo permitan las condiciones de la operación respectiva. 

Artículo 69: Los presupuestos de las entidades deben formularse previendo los créditos necesarios para atender el servicio de la deuda. En el caso de que las entidades no cumplan en término con el pago del servicio de la deuda, el Poder Ejecutivo debe arbitrar las medidas pertinentes para que se cumpla con la obligación, pudiendo, incluso, debitar de las cuentas bancarias de las entidades que no cumplan en término el monto de dicho servicio y proceder al pago directamente, cuando ello fuere procedente. 

SECCIÓN III – REGLAMENTACIÓN DEL PRECEPTO CONSTITUCIONAL DEL ARTÍCULO 55 – INCISO 12º

Artículo 70 – Se entiende como “servicio de la totalidad de las deudas provenientes de empréstitos” a la sumatoria de la amortización del capital, interés, eventuales actualizaciones del capital, comisiones y todo otro cargo provenientes del endeudamiento contraído en el marco de esta ley.

Se consideran incluidos en el concepto precedente los servicios provenientes de deudas similares contraídas con anterioridad a la vigencia de esta ley.

Se entiende como “no puede comprometer más de la cuarta parte de la renta provincial" a la relación existente al cierre del ejercicio financiero anterior entre los conceptos involucrados en el primer párrafo y el conjunto de los recursos recaudados, excluidos los de afectación específica, los de capital y los obtenidos del financiamiento, de la totalidad de la Administración Provincial.

SECCIÓN IV – ORGANIZACIÓN

Artículo 71 – La Dirección General de Crédito Público es la Unidad Rectora Central del Subsistema de "Crédito Público" de la hacienda pública del sector público no financiero, y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.

Artículo 72 – La Dirección General de Crédito Público tiene las siguientes competencias:
a) participar administrativamente en la elaboración de las políticas de financiamiento del gasto público en base a técnicas de crédito público, endeudamiento u otras;

b) organizar un sistema de información sobre el mercado de capitales y las ofertas de financiamiento disponibles;

c) dictaminar la factibilidad de las operaciones de endeudamiento cierto (títulos, bonos, préstamos, empréstitos), cuya exigibilidad exceda el ejercicio financiero en el que se generan;

d) dictaminar la factibilidad de las operaciones de endeudamiento potencial (fianzas, avales y garantías);

e) dictaminar la factibilidad de la consolidación, novación y compensación de la totalidad de los pasivos, involucrando la compensación de créditos con organismos provinciales, nacionales y municipales;

f) participar en los procedimientos de emisión, colocación y rescate de empréstitos;

g) participar en la negociación, contratación y amortización de préstamos;

h) supervisar que los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de créditos, se apliquen a los fines específicos;

i) mantener un registro actualizado del estado del crédito público, debidamente integrado al subsistema de contabilidad, donde se asienten las operaciones de financiamiento indirecto y las cesiones de derechos del Estado frente a terceros, incluida la coparticipación federal y de recursos propios,;

j) supervisar el cumplimiento de las obligaciones asumidas;

k) proponer al Poder Ejecutivo la reglamentación del recupero de las obligaciones asumidas por el Tesoro Provincial en calidad de deudor indirecto;

l) intervenir en todo lo referido a aportes reintegrables y no reintegrables y otros medios de financiamiento;

m) efectuar las estimaciones y proyecciones presupuestarias del servicio de la deuda pública y ordenar su cumplimiento;

n) todas las demás que le asigne la reglamentación.
CAPITULO IV– SUBSISTEMA DE CONTABILIDAD

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA

Artículo 73 – Se entiende como Subsistema de contabilidad al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos técnicos utilizados para recopilar, evaluar, procesar y exponer los hechos y actos económicos y financieros que afecten o puedan afectar patrimonialmente al sector público, y que permitan medir el cumplimiento de los objetivos y metas de la administración.

SECCIÓN II – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 74 – El método de registración contable debe estar fundamentado en los principios y normas de contabilidad generalmente aceptados, adaptados al sector público y basado en el principio de la partida doble.

El registro contable de las transacciones económicas y financieras debe ser común, único, uniforme, integrado y aplicable a todos los organismos del sector público provincial. Debe exponer, como mínimo, la ejecución presupuestaria, los movimientos y la situación del tesoro y la situación, composición y variaciones del patrimonio de las entidades públicas. Está orientado a través de la estricta determinación de los costos a optimizar las operaciones públicas.

Todo acto o hecho económico o financiero debe estar debidamente registrado y documentado. La reglamentación establece los criterios para la conservación y seguridad de los documentos.

Por medios informáticos se pueden generar comprobantes, procesar y transmitir documentos e informaciones y producir los libros diario, mayor y demás auxiliares.

Puede acreditarse la veracidad de la instrumentación de la transacción pertinente y de la información registrada a través de la presentación de los archivos digitalizados o procesada por medios informáticos. La reglamentación establece los requisitos de seguridad y control del sistema, los que son supervisados por la Contaduría General.

Artículo 75 – Se entiende por ente contable:

1) la Administración Central, entendida como los poderes del Estado Provincial enumerados en los artículos 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial y a las jurisdicciones que la integran, excepto los organismos y entes contemplados en el art. 4 inc. A.1.II, A 2. II y artículo 4° inciso B de la presente ley.

2) los organismos o entes con personalidad jurídica y patrimonio propio, aunque dependa funcionalmente de una jurisdicción o un poder. La administración descentralizada se compone por todos los entes u organismos con personalidad jurídica, patrimonio propio e individualización presupuestaria, comprendiendo a los fines de esta Ley los enunciados en el art. 4 inc.) A.1.II y A.2.II.

SECCIÓN III – ORGANIZACIÓN

Artículo 76 – La Contaduría General de la Provincia es la Unidad Rectora Central del subsistema "Contabilidad" de la hacienda pública del sector público no financiero, y está a cargo de un Contador General y un Subcontador General.

Artículo 77 – La Contaduría General de la Provincia tiene las siguientes competencias:

a) prescribir la metodología contable a aplicar y la periodicidad, estructura y características de los estados contables que deba producir la hacienda pública del sector público no financiero, contemplando la naturaleza jurídica de cada ente;

b) garantizar que los sistemas contables que prescriba puedan ser desarrollados e implementados por las entidades, conforme a su naturaleza jurídica, características operativas y requerimientos de información de su dirección.

c) entender en la aplicación e interpretación de las normas relativas a la ejecución del presupuesto;

d) asesorar y asistir a las entidades de la hacienda pública del sector público no financiero en la aplicación de las normas y metodologías que dicte;

e) consolidar e integrar la contabilidad de la administración provincial.

f) coordinar el funcionamiento de las unidades contables operativas periféricas de la administración central y de la entidades que integran el sector público provincial no financiero;

g) realizar las operaciones de ajuste y cierre necesarias para producir anualmente los estados contables financieros que integran la cuenta de inversión; 

h) elaborar anualmente la cuenta de inversión del ejercicio anterior, que deberá elevarse por el Poder Ejecutivo a la Legislatura y en forma simultánea al Tribunal de Cuentas antes del 30 de junio, del año inmediato siguiente a su ejecución;

i) administrar el sistema de información financiera, que permita conocer permanentemente la gestión presupuestaria, de caja, financiera y patrimonial, así como los resultados operativos, económico y financiero de la administración central, de cada entidad descentralizada y del sector público no financiero en su conjunto;

j) coordinar con el órgano que resulte responsable del manejo de las relaciones con los municipios y comunas la elaboración del sistema de cuentas provinciales en lo pertinente a este subsistema;

k) entender en la compilación, análisis y evaluación de la información económica y financiera de la hacienda pública del sector público no provincial;

l) todas las demás que le asigne la reglamentación.

Artículo 78 – La Contaduría General de la Provincia debe organizar y mantener en operación un sistema permanente de compensación de deudas intergubernamentales, que permita reducir al mínimo posible los débitos y créditos existentes entre las entidades de la hacienda pública. Se entiende por compensación de deudas intergubernamentales la que se efectúe entre los poderes, jurisdicciones y entidades de la administración provincial.

SECCIÓN IV – NORMAS PARA LA EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA Y CIERRE DE CUENTAS PARA LA ADMINISTRACIÓN PROVINCIAL.–

Artículo 79 – Los créditos del presupuesto de gastos, con los niveles de agregación aprobados por la ley de presupuesto pertinente, constituyen el límite máximo de las autorizaciones disponibles para gastar.

Artículo 80 – El resultado financiero de la ejecución presupuestaria de un ejercicio, se determina al cierre del mismo, por la diferencia entre los recursos efectivamente recaudados y los gastos devengados durante su vigencia. En función del signo negativo o positivo de esta ecuación, se denomina déficit o superávit financiero respectivamente.

Artículo 81 – Los estados de ejecución presupuestaria de gastos deben exponer las transacciones programadas en sus etapas del compromiso, devengado y pagado.

Artículo 82 – En materia de ejecución del presupuesto de gastos, el compromiso implica: 

1. El origen de una relación jurídica con terceros, que pueda dar lugar en el futuro, a una eventual salida de fondos.

2. La aprobación, por parte de un funcionario competente, de la aplicación de recursos por un concepto e importe determinado y de la tramitación administrativa cumplida.

3. La afectación preventiva del crédito presupuestario que corresponda, en razón de un concepto e importe determinado 

4. La identificación del sujeto con el que se establece la relación jurídica, así como la especie, cantidad de los bienes o servicios a recibir o en su caso, el concepto del gasto sin contraprestación.

No se podrán adquirir compromisos para los cuales no queden saldos disponibles de créditos presupuestarios, ni disponer de créditos para una finalidad distinta a la prevista.

La reglamentación establecerá los alcances, la modalidad y la unidad responsable del registro de la ejecución de créditos presupuestarios.

Los poderes del Estado determinarán, para cada uno de ellos, los límites cualitativos y cuantitativos, dentro de los cuales podrán contraer compromisos por sí o por la competencia específica que asignen al efecto a los funcionarios de sus respectivas dependencias o entidades. La competencia así establecida será indelegable.

Artículo 83 – En materia de ejecución del presupuesto de gastos, el devengado implica:

a) La afectación definitiva de los créditos presupuestarios producida por una modificación cuantitativa o cualitativa en la composición del patrimonio, de la respectiva jurisdicción o entidad.

b) El surgimiento de una obligación de pago por la recepción en conformidad de bienes, obras o servicios oportunamente contratados o por haberse cumplido los requisitos administrativos dispuestos para los casos de gastos sin contraprestación.

c) La liquidación del gasto y la simultánea emisión de la respectiva orden de pago.

d) En ningún caso se puede devengar un gasto que no haya sido comprometido salvo los casos en que la naturaleza del procedimiento haga ambas etapas simultáneas y la reglamentación así lo establezca.

Artículo 84 – A los fines de esta ley, se considera gastado un crédito y por lo tanto ejecutado el presupuesto de dicho concepto cuando queda afectado definitivamente al devengarse un gasto.

Artículo 85 – El pago refleja la cancelación de las obligaciones asumidas con terceros.

Artículo 86 – Los estados de ejecución presupuestaria de los recursos deben exponer las transacciones programadas en sus etapas del devengado y recaudado, de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.
Artículo 87 – En materia de ejecución del cálculo de recursos, el devengado es cuando por una norma legal o relación jurídica se establece un derecho de cobro a favor de la administración provincial y simultáneamente una obligación de pago por parte de personas físicas o jurídicas.

Artículo 88 – Se produce la percepción o recaudación de recursos en el momento en que los fondos se ponen a disposición de una oficina recaudadora, de un agente del Tesoro o de cualquier funcionario facultado a recibirlos.

Artículo 89 – El presupuesto de recursos se considerará ejecutado en el momento en que se perciben o recaudan los mismos.

Artículo 90 – Las cuentas del presupuesto de recursos y gastos deben cerrarse el 31 de diciembre de cada año. Después de esa fecha los recursos que se recauden se consideran del presupuesto vigente, con independencia de la fecha en la cual se originó la obligación de pago o liquidación de los mismos.

Con posterioridad al 31 de diciembre no pueden asumirse compromisos ni devengarse gastos con cargo al ejercicio que se cierra en esa fecha.

Los gastos comprometidos y no devengados al 31 de diciembre se afectarán al ejercicio siguiente, imputando los mismos a los créditos disponibles para ese ejercicio.
A tal efecto, el Poder Ejecutivo dispondrá como obligación a cargo del Tesoro, de un crédito global de uso excepcional para financiar compromisos no devengados que carezcan de créditos presupuestarios en el nuevo ejercicio el que para su ejecución deberá ser apropiado de acuerdo a la clasificación presupuestaria vigente. Autorízase al Poder Ejecutivo, ad referéndum del Poder Legislativo, a realizar modificaciones al presupuesto con el objeto de dar cumplimiento a las disposiciones precedentes, las que deben ser comunicadas, a tal efecto, en el término de cinco (5) días de instrumentadas. La Dirección General de Presupuesto será la responsable de establecer los plazos para dar cumplimiento a la reapropiación y fijar los procedimientos para hacerla efectiva.

Artículo 91 – El Poder Ejecutivo debe presentar ante la Legislatura en forma trimestral, dentro de los treinta (30) días posteriores al vencimiento del referido período, estados demostrativos de la ejecución del presupuesto general de la administración provincial, siguiendo las clasificaciones y niveles de autorización incluidos en la ley exponiendo los créditos originales y sus modificaciones, explicitando la motivación de los desvíos y los alcances logrados en los aspectos de esta ley.

Artículo 92 – El Poder Ejecutivo puede declarar, una vez agotados los medios para lograr su cobro y previo dictamen de la Fiscalía de Estado, la incobrabilidad de los créditos a su favor, excepto los de naturaleza tributaria, que se rigen por las normas del Código Fiscal. La declaración de incobrable no implica la extinción de los derechos del Estado Provincial, ni de la responsabilidad en que pudiera incurrir el funcionario o empleado recaudador o cobrador, si tal situación le fuera imputable.

Artículo 93 – Las deudas del Estado que tengan diez (10) o más ejercicios financieros concluidos, no pueden reclamarse administrativamente y por lo tanto deben darse de baja de los registros contables, salvo disposición judicial en contrario. 

SECCIÓN V – CUENTA DE INVERSIÓN

Artículo 94 – La cuenta de inversión debe elevarse a la Legislatura y al Tribunal de Cuentas antes del 30 de junio del año siguiente al del ejercicio que corresponda y debe contener como mínimo:
a) Informe sobre la evolución financiera, económica, patrimonial y de gestión consolidada de la administración provincial del ejercicio concluido, su inserción con el planeamiento propuesto y su comparación con los períodos anteriores.
b) Estados financieros y patrimoniales:
– la ejecución del presupuesto de recursos de la administración provincial desagregados por ente hasta el nivel previsto en la ley de presupuesto;

– la ejecución del presupuesto de gastos de la administración provincial, mostrando el compromiso y el devengado, desagregados por ente hasta el nivel previsto en la ley de presupuesto;
– la cuenta ahorro–inversión–financiamiento de la administración provincial, desagregados por ente;
– los estados que demuestren los movimientos situación del Tesoro de la administración provincial, desagregados por ente;

– la situación de la deuda pública de la administración provincial, desagregada por ente, título y préstamo;

– los estados de recursos y gastos corrientes de la administración central; 

– el estado de origen y aplicación de fondos de la administración central;

– el balance de sumas y saldos y balance general de la administración central que integre los patrimonios netos de los organismos descentralizados, empresas y otros entes públicos;

– el estado de resultado, balance de sumas y saldos, balance general de las entidades descentralizadas, empresas y otros entes públicos;

– el estado de resultados del sistema de cargos y descargos de responsables establecido en el artículo 57, inciso a);

– el cumplimiento de metas, costos y objetivos previstos en el presupuesto, desagregados por entidad, por cada uno de los programas presupuestarios e integrado para la administración provincial.
Artículo 95 – La cuenta ahorro–inversión–financiamiento, debe desagregarse por entidad, de modo tal, que integre a todo el sector público provincial.
Una vez remitida a la Legislatura la cuenta de inversión del ejercicio cerrado y en forma previa al envío de proyecto de presupuesto del próximo ejercicio el Ministro de Hacienda concurrirá a una sesión conjunta de las Comisiones de Presupuesto y Hacienda de las cámaras de Diputados y Senadores, para presentar un informe global que contenga:
1. La evaluación del cumplimiento del presupuesto del ejercicio anterior, comparando con el presupuesto aprobado por la legislatura y la ejecución informada en la cuenta de inversión, explicando las diferencias ocurridas en materia de ingresos, gastos y resultados financieros.

2. La estimación del presupuesto del año en curso, comparándolo con el presupuesto aprobado por la Legislatura explicando las diferencias que ocurran en materia de ingresos, gastos y resultados financieros.

Artículo 96 – Las cuentas de inversión que fueran remitidas por el Poder Ejecutivo y sobre las cuales la Legislatura no se hubiese pronunciado dentro del año de su elevación se considerarán aprobadas.

CAPÍTULO V – INGRESOS PÚBLICOS Y RELACIONES FISCALES CON ADMINISTRACIONES LOCALES

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA

Artículo 97 – El subsistema "Ingresos públicos y relaciones fiscales con administraciones locales" comprende el conjunto de órganos, normas y procedimientos que regulan la información, administración y percepción del conjunto de fuentes de ingresos tributarios y no tributarios con incidencia económica o financiera en el presupuesto del Estado Provincial, y que exigen la concreción de políticas, la ejecución y supervisión coordinada y racional de las mismas con el objeto de que su captación se concilie con sus aplicaciones y las relaciones fiscales que surjan entre el Estado Provincial y las administraciones locales en todo lo relativo a la administración de recursos y gastos.

SECCIÓN II: NORMAS TÉCNICAS COMUNES
Artículo 98 – El Poder Ejecutivo determina y fija los valores y demás condiciones de los aranceles correspondientes a las prestaciones de los servicios especiales que efectúen las distintas jurisdicciones a terceros.

Artículo 99 – El Poder Ejecutivo retendrá de los montos que le corresponda a las municipalidades y comunas en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de deudas que las mismas mantengan con el Tesoro Provincial o con cualquier ente de la hacienda pública provincial, cuando fueran exigibles y no hubieren sido cancelados, así como también los montos que correspondieren en concepto de repetición a contribuyentes en los casos de impuestos que coparticipan automáticamente.

Artículo 100: La modificación de los índices de coparticipación de impuestos nacionales y provinciales a comunas en virtud de ser declaradas ciudades, se producirá a partir del 1° de enero del año siguiente al de vigencia de la ley respectiva.

SECCIÓN III – ORGANIZACIÓN.

Artículo 101 – La Dirección General de Ingresos Públicos y Coordinación Fiscal con Administraciones Locales es la Unidad Rectora Central del subsistema "Ingresos públicos y relaciones fiscales con administraciones locales" de la hacienda pública del sector público no financiero, y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.

Artículo 102 – La unidad rectora central del subsistema tiene las siguientes competencias:

a) proponer metodologías orientadas a la concreción de políticas para la obtención de fuentes de ingresos u optimizar las existentes;

b) participar en lo concerniente a la legislación sobre los recursos provinciales, propiciando y coordinando modalidades uniformes de tributación y recaudación;

c) realizar los estudios, análisis y relevamientos pertinentes de la evolución de los distintos tipos de recursos e ingresos públicos; 

d) participar en los organismos interjurisdiccionales responsables de las relaciones fiscales entre provincias y con el gobierno nacional y realizar los estudios pertinentes;

e) analizar y evaluar las normas de regulación del régimen impositivo provincial y de administración tributaria, los procedimientos generales utilizados y los resultados obtenidos en las recaudaciones provinciales;

f) investigar la incidencia económica–financiera del sistema tributario sobre los grupos sociales, regiones, sectores productivos, etc.;

g) evaluar la incidencia sobre las finanzas provinciales de los regímenes de incentivo fiscal, promociones y exenciones, emergencia y desastre económico y cualquier otra situación que modifique la expectativa de recaudación prevista; 

h) intervenir en la evaluación y seguimiento de los sistemas financieros de los municipios y comunas orientados a permitir la elaboración de políticas integradas;

i) entender en todo lo concerniente a la legislación sobre coparticipación de impuestos a municipios y comunas y cualquier otra que tenga incidencia económica o financiera para el sector público provincial;

j) supervisar las operaciones de transferencias de fondos a municipios y comunas provenientes de la coparticipación impositiva;

k) intervenir en las cuestiones objeto de controversia en temas económicos, financieros o impositivos entre la Provincia y los municipios y comunas;

l) participar en los convenios de compensación de créditos y deudas entre la Provincia y los municipios y comunas, y de estos con la Nación. 

m) ll) participar en aquellas operaciones en que la Provincia deba prestar cualquier forma de garantía.

n) participar en la aplicación de políticas y planes de asistencia financiera provincial, nacional o internacional.

o) todas las demás que le asigne la reglamentación.

TÍTULO III: SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

CAPITULO I – ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

SECCIÓN I – INTEGRACIÓN

Artículo 103 – El subsistema "Administración de bienes y servicios" comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos destinado a la gestión de los bienes muebles e inmuebles del patrimonio del Estado y al régimen de contrataciones que rige al sector público provincial.

Este subsistema está destinado a lograr la optimización en la incorporación, mantenimiento y adquisición o contratación de bienes, obras y servicios de terceros, para el patrimonio estatal o que el sector público provincial requiera consumir para cumplir sus fines.

La gestión de bienes está destinada a regular la incorporación, mantenimiento, registración, identificación, control y baja de los bienes muebles e inmuebles de propiedad del sector público provincial.

El régimen de contrataciones es el conjunto de principios, normas y procedimientos destinado a cubrir las necesidades del sector público provincial en materia de provisión de bienes, obras y servicios de terceros, utilizando la mejor tecnología, el momento oportuno y el costo más racional.

SECCIÓN II – ORGANIZACIÓN

Artículo 104 – La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes es la Unidad Rectora Central del subsistema "Administración de bienes y servicios" de la hacienda pública del sector público provincial no financiero, y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.

Artículo 105 – La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes tiene las siguientes competencias:

1. En materia de gestión de bienes:

a) proponer y aplicar las políticas y normas sobre la administración de bienes de la hacienda pública;

b) determinar los bienes muebles e inmuebles objeto de los relevamientos; 

c) confeccionar los nomencladores y clasificadores de los bienes; 

d) ejecutar, controlar y evaluar la implementación del sistema de relevamiento y su actualización;

e) diseñar un sistema de información en concordancia con la Contaduría General de la Provincia;

f) supervisar la organización de las Unidades Operativas Periféricas Patrimoniales;

g) ejercer la representación legal en las situaciones que corresponda;

h) proponer se declaren innecesarios a ciertos bienes participando en su venta o donación o cesión gratuita si aquella no fuere procedente;

i) implementar un sistema de verificaciones físicas y realizar los controles necesarios;

j) proponer la asignación o reasignación de bienes vacantes o sin afectación específica;

k) dictar normas sobre mantenimiento, conservación y asignación de responsabilidades en la tenencia de los bienes;

l) diseñar, juntamente con la Contaduría General de la Provincia, pautas referidas a valuaciones, amortizaciones, devalúos, revalúos, actualizaciones, etc., de los bienes relevados;

m) proponer e implementar eventuales aseguramientos de bienes bajo las condiciones que especifique la reglamentación;

n) proponer al Poder Ejecutivo la declaración de bienes de propiedad del Estado que hacen al patrimonio cultural de la Provincia, los cuales no podrán enajenarse, cederse o gravarse;

o) efectuar el saneamiento y perfeccionamiento dominial, catastral y registral de los títulos inmobiliarios estatales y requerir al organismo técnico competente las acciones judiciales necesarias para la preservación del patrimonio inmobiliario estatal e intervenir en la constitución, transferencia, modificación o extinción de otros derechos reales o personales.

2. En materia de contrataciones:

a) proponer políticas y procedimientos y dictar las normas necesarias para la implementación y funcionamiento del sistema;

b) administrar un sistema de información que permita la elaboración de políticas, programación y gestión de las contrataciones;

c) controlar la aplicación de las normas vigentes en la materia;

d) mantener el Registro Único de Proveedores y Contratistas del Sector Público Provincial otorgando las altas, penalizaciones y bajas del mismo;

e) aprobar modelos de pliegos o pliegos tipo de licitación y resolver impugnaciones según los montos que establezca la reglamentación;

f) controlar selectivamente las contrataciones que se realicen por procedimientos distintos a la licitación o concurso;

g) intervenir en las compras, contrataciones y gestiones en excepción al trámite licitatorio conforme lo disponga la reglamentación;

h) elaborar y actualizar un sistema de precios de referencia para uso de las unidades operativas periféricas;

i) proponer la modificación de los valores que contribuyen a determinar el procedimiento de selección del proveedor o contratista;

j) intervenir en las controversias derivadas de las contrataciones, que se susciten durante el trámite o con posterioridad a la misma;

k) aplicar penalidades por incumplimiento de contratos y órdenes de provisión;

l) coordinar su accionar con los organismos correspondientes de los poderes Legislativo y Judicial;

m) asesorar a las jurisdicciones y entidades en la elaboración de los programas anuales de contrataciones, destinados a integrar la información presupuestaria básica en materia de gastos;

n) organizar el sistema estadístico de contrataciones;

o) todas las demás facultades necesarias para el cumplimiento de su función

SECCIÓN III – NORMAS TÉCNICAS COMUNES APLICABLES A LA GESTIÓN DE BIENES

Artículo 106 – Todos los bienes existentes y los que la hacienda pública incorpore a título oneroso o gratuito, deben considerarse de propiedad provincial, sin perjuicio de la afectación temporaria o definitiva que se asigne a un poder, jurisdicción o entidad en particular.

Las normas del presente capítulo son aplicables a las empresas y servicios concesionados respecto de los bienes de dominio del Estado.

Artículo 107 – La administración de los bienes está bajo la responsabilidad de los poderes, jurisdicciones y entidades que los tengan asignados o los hayan adquirido para su uso, a través de las unidades periféricas operativas patrimoniales.

Los poderes, jurisdicciones y entidades deben prever en sus presupuestos los créditos para atender los gastos de conservación necesarios para su mantenimiento.

Artículo 108 – Los bienes deben destinarse al uso o consumo para el que fueron adquiridos. 

Toda transferencia posterior o cambio de destino deberá formalizarse mediante acto administrativo en las condiciones que establezca la reglamentación. 

Aquellos bienes que quedaren sin destino, pasarán al Ministerio de Hacienda y Finanzas y le alcanzará lo dispuesto en el artículo precedente. 

Se consideran "sin destino":

a) aquellos que carecen de afectación, 

b) los que estando afectados a un servicio, no sean necesarios para la gestión específica del mismo,

c) los inmuebles utilizados parcialmente en la parte que no lo fueran,

d) los inmuebles arrendados a terceros,

e) aquellos inmuebles afectados a planes futuros que no cuenten con financiamiento aprobado para su ejecución y,

f) los inmuebles concedidos por los poderes en uso precario a organismos públicos o instituciones privadas, legalmente constituidas en la Provincia, para el desarrollo de sus actividades de interés general.

Artículo 109 – El Poder Ejecutivo puede autorizar la permuta de bienes o entregar los mismos en compensación de pago de otros para similar uso, en las condiciones que establezca la reglamentación, con las restricciones establecidas en el artículo 111 en materia de bienes inmuebles.

Artículo 110 – Debe ser objeto de relevamiento e inventario la totalidad de los bienes excepto los del dominio público, registrando de éstos solamente las inversiones en ellos realizadas.

Artículo 111 – Las formalidades legales exigidas para la incorporación o baja patrimonial son las siguientes:

– ALTAS:

a) onerosas:

1) compras: según las exigencias impuestas en el régimen de compras de acuerdo a su monto. Los bienes inmuebles y vehículos necesitarán decreto del Poder Ejecutivo.

2) las expropiaciones.

b) gratuitas:

1) sin cargo: aceptación por decreto del Poder Ejecutivo.

2) con cargo: aceptación por decreto del Poder Ejecutivo el que deberá ser ratificado por el Poder Legislativo.

– BAJAS: Cuando obedezcan a razones normales de uso, deberá constar informe técnico respectivo, a los efectos de verificar y certificar el cumplimiento de la vida útil estimada del bien. En todos los casos las actuaciones deben ser remitidas al Tribunal de Cuentas.

–Bienes muebles: por decreto del Poder Ejecutivo.

–Bienes inmuebles: por ley.

SECCIÓN IV – NORMAS TÉCNICAS COMUNES APLICABLES AL RÉGIMEN DE CONTRATACIONES

Artículo 112 – El régimen de contrataciones regula todos los procesos de adquisición de bienes y servicios de terceros que el sector público provincial adquiera para su consumo o uso. Incluye asimismo las contrataciones por ventas y concesiones y todos aquellos contratos no excluidos expresamente.

La contratación de obras públicas se rige por su ley específica, siendo la presente ley de aplicación supletoria cuando aquella norma no lo prevea.

Quedan excluidos los siguientes contratos:

· los de empleo público;

· las compras menores por caja chica;

· los que se celebren con Estados extranjeros, con entidades de derecho público internacional, o con instituciones multilaterales de crédito;

· los que se financien con recursos provenientes de los Estados o de las entidades a que se hace mención en el inciso anterior, sin perjuicio de las facultades de fiscalización sobre este tipo de contratos que la presente ley confiere a los organismos de control;

· los que celebren las empresas y sociedades del Estado provincial cuya actividad habitual y específica sea comercial, industrial, financiera u otra, cuando se realicen en cumplimiento de su objeto social;

· los que celebren las entidades financieras y aseguradoras del Estado provincial con sus clientes y con las demás entidades financieras públicas o privadas, nacionales, extranjeras o internacionales, cuando se realicen en cumplimiento de su objeto social y constituyan su actividad habitual;

Artículo 113 – Las contrataciones deberán ajustarse a las siguientes premisas:

a) Optimización del poder de compra del Estado.

b) Razonabilidad objetiva del proyecto y de la contratación para cumplir con el interés público comprometido.

c) Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos que autoricen, dirijan o ejecuten las contrataciones.

d) Promoción de la concurrencia y competencia.

e) Publicidad del requerimiento a contratar en la forma y por los medios más convenientes, en el Boletín Oficial y en la página web oficial de la provincia.

f) Igualdad de posibilidades para los interesados oferentes con el objeto de promover la competencia.

g) Flexibilidad y transparencia en los procedimientos.

h) Economicidad, eficiencia y eficacia en la aplicación de los recursos públicos.

i) Utilización de precios de referencia como parámetro de comparación y garantía de la eficiencia en la utilización de recursos públicos y gestión.

SECCIÓN V – NORMAS TÉCNICAS PARTICULARES APLICABLES AL RÉGIMEN DE CONTRATACIONES

Procedimientos de selección

Artículo 114 – Toda compra o venta por cuenta de la Provincia, así como todo contrato sobre locaciones, arrendamientos, trabajos o suministros, se debe hacer, por regla general, previa licitación o concurso público. No obstante, puede contratarse por:

a) licitación o concurso privado, cuando el valor estimado de la operación no exceda de pesos cien mil;

b) subasta o remate público, por intermedio de oficinas del Estado Provincial especializadas en la materia, cuando la compra de bienes se haya autorizado por la autoridad competente;

c) contratación directa, en los siguientes casos y bajo las condiciones que se establecen a continuación:

1– Cuando la operación no exceda el tope de la reglamentación.

2– Adquisición en remate público previa fijación del precio máximo a abonarse en la operación.

3– Urgencias o emergencias originadas en circunstancias imprevisibles plenamente justificadas por el Poder Ejecutivo.

La urgencia debe responder a circunstancias objetivas y su magnitud debe ser tal que impida la realización de otro procedimiento de selección en tiempo oportuno.

4– Cuando la licitación o concurso haya resultado desierto por ausencia de ofertas ajustadas al pliego respectivo, siempre que rijan, para la contratación directa, exactamente las mismas condiciones y cláusulas que las exigidas en la licitación o concurso desiertos.

5– Obras de arte, científicas o de interés histórico cuya ejecución deba confiarse a empresas, artistas o profesionales de reconocida capacidad.

Se debe fundar la necesidad de la especialización y los antecedentes que acrediten la notoria capacidad científica o artística de las empresas, artistas o especialistas a quienes eventualmente se les encomiende la ejecución de la obra o servicio encomendado.

Las contrataciones respectivas deben establecer la responsabilidad propia y exclusiva del contratado, quién, en todos los casos actuará sin relación de dependencia con el Estado provincial.

6– Exclusividad comprobada del oferente y carencia de bienes sustitutos.

Cuando la contratación se fundamente en esta disposición debe quedar documentada en el expediente la demostración de tal exclusividad.

La marca no constituye de por sí causal de exclusividad, salvo que no haya sustitutos convenientes.

En todos los casos, la determinación de que no existen sustitutos convenientes debe basarse en los correspondientes informes técnicos, en los que expresamente se consignen las razones de la conveniencia.

La contratación directa con un fabricante exclusivo sólo corresponde cuando éste documente que se ha reservado el privilegio de la venta del bien que elabora.

Se incluye en este apartado la adquisición de material bibliográfico en el país o en el exterior a editores o personas físicas o jurídicas especializadas en la materia.


7– Entre organismos oficiales del sector público nacional, provincial o municipal, debiendo cumplirse el requisito de probada conveniencia sobre la media del mercado.


8 – Para aquellas reparaciones de equipos, maquinarias o motores, excluidas las de mantenimiento, que por su naturaleza exija el desarme, traslado o examen previo como condición imprescindible y resultare más oneroso en caso de adoptarse otro procedimiento de contratación.


9 – Cuando las materias y las cosas por su naturaleza particular o por la especialidad del empleo a que se destinan, deban comprarse o elegirse en los lugares mismos de su producción, distante del asiento de las autoridades o cuando deban entregarse sin intermediarios por los productores mismos.

El Poder Ejecutivo debe reglamentar y especificar las condiciones y requisitos particulares de cada una de las modalidades de contratación.

Artículo 115 – El Poder Ejecutivo debe reglamentar el monto a aplicar para la elección del procedimiento de gestión directa según el monto estimado del contrato.

Artículo 116 – La licitación debe realizarse cuando el criterio de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores económicos. El procedimiento de concurso debe hacerse conforme con los mismos montos previstos para la licitación, cuando el criterio de selección del cocontratante recaiga primordialmente en factores no económicos.

Artículo 117 – Las licitaciones y concursos podrán ser:

· públicos o privados;

· de etapa única o múltiple;

· nacionales o internacionales.

Artículo 118 – La licitación o concurso es público cuando el llamado a participar esté dirigido a un número indeterminado de posibles oferentes con capacidad para obligarse, y es aplicable sin perjuicio del cumplimiento de los demás requisitos que exijan el pliego de bases y condiciones particulares y el pliego único de bases y condiciones generales. 

Artículo 119 – La licitación o concurso es privado cuando se invita a participar a una determinada cantidad de posibles oferentes y es procedente cuando el monto estimado de la contratación no exceda del establecido para la licitación o concurso públicos.

En todos los procedimientos de selección del cocontratante en que la invitación a participar se realice a un determinado número de personas físicas o jurídicas, se deben considerar y evaluar las ofertas presentadas por quienes no fueron convocados.

Artículo 120 – La licitación o concurso es de etapa única cuando la comparación de las ofertas y de las calidades de los oferentes se realiza en un mismo acto.

Artículo 121 – Cuando el grado de complejidad del objeto o la duración del contrato lo justifiquen, la licitación o el concurso debe instrumentarse bajo la modalidad de etapa múltiple.

La licitación o concurso es de etapa múltiple cuando se realiza en dos (2) o más fases la evaluación y comparación de las calidades de los oferentes, los antecedentes empresariales y técnicos, la capacidad económico – financiera, las garantías, las características de la prestación y el análisis de los componentes económicos de las ofertas, mediante preselecciones sucesivas.

En los casos en que se utilice esta variante, la recepción de los sobres respectivos debe ser simultánea para todos los oferentes. Sólo se procederá a abrir los correspondientes a las ofertas económicas de aquellos oferentes que hubieran sido precalificados.

Artículo 122 – La licitación o concurso es nacional cuando la convocatoria está dirigida a interesados y oferentes del país.

Artículo 123 – La licitación o concurso es internacional cuando, por las características del objeto o la complejidad de la prestación, la convocatoria se extienda a interesados y oferentes del exterior.

Artículo 124 – Puede realizarse el concurso de proyectos integrales cuando la jurisdicción o ente solicitante no hubiera determinado detalladamente en el llamado las especificaciones del objeto del contrato, o se tratare de una iniciativa privada y aquella deseare obtener propuestas sobre los diversos medios posibles para satisfacer sus necesidades.

En tales casos, la jurisdicción o entidad solicitante debe cumplir con los siguientes requisitos:

a) Consignar previamente los factores que a considerar para la evaluación de las propuestas, y determinar el coeficiente de ponderación relativa a asignar a cada factor y la manera de considerarlos.

b) Efectuar la selección del proveedor o contratista, tanto en función de la conveniencia técnica de la propuesta como de su precio.

c) Otorgar al oferente autor de la iniciativa privada el derecho de participar juntamente con el titular de la oferta declarada más conveniente por el licitante en una etapa de mejoras de ofertas.

Artículo 125 – En las contrataciones directas, si el monto previsto del contrato fuera inferior al que determine la reglamentación, las invitaciones a participar pueden efectuarse por cualquier medio y las ofertas pueden presentarse mediante correo electrónico, facsímil u otros medios similares que disponga la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes. El titular de la unidad operativa de contrataciones es el depositario de las propuestas que se reciban. Dicho funcionario tiene la responsabilidad de que las ofertas permanezcan reservadas hasta el día y hora de vencimiento del plazo fijado para su presentación. En esa oportunidad todas las ofertas que se hubieren presentado se agregarán al expediente según el orden de su recepción, pudiendo prescindirse del acto formal de apertura de las ofertas. El titular de la unidad operativa de contrataciones suscribirá un acta donde conste lo actuado.

Artículo 126 – En las contrataciones mencionadas en el artículo anterior, una vez vencido el plazo para la presentación de las propuestas, la elección de la oferta más conveniente puede resolverse sin más trámite por la autoridad competente para adjudicar, sobre la base de las constancias del expediente, debiendo requerir la opinión de la unidad operativa de contrataciones.

Artículo 127 – El Poder Ejecutivo o el funcionario que éste designe, puede reconocer las erogaciones emergentes de la publicación de avisos oficiales, siempre que los medios a quienes se ordenen las publicaciones cuenten con tarifas previamente aprobadas por autoridad competente y se hubiese imputado previamente el crédito específico con el que se debe atender la erogación.

Pliegos de bases y condiciones

Artículo 128 – Los instrumentos de convocatoria o contratación deben dejar expresamente a salvo la potestad del titular del Poder Ejecutivo y Presidentes de las Cámaras de Diputados y Senadores, Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de Cuentas de la Provincia, o de los que éstos designen, de revocarlos en sede administrativa cuando se comprobare administrativamente la existencia de irregularidades que hubieren posibilitado la obtención indebida de ventajas por parte del contratante; o la existencia de vicios conocidos por el contratante particular que afectaran originariamente al contrato, susceptibles de acarrear su nulidad; o que el contrato fue celebrado mediando prevaricato, cohecho, violencia o cualquier otra maquinación fraudulenta que diera lugar a la acción penal o que fuere objeto de condena penal. El ejercicio de dicha facultad da lugar al inicio de una acción directa por parte del Estado.

Artículo 129 – La reglamentación especificará los requisitos que contendrán los pliegos de bases o documentación que haga sus veces, debiendo contener mínimamente:

a) descripción del objeto;

b) características técnicas genéricas;

c) factores de evaluación;

d) moneda de cotización y tipo de conversión;

e) clase y monto de las garantías a constituir;

f) plazos;

g) condiciones económico – financieras.

Artículo 130 – El trámite que decide la contratación y establece el procedimiento de selección a utilizar, en todos los casos, debe ser debidamente motivado y causado.

Las contrataciones directas solo pueden ser autorizadas en los casos previstos por esta ley, en las condiciones que dispone la reglamentación.

En los casos de licitación y concurso públicos se debe cumplir con el requisito de la publicidad que establece la reglamentación, la que debe efectuarse en el Boletín Oficial, la página web de la Provincia y en los medios de comunicación que se estimen pertinentes, tanto sean regionales, nacionales o internacionales de acuerdo a la índole de la contratación.

La totalidad de las compras o contrataciones que no se realicen a través de la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes deben ser comunicadas a la misma conforme lo establezca la reglamentación. 

Artículo 131 – El acto de apertura de las ofertas debe ser público. Con posterioridad a la apertura de las ofertas, el organismo contratante puede negociar con el oferente mejor colocado, o simultáneamente con los oferentes mejor colocados que hubieren presentado ofertas similares, con el fin de obtener condiciones más ventajosas para el interés público. Las mejoras pretendidas deben ser requeridas a todos los oferentes llamados a mejorar, en las mismas condiciones y no pueden ser diferentes para ninguno de ellos.

Las mejoras en las ofertas deben ser hechas por escrito y dentro del plazo común que se les fije. Estas propuestas serán abiertas de acuerdo con las formalidades previstas por la reglamentación. El silencio por parte del oferente invitado a mejorar, se considerará como que mantiene su oferta.

Artículo 132 – Para las compras de productos, bienes y servicios que efectúe el sector público provincial, las empresas u organizaciones de origen provincial podrán recotizar sus propuestas originales igualando o mejorando el ofrecimiento más conveniente, en la medida que su oferta original no supere a la de los demás oferentes en proporciones que en el presente artículo se establecen, excluyéndose a las contrataciones que se realicen con financiación externa, en las que el organismo financiero exija como condición la selección internacional.

a) del 5%, cuando los productos, bienes o servicios sean originarios, fabricados o prestado en la provincia.

b) del 2,5%, cuando no siendo originarios, fabricados o prestados en la provincia se comercialicen en forma habitual por empresas con domicilio legal en el territorio provincial.

Los porcentajes precedentes se ampliarán en un 50% cuando la empresa u organización radicada en la provincia haya alcanzado certificación de calidad expedida por evaluadora de reconocido prestigio.

Las disposiciones anteriores se aplicarán cuando la empresa que haya realizado el mejor ofrecimiento originario no sea de origen provincial.

Una empresa u organización industrial, de construcción o proveedora de servicios, será considerada de origen provincial si ha sido creada o autorizada a operar de conformidad con las leyes de la provincia y tenga asiento de producción en la misma con un mínimo de doce meses de residencia anterior al llamado a licitación o compra.

Las uniones transitorias de empresas, las asociaciones de colaboración empresaria y otras formas asociativas serán consideradas de origen provincial cuando al menos el 51% de su patrimonio cumpla con las disposiciones del párrafo anterior.

Las empresas u organizaciones que deseen acogerse a los beneficios precedentes deberán inscribirse en el Registro Único de Proveedores y Contratista del Sector Público Provincial, presentando las constancias que se determine por reglamentación y que permitan acreditar fehacientemente su lugar de radicación, debiendo estar al día con sus obligaciones impositivas y previsionales al momento de la inscripción y al de presentación de ofertas. 

Adjudicación
Artículo 133 – Cumplido, en su caso el procedimiento establecido en el artículo anterior, la adjudicación debe realizarse a favor de la oferta más conveniente para el organismo contratante. A igualdad de precios, la adjudicación recaerá en la propuesta que ofrezcan elementos de fabricación nacional, y de subsistir el empate recaerá en propuesta que ofrezca elementos de mejor calidad si ello surgiera de las características especificadas en la ofertas o de las muestras presentadas, el precio, la idoneidad del oferente y demás condiciones de la oferta.

Si una vez realizado el procedimiento dispuesto, y efectuadas las evaluaciones comparativas indicadas precedentemente se mantuviere la paridad de la oferta, se debe proceder al sorteo de las mismas. Para ello se debe fijar día, hora y lugar del sorteo y notificarse por medio fehaciente a los oferentes que las hubieren formulado. El sorteo debe realizarse en presencia de los interesados, si asistieran, y se labrará el acta correspondiente.
La adjudicación en todos los caso debe ser resuelta en forma fundada por la autoridad competente para aprobar la contratación y notificada fehacientemente al adjudicatario y al resto de los oferentes e incorporada a la base de datos pública que se instrumentará a tal efecto, de acuerdo a la reglamentación respectiva. Puede resolverse la adjudicación aún cuando se haya presentado una sola oferta.

La reglamentación establece los criterios a ser tenidos en cuenta para la adjudicación, impugnación, planteamiento del pertinente recurso y los requisitos del contrato a celebrarse entre las partes, como asimismo, las responsabilidades que se deriven si el mismo, por causas imputables a cualquiera de ellas, no lograra firmarse.

Es siempre facultativo del contratante dejar sin efecto el llamado en cualquier momento anterior a la adjudicación o rechazar total o parcialmente todas las propuestas. El rechazo de las propuestas no da lugar a indemnización alguna.

Garantías
Artículo 134 – Los oferentes y los adjudicatarios deben constituir garantías de mantenimiento de la oferta, de cumplimiento de las obligaciones emergentes del contrato y de impugnación. Se constituirá contragarantía por anticipado cuando el adjudicatario reciba adelantos en aquellas contrataciones en que los pliegos lo previesen.

La reglamentación determina las excepciones a la obligación de presentar garantías y fija las alícuotas y formas de constitución de las mismas, siendo el valor mínimo de la garantía de mantenimiento de oferta el 1% del mayor valor propuesto, el 7% del valor total de la adjudicación en la garantía de cumplimiento, y el 3 % sobre el monto de la oferta del impugnante, o del valor determinado en el pliego de bases y condiciones particulares, en la garantía de impugnación.

La reglamentación debe establecer las formas de constitución de las garantías y los plazos en que se devolverán.

La Provincia no abona intereses por los depósitos de valores otorgados en garantía en tanto que los que devengaren los mismos pertenecen a sus depositantes.

El organismo contratante tiene derecho a intimar al oferente, adjudicatario o proveedor incumplidor el depósito en efectivo del importe de la multa o garantía perdida, en la cuenta bancaria que indique y dentro del plazo que a tal efecto le fije.

La ejecución de las garantías o la iniciación de las acciones destinadas a obtener el cobro de las mismas tienen lugar sin perjuicio de la aplicación de las multas que correspondan o de las acciones que se ejerzan para obtener el resarcimiento integral de los daños que los incumplimientos de los oferentes o proveedores hubieren ocasionado.

Artículo 135 – La presentación por el proponente de la oferta sin observaciones a esta ley o su decreto reglamentario, pliego de bases y condiciones generales y cláusulas particulares, implica la aceptación y sometimiento a las cláusulas de esta documentación básica, constituyendo el todo un contrato que se perfecciona con la aprobación en término de la adjudicación por la autoridad jurisdiccional competente.

Artículo 136 – El adjudicatario no puede transferir ni ceder el contrato sin la previa autorización de la autoridad que resolviera la adjudicación. Si así se hiciere, se tendrá por rescindido de pleno derecho.

Artículo 137 – La reglamentación establece las modalidades para el seguimiento de la ejecución de los contratos, la posibilidad de ampliación de los plazos estipulados, así como la modificación de las prestaciones asumidas o la revisión de las mismas, siempre que la adjudicación originaria las autorice.

El organismo contratante, con aprobación de la autoridad competente de acuerdo con el nuevo monto, tiene derecho a aumentar o disminuir el total adjudicado hasta un diez por ciento (10%) de su valor original en las condiciones y precios pactados y con adecuación de los plazos respectivos. Ese porcentaje puede incidir tanto en las entregas totales, como en las entregas parciales.

Artículo 138 – Los precios pactados son invariables, excepto que ello signifique una economía para el Estado.

Artículo 139 – La Dirección tiene a su cargo la confección de un registro único provincial de proveedores, contratistas de la Provincia y licitadores de obras públicas, integrado con todas las personas físicas y jurídicas que se presenten para ser reconocidos como tales. Asimismo, debe confeccionar un registro de sancionados. 

La reglamentación debe establecer:

a) requisitos que deben contener los pedidos al iniciar los trámites de la contratación;

b) clases, montos, formas de las garantías; su devolución y las excepciones a su constitución;

c) normas referentes a la concurrencia a las licitaciones, concursos y contrataciones;

d) normas sobre especificaciones, muestras y tolerancias de lo solicitado;

e) formas de presentación de las ofertas;

f) presentación de muestras;

g) normas sobre el mantenimiento de las ofertas;

h) formalidades en la apertura de las ofertas y desestimación de las mismas;

i) normas para el estudio de las ofertas y su adjudicación;

j) normas sobre la entrega y recepción;

k) lugar y forma de presentación de facturas y pagos;

l) responsabilidades y penalidades a adoptarse en caso de incumplimiento parcial o total del contrato.

m) disposiciones varias sobre gastos, seguros y transportes.

Locación de inmuebles
Artículo 140 – La locación de inmuebles para uso del Estado provincial, debe efectuarse previo pedido de propuestas, con sujeción al trámite de precios, conforme al monto de erogación anual, debiendo en todos los casos publicarse en el Boletín Oficial, la página web de la Provincia y un diario de la localidad.

Al vencimiento de un contrato de locación anterior, la entidad responsable de la contratación, previa intervención de la unidad rectora central, puede proceder, según convenga, a su renovación o reconducción o a un nuevo llamado a licitación o concurso de precios para ocupar otro local. No obstante haber llamado a licitación o concurso de precios, puede resolver la renovación del contrato anterior o su reconducción, si no se presentasen propuestas o éstas resultaran inconvenientes. La contratación de nuevos alquileres esta sujeta a las disposiciones en materia de adjudicaciones, en lo atinente a responsabilidad de aprobación.

Es condición indispensable y previa al perfeccionamiento del contrato de locación o sus futuras renovaciones la presentación, por parte del propietario, de las constancias de libre deuda del impuesto inmobiliario correspondiente a la propiedad en trámite de arrendamiento, la verificación de la titularidad del bien y la inspección del estado del mismo.

En ningún caso debe incluirse en los contratos cláusulas que obliguen al Estado al pago de tasas, contribuciones, impuestos o gravámenes de cualquier naturaleza, existentes o futuras que incidan sobre el bien arrendado, los que son por cuenta exclusiva de su propietario, a excepción de los servicios que por razones de uso que diera al inmueble la repartición locataria, deben ser atendidos por el fisco.

La Provincia debe contemplar al momento de formalizar el contrato la reserva de rescindir el mismo sin lugar a indemnización alguna a favor del propietario, si durante su vigencia el local fuera desocupado por la dependencia respectiva por haberse suprimido o refundido el servicio prestado por ella, o cuando se hubiese instalado en un edificio del Estado o cedido gratuitamente a éste. 

Proveedores

Artículo 141 – Pueden contratar con el sector público provincial todas las personas físicas o jurídicas con capacidad para obligarse y que no se encuentren alcanzadas por las causales previstas a continuación:

a) las personas físicas o jurídicas que se encontraren suspendidas o inhabilitadas en el registro único de proveedores y contratistas; 

b) los agentes y funcionarios del sector público provincial y las empresas en las cuales aquellos tuvieren una participación suficiente para formar la voluntad social;

c) los fallidos, concursados e interdictos;

d) los condenados por delitos dolosos;

e) las personas que se encontraren procesadas por delitos dolosos; 

f) las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido con sus obligaciones impositivas y previsionales, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación;

g) las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido en tiempo oportuno con las exigencias establecidas por el artículo 5°, penúltimo párrafo de la presente ley;

Artículo 142 – Para poder contratar con el sector público provincial es necesario estar inscripto en el registro único de proveedores y contratistas.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, pueden presentar ofertas personas físicas o jurídicas no inscriptas en dicho registro, con la sola acreditación de haber iniciado el trámite de inscripción. Si el proponente que resulte adjudicatario no cumple con todos los requisitos exigidos para la inscripción definitiva, la autoridad competente aplicará las sanciones correspondientes.

La reglamentación determina las condiciones y excepciones para inscribirse en el registro único, como asimismo los motivos que dan lugar a apercibimientos, suspensiones, inhabilitaciones o bajas de proveedores y contratistas, debiendo contar con una situación fiscal regularizada ante la Provincia.

Artículo 143 – El Poder Ejecutivo debe instrumentar un registro público único de contratos administrativos donde se asienten la totalidad de las contrataciones que realice el sector público provincial. El registro es de acceso libre, irrestricto y gratuito, y en él debe anotarse el contrato suscripto por completo en copia especial para dicho registro.

Artículo 144 – El Poder Legislativo y el Poder Judicial dictarán sus propios reglamentos dentro del marco establecido en la presente, pudiendo adherir a la reglamentación dispuesta por el Poder Ejecutivo en lo que le fuera de utilidad. 

Artículo 145 – Los valores en las contrataciones de compras o ventas deben estar referenciados a precios de mercado o contar con los análisis de costos pertinentes, debiendo establecer la reglamentación las incompatibilidades o limitaciones que deban regir para los funcionarios del Estado.

Artículo 146 – Para los contratos de suministro la reglamentación establece los modos y tiempos de entrega, como así también los controles sobre cantidad y calidad que deban efectuarse previo a la liquidación y pago.

Artículo 147 – Los valores de los contratos de locación de inmuebles deben ser acordes a los fijados en negociaciones inmobiliarias, en condiciones similares de mercado.

Concesión

Artículo 148 – La concesión de obra, servicios públicos u otra actividad del Estado aprobada por ley, puede ser asignada por el Poder Ejecutivo a personas físicas o jurídicas, en forma onerosa o gratuita, pudiendo ser:

a) para proyectar, construir, conservar, mantener u operar una obra pública nueva o preexistente o realizar un trabajo público;

b) para prestar un servicio público;

c) para tercerizar actividades del Estado.

Artículo 149 – Los concesionarios pueden percibir de los usuarios o beneficiarios, durante el plazo de la concesión, la contraprestación que les permita amortizar la inversión, cubrir los gastos de operación y obtener una rentabilidad razonable.

Artículo 150 – En las contrataciones de las concesiones de obras y servicios públicos debe incluirse en la documentación exigible lo siguiente:

a) base de cálculo, modos y tiempos de revisión de las tarifas;

b) plan de inversiones a efectuar por el concesionario;

c) garantías y canon a cargo del concesionario;

d) obligaciones recíprocas durante y al finalizar la concesión;

e) causales y efectos de modificaciones contractuales, determinación del resarcimiento y penalidades;

f) derechos de los usuarios en lo concerniente al costo, calidad y oportunidad de las prestaciones.

Artículo 151 – Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar prestaciones de servicios a terceros con contraprestación económica de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.

Artículo 152 – Las reparticiones públicas deben hacer ejecutar los trabajos de impresión, encuadernación o cualquier otro relacionado con las artes gráficas exclusivamente en los talleres gráficos oficiales de la Provincia. 

No obstante y cuando por razones debidamente fundamentadas, las imprentas oficiales no pudieran cumplimentar los pedidos que se le formulen, los titulares de los poderes, jurisdicciones o entidades pueden disponer su ejecución en empresas particulares.

Los talleres gráficos oficiales pueden acordar con las reparticiones solicitantes que éstas provean los materiales necesarios para las tareas que se les encomienden.

Artículo 153 – La Provincia, en su condición de autoaseguradora de sus bienes patrimoniales y del personal a su servicio con relación a los accidentes de trabajo, comprende a todas las dependencias del sector público provincial.

Sin perjuicio de ello, el Poder Ejecutivo debe reglamentar la modalidad y alcances del autoseguro pudiendo optar en forma total o parcial por la contratación de seguros con terceros cuando existan razones de conveniencia económica y financiera o una norma general que así lo disponga.

El presupuesto fija anualmente las partidas para tales fines en forma conjunta para las jurisdicciones y separadas para cada una de las entidades comprendidas en este régimen, quedando habilitado el Poder Ejecutivo para dictar su reglamentación.

Artículo 154 – La mora en el pago por parte del sector público provincial da derecho al proveedor a percibir, hasta el efectivo pago, accesorios por mora calculados conforme lo establezca la reglamentación. Los contratos deben incluir como parte integrante de los mismos el presente artículo y el que se corresponda del decreto reglamentario.

Artículo 155 – El Poder Ejecutivo reglamenta los restantes requisitos que deban regir las contrataciones que realice el sector público provincial, de manera que las limitaciones que esta ley establece no resulten violadas por contrataciones parciales, simultáneas o sucesivas.

CAPÍTULO II – RECURSOS HUMANOS, FUNCION PÚBLICA Y ORGANIZACION ADMINISTRATIVA.

SECCIÓN I – INTEGRACIÓN

Artículo 156 – El subsistema de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa comprende al conjunto de órganos, normas y procedimientos dirigidas a promover, organizar y coordinar la administración de las plantas permanentes y temporarias de agentes que revistan en los distintos escalafones o regímenes laborales de la hacienda pública, como así también de las normas que regulan el ordenamiento y el procedimiento administrativo y la asignación de competencia de las distintas jurisdicciones y organismos que componen la hacienda pública del sector público no financiero.

SECCIÓN II – ORGANIZACIÓN

Artículo 157 – La Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa es la Unidad Rectora Central del subsistema “Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa” y está a cargo de un Director y un Subdirector.

Artículo 158 – La Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa tiene las siguientes competencias:

a) asesorar en la formulación de los aspectos organizativos, jurídicos y financieros de las normativas que signifiquen crear, modificar, unificar o derogar regímenes estatutarios o escalafonarios de personal, y entender en la interpretación de la legislación vigente;

b) realizar la proyección financiera de todas las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan en el hacienda pública;

c) reglar las normas y procedimientos destinados a instrumentar un Sistema integral de recursos humanos en donde conste la foja personal del agente (alta, ascensos, promociones, medidas disciplinarias, menciones, capacitación adquirida, designaciones especiales, traslados, subrogancias, baja, asignaciones generales y particulares, etc.), resolver las situaciones referidas al mismo y que serán la base para la liquidación de los emolumentos que le correspondan;

d) unificar los procedimientos para la liquidación de haberes del personal de la Administración Provincial, controlar su cumplimiento y efectuar las liquidaciones correspondientes; 

e) llevar un registro que permita conocer, en forma inmediata y permanente, el número de cargos ocupados y vacantes de planta permanente y temporaria de la Administración Provincial, su desagregación institucional, por sectores, categorías y niveles, compatibilizándola con las plantas autorizadas por el presupuesto;

f) participar en la formulación de la plitica presupuestaria en lo pertinente a recursos humanos y asistir a la Dirección General de Presupuesto en la formulación del presupuesto de gastos en personal y plantas de personal para todo la Administración Provincial;

g) realizar el seguimiento sobre la aplicación de las medidas salariales aprobadas para la Administración Provincial proponiendo las modificaciones que resulten necesarias;

h) mantener información actualizada de ocupación y salarios y sobre dotación de estructuras y personal contratado del sector público provincial;

i) asesorar en el análisis, interpretación y reglamentación de las normas jurídicas que regulan aspectos organizativos e institucionales del funcionamiento del Estado y la relación del mismo con sus agentes;

j) entender en la delimitaciones de competencias, relaciones institucionales, delegación de facultades, coordinación de funciones y estructuras jerárquicas del sector público provincial y controlar su aplicación;

k) participar en la formulación e implementación normativa y evaluar el impacto organizacional de las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan para la hacienda pública;

l) asistir técnicamente en las negociaciones salariales y evaluar el impacto organizacional de las alternativas;

m) entender en el régimen de contrataciones de servicios personales y pasantías de acuerdo a la normativa vigente;

n) administrar la serie estadística de evolución del empleo público;

o) asistir como órgano de apoyatura del Instituto Provincial de Administración Pública, en la formación y capacitación de los recursos humanos de la Administración Provincial;

p) todas las demás que le asigne la reglamentación.

SECCIÓN III – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 159 – Para tomar posesión en un cargo que dependa de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial o del Tribunal de Cuentas de la Provincia es indispensable que haya sido dictado, previamente, el decreto de designación o acto equivalente emitido por la autoridad a quien competa hacerlo. Los haberes se devengarán a partir de la fecha de la toma de posesión no pudiendo liquidarse hasta tanto se haya cumplido con esta exigencia.

Artículo 160 – Los funcionarios de los poderes, jurisdicciones y entidades de la hacienda pública, habilitados a efectuar nombramientos, no pueden designar personal de planta o temporario que no cuente con cargo previsto en la ley de presupuesto aprobada para ese ejercicio financiero.

Toda estructura organizativa que se apruebe debe contar con financiamiento previsto para gastos en personal en la ley de presupuesto vigente.

Artículo 161 – Las jurisdicciones y entidades deben, al inicio del ejercicio, registrar el compromiso anual por el total de cargos ocupados de planta y temporario, hasta el límite del crédito aprobado por la ley de presupuesto.

Las liquidaciones de haberes que se practiquen, en el ámbito de la administración provincial, deben tener en cuenta que el crédito se encuentre comprometido en los términos del párrafo precedente y las modificaciones que durante el transcurso del ejercicio se produzcan.

Artículo 162 – Las promociones o aumentos de las asignaciones del personal de la hacienda pública, inclusive las correspondientes a suplementos, compensaciones, reintegro de gastos, u otros beneficios análogos a su favor, cualquiera fuese el motivo o autoridad competente que lo disponga tienen efecto a partir del dictado del decreto de designación o acto equivalente emitido por la autoridad a quien le competa hacerlo y la toma de posesión en su caso, no pudiendo efectuarse reconocimientos con carácter retroactivo.

Artículo 163 – Los organismos pagadores no pueden admitir pedidos de contabilización de sueldos que se aparten de las liquidaciones confeccionadas mensualmente por el órgano responsable, como tampoco aquellos que confeccionados por el citado órgano fueran enmendados a posteriori.

Sólo pueden realizarse liquidaciones complementarias de haberes en el caso que sean de carácter general o sectorial por escalafones o convenios, reservándose, en cambio, toda liquidación parcial o individual para su inclusión en la próxima liquidación general mensual.

Artículo 164 – El derecho a la percepción de los beneficios individuales o colectivos nacen con la presentación por parte del interesado de las pruebas exigidas que acrediten su legitimidad.

Artículo 165 – Los agentes dependientes del Poder Ejecutivo no percibirán sus emolumentos antes que los mismos hayan sido puestos a disposición de cobro para el inmediato jerárquico inferior.

Las autoridades superiores y funcionarios políticos no percibirán sus haberes con anterioridad a la puesta de los mismos a disposición de cobro de los activos de su sector y pasivos.

Artículo 166 – Institúyese el sueldo anual complementario para todo el personal del sector público que revista en forma permanente o transitoria, excepto para aquellos que tengan un régimen especial, ya se atiendan sus remuneraciones con partidas individuales o globales, el que resulta equivalente a la mitad de la mayor remuneración mensual devengada dentro de los semestres que culminan en junio y diciembre de cada año, computándose para su determinación el total de las retribuciones y bonificaciones ordinarias que tributen aporte jubilatorio.

La remuneración acordada, que se declara inembargable en los términos de ley, debe liquidarse sin otros descuentos que los autorizados legalmente. En los casos de cesantía, renuncia o muerte del agente debe procederse de inmediato a la liquidación proporcional que corresponda.

Artículo 167 – Todos los agentes civiles del Estado reciben una compensación extraordinaria por el tiempo suplementario que presten servicios en días inhábiles o en exceso de horario que según su situación de revista deban cumplir los días hábiles.

Quedan excluidas las autoridades superiores, personal de gabinete, religiosos y aquellos agentes que perciban adicionales o suplementos particulares acordados en función de prestaciones en exceso.

Los comprendidos en escalafones o convenios que contemplen un régimen especial para este beneficio, se ajustan al mismo, dentro de las limitaciones fijadas por los artículos siguientes.

Artículo 168 – Las horas suplementarias deben autorizarse únicamente cuando exista crédito presupuestario en la partida “servicios extraordinarios” y deben serlo resolución previa del Ministro o Secretario de Estado respectivo, presidente del Tribunal de Cuentas de la Provincia, Fiscal de Estado, autoridad máxima de los organismos descentralizados o autoridades competentes de los Poderes Legislativo y Judicial. En caso contrario las mismas serán compensadas en los horarios habituales de trabajo de acuerdo a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo al efecto.

Las comisiones de servicio no dan derecho al cobro de este suplemento.

Artículo 169 – Pueden contratarse servicios personales destinados a la realización de estudios, proyectos, programas especiales en los términos que determine la reglamentación, cuando exista crédito presupuestario para ello. El régimen establecido es de aplicación para todo el sector público, quedando excluido de la Ley de Contrato de Trabajo, sus normas modificatorias y complementarias, y siendo de aplicación las disposiciones sobre contratación de locación de obra y servicios del Código Civil.

Las contrataciones referidas no podrán realizarse con agentes de planta permanente y no permanente de la Administración Provincial o con otras personas vinculadas laboral o contractualmente con la misma. 

Asimismo pueden efectuarse contrataciones de servicios con instituciones o entidades cuando las mismas se refieran a pasantías de estudiantes universitarios de las carrera de grado y a graduados con no más de dos años de antigüedad.

CAPÍTULO III: INVERSIÓN PÚBLICA.

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SISTEMA.

Artículo 170 – El subsistema de “Inversión Pública” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos necesarios para la formulación del Plan Provincial de Inversión Pública y el mantenimiento del inventario de proyectos de inversión.

Se entiende por inversión pública la aplicación racional y eficiente de recursos públicos con el fin de iniciar, ampliar, mejorar, modernizar, reponer o reconstruir la capacidad productora de bienes y servicios con el fin de incrementar el patrimonio y optimizar el funcionamiento de la hacienda pública, la economía o la sociedad global en su conjunto, cualquiera sea su fuente de financiamiento.

Un proyecto de inversión es el conjunto de acciones que requiere de la utilización de recursos con el fin de crear, incrementar la vida útil o la capacidad productiva de un bien de capital.

El ciclo de todo proyecto de inversión comprenderá las etapas de preinversión, inversión, operación y evaluación posterior.

Artículo 171 – Están sujetos a las disposiciones de la presente ley todos los proyectos de inversión de los organismos integrantes de la administración provincial así como las organizaciones privadas o públicas que requieran para su realización subsidios, transferencias, aportes, avales, créditos o cualquier tipo de beneficio, que afecte en forma directa o indirecta al patrimonio público provincial, con repercusión presupuestaria presente o futura, cierta o contingente.

Artículo 172 – El banco de proyectos de inversión es un sistema de información que, instrumentado, administrado y mantenido por la unidad rectora central, registra proyectos de inversión seleccionados como viables, susceptibles de ser financiados con recursos del presupuesto provincial, previamente evaluados técnica, económica, social y ambientalmente. 

SECCIÓN II – ORGANIZACIÓN
Artículo 173 – La Dirección General de Inversión Pública es la Unidad Rectora Central del subsistema de inversión pública y como tal responsable de la aplicación de las normas, procedimientos y metodologías que garanticen una eficiente y oportuna asignación de recursos públicos para mejorar la capacidad productiva de bienes y servicios de la hacienda pública y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.

Artículo 174 – La Dirección General de Inversión Pública tiene las siguientes funciones y competencias:

a) establecer y elaborar sobre la base de las políticas provinciales y sectoriales, según criterios general e internacionalmente aceptados, las metodologías, indicadores pertinentes y criterios de decisión a utilizar en la formulación de programas y proyectos de inversión pública, en tadas sus etapas;

b) coordinar las acciones a seguir para el planeamiento y gestión de la etapa de inversión de los proyectos de inversión pública provincial y supervisar la formulación y evaluación de los proyectos de inversión realizados en las jurisdicciones y entidades en cuanto al cumplimiento de las metodologías, pautas y procedimientos establecidos;

c) elaborar anualmente, en coordinación con la Dirección General de Presupuesto, el plan provincial de inversión pública y participar en la determinación de los proyectos a incluir en el mencionado plan;

d) participar en la determinación de los sectores prioritarios para el destino de las inversiones públicas;

e) organizar y mantener actualizado un inventario de proyectos de inversión pública a través de un banco de proyectos de inversión pública;

f) desarrollar un sistema que proporcione información adecuada, oportuna y confiable sobre el comportamiento financiero y sustantivo de las inversiones públicas; que permita el seguimiento de los proyectos individualmente y del plan de inversión pública en forma agregada, compatible con el control de la ejecución presupuestaria;

g) capacitar a los agentes de la Administración Pública provincial y municipal en la formulación y evaluación de proyectos de inversión;

h) registrar los proyectos de inversión de alcance local que realicen el Estado Nacional, los Municipios y Comunas o que sean financiados por el sector privado; y comunicar al sistema de inversión pública nacional los proyectos que la Provincia considere prioritarios;

i) supervisar la evaluación posterior realizada por los organismos ejecutores sobre proyectos seleccionados, una vez finalizada la etapa de inversión y por lo menos una vez cuando se hayan cumplido cinco (5) años de operación de los mismos, incluyendo el año de puesta en marcha;

j) realizar, promover y auspiciar todo tipo de acciones de apoyo informativo, técnico y de capacitación, adiestramiento e investigación acerca de los proyectos de inversión pública, metodologías desarrolladas o su aplicadas y brindar apoyo técnico en los asuntos de su competencia a las entidades o jurisdicciones que así lo soliciten;

k) establecer comunicación con el sector público nacional y municipal y comunal y con el sector privado a los efectos de identificar y apoyar la preinversión de proyectos de inversión de mutua conveniencia;

l) todas las demás que le asigne la reglamentación.

SECCIÓN III – NORMAS TÉCNICAS COMUNES.

Artículo 175 – Las oficinas encargadas de elaborar proyectos de inversión pública de cada jurisdicción o entidad de la sector público provincial tienen las siguientes funciones:

a) identificar, formular y evaluar los proyectos de inversión pública que sean propios de su área, de acuerdo a los lineamientos y metodologías dispuestos por la unidad rectora central y las disposiciones específicas del organismo de su pertenencia;

b) identificar, registrar y mantener actualizado el banco de proyectos de inversión pública en lo concerniente a su área;

c) efectuar el control físico–financiero del avance de obras y del cumplimiento de los compromisos de obra de los proyectos de inversión pública;

d) realizar la evaluación posterior de los proyectos de inversión;

Artículo 176 – El plan provincial de inversión pública se integra con los proyectos que se hayan formulado y evaluado según los principios, normas y metodologías establecidas por la unidad rectora central del subsistema de inversión pública, incluyendo las construcciones por administración, contratación, concesión y peaje.

Los proyectos de inversión que se incluyan en el proyecto de ley de presupuesto de cada año, y aquellos que soliciten transferencias, aportes, créditos u otorgamiento de avales del Estado Provincial para la realización de obras públicas provinciales, municipales o privadas, deben ser evaluados conforme lo establece el párrafo anterior.

Las jurisdicciones y los entes deben preparar la propuesta del plan de inversiones del área, seleccionar los proyectos prioritarios siempre y cuando éstos cumplan con las condiciones establecidas por la metodología de evaluación y remitir la información requerida por la unidad rectora central del subsistema de inversión pública.

Artículo 177 – El Poder Ejecutivo puede facultar a la Dirección General de Inversión Pública para fijar el monto máximo del programa o proyecto de inversión que puede ser aprobado directamente por la jurisdicción o entidad iniciadora para su inclusión en el plan provincial de inversión pública.

Artículo 178 – El plan provincial de inversión pública debe formularse anualmente con una proyección plurianual. Al finalizar cada ejercicio se lo reformulará para el período plurianual que se establezca, con las correcciones necesarias para adaptarlo al grado de avance efectivo logrado en la ejecución de los proyectos de inversión pública provincial y las nuevas condiciones de financiamiento de la hacienda pública. Las clasificaciones de los proyectos, las agregaciones de los mismos y la estructura analítica deben ser compatibles con la estructura presupuestaria.

En el plan provincial de inversión pública no puedenn incluirse proyectos que no hagan parte del banco de proyectos de inversión. Asimismo sólo pueden financiarse proyectos de inversión de jurisdicciones que tengan garantizado y actualizado el cumplimiento del pago de su deuda.

En caso de emergencias los entes pueden encarar la ejecución de proyectos no previstos en el presupuesto, previa evaluación del mismo por la unidad rectora central del sistema e inclusión en el sistema provincial de inversión publica.

TÍTULO IV – SISTEMAS DE INFORMACIÓN

CAPÍTULO I: ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS INFORMÁTICOS

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SISTEMA

Artículo 179 – El sistema “Administración de Recursos Informáticos” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan la adquisición, desarrollo y utilización de tecnologías informáticas para la producción y la conservación de la información y la realización de procedimientos administrativos.

SECCIÓN II – ORGANIZACIÓN

Artículo 180 – La Dirección General de Informática es la Unidad Rectora Central del sistema Administración de recursos informáticos, y está a cargo de un Director General y Subdirector General.

Son competencias del órgano rector

a) participar en el diseño de la política informática del sector público provincial no financiero;

b) elaborar las normas que deben regir la adquisición de equipamiento informático, sistemas operativos y programas de utilidad, aprobar las especificaciones técnicas necesarias en cada caso y participar en los procesos de adquisición;

c) dictar las normas y procedimientos generales que deben seguir las unidades informáticas periféricas para garantizar la seguridad e inviolabilidad de la información procesada;

d) asistir a las unidades informáticas periféricas en el desarrollo y mantenimiento de los sistemas en producción;

e) coordinar las actividades que realicen las unidades informáticas periféricas, pudiendo solicitar la reasignación de recursos humanos;

f) administrar, en forma coordinada con la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes, el inventario de recursos informáticos, estableciendo las normas técnicas específicas a tal efecto;

g) programar la capacitación del personal de las unidades informáticas periféricas y de los usuarios;

h) realizar trabajos a terceros, conforme los contratos celebrado y en tanto no resientan sus funciones específicas;

i) Crear y actualizar la página web oficial de la provincia, la que contendrá como mínimo la siguiente información:

1) Presupuesto vigente.

2) Ejecución presupuestaria analítica mensual de gastos, recursos y deudas, actualizada con una antigüedad no superior a los quince días desde le cierre del mes inmediato anterior.

3) Síntesis de los presupuestos de las empresas y otros entes públicos con los contenidos básicos que establece los artículos 34 y siguientes de la presente ley.

4) Licitaciones públicas.

j) todas las demás que le asigne la reglamentación.

CAPÍTULO I: INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICA DEL SECTOR PÚBLICO

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SISTEMA – ORGANIZACIÓN

Artículo 181 – Un órgano rector del sistema de información y estadística del sector público provincial tendrá como cometido la producción y análisis de la información estadística de los aspectos financieros, económicos, de empleo público, de producción y gestión del sector público provincial en forma coordinada con los servicios de información estadística establecidos en cada jurisdicción y con el Instituto Provincial de Estadísticas y Censos (IPEC), debiendo coordinar sus acciones y proveer de información a los órganos de control. Está a cargo de un Director General y Subdirector General

Son competencias, como mínimo, del órgano rector:

a) desarrollar métodos permanentes y sistematizar el programa de estadísticas del sector público provincial de acuerdo a las variables económicas, financieras y sociales del sector público;

b) normatizar los procedimientos y flujos de información estadística del sector público en forma coordinada con las reparticiones específicas de cada jurisdicción u organismo;

c) coordinar los flujos de información y seleccionar los indicadores que serán registrados en el sistema,

d) desarrollar metodologías de relevamiento y evaluación de la calidad de la información producida,

e) realizar la evaluación presupuestaria en forma conjunta con el órgano rector del sistema de presupuesto,

f) desarrollar indicadores de producción y evaluación estadística,

g) entender en la compilación, análisis y evaluación de la información económica y financiera del sector público centralizado y descentralizado,

h) producir indicadores que permitan analizar la evolución del sector público provincial y la situación socioeconómica nacional y provincial, sistematizando la información producida por otros sistemas de información.

TÍTULO V : SISTEMA DE CONTROL INTERNO

Artículo 182 – Créase la Sindicatura General de la Provincia, como el órgano de control interno del Poder Ejecutivo.

Artículo 183 – La Sindicatura General de la Provincia es un ente con autarquía administrativa para los fines de su creación, subordinado en su relación jerárquica altitular del Poder Ejecutivo.

Artículo 184 – Le compete el control interno y ejerce la auditoría interna de las jurisdicciones y entidades, que componen el Poder Ejecutivo y los organismos descentralizados y empresas y otros entes públicos que dependan del mismo, de acuerdo al ámbito de aplicación de la presente ley, sus métodos, normas y procedimientos de trabajo. El modelo de control que aplique y coordine la Sindicatura General, deberá ser integral e integrado; abarca los aspectos presupuestario, económico, financiero, patrimonial, normativo y de gestión, eimplica concebir a la jurisdicción o entidad como una totalidad que cumple funciones, logra resultados, realiza procesos y funda sus decisiones en criterios de economía, eficiencia y eficacia. Abarca los aspectos presupuestarios, económico, financiero, patrimonial, normativo y de gestión; la evaluación de programas, proyectos y operaciones.

Artículo 185 – El control interno, como función de la conducción, comprende normas y procedimientos destinados a lograr, por medio de una efectiva planificación, el ejercicio eficiente de la gestión administrativa y financiera, dirigido todo a la consecución de los fines de la organización.

La auditoría interna es un servicio a toda la organización y consiste en un examen posterior de las actividades financieras y administrativas de las jurisdicciones y entidades sujetas a su control, realizado por auditores integrantes de la unidad de auditoría interna respectiva. 

Con el fin de garantizar la autonomía de criterio de los auditores, sus funciones y actividades deberán mantenerse desligadas de las operaciones sometidas a su análisis.

Artículo 186 – La Sindicatura General de la Provincia puede crear delegaciones con competencia en la auditoría interna de una o más jurisdicciones del Poder Ejecutivo, las que dependen de ésta, orgánica y funcionalmente.

Los titulares de cada jurisdicción y entidad deben garantizar la actividad de tales delegaciones, pudiendo además solicitar la inclusión de actividades de auditoría requeridas por éste en su plan de tareas.

Artículo 187 – Son funciones de la Sindicatura General de la Provincial:

a) dictar y aplicar normas de auditoria y control interno, debiendo compatibilizar y coordinar con el Tribunal de Cuentas de la Provincia los métodos a aplicar;

b) emitir y supervisar la aplicación, por parte de las jurisdicciones y entidades, de las normas a que refiere el inciso anterior;

c) vigilar el cumplimiento de las normas contables emanadas de la Contaduría General de la Provincia, y restantes normas de las unidades rectoras centrales. Disponer la realización de auditorías financieras, de legalidad y de gestión, así como también de estudios referidos a la regularidad jurídica, de investigaciones especiales, pericias y consultoría sobre evaluación de programas, proyectos, operaciones y evolución de programas de préstamo;

d) supervisar el adecuado funcionamiento del sistema de control interno, facilitando el desarrollo de las actividades del Tribunal de Cuentas de la Provincia;

e) aprobar sus planes anuales de trabajo y los de las delegaciones, orientando y supervisando su ejecución y resultados;

f) comprobar la puesta en práctica por los controlados, de las observaciones y recomendaciones efectuadas por las unidades de auditoría interna;

g) atender los pedidos de asesoramiento que le formule el Poder Ejecutivo o las autoridades de las jurisdicciones y entidades comprendidos en el ámbito de su competencia, referidos a dicha materia;

h) formular directamente a las jurisdicciones o entidades sujetas a su control, recomendaciones tendientes a asegurar el adecuado cumplimiento normativo, la correcta aplicación de los procedimientos de auditoría interna y de los principios de economía, eficiencia y eficacia;

i) poner en conocimiento del titular del Poder Ejecutivo de los titulares de jurisdicciones, los actos que hubiesen acarreado o que estime que puedan acarrear perjuicios para el patrimonio público;

j) intervenir en los procesos de ventas y adjudicaciones del patrimonio provincial, cuando así se le requiera y sin perjuicio de le actuación que le corresponda al órgano de control externo, conforme a la reglamentación;

k) controlar el sistema de información y registro de los juicios que debe implementar Fiscalía de Estado y demás servicios jurídicos responsables de la sustanciación de juicios;

l) atender pedidos de asesoramiento o de auditoría de organismos o entes fuera de su competencia, en la medida que no se resienta su actividad específica.

Artículo 188 – Para el cumplimiento de las funciones enumeradas en el Artículo anterior, la Sindicatura General de la Provincia podrá requerir de todas las jurisdicciones y entidades sujetas a su competencia, la información que estime necesaria, quedando obligados todos sus funcionarios y agentes, a prestar su colaboración. La omisión de ello o la conducta adversa, será considerada falta grave.

Artículo 189 – La Sindicatura General debe informar:

a) al Gobernador de la Provincia, sobre la gestión financiera y operativa de las jurisdicciones, entidades y organismos comprendidos dentro del ámbito de su competencia, con copia al titular de la jurisdicción respectiva;

b) al Tribunal de Cuentas de la Provincia, sobre la gestión cumplida por las jurisdicciones, entidades u organismos por ella fiscalizados, y todo otro requerimiento específico o consulta que le formule el órgano superior de control externo;

c) a la opinión pública en forma periódica.

Artículo 190 – La Sindicatura General de la Provincia esta a cargo de un funcionario denominado Síndico General de la Provincia, asistido por un Síndico Adjunto, quien le sustituye en caso de ausencia o impedimento.

Son designados por el Poder Ejecutivo y dependen directamente del Gobernador de la Provincia.
Artículo 191 – Son atribuciones y responsabilidades del Síndico General de la Provincia:

a) representar legalmente a la Sindicatura General de la Provincia, personalmente o por delegación o mandato;

b) proponer al Poder Ejecutivo Provincial el nombramiento y cese de su personal;

c) organizar y reglamentar el funcionamiento interno de la Sindicatura General de la Provincia, en sus aspectos operativos y de administración de personal;

d) proponer al Poder Ejecutivo la estructura orgánico–funcional;

e) aplicar el régimen disciplinario de acuerdo con las normas legales vigentes;

f) elevar anualmente a la consideración del titular del Poder Ejecutivo, el plan de acción y presupuesto de gastos, para su posterior incorporación al proyecto de ley de presupuesto general;

g) contratar suministros y servicios de terceros, conforme a sus necesidades y con sujeción a las disposiciones vigentes;

h) informar al Tribunal de Cuentas de la Provincia, de actos o conductas que impliquen irregularidades, de las que tuviera conocimiento con motivo y en ejercicio de sus funciones;

i) confeccionar la memoria nual de su gestión y elevarla al Poder Ejecutivo. 

Artículo 192 – El Síndico Adjunto participa en la actividad de la Sindicatura General, sin perjuicio de las responsabilidades de determinadas funciones y cometidos que el Síndico General le atribuya, con arreglo a la naturaleza de la materia o a la importancia y particularidades del caso. El Síndico General, no obstante la delegación, conservará en todos los casos, la autoridad y responsabilidad plenas del organismo y podrá avocarse al conocimiento y decisión de cualquiera de las cuestiones planteadas.

TÍTULO VI : SISTEMA DE CONTROL EXTERNO

CAPÍTULO I – ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS

SECCIÓN I – ORGANIZACIÓN

Artículo 193 – El control externo posterior del Sector Público será ejercido por el Tribunal de Cuentas de la Provincia, de acuerdo con las atribuciones que le fija el artículo 81 de la Constitución Provincial y las que se determinen legalmente.

A tal fin, contará con personería jurídica autonomía funcional, autarquía administrativa y financiera para los fines de su creación. Su patrimonio estará compuesto por todos los bienes que le pertenezcan al momento del dictado de la presente ley y todos los que se le asignen o adquiera por cualquier causa jurídica.

Artículo 194 – El Tribunal de Cuentas se integra con cinco vocales, uno de los cuales será su presidente.

Deberán poseer titulo universitario de contador público o abogado, expedido por universidad nacional o privada reconocida por el Estado.

Los restantes requisitos son:

a) ser argentino nativo o por opción,

b) tener treinta años de edad como mínimo y diez años de antigüedad en el título;

c) tener domicilio real en la Provincia.

Los vocales del Tribunal de Cuentas prestan juramento de desempeñar fielmente los deberes de su cargo, ante el mismo cuerpo.

Durante su gestión gozarán de iguales prerrogativas que los magistrados judiciales y sólo podrán ser removidos mediante juicio político.

Artículo 195 – El desempeño del cargo de vocal del Tribunal de Cuentas requiere dedicación exclusiva, incompatible con el ejercicio de la profesión, con excepción de la docencia. Su retribución será equivalente a la del Vocal de la Cámara de Apelaciones del Poder Judicial Provincial.

Artículo 196 – No pueden ser vocales del Tribunal de Cuentas:

a) Los inhabilitadosjudicialmente, los inhibidos, y los declarados incapaces;

b) los que se encuentren procesados por delito doloso;

c) los condenados, dentro o fuera de la Provincia, por delito doloso. Este impedimento se extenderá por el término de la pena y otro tanto;

d) los fallidos no rehabilitados.

Artículo 197 – Rigen para los vocales del Tribunal de Cuentas, las causas de excusación y recusación establecidas en el Código Procesal Civil y Comercial, para los magistrados judiciales.

Artículo 198 – Ejerce la Presidencia del Tribunal de Cuentas, el Vocal que designa el propio cuerpo en Acuerdo Plenario. Permanece en el cargo un año a partir de la fecha que entra en funciones y puede ser reelecto una sola vez, en forma alternada.

El Presidente tiene la representación del Tribunal y está a su cargo la administración interna, con las siguientes atribuciones mínimas, sin perjuicio de las que le asigne la reglamentación:

a) ejerce la conducción general y la administración de la entidad, la jefatura sobre todo el personal dependiente y asigna sus funciones;

b) convoca a las reuniones plenarias y acuerdos extraordinarios, cuando a su juicio fuere necesario, o a pedido de otro vocal;

c) propone al cuerpo el nombramiento, ascenso, suspensión y cese del personal;

d) designa los subrogantes del personal, en caso de ausencia o impedimento.

Artículo 199 – El Tribunal de Cuentas contará, como mínimo, con dos Controladores Fiscales Generales, un cuerpo de Controladores Fiscales, un Secretario de Asuntos de Plenario, un Secretario por cada Sala, un cuerpo de asesores contables y jurídicos, un Cuerpo de Auditores de carácter interdisciplinario, y el personal que determine la ley de presupuesto, con la organización, misiones y funciones que fije la estructura orgánica funcional y el reglamento interno.

Para ser Controlador Fiscal General, se requiere título universitario en ciencias económicas o derecho, y el desempeño anterior de cinco años en el cargo equivalente de Controlador Fiscal.

Para ser Controlador Fiscal se requiere título universitario en ciencias económicas o derecho y tres años de antigüedad en el título.

Para ser asesor contable o jurídico se requiere título de contador público nacional o abogado y tres años de antigüedad en el título.

Para ser Secretario de Sala o de Plenario, se requiere título de Abogado o Contador Público Nacional, y tres de antigüedad en el título.

Para ser Auditor se requiere título universitario u otra especialización terciaria, adecuadas para la realización de la tarea a encomendar, con un mínimo de tres años de antigüedad en el título.

El reglamento del organismo establece los cargos, funciones y casos que estarán comprendidos en la incompatibilidad establecida en el artículo 195.

Artículo 200 – Las decisiones del Plenario son válidas si está presente la totalidad de sus miembros y son adoptadas por mayoría de votos. Cuando no exista unanimidad, los vocales dejar constancia en acta del sentido de su voto, expresando los fundamentos de su disidencia.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, hará sus veces el vocal que designe el cuerpo. Si el ausente o impedido fuere un vocal, le subrogará, a los efectos de los acuerdos plenarios, los Controladores Fiscales Generales alternativamente de acuerdo a la reglamentación que al respecto fije el Tribunal. Sucesivamente lo hará el funcionario que resulte sorteado de una lista de diez Controladores Fiscales que anualmente deberá confeccionar el Tribunal de Cuentas de acuerdo a la misma reglamentación.

Artículo 201 – El Tribunal de Cuentas se reúne en acuerdo plenario, convocado por su presidente, por si o a pedido de otro vocal y a efectos de:

a) tomar juramento a los vocales designados;

b) proponer a la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo las modificaciones sobre la estructura orgánica funcional y reglamento interno;

c) elaborar el proyecto de presupuesto anual;

d) designar, promover, suspender o disponer el cese de su personal;

e) disponer y aprobar los gastos, con arreglo a las disposiciones vigentes, pudiendo delegar tales funciones, en todo o en parte, en la presidencia o en estamentos subordinados;

f) determinar la composición y jurisdicción de cada sala y resolver las cuestiones de competencia que se susciten entre ellas;

g) dictar las normas reglamentarias a las que deberá ajustarse el organismo en materia de control externo, examen de legalidad y de gestión y juicio de cuentas; juicio de responsabilidad y procedimientos de auditoría externa, y formular criterios de interpretación de la normativa vigente;

h) examinar y dictaminar la cuenta de inversión;

i) resolver los recursos que se promovieren contra los fallos o resoluciones dictadas por las salas o la presidencia;

j) ejercer las facultades de observación legal y reparo administrativo que les confiere la presente ley;

Las decisiones del Tribunal de Cuentas, constituyen la jurisprudencia aplicable.

Artículo 202 – El Tribunal de Cuentas funciona ordinariamente dividido en salas, integrada cada una de ellas por el presidente y dos vocales.

Las salas forman quórum con los tres miembros, completándose automáticamente, en caso de ausencia o impedimento, con un vocal de la otra sala.

Las decisiones son tomadas por mayoría, rigiendo lo dispuesto en el artículo 200 sobre disidencias.

SECCIÓN II – COMPETENCIA, ATRIBUCIONES Y DEBERES

Artículo 203 – Es competencia del Tribunal de Cuentas ejercer el control externo posterior de la hacienda pública, mediante:

1. el control de legalidad de los actos administrativos que se refieren o estén vinculados directamente a la hacienda pública;

2. la auditoría y control posterior legal, presupuestario, económico, financiero, operativo, patrimonial, y de gestión, y el dictamen de los estados financieros y contables de la hacienda publica. Se incluye a las unidades ejecutoras de proyectos financiados por organismos internacionales de crédito, entes reguladores de servicios públicos, entes privados adjudicatarios de procesos de privatización o concesión, en lo que respecta a las obligaciones emergentes del contrato de concesión y con las limitaciones previstas en el artículo 5 de la presente, entidades públicas no estatales en cuya dirección o administración tenga responsabilidad el Estado, y, en general, a todo ente que perciba, gaste o administre fondos públicos, por cualquier causa jurídica o con una finalidad pública;

3. el examen de las rendiciones de cuentas de percepción e inversión de fondos, públicos que efectúen los responsables sometidos a tal obligación, y la sustanciación de los juicios de cuentas a los mismos, conforme a lo previsto por la presente Ley y demás normas aplicables;

4. la determinación de la responsabilidad administrativa y patrimonial de los agentes públicos mediante la sustanciación de juicios de responsabilidad, en las condiciones fijadas por la presente ley y demás normas aplicables.

Artículo 204 – En el marco del programa de acción anual de control externo que se fije a sí mismo, y del que proponga la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo, el Tribunal de Cuentas tiene las siguientes atribuciones:

a) formular reparo administrativo u observación legal a los actos cuyo control posterior sea de su competencia, en los casos y con los alcances previstos en la presente ley; 

b) fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relativas a la hacienda pública.

c) examinar la cuenta de inversión y elevar su informe a la Legislatura, dentro de los noventa días a contar desde la fecha de su recepción;
d) realizar auditorías sobre los asuntos de su competencia en los distintos poderes, jurisdicciones o entidades bajo su control, examinar y evaluar el control interno de los mismos.

e) controlar las operaciones de percepción e inversión de los fondos públicos provinciales, y la gestión de los fondos nacionales e internacionales recibidos por los entes que fiscaliza.

f) evaluar el cumplimiento de los planes, programas, proyectos y operaciones contempladas en la ley anual de presupuesto o leyes especiales.

g) examinar y emitir dictámenes sobre los estados contables y financieros de los organismos de la hacienda publica;

h) controlar la aplicación de los recursos provenientes de las operaciones de crédito público y efectuar los exámenes que sean necesarios para formar opinión sobre el endeudamiento;

i) controlar el cumplimiento de la coparticipación impositiva a favor de Municipios y Comunas.

j) realizar exámenes especiales de actos y contratos que estime de significación, por sí o por indicación delas Cámaras legislativas;

k) fiscalizar en forma integral los procesos de privatización o concesión en todas sus etapas, con los alcances que establezcan las leyes especiales;

l) requerir informes a los órganos de control interno relativos a los controles efectuados y resultados obtenidos.

m) suministrar al Poder Legislativo a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo los informes y antecedentes resultantes de su actividad de fiscalización, cuando éste lo requiera.

n) recomendar a las autoridades correspondientes la adopción de las medidas administrativas que considere necesarias para prevenir y corregir irregularidades en la gestión de los entes públicos, y lograr mayor eficiencia, eficacia y economía en la misma.

o) contratar a profesionales independientes de auditoría o consultores externos privados, fijando los requisitos de idoneidad que deberán reunir los mismos y las normas técnicas a que deberán ajustar su trabajo, si se constatare fehacientemente que no existen en planta permanente de la Administración Provincial agentes en condiciones de cubrir las funciones requeridas,

p) suscribir convenios con organismos públicos de control de otras jurisdicciones relativos a temas vinculados con su finalidad.

q) establecer el modo de ejercer las funciones de control posterior, pudiendo mantener, si lo considera necesario, una delegación fiscal en cada poder, jurisdicción o entidad, fijándole sus atribuciones y competencias;

r) constituirse en cualquier organismo sujeto a su control sin necesidad de autorización judicial, a fin de efectuar comprobaciones y notificaciones o recabar de los mismos, los informes que considere necesarios;

s) promover las investigaciones de cualquier tipo, en los casos que corresponda, remitiendo los antecedentes y conclusiones a la Legislatura;

t) exigir la colaboración de todas las entidades del sector público provincial, las que estarán obligadas a suministrar los documentos y elementos que el Tribunal de Cuentas les requiera;

u) solicitar a terceros el reconocimiento de la autenticidad de los documentos emergentes de su relación contractual o fiscal con los entes comprendidos en la jurisdicción y competencia del Tribunal.

v) solicitar las informaciones necesarias para el cumplimiento de las tareas relacionadas con auditorias, juicios de cuentas, juicios de responsabilidad o cualquier otra actuación vinculada con su competencia;

w) dictar las normas a que se ajustará el organismo en materia de auditoria externa, las que responderán a un modelo de control y auditoria integrada, que abarque los aspectos financieros, de legalidad y de economía, eficiencia y eficacia;

x) establecer los plazos y modalidades que deberán observar los responsables para la presentación de las rendiciones de cuentas, coordinando criterios con la unidad rectora central del subsistema de contabilidad, y requerirlas con carácter conminatorio, a los que teniendo obligación de formularla, fueren remisos o morosos;

y) traer a juicio de responsabilidad a cualquier estipendiario de la Provincia, en un todo de acuerdo con lo estipulado con el artículo 226 de la presente, con excepción de los legisladores y los funcionarios comprendidos en el artículo 98 de la Constitución Provincial;

z) imponer multas en los casos de no acatamiento o desobediencia a sus requerimientos o decisiones, las que serán graduadas entre el 5% y el 100% del sueldo del agente administrativo de mayor jerarquía del organismo a que corresponde el sancionado, sin perjuicio de solicitar en dichos casos, la aplicación de medidas disciplinarias por parte de la autoridad competente;

aa) verificar el cumplimiento de la Ley N° 7089, y su reglamentación; 

ab) tramitar y fallar los juicios de cuentas y de responsabilidad, conforme a las normas previstas en esta ley y demás disposiciones reglamentarias.

Artículo 205 – En relación a su organización y funcionamiento, el Tribunal de Cuentas tiene las siguientes atribuciones:

a) elaborar su proyecto de presupuesto anual y someterlo a consideración de la Legislatura.

b) realizar modificaciones y reajustes a su presupuesto jurisdiccional, debiendo, comunicar al Poder Ejecutivo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones solo podrán realizarse dentro del total de créditos autorizados y de acuerdo a las normas que rigen para la ejecución y modificación del presupuesto vigente;

c) establecer el régimen laboral y de ingreso de su personal y su reglamento interno, excepto en lo relativo al régimen salarial.

d) disponer la utilización de los créditos de su presupuesto, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes; 

e) presentar al Poder Legislativo, antes del 1° de mayo de cada año la Memoria de su gestión, a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo del artículo 244, la que deberá emitir opinión previa a su tratamiento.

SECCIÓN III – DEL CONTROL DE LEGALIDAD

Artículo 206 – El control posterior de legalidad a que refiere el Artículo 203, inciso 1), será ejercido por el Tribunal de Cuentas, pudiendo dar lugar a los siguientes pronunciamientos;

a) reparo administrativo: cuando el acto analizado contuviere errores materiales, de cálculo u omisiones;

b) observación legal: cuando hubiese sido dictado en contravención a disposiciones legales o reglamentarias en vigencia;


Dicho control será realizado selectivamente, en función de la significación económica de los actos u otros criterios a juicio del Tribunal, y sin perjuicio de la facultad de control integral.

A tales efectos, los actos sujetos a su control conforme a las disposiciones de esta ley, deberán serles comunicados dentro de los seis días hábiles de su dictado, requisito sin el cual no podrán ser puestos en ejecución.

El Tribunal podrá requerir los antecedentes de aquellos que resuelva analizar, según los criterios de selectividad que haya establecido.

La no comunicación de los decisorios y/o de los antecedentes cuando fueren requeridos constituirá falta grave del funcionario responsable, pudiendo hacerse pasible de las sanciones pecuniarias a que se alude en el Artículo 204, inciso z) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias pertinentes.

Artículo 207 – A los fines previstos en el Artículo 203 inc. 1) los actos administrativos referidos directamente a la hacienda pública son aquellos que, teniendo contenido económico, impliquen la percepción o inversión de caudales públicos, efectos éstos que deberán resultar consecuencia inmediata de su propio objeto y no quedar supeditados a otro acto posterior, con excepción de los casos a los que hacen referencia los incisos j) y k) del Artículo 204.
Quedan excluidos del control del Tribunal de Cuentas los actos que no posean la cualidad precedente, los reglamentos de ejecución y autónomos y los actos administrativos de alcance general con contenido normativo, excepto en las partes que tengan contenido específicamente hacendal, los actos de gobierno que importen el ejercicio de un poder político constitucional en cuanto a su mérito, oportunidad y conveniencia, los actos institucionales referidos a la formación y renovación de los poderes constitucionales, los actos puramente discrecionales en razón de su objeto y los que importaren el ejercicio de sus facultades disciplinarias.
Artículo 208 – El reparo administrativo puede ser formulado en cualquier momento, luego de que el Tribunal haya tomado conocimiento del decisorio sobre el cual recaiga, y generará para la autoridad emitente, la instancia de rectificación, con comunicación al Tribunal de Cuentas.

Artículo 209 – Solicitados los antecedentes del decisorio a analizar, la observación legal solo puede ser efectuada dentro de los treinta días de recepcionados los mismos, debiendo consignarse en ella, en forma clara y precisa, las disposiciones legales o reglamentarias que se han transgredido.

Artículo 210 – Las observaciones legales formuladas por el Tribunal de Cuentas, deben ser comunicadas simultáneamente:

a) al titular de la jurisdicción o entidad que hubiera emitido el o los actos sobre los cuales recaigan, 

b) al titular del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial cuando correspondiere,

c) al responsable del sistema de control interno de cada jurisdicción.


Dentro de los quince días de haber tomado conocimiento de la observación legal, la autoridad que emitió el acto objetado o una superior a ésta con facultad de avocación, puede disponer su revocación o saneamiento del vicio si ello fuera posible.

El titular del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial puede suspender el acto administrativo en forma expresa, total o parcial en la parte observada, no alcanzando dicha suspensión a los efectos ya cumplidos dentro del plazo establecido en el art{iculo precedente. Esta facultad es indelegable.

Si el acto no fuera suspendido el titular del poder asumirá la responsabilidad por las vulneraciones, por sí como autoridad emitente o solidariamente con quien emitió el acto observado. 

Artículo 211 – Los actos administrativos que impliquen la rectificación, derogación o suspensión del acto deben ser comunicados al Tribunal de Cuentas dentro de los tres días de dictados.

Si transcurridos veinte días desde la notificación del acto de oposición, no se hubiera recibido comunicación alguna, el Tribunal de Cuentas debe comunicar a la Legislatura la observación legal, acompañando los antecedentes que la fundamentaron.

Artículo 212 – Con independencia de lo actuado en el control de legalidad de los decisorios sometidos a su competencia conforme a las disposiciones de los artículos precedentes, el Tribunal de Cuentas puede efectuar comprobaciones respecto de ellos y de sus antecedentes dirigidas a deslindar, en su caso, las responsabilidades resultantes, en el marco del procedimiento reglado en los artículos 2 y siguientes de esta ley.

Artículo 213 – Fíjase en 90 días el plazo máximo para que el Tribunal de Cuentas de la Provincia se avoque al control de legalidad de un acto administrativo, el que se computará desde el momento en que haya tenido lugar su comunicación formal.

SECCIÓN II – DE LOS RESPONSABLES, DE LA PRESENTACIÓN DE LAS CUENTAS, DE SU EXAMEN Y 
DEL JUICIO DE CUENTAS

SECTOR I – De los responsables

Artículo 214 – Los agentes y funcionarios del sector público provincial o de entidades sujetas al control del Tribunal a quienes se haya confiado en forma permanente, transitoria o accidental, el cometido de recaudar, percibir, transferir, custodiar, administrar, invertir, pagar o entregar fondos, valores, especies o bienes del Estado, son responsables de la administración pública provincial y están obligados a rendir cuenta de su gestión, en la forma y tiempo que dispone la presente ley y su reglamentación.

La obligación se extiende a la gestión de los créditos del Estado, e implica responsabilidad por las rentas que se dejan de percibir, las entregas indebidas de bienes a su cargo o custodia o la sustracción o daño de los mismos, salvo que se compruebe inexistencia de culpa o dolo.

Artículo 215 – Toda persona de existencia física o ideal que, sin pertenecer al Estado, reciba de éste fondos, valores o especies, cualquiera fuere el carácter de la entrega y siempre que la misma no constituya contraprestación, indemnización o pago de bienes o servicios, es responsable antela administración y está obligado a rendir cuenta de su gestión, con arreglo a lo prescrito en la presente ley y su reglamentación.
Artículo 216 – Los titulares de los servicios administrativos–financieros de los poderes Legislativo y Judicial, de los Ministerios, de las Secretarías de Estado, entes descentralizados y demás organismos sujetos al contralor del Tribunal de Cuentas, además de la obligación que les fija el Artículo 214 por sí, en lo referente a los fondos o valores que administren tanto en su percepción como en su inversión en forma directa, se constituyen en obligados indirectos por el monto de lo que transfieran y deben requerir la rendición de cuentas a los responsables de la inversión final, –en adelante, obligados directos–, que se encuentren bajo su dependencia, para ponerla a disposición del Tribunal, en la forma y plazos que éste establezca.

La omisión o negligencia en el cumplimiento de este deber, genera responsabilidad solidaria con el obligado directo.

Artículo 217 – El obligado a rendir cuentas que cesa en sus funciones, no queda liberado de la jurisdicción del Tribunal, hasta tanto haya sido aprobada la rendición de las mismas.

Cuando se produce un cambio de agente o funcionario obligado, debe practicarse un arqueo y formalizarse un acta con intervención del responsable de la unidad de auditoría interna y, en su caso, del reemplazante. El incumplimiento genera responsabilidad solidaria del agente o funcionario entrante y saliente.

El Tribunal de Cuentas debe resolver los casos no previstos en relación con esta disposición.

Artículo 218 – Los hechos u omisiones violatorios de disposiciones legales o reglamentarias, generan responsabilidad personal y solidaria para quienes los dispongan, ejecuten o intervengan en alguna de las etapas de su cumplimiento.

Si de tales hechos u omisiones, no se derivare perjuicio para el fisco, el Poder Ejecutivo o la autoridad a quien competa sanear el vicio, puede optar por su convalidación, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias aplicables al responsable de la transgresión, circunstancia que deberá hacerse constar en el decisorio que al efecto se dicte.

Los agentes o funcionarios que reciban órdenes de hacer o no hacer, deben advertir, por escrito, a su respectivo superior, sobre toda posible infracción que traiga aparejado el cumplimiento de dichas órdenes. Si no obstante la referida prevención, el superior insiste en su orden, también por escrito, cesa para el inferior toda responsabilidad, trasladándose a aquel.

SECTOR II – De la presentación de las cuentas
Artículo 219 – Facúltase al Tribunal de Cuentas a determinar el contenido, forma de presentación, requisitos, modelos y procedimientos de rendición de cuentas, los que deberán posibilitar su contralor en los aspectos: formal, legal, contable, documental y numérico. Dichas normas deben ser coordinadas con lo que establezca para ello la unidad rectora central del subsistema de contabilidad.

Dentro de los ciento veinte días de publicada la presente, debe aprobar el cuerpo reglamentario respectivo, comunicarlo a la Legislatura de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo prevista en el artículo 244, a las jurisdicciones y entidades sujetas a su control y publicarlo en el Boletín Oficial y en la página web de la Provincia

SECTOR III – Del examen de las cuentas
Artículo 220 – El controlador fiscal que asigne el Tribunal, examina la cuenta en los aspectos enunciados, con sujeción a las normas de procedimiento e interpretación que éste dicte y, si encuentra defectos que den lugar a reparos, debe formular requerimiento conminatorio a fin de que se subsanen los mimos o se presente la rendición omitida.

Dicho requerimiento debe ser dirigido al responsable indirecto, quien una vez impuesto del mismo, lo derivará al obligado directo.

Artículo 221 – Contestado el requerimiento o vencido el plazo otorgado para hacerlo, el controlador fiscal se debe expedir por:

a) la aprobación de la cuenta;

b) el mantenimiento del reparo o, en su caso, pedido de emplazamiento si la rendición no hubiera sido presentada;

c) la abstención de opinión, cuando los antecedentes aportados no resulten, a su juicio, suficientes para determinar la procedencia de alguna de las alternativas anteriores.


En cualquier supuesto, debe elevar las actuaciones a la sala correspondiente, por medio de la Fiscalía General del Tribunal de Cuentas, solicitando, en su caso, la substanciación de medidas previas.

Artículo 222 – Previo dictamen de la Fiscalía General, la sala debe resolver la aprobación o la iniciación del juicio de cuentas respectivo.

SECTOR IV – Del juicio de cuentas

Artículo 223 – De estimar procedentes los reparos deducidos a la cuenta por el controlador fiscal o Fiscalía General, o en caso de rendiciones omitidas, la sala debe dictar resolución de emplazamiento, citando al responsable a que comparezca y efectúe su descargo en el término de quince días contados desde su notificación, bajo apercibimiento de dictar resolución condenándolo al pago de las sumas cuya justificación no existiera o fuera defectuosa.

El emplazamiento se efectúa al obligado directo, sin perjuicio de que, a criterio del Tribunal, corresponda hacer extensiva la medida al titular del servicio administrativo que intervino en la transferencia de los fondos, en su carácter de responsable indirecto.

El término para la contestación, puede ser ampliado por el Tribunal hasta un máximo de sesenta días, a solicitud de parte y en mérito a la complejidad o dificultades que ofrezca el tema.

Artículo 224 – Contestado el emplazamiento o vencido el término acordado para la respuesta sin que ella se produzca, previo dictamen del controlador fiscal y de Fiscalía General, la Sala debe dictar resolución, que puede ser:

a) aprobatoria de la cuenta, declarando total o parcialmente liberado al responsable emplazado;

b) condenatoria, determinando el cargo e intimando su pago en el término de treinta días;

c) interlocutoria, cuando aún haya que recurrir a antecedentes, diligencias o pruebas que no hubieran podido considerarse hasta entonces.

Artículo 225 – Si el pago del cargo no se cumpliere en el término establecido en el fallo condenatorio, se debe dar intervención a Fiscalía de Estado a los fines de su ejecución judicial.

Artículo 226 – Si al cumplirse el plazo con que cuenta el Tribunal de Cuentas para expedirse sobre la Cuenta de Inversión, quedaran rendiciones de cuentas correspondientes a ese período sin que hayan recibido su aprobación, solo por causas debidamente fundadas, el Tribunal de Cuentas podrá expedirse sobre las mismas hasta la presentación, por parte del Poder Ejecutivo, de la cuenta de inversión del ejercicio siguiente.

Transcurrido el plazo estipulado en el presente artículo, sin que el Tribunal de Cuentas se haya pronunciado sobre una rendición de cuentas, cesa la responsabilidad de los obligados.

SECCIÓN IV – Del juicio de responsabilidad

Artículo 227 – Los actos, hechos u omisiones de los agentes o funcionarios de la administración pública provincial, o la violación de las normas que regulan la gestión hacendal, susceptibles de producir un perjuicio para el patrimonio estatal, dan lugar al juicio de responsabilidad administrativa, que instruirá el Tribunal de Cuentas.

Dicho organismo actúa de oficio, cuando adquiera por sí la presunción o el conocimiento de la existencia de las aludidas irregularidades, o por denuncias formuladas por agentes, funcionarios o terceros.

La acción a cargo del Tribunal, tendiente a hacer efectiva la responsabilidad patrimonial de toda persona física que se desempeñe o haya desempeñado en el Estado Provincial y que surja de lo previsto en el primer párrafo del presente, prescribe en los plazos fijados en el Código Civil, contados a partir del hecho generador o del momento en que se produzca el daño, si este fuera posterior.

Artículo 228 – El juicio de responsabilidad administrativa tiene por objeto:

a) determinar la existencia de un perjuicio económico causado por la conducta de agentes de la administración;

b) identificar a los responsables;

c) determinar el monto del perjuicio;

d) condenar al responsable al pago del daño.

Artículo 229 – Los agentes de la administración que tengan conocimiento de irregularidades que hayan ocasionado o pudieren ocasionar perjuicios económicos al Estado, deben comunicarlo a su superior jerárquico, quien lo pondrá en conocimiento del Tribunal de Cuentas.

Si el imputado fuere el superior jerárquico del denunciante, la comunicación debe efectuarse ante la autoridad inmediata superior.

El Tribunal de Cuentas puede desestimar aquellas denuncias que, a su juicio, considere infundadas.

Artículo 230 – Las resoluciones de sala o de plenario que dispongan la apertura del juicio de responsabilidad, serán comunicadas a la Legislatura, así como sus resultados.

Artículo 231 – El procedimiento es ordenado por la sala respectiva y se inicia con un sumario, que instruye el Tribunal de Cuentas por conducto de su sector específico, o solicitará se instruya en la jurisdicción u organismo donde la irregularidad se haya detectado o donde revista el imputado o donde graviten las consecuencias de aquélla.

El Tribunal de Cuentas puede coordinar su actividad con la autoridad sumarial de la jurisdicción u organismo competente, a fin de que el procedimiento esclarezca, a la vez, la responsabilidad disciplinaria y la responsabilidad patrimonial en que se haya incurrido.

El sumario deberá sustanciarse en un plazo ordinario de sesenta días, prorrogable por causa justificada a criterio de la sala competente, hasta un máximo de ciento veinte días.

Artículo 232 – Concluido el sumario, el instructor debe emitir su dictamen precisando los cargos a formular, debiendo, en su caso, individualizar a los responsables de la transgresión y elevar lo actuado al Tribunal de Cuentas por medio de la sala que ordenó el juicio.

Artículo 233 – La sala debe dictar resolución, adoptando alguna de las alternativas siguientes:

a) archivo de las actuaciones por considerar que no ha existido responsabilidad ni daño;

b) ampliación del sumario; 

c) emplazamiento por veinte días a los presuntos culpables, para que comparezcan y formulen su descargo.

Artículo 234 – Contestada la imputación, se procede al análisis de la prueba ofrecida por el enjuiciado y todo otro elemento que se considere pertinente para la dilucidación de los hechos, trámite que debe cumplirse en el término de treinta días.

Artículo 235 – Vencido el término probatorio, la sala debe fallar dentro de los treinta días posteriores.

Artículo 236 – Si la resolución fuere condenatoria, debe fijar la suma a abonar por el responsable, bajo apercibimiento de que en caso de no satisfacerse el cargo dentro de los diez días de la notificación, se dará intervención a Fiscalía de Estado, para su ejecución judicial.

Artículo 237 – Cuando del juicio de responsabilidad se compruebe que no se ha producido daño alguno para la hacienda pública, pero sí la existencia de procedimientos irregulares, el Tribunal puede imponer multas graduadas con arreglo a lo previsto en el artículo 204, inciso z) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias que adopten los superiores del imputado.

Artículo 238 – Si del procedimiento cumplido, surgiere la existencia de un delito de acción pública, el Tribunal de Cuentas debe formular la denuncia correspondiente ante la justicia ordinaria, notificándole a la Fiscalía de Estado la actividad cumplida, radicación de la denuncia, con remisión de copias del legajo y antecedentes presentados en sede judicial.

SECCIÓN V – Recursos

Artículo 239 – Contra los fallos dictados por las salas en los juicios de cuentas y responsabilidad, procede el recurso de apelación ante el tribunal plenario, el que deberá interponerse dentro de los diez días de notificada la resolución impugnada y fundamentarse en el mismo acto.

De la expresión de agravios se debe correr traslado al Fiscal General, por igual término.


Es admisible el ofrecimiento de nuevas pruebas, a las que se dará el trámite que el Tribunal crea más conveniente.

Artículo 240 – Contra los fallos que dicte el Tribunal de Cuentas en plenario, en los juicios de cuentas y de responsabilidad, proceden los recursos establecidos y reglados en el Código Contencioso Administrativo de la Provincia, los que se concederán con efecto suspensivo.

SECCION VI – DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 241 – El pronunciamiento firme del Tribunal de Cuentas será previo a toda acción judicial tendiente a hacer efectiva la responsabilidad civil de los agentes de la administración provincial sometidos a su jurisdicción.

Se exceptúan los casos en que mediare condena judicial por sentencia firme contra el Estado provincial, en los que el fallo respectivo que determine la responsabilidad civil de alguno de sus agentes, constituye título suficiente para promover contra el responsable las acciones que correspondan.

Artículo 242 – Los fallos firmes del Tribunal de Cuentas, dictados en los juicios de responsabilidad y de cuentas, hacen cosa juzgada y constituyen título ejecutivo suficiente y hábil para su ejecución judicial, por la vía del juicio de apremio que deducirá el Fiscal de Estado, con arreglo a lo preceptuado por el artículo 81 de la Constitución Provincial.
CAPÍTULO III – OTRAS DISPOSICIONES
Artículo 243 – Todos los plazos establecidos en el presente Título, deben computarse por días hábiles administrativos de funcionamiento para el Tribunal de Cuentas.

A este efecto, se lo faculta para determinar los períodos durante las cuales aquellos quedarán suspendidos.

Artículo 244 – El control de la gestión del Tribunal de Cuentas, será ejercido por el Poder Legislativo a través de una Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo que se constituirá con tres diputados y tres senadores. , correspondiendo al Presidente doble voto en caso de empate.

La Presidencia de la Comisión será ejercida por periodos anuales ocupándose el cargo alternadamente por un diputado y un senador. Al presidente le corresponderá doble voto en caso de empate. 

Artículo 245 – El producido de las multas que aplique el Tribunal de Cuentas a los agentes responsables, y todo otro ingreso que obtenga con motivo de su gestión, cualquiera fuere su origen, constituyen recursos de rentas generales.

Artículo 246 – En todo lo no previsto por esta ley respecto al juicio de cuentas y juicio de responsabilidad, y en tanto sean compatibles, son de aplicación las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia, atinentes a: recusaciones y excusaciones; sobre actos y diligencias procesales y su documentación; notificaciones, plazos procesales, emplazamientos, traslados y vistas; audiencias, oficios, providencias y resoluciones; ineficacia de los actos procesales; de la prueba en general y de los medios de prueba; del allanamiento; de los incidentes y de lo normado para el juicio sumarísimo.

TÍTULO VII: DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 247 – Los servicios administrativo–financieros previstos en el artículo 9 de esta ley estarán a cargo de un director y un subdirector con título universitario de contador público nacional. 

Artículo 248 – Los órganos rectores de la presente ley, estarán a cargo de un titular y un Subtitular que durarán en el ejercicio de sus funciones (5) cinco años. Se accederá a ellos por concurso de oposición y antecedentes.

El Titular y Subtitular, tendrán nivel escalafonario de Director General y Subdirector General respectivamente. 

Los titulares en ejercicio del cargo al finalizar el período citado, podrán presentarse al nuevo concurso. 


Para ejercer el cargo de Director o Subdirector de cualquiera de los órganos rectores, será condición indispensable poseer idoneidad, sujeta a los siguientes requisitos:

1) poseer título universitario en la disciplina que corresponda a la naturaleza de sus funciones,
2) antigüedad no inferior a 5 años en el ejercicio de la profesión cuando el postulante no perteneciera a la Administración Pública Provincial, 

3) capacidad psico física;

4) conocimiento en la materia específica que debe atender el órgano rector del cual aspira ser titular;

5) ser argentino nativo o por opción;

6) no encontrarse inhabilitado por sentencia judicial firme,

7) no encontrarse inhibidos por deudas judiciales exigibles; 

8) no encontrarse procesado por delito doloso, fuera o dentro de la Provincia;

9) no encontrarse declarado fallido y no estar rehabilitado.

Artículo 249 – En todo proyecto de ley que elabore el Poder Ejecutivo en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del presupuesto general vigente, la composición de la deuda pública o tenga implicancia sobre el Tesoro Provincial, tendrá intervención el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio de la que le compete al ministerio, secretaría de Estado u organismo correspondiente.

Artículo 250: Los plazos establecidos en la presente ley se calcularán en días hábiles administrativos, excepto los establecidos en el art. 243.

Artículo 251 – Cuando las Unidades Rectoras Centrales y el órgano coordinador se expidan haciendo uso de su potestad normativa dichas normas serán de aplicación para toda la hacienda pública. Cuando leyes especiales hayan definido procedimientos especiales de administración de la hacienda pública los mismos se interpretarán tácitamente derogados y serán de aplicación los que surgen de esta ley y su reglamentación, a excepción de los procedimientos regulados por leyes especiales de endeudamiento con instituciones multilaterales de crédito o celebrados con Estados extranjeros o entidades de Derecho Público Internacional.

Artículo 252 – Los criterios metodológicos básicos de esta ley, que deben tenerse presente para su interpretación y reglamentación son las siguientes:

· Interrelación sistémica

· Centralización normativa a cargo de las Unidades Rectoras Centrales, mediante la definición de objetivos, elaboración de pautas, metodología y procedimientos generales. Las Unidades Rectoras Centrales actuarán bajo la supervisión de la autoridad mencionada en el artículo 7 de la presente.

· Descentralización operativa, asignando a las unidades operativas periféricas de cada Poder, Jurisdicción y Entidad la ejecución de los subsistemas que establece la presente Ley de acuerdo a la reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo y la consiguiente responsabilidad para todas ellas de cumplir con esta Ley, su reglamentación y las normas técnicas que emitan los respectivos órganos rectores.

TÍTULO VII: DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 253 – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, con excepción del Título VI – Sistema de Control Externo que norman el accionar del Tribunal de Cuentas de la Provincia, que serán reglamentados por el Poder Legislativo a propuesta del propio Tribunal de Cuentas.

Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar e implementar gradualmente los términos y funcionalidades previstas para cada uno de los subsistemas de la presente ley. Su vigencia dependerá en todos los casos de las disponibilidades financieras de la Provincia.

Artículo 254 – Invítase a los Municipios y Comunas a adherir a la presente Ley.

Artículo 255 – Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar las excepciones en el cumplimiento de los requisitos fijados por la presente ley para la ocupación de los cargos de las Unidades Rectoras Centrales, a los funcionarios públicos que actualmente los ocupan. Su cumplimiento será obligatorio en los distintos momentos que los mismos deban ser nuevamente ocupados, concordantemente con lo establecido en el estatuto – escalafón para el personal de la Administración Pública Provincial.


Las disposiciones de la ley 10.052 son de plena aplicación.

Artículo 256 – El Ministerio de Hacienda y Finanzas, en su facultad de órgano coordinador de los sistemas de administración, podrá, con autorización del Poder Ejecutivo, asumir por sí las facultades o mediante delegación las funciones de las Unidades Centrales Rectoras de los subsistemas que no puedan implementarse inicialmente, en las condiciones que establezca la reglamentación.

El Ministerio de Hacienda y Finanzas deberá proponer al Poder Ejecutivo luego de aprobada la presente ley la adecuación gradual a su estructura orgánico funcional, la cual quedará sujeta a las restricciones y disponibilidades financieras de la provincia.

Artículo 257 – Las disposiciones de la ley 11696 tendrán prelación en su aplicación, durante el período de su vigencia, cuando exista conflicto interpretativo respecto de las disposiciones de la presente ley. 

Artículo 258 – Derógase el Decreto Ley 1757/56, ratificado por Ley 4815, y sus modificaciones Leyes 5617, 6089, 6592, 6594, 6863, 7080, 7159, 8171, los Artículos 1, 2, 3, 4, 5,6, 7, 8, 9, 11 y 12 de la Ley 10580 y la Ley 10801, las Leyes 5356 , sus modificatorias y prórrogas; las Leyes 9081, 9140, y la Ley 9432. 

Artículo 259 – Las derogaciones enunciadas precedente sólo serán efectivas en la medida que el Poder Ejecutivo implemente gradualmente la presente ley de acuerdo establece el art. 253 segundo párrafo.

Artículo 260 – El déficit del ejercicio no podrá exceder el del ejercicio anterior. En ciclos de crecimiento económico, el gasto total no podrá exceder el crecimiento esperado del Producto Bruto Geográfico neto de las modificaciones en la política tributaria que se reflejen en la variación de recaudación estimada en el cálculo de recursos. En años de caída del ciclo el gasto público nominal no podrá aumentar.

En el caso de existir déficits presupuestarios, a partir del primer año deberán seguir una pauta de reducción del cinco por ciento (5%) anual como mínimo.

Artículo 261 – Las deudas de las Municipalidades y Comunas con el Tesoro Provincial o con cualquier ente de la hacienda pública provincial, cuando fueren exigibles y no hubieren sido cancelados, así como también los montos de repetición a contribuyentes en los casos de impuestos que copartcipan automáticamente anteriores a la vigencia de la presente, podrán ser retenidos por el Poder Ejecutivo de los montos que le correspondan en concepto de coparticipación, con las limitaciones impuestas por la ley 11.773.

Artículo 262 – La Dirección General de Contrataciones y Gestión de bienes podrá llevar a cabo gestiones de compraventa o contrataciones por el plazo máximo de un año, a partir de la implementación del Subsistema de Administración de bienes y Servicios.

Artículo 263 – Comuníquese al Poder Ejecutivo

Sala de Comisión: 23 de agosto de 2001.

Esquivel – Dalla Fontana – Meotto – Barrera – Reutemann – Strada

FE DE ERRATAS

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha emitido dictamen el día 23 de agosto de 2.001 en el proyecto de ley (Expte. N° 6868 – PE – Mensaje N° 2243) por el cual se instituye la Ley Orgánica de Administración y Control de la Hacienda del Sector Público Provincial no Financiero y sus acumulados: Exptes. Nros. 7568 – SEN, 7409 – BRA y 8088 – PJ; las notas: N° 3910 /00 –nota oficial remitida por la Secretaría de Estado de Trabajo y Seguridad Social, Santa Fe–; nota oficial remitida por la Secretaría de Estado y Control del Trabajo – Iapos, de fecha 27 de setiembre de 2000; nota remitida por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas y el Colegio de Graduados de Ciencias Económicas de Santa Fe, de fecha 29 de noviembre de 2000, una reiteración de la misma de fecha 2 de marzo de 2001; nota remitida en fecha 26 de marzo de 2001 por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas y el Colegio de Graduados; nota de fecha 06 de abril de 2001 remitida por el Colegio de Abogados de la 1era. Circunscripción Judicial – Santa Fe; nota N° 4479/01 de fecha 15 de mayo de 2001, remitida por el Tribunal de Cuentas de la Provincia; nota remitida por los cinco colegios de abogados de la Provincia de Santa Fe, fechada en Venado Tuerto, el día 31 de mayo de 2001; y nota N° 660/01, nota particular remitida por el Presidente de la Federación Argentina de Colegios de Abogados. Y atento de que de su lectura surgen errores materiales, omisiones y reiteraciones, los firmantes del dictamen de mayoría efectúan la presente fe de erratas, que deberá acompañarse al expediente aludido.


En el enunciado se omitió mencionar que entre los expedientes acumulados considerados se encuentran el Expte 7091 – BRA, de autoría de la diputada Tate, que impone al Estado Provincial de la obligación de adquirir, para su uso, productos de origen provincial y el Expte. 7485 PJ, de autoría del diputado Giorgetti, en el que se implementa la obligatoriedad del compre santafesino en toda licitación que lleve adelante el Estado Provincial.

Artículo 4: se omitió incluir al Tribunal de Cuentas en el inciso A, punto 2.

Artículo 5: en el último párrafo, donde dice “obligadas” debe leerse “obligados”.

Artículo 9: en la última frase, donde dice “requiera” debe leerse “requieran”

Artículo 13: donde dice “entes públicas” debe leerse “entes públicos”.

Artículo 16: debe leerse separado “jurisdicciones y”; y sustituirse adicionalmente por “Asimismo”.

Artículo 21: debe leerse separado “contener como”.

Artículo 22: donde dice “pronuciamiento” debe leerse “pronunciamiento”.

Artículo 23: donde dice “jurisdicciones y entidades” debe leerse “jurisdicciones y entes”

y donde dice, en el inciso 1, “utilizadas” debe leerse “utilizados”.

Artículo 25: donde dice “solo” debe leerse “sólo”.

Artículo 27: inc. c), donde dice “adhiera o formaliza” debe leerse “adhieran o formalicen”.

Artículo 31: se omitió una frase, debiendo leerse el mismo de la siguiente manera: “No se podrá destinar el producto de ningún recurso con el fin de atender específicamente el pago de determinados gastos ni podrán funcionar bajo el ámbito de la hacienda pública cuentas especiales desde la puesta en vigencia de la presente ley, con excepción de:”

Artículo 41: donde dice “deb” debe leerse “debe”.

Artículo 49: donde dice Contaduría general de la Provincia y Tesorería general de la Provincia debe leerse “Contaduría General de la Provincia y Tesorería General de la Provincia”.

Artículo 51: donde dice estas debe leerse “éstas”.

Artículo 55: se omitió al final del artículo “El plazo no podrá ser mayor a dos ejercicios anuales siguientes al de la notificación de la sentencia, salvo que situaciones excepcionales fundadas en el monto de la obligación a pagar justifiquen admitir plazos mayores.”

Artículo 62: El texto se sustituye por el siguiente: “El Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Hacienda y Finanzas, otorgará la autorización para realizar operaciones de crédito público. Sin esta autorización ningún poder, jurisdicción o entidad podrá dar inicio a trámites o gestiones en tal sentido.”

TÍTULO III – CAPÍTULO I – SECCIÓN I: donde dice “Integración” debe leerse “DEFINICIÓN”.

Artículo 133: 3er. párrafo, donde dice “caso” debe leerse “casos”.

TÍTULO III – CAPÍTULO II – SECCIÓN I: donde dice “Integración” debe leerse “DEFINICIÓN”.

Artículo 158: inc. b) donde dice “en el hacienda pública” debe leerse “en la hacienda pública”.


 Inc. f) donde dice “plitica” debe leerse “política”.

Artículo 174: inc. 1) donde dice “tadas” debe leerse “todas”.

Artículo 178: 2do. párrafo, donde dice “puedenn” debe leerse “pueden”.

Artículo 180: inc. i) 2 donde dice “le cierre” debe leerse “el cierre”; 3, donde dice “establece” debe leerse “establecen”.

Artículo 183: debe leerse separado “al titular”.

Artículo 184: debe leerse separado “e implica”.

Artículo 187: inc. j) donde dice “le” debe leerse “la”.

Artículo 191: inc. i) donde dice “nual” debe leerse “anual”.

TÍTULO VI– CAPÍTULO I – SECCIÓN I: donde dice Organización debe leerse “DEFINICIÓN–ORGANIZACIÓN”.

Artículo 196: debe leerse separado “inhabilitados judicialmente”.

Artículo 204: inc. j) debe leerse separado “de las”.

Artículo 210: donde dice “art{iculo” debe leerse “Artículo”.

Artículo 215: debe leerse separado “ante la”.

Artículo 220: donde dice “mimos” debe leerse “mismos”.

Artículo 261: donde dice “copartcipan” debe leerse “coparticipan”.

Artículo 244: en el primer párrafo debe suprimirse “, correspondiendo al Presidente doble voto en caso de empate”, porque se encuentra correctamente enunciado en el segundo párrafo.

Sala de la Comisión, 30 de agosto de 2001

Barrera – Dalla Fontana – Esquivel – Reutemann – Meotto – Strada

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración en general.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Habíamos acordado escuchar al miembro informante del dictamen de mayoría y después nos anotamos para hacer uso de la palabra.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Hace unos días leía una nota de la editorial del diario “El Cronista”, de fecha 28 de agosto, titulada “Los políticos deben elegir entre la realidad o la magia” y, más allá de coincidir o no con las apreciaciones que en particular se hacían, sí me llevó a la reflexión, para concluir que realmente la función de gobierno es la que lleva a diferenciar realidad de magia, en virtud de la forma en que se toman las decisiones.


Las decisiones que involucran la superación de la realidad con reacciones, en función de la coyuntura, no son propias de quien debe conducir. La conducción se demuestra con planeamiento, previsión y entendiendo que la gestión del Estado no debe ser improvisada. Así, desde el año 1992 esta conducción oficialista viene adecuando la normativa con proyectos que llevan a una gestión administrativa distinta, orientada a una reforma racional y prudente del Estado, bajo el nuevo concepto que hoy, con distintos avatares, estamos llamando posmodernismo. 


¿Qué es, en definitiva, el posmodernismo, sino actuar en función de las nuevas realidades, de estas realidades que imponen celeridad, formas distintas de las prestaciones del Estado y relaciones distintas en las posibilidades del propio Estado, frente a la escasez de recursos y posibilidades propias de producción de bienes y servicios?


¿Qué es un gobernante que no evalúa estas alternativas? ¿Qué es una clase política que no se dispone a asumirlas bajo el signo de la realidad y llevarlas a la práctica, con convicciones y bajo la tutela del concepto de que debe responder a las demandas sociales de aquella ciudadanía que le ha confiado no solamente la administración de los recursos del Estado, sino también los bienes y la gestión del propio Estado? Así se ha llegado, una vez más, a considerar parte de un proyecto y parte, también, de una concepción de administración genuina, como la que llamamos Ley de Administración y Control. 

En sus conceptos básicos está dada por un hecho único e indelegable, cuando se actúa con responsabilidad, que es la centralización normativa. Y por otro, que responde exclusivamente a las demandas y al momento en que es dictada, que es la descentralización operativa. A través de la creación de sistemas y subsistemas se reemplaza la antigua estructura de información del Estado, dando posibilidad a todos de tener información de las actuaciones y de la gestión de este propio Estado, de la manera más rápida y confiable posible. 

No es, tal vez, la respuesta adecuada a todas las demandas sociales, porque sin duda, tampoco es responsable y serio que una gestión administrativa responda cuando –como decía antes– debe manejarse en función de la estrechez de los recursos. Pero es dentro de las posibilidades de reformas y reestructuraciones donde hemos visto la alternativa que tiene una provincia como la de Santa Fe de contar con una norma de las más avanzadas vigentes. A tal punto que ante la evaluación, por parte de autoridades representantes de instituciones de crédito externo, ha sido tomada como ejemplo para transmitirlas a otras provincias de la República Argentina. Es cierto, también, que en función de esa merituación que ha hecho, al analizarla detalladamente dispuso que era la mejor forma de racionalizar la administración del Estado y de actuar con seriedad y coherencia en las decisiones gubernamentales y la transformó en prenda de confiabilidad hasta para la gestión de un crédito internacional para esta Provincia.

Es también cierto que forma parte de las condiciones para la liberación del segundo tramo del crédito ya acordado para la reprogramación de deuda para la Provincia. Pero esto no es condicionante primordial, como lo es su estructura funcional. Reemplazamos la Ley de Contabilidad, de la que no renegamos, pero sus distintas modificaciones han hecho un tramado tal que se respeta en gran parte el texto propuesto y se unifica en un criterio sistemático. ¿Por qué un criterio sistemático? Por el principio de la organización a la que hacíamos referencia al inicio. Distintos sistemas confluirán en un nivel de información y control que permitirá a cualquier Poder, a cualquier ciudadano integrante de esos poderes y a cualquier ciudadano que haya delegado la administración de los recursos del Estado, contar con el nivel de información suficiente en el menor tiempo posible, condición absolutamente necesaria para evaluar la gestión de un Estado y las posibilidades de diagnóstico que son necesarias para promover objetivos que, en definitiva, constituyen la acción de quienes tienen la responsabilidad de gobernar.


Espero realmente que esa acción nos mueva en el sentido de transformar las instituciones y transformarnos conceptualmente y en forma individual a cada uno de nosotros como para aceptar que estamos ante exigencias distintas a las que en algún momento impulsaron el dictado de una ley de contabilidad tan inteligente que hasta hoy nos rige, pero que confrontadas con las exigencias actuales necesita de un criterio básico en la decisión de gobierno: unidad de gobierno y descentralización en la gestión.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Señor presidente: “De la realidad a la magia”, decía el artículo periodístico que leyó el diputado Paganini. Él comenzó con una contradicción, con dos conceptos que se separan. Yo comenzaría con una armonización “Realidad y política”, porque la realidad objetiva es que efectivamente la Provincia se está rigiendo con una vetusta Ley de Contabilidad que data del año 1956 y hay una necesidad objetiva de reformarla y transformarla.


En eso hemos coincidido. En lo que disentimos es en la carga de concepción política que se le ha dado a la redacción de numerosos artículos de esta ley que no condice con la evolución de los tiempos, que no condice con la necesidad de garantizar transparencia y control parlamentario de los actos del Poder Ejecutivo. Por un lado, estamos política y moralmente obligados a valorar el trabajo que se hizo en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, donde se nos permitió una activa participación a los distintos sectores políticos y donde –en su momento–establecimos reuniones extraordinarias fuera de las habituales de la comisión, donde los diputados asistimos con nuestros asesores en la materia y se nos permitió contribuir o enriquecer la redacción de numerosos artículos.


En nuestro caso, propusimos modificaciones a 89 artículos. Con esta misma sinceridad tenemos que venir a expresar que lamentamos que se pierda una oportunidad tan importante como esta, como es la de que al momento de aggiornar las cuestiones técnicas de la Ley de Contabilidad para incorporarle los avances, la nueva tecnología en materia de gestión y control de los dineros públicos, no garanticemos –como decía– mayor participación y control de los representantes del pueblo en ese sentido.


La ley nos deja como una especie de “tufillo” a gerenciamiento, es como si esta bajada de un concepto, a nuestro criterio total y absolutamente equivocado y contradictorio con lo que es y debe ser la política que están bajando algunos grandes medios de comunicación social, se hubiera receptado y se privilegia la función del gerente, la función del técnico, independientemente de la concepción social, humanística y participativa que tiene o que debería tener una concepción política democrática y actualizada.


Me preocupa, por ejemplo, que a partir de esta ley, en esta concepción restrictiva al control y a la participación parlamentaria, corremos el riesgo de no tener en el Presupuesto dineros de coparticipación federal que van a gastos específicos. Por ejemplo, se podrían escamotear de futuros presupuestos la coparticipación por el Fonavi o por los fondos de los combustibles.


Esto mismo sucede con respecto a los presupuestos de las empresas o entes públicos descentralizados. Se podría llegar a quitar del Presupuesto –en la medida en que no necesiten financiamiento del Tesoro– nada más ni nada menos que 550 millones de pesos que hoy gastan la Empresa Provincial de la Energía y el Túnel Subfluvial.


No quedan definitivamente superadas las denuncias que hemos reiterado en muchas oportunidades, con respecto a las violaciones permanentes que a través de la Ley Complementaria del Presupuesto se hace –o se hizo hasta ahora– al Presupuesto y a la Ley de Contabilidad.


Se reitera conceptualmente en esta oportunidad el mismo artículo que rige en la actual Ley de Contabilidad y que dice que la Ley de Presupuesto no puede modificar o derogar leyes ni puede establecer determinadas cuestiones en forma permanente. Tramposamente se ha venido haciendo, se ha venido esquivando este artículo de la actual Ley de Contabilidad a través de la Ley Complementaria del Presupuesto, tanto es así que, lamentablemente esa práctica no se ve ahora obstaculizada o erradicada definitivamente a través de la sanción de esta nueva Ley de Administración y Control.

Nos preocupa la concepción simplista con la que se establece la enunciación de la deuda pública provincial que habrá de tener en el futuro el presupuesto de la Provincia. Se dice deuda pública directa o indirecta; la directa es la que debe el Estado y la indirecta es la que avala el Estado.

Deuda pública interna o externa; la interna en función del domicilio de los acreedores, si son nacionales; externa cuando son extranjeros. Me pregunto qué sentido tiene conocer la nacionalidad de los acreedores. ¿Qué es lo importante, lo que debe la Provincia o la nacionalidad de los acreedores?. Nos queda la sensación de que en función de la redacción de esta ley, el Poder Ejecutivo en el futuro solamente nos va a mandar un presupuesto telegráfico, excesivamente corto, sin obligación de enviar el presupuesto analítico, cuyo análisis nos ha dado a los legisladores tantos resultados, tanto a la hora de aprobar el Presupuesto como después, para analizar las inversiones presupuestarias. 

Este sentido de gerenciamiento o eficiencia casi autoritario en el espíritu de la ley, llega al colmo cuando se establece que ni el Poder Judicial ni el Poder Legislativo pueden iniciar un trámite para realizar una operación de crédito público, sin autorización del empleado del gobernador que está a cargo del Ministerio de Hacienda y Finanzas. Esto, señor presidente, es manifiestamente anticonstitucional, al no establecerse la obligatoriedad de un mismo plan de cuentas, tanto para el presupuesto como para la ejecución presupuestaria. Y para la cuenta de inversión seguiremos mendigando información y seguiremos dedicando horas y horas tratando de entender la relación directa que hay entre la inversión de los dineros públicos y lo previamente presupuestado. Cualquier empresa tiene un mismo plan de cuentas, a los efectos de que se pueda controlar la lectura objetiva, racional, transparentemente y con facilidad, para saber adónde fueron los dineros que se han presupuestado, menos en el Estado, menos en la Provincia.


Este espíritu de gerenciamiento –reitero– llega al colmo también, cuando en las contrataciones directas a las que se habilita al Poder Ejecutivo Provincial se deja librado a la reglamentación de la ley el monto máximo para esa contratación directa. Hoy ciudades como Rosario y Santa Fe que tienen la posibilidad de contratar en forma directa hasta 300 pesos; con tres presupuestos pueden llegar a 7 mil pesos. La Provincia, o mejor dicho, la Legislatura –si se aprueba este proyecto– lo va a dejar librado a la voluntad del Poder Ejecutivo. Nos parece que esto también es una imprudente delegación de funciones o facultades al Poder Ejecutivo, cosa que no ayuda, señor presidente, a la transparencia tan declamada que queremos lograr en la gestión e inversión de los dineros públicos.


Saludamos –porque esto responde a un proyecto de ley que presentamos hace varios años– la creación del Registro Público Único de Contratos Administrativos, pero este registro, que de acuerdo con la ley se pretende de acceso libre, irrestricto y gratuito, no va a estar en la página web oficial de la Provincia. Entonces ¿por qué limitar el derecho de información de los santafesinos del interior?, derecho que va a ser libre y gratuito para los santafesinos, pero el rufinense o el habitante de Tostado va a tener que viajar a Santa Fe si quiere saber qué es lo que está contratando la Provincia.


En cuestión de concesionamientos nos preocupa, en primer lugar, que se insista con lo que ha pasado –y no hace mucho tiempo atrás–, en el sentido de que en los discursos de libre mercadismo se hablaba de la rentabilidad razonable y no se relacionaba esto con el riesgo empresario, y ahora se le permitiría al Poder Ejecutivo, mediante la sanción de esta ley, garantizar márgenes de rentabilidad. Saludamos, de la misma manera en que manifestamos esta preocupación, el hecho de que de aquí en más los concesionamientos tendrán que tener un nivel de inversión y un canon; esto es lo que el Poder Ejecutivo viene a expresarnos hoy, que supuestamente está arrepentido de lo que hizo con la Dipos, en cuanto a que no exigió nivel de inversión y que la entregó gratuitamente. 

Nos parece bien, señor presidente, que a través de la ley se prohiba ahora regalar los bienes públicos. Se asume la calidad de autoaseguradora de la Provincia, en relación con los trabajadores públicos, cuestión en la que estamos totalmente de acuerdo, pero luego, en su momento, vamos a proponer que la Provincia también asuma esta condición con respecto a todos los alumnos de las escuelas públicas de la Provincia.


El Ministerio de Educación y Cultura les paga hoy el seguro de responsabilidad civil solamente al primero y segundo ciclo de la EGB. En cuanto a la EGB III y el Polimodal, las pobres cooperadoras escolares están juntando fondos para hacerse cargo del seguro por responsabilidad civil.

Creo, señor presidente, que así como incluimos en la ley esta calidad de autoaseguradora de la Provincia respecto del personal que trabaja en relación de dependencia, tenemos que hacerlo también para garantizar la responsabilidad civil ante cualquier accidente que los estudiantes y los alumnos de las escuelas públicas de la Provincia puedan tener en horario de clases o en actividades escolares.


Quiero destacar, señor presidente, –y ojalá que el bloque mayoritario se haga eco de lo que voy a decir ahora– que me gustaría poder rectificarme y decir, entonces, que no observo este tufillo a gerenciamiento, este tufillo de casi una eficiencia autoritaria que se contradice con lo que debe ser lo político y lo democrático.


Finalmente establecemos una comisión que, según tengo entendido, se denomina Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo, que se forma exclusivamente con tres miembros de cada una de la cámaras. Creemos que no tiene sentido una comisión de este tipo, si no se garantiza participación a las minorías. Entendemos que el control de sus propios actos por la mayoría es total y absolutamente intrascendente a los fines republicanos. En ese sentido, la ley no solamente no avanza, sino que retrocede.


La actual y vetusta Ley de Contabilidad ya preveía que las comisiones de Presupuesto y Hacienda de ambas cámaras tenían acceso libre a todas las dependencias contables para realizar las compulsas de libros y antecedentes. Por eso, cuando tratemos en particular los distintos artículos, vamos a proponer, por un lado, ampliar en cantidad los miembros de esta Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo y, por el otro, que se garantice a las minorías su presencia en ella.


Para concluir, y con todo respeto, señor presidente, sugiero que llegado el momento, en nombre de la participación que nos cabe a todos los diputados –independientemente de que seamos sector mayoritario o minoritario– y en nombre de la importancia y trascendencia de la ley que estamos discutiendo, se realice la votación artículo por artículo y no por sección, capítulo o título, como ha sucedido en el pasado, en otras oportunidades –y no me refiero a la actual integración– en esta Cámara de Diputados.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


 Señor presidente: en primer lugar, a efectos de no ser reiterativos en cuanto a cuál es la necesidad de votar una nueva Ley de Contabilidad, dado los años que tiene la vigente, tal cual lo manifestó el señor diputado Cecchi, quiero expresar que tuvimos la oportunidad, por lo menos en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, de debatirla el tiempo necesario como para haber podido incorporarle las mejoras que a nuestro entender son superadoras; algunas inentendiblemente –por lo menos, desde mi parte– fueron modificadas en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, y lo voy a plantear después, cuando tratemos cada uno de los artículos en particular. 


Por lo expuesto, el bloque de la UCR va a votar en general este proyecto y vamos a hacer las observaciones en cada uno de los artículos, corroborando el haber votado en disidencia los dictámenes, tanto en la Comisión de Presupuesto y Hacienda como en la de Asuntos Constitucionales y Legislación General. 


Digo que esta ley no es solamente superadora porque viene a reemplazar a la que tiene más de 30 años, sino porque además hemos podido incorporar modificaciones que –como decía anteriormente– son realmente importantes. Y si se hubiera votado el Mensaje, tal cual venía del Poder Ejecutivo, realmente podía afirmarse que en muchos aspectos era una ley hecha a medida. 


Cuando hablábamos de la idoneidad que deben tener los funcionarios, el Mensaje decía que iban a ocupar los cargos aquellos que tenían siete años de antigüedad en la administración y cinco años en el ejercicio de la profesión, lo cual, en definitiva, era dejar a todo aquel que estaba cumpliendo hoy una función y que ya era empleado de la administración pública. Era una forma de cerrar la selección de quienes podían ocupar los distintos cargos. 


Hemos logrado que la designación sea por concurso y un elemento que a mi entender es realmente innovador es que pueda haber una reválida a los cinco años, lo cual realmente es importante. Pero de la misma manera en que digo que esto es importante, hay algo en lo que no estamos de acuerdo, que es que quienes están hoy queden, a pesar de no cumplir con estos requisitos, lo cual, en definitiva, es una forma de borrar con el codo lo que hemos escrito con la mano. Es decir que al menos debería existir la reválida para quienes hoy están ocupando este cargo. Por supuesto que se me dirá que esto afecta las legislaciones vigentes, pero pienso que en esto debemos avanzar para hacer mucho más eficientes las leyes y el nombramiento de quienes ocupan los distintos cargos. 


Otro tema que me preocupa es lo especificado en la ley con respecto al Síndico titular y al adjunto; en la Comisión de Presupuesto y Hacienda se le exigía idoneidad y en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General se ha eliminado ese requisito para ocupar este cargo, lo cual, a mi entender, se debe rever en el tratamiento en particular. En cuanto a la austeridad de los fondos públicos, el Mensaje establecía que cuando había mayores recursos de lo presupuestado, en definitiva, se podría aplicar la cláusula gatillo de gastar más. La modificación que se hizo es que si existe una mayor recaudación, primero se debe cubrir el déficit, de existir endeudamiento, y luego sí, se podrá aplicar a otros tipos de gastos. Además, en cuanto a la posibilidad del presupuesto reconducido, el mismo tiene una limitante, en el sentido de que debe ser analizado en cuanto a la proyección de los recursos para el presente ejercicio.


Y algo que nosotros planteamos y que no fue incorporado, es que para que pueda existir un presupuesto reconducido, al menos anteriormente en la Legislatura debería estar el Mensaje del Presupuesto que vamos a tratar. Y otro aspecto que me parece sustancial para una nueva incorporación es la posibilidad de atacar el déficit presupuestario, donde se le ha puesto un límite a la reducción mínima que se debe dar año por año. Por supuesto que anhelamos también llegar al déficit cero. No compartimos –tal cual lo planteaba el señor diputado Cecchi– la eliminación de las cuentas especiales. 


En lo que hace a la información de los fondos públicos y de las cuentas públicas, digo que hoy en gran medida no tenemos esa información ni siquiera en papeles. Y mediante las modificaciones que se incorporaron vamos a tener en la página web dentro de los 15 días de ejecutadas las cuentas, una ejecución presupuestaria de los recursos, de los gastos, el conocimiento del endeudamiento de la Provincia y, también, por supuesto, de las licitaciones. No así el registro de oferentes, como lo planteaba anteriormente el diputado Cecchi. Esto realmente es importante, a nuestro entender, en cuanto al avance que se ha hecho. Y si para eso podemos decir que desde hace bastante tiempo venimos presentando pedidos de informes sobre ejecuciones presupuestarias y cuenta de inversión del año anterior y hasta el día de hoy no hemos tenido respuestas, con la sanción de esta norma, indudablemente, vamos –si se cumple– a tener la información que realmente requerimos.


También se decía en el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda que mensualmente se debían brindar los informes a la Legislatura Provincial sobre las ejecuciones presupuestarias. En la Comisión de Asuntos Constitucionales eso fue modificado y se elevó a hacerlo trimestralmente, lo cual –para mí– es una modificación improcedente.

Un aspecto que he de destacar –y lo planteaba el señor diputado Cecchi– está relacionado al presupuesto analítico. Éste no debe salir luego del Poder Ejecutivo, sino que debe venir –y máxime con la realidad de la hora– juntamente con el presupuesto. Debemos llegar a lo que hemos hecho con el presupuesto del año 2001, donde el analítico forma parte del propio presupuesto. Por eso digo que con el presupuesto 2001 hemos hecho un avance en la Legislatura de Santa Fe con respecto a otras realidades.


Otro aspecto es la cuenta de inversión. En la Comisión de Presupuesto se dictaminó que su presentación debía ser antes del 30 de mayo en esta Legislatura, pero fue modificado en la Comisión de Asuntos Constitucionales, elevándola al 30 de junio.


También se incorporaron aspectos importantes, ya que había varios proyectos en la Cámara, con respecto al Compre Santafesino, lo cual es innovador.


Se eliminó algo que nosotros habíamos incorporado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda: que no podían contratar con el Estado quienes eran deudores del Estado Provincial.


Con respecto a la Ley Complementaria –como bien lo decía el señor diputado Cecchi– es una mala práctica que venimos teniendo en la Legislatura desde hace muchísimos años. Realmente apelo a lo que se dijo cuando aprobamos la última Ley de Presupuesto y su Ley Complementaria, en el sentido de que cuando se sancionara esta ley desaparecería la Ley Complementaria. En aquel momento yo decía que cuando tratáramos esta ley iba a pedir expresamente que se incluyera en el artículo de las leyes que se derogan, la Ley Complementaria vigente. Esta es una de las modificaciones que vamos a solicitar cuando se trate en particular.


Con respecto al Tribunal de Cuentas, es para nosotros importante incorporar dentro de sus funciones la de deber informar a la Justicia sobre las irregularidades detectadas.

En general, éstas son a mi entender las mejoras sustanciales y aspectos que faltan contemplar en el tratamiento y que, por supuesto, complementan lo manifestado por el señor diputado Cecchi y por todos aquellos que firmamos en disidencia y, por supuesto, iremos haciendo las observaciones en su tratamiento en particular.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Señor presidente: voy a tratar de asumir la no habitual tarea de fundar el voto afirmativo en favor de este proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo.

Sin lugar a dudas, se trata de un proyecto importante, tal vez el más importante de este período legislativo, si nos hacen naufragar nuestro proyecto de reforma constitucional. Pero es dable reconocer, señor presidente, que es uno de los proyectos más importantes que va a considerar esta Legislatura. Por supuesto que no significa que los santafesinos estemos descubriendo hoy una ley que merece el más alto de los conceptos en lo que hace a sus objetivos, porque en realidad, estamos marchando en paralelo con lo que es la legislación nacional: la ley –con mucha analogía a ésta, que vamos a considerar hoy– que trató el Congreso de la Nación en 1991, que aprobó allá por octubre de 1992. Hoy puedo recoger la afirmación de uno de los legisladores que seguramente tiene una opinión casi indiscutida en la materia –que no es de mi Partido, sino que pertenece al Partido Justicialista–, el actual diputado Oscar Lamberto, quien me decía hace dos días que después de diez años de vigencia, indudablemente la ley está requiriendo modificaciones, a la luz de la experiencia de la realidad que vivimos los argentinos.


Pero bueno, con un poco de atraso vamos a llegar hoy en Santa Fe a aprobar esta ley, cuyo objetivo, desde luego, merece nuestro apoyo, cual es dotar de racionalidad a la administración financiera del sector público provincial y establecer el sistema de controles internos y externos sobre la gestión de los poderes y de los entes públicos provinciales. Una ley que importe, indudablemente, un avance en la organización de la administración pública, que requiera mucho más a favor de la publicidad de la gestión y de los actos del Estado, a los fines de consolidar el sistema republicano.


Una ley –como se dijo hace un momento– que importa actualizar la ya obsoleta Ley de Contabilidad, que tantos favores le brindó a la Provincia de Santa Fe. Una ley que contiene una cuestión sustancial, cual es la reglamentación del Tribunal de Cuentas, instituto creado por la Constitución Provincial de 1962, que estaba reglamentado inconstitucionalmente dentro de la Ley de Contabilidad, lo que debemos computar dentro de los “debes” legislativos que tenemos por no haber sabido adaptar la norma, en su momento, a las reformas constitucionales de hace 40 años. Es cierto que aquí definimos una posición frente a algunas posturas doctrinarias expresadas, incluso, por integrantes del propio Tribunal de Cuentas y de entidades de graduados de Ciencias Económicas, que sostienen en varias presentaciones que es necesario dictar una ley autónoma que reglamente el Tribunal de Cuentas. Nosotros lo hemos analizado y llegamos a la conclusión de que no es indispensable dictar esa ley autónoma, en tanto la Constitución supedite a la ley la reglamentación del Tribunal de Cuentas. No se está diciendo que se trata de una ley especial, por lo tanto bien puede insertarse la reglamentación dentro de esta ley que vamos a aprobar hoy.


Además, señor presidente, creo que hemos superado la estéril discusión corporativa de quienes únicamente analizaron esta ley de administración y control desde el punto de vista de tratar de obtener la mayor participación de los abogados y de los contadores. 

La ley incluye la innovación de la creación de la Sindicatura como órgano de control interno del Poder Ejecutivo; instituye el autoseguro, que deberá conformarse –como ya lo adelantó el señor diputado Cecchi– y hacerse extensivo a los alumnos de todas las escuelas provinciales.


Desde el primer momento, señor presidente, en el bloque de la Democracia Progresista hemos sumado nuestro modesto aporte en el afán de mejorar la ley, dada la importancia que ella tiene. Y también es dable reconocer que muchas de las sugerencias e inquietudes que volcamos fueron recogidas en el dictamen de la Comisión. Pero del mismo modo, señor presidente, debemos marcar que tenemos algunas objeciones, las que podemos decir que son de fondo, con relación al dictamen que está a consideración del Cuerpo.


Cuestionamos los avances que se hacen sobre normas de la Constitución. Cuestionamos las limitaciones a las facultades del Poder Legislativo. Cuestionamos la delegación de facultades propias del Poder Legislativo hacia el Poder Ejecutivo, cosa que nos preocupa porque creemos que, en definitiva, el tema de la delegación de facultades en favor de un Poder Ejecutivo fuerte es uno de los ingredientes que han colaborado al deterioro y al desprestigio de la política.


Cuestionamos la violación de competencias de entidades autárquicas –como el Iapos o la Dirección Provincial de Vivienda–, a las cuales también hizo referencia el señor diputado preopinante, en tanto se atenta contra sus legítimos intereses.


Nos preocupa sobremanera el tratamiento de la reglamentación del Tribunal de Cuentas, que importa una desnaturalización de la independencia que debe tener, conforme el propio espíritu de la Constitución vigente. Nos preocupa que no se haya asegurado la debida independencia para tratar de corregir tantos errores que se han cometido y que han transformado, prácticamente, al Tribunal de Cuentas, en un instituto intrascendente. 

Nos preocupa también el exceso de facultades, algunas en detrimento del Poder Legislativo, que se le atribuyen al Ministerio de Hacienda y Finanzas.

Y por último, señor presidente, en este informe en general no podemos dejar de hacer una reflexión, ya que ha sido pública la participación de los representantes del Banco Mundial en esta suerte de tarea que, como legisladores, hemos sabido conseguir. Nos preocupa que el Banco Mundial –que como es público y notorio, participó con su opinión, al menos, en la elaboración del proyecto, salvo algunas muy contadas observaciones que lucen en una nota que nos hizo llegar el señor Ministro de Hacienda y Finanzas ante nuestro pedido– haya hecho tan pocos aportes en favor de una mejor ley. ¡Están tan preocupados por la administración de los fondos públicos que hacemos los argentinos que, como solemos decir, “descubren las minucias y les pasan por delante los elefantes, sin que se den cuenta”!

Y más aún, me preocupa que si el Banco Mundial o sus asesores no tuvieron observación que hacer frente a esta desnaturalización evidente que se hace con el Tribunal de Cuentas…

–
Se hace silencio. El diputado Giorgetti habla por su teléfono celular.

SR. FAVARIO.– ¿Terminó, diputado Giorgetti? 

SR. GIORGETTI.– Estoy hablando con el presidente. 

SR. FAVARIO.– Sí, pero estaba hablando yo. Entonces, yo voy a tener la atención de esperar que usted termine, para continuar. 

SR. GIORGETTI.– Continúe, señor diputado. Me preocupaba de los elefantes…

SR. FAVARIO.– Señor presidente: si estamos supeditados en esta Argentina de hoy a esta suerte de paternalismo de los poderosos, que se trasunta en la intervención de los representantes del Banco Mundial, tenemos que preocuparnos por el asesoramiento que nos hacen, cuando estamos viendo el ejemplo del asesoramiento que se hizo con respecto a esta ley. 

No obstante estas consideraciones finales y los cuestionamientos que tenemos y que vamos a hacer en el curso del debate, señor presidente, vamos a votar en general el proyecto de ley y en el momento del tratamiento en particular formularemos las objeciones y aportaremos las propuestas de modificación, para tratar de corregir lo que a nuestro entender constituyen errores. En definitiva, haremos los aportes que sinceramente entendemos positivos para contribuir a que se dicte la mejor ley y, seguramente, quienes participaron de las reuniones de las comisiones sabrán que esta es la realidad. No especulamos con ningún interés partidista, porque estamos tratando de hacer nuestros aportes para que la Provincia de Santa Fe tenga la mejor ley en estas materias que se van a considerar esta noche. 

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Señor presidente: voy a tratar de ser sinóptico, no sintético. En primer lugar, quiero ratificar que en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General recibimos un trabajo exhaustivo de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, no sólo en cuanto a la lectura y desmenuzación del texto, sino también en aportes y cambios sustanciales, en algunos casos, ayudas o mejoras, en otros. 


La propia Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General realizó también una tarea muy seria, y creo que el trabajo que hicimos justifica la importancia de esta ley. Seguramente es el trabajo más importante que hemos hecho sobre una ley y le volvimos a hacer algunas modificaciones al texto de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, lo que prueba sobradamente que esta ley no era de aquellas que se llaman “leyes a libro cerrado”, sino que tuvo su origen en todo un proceso que nos llevó un largo tiempo debatir y el resultado consiste en todo lo que del mismo surgió, más la ley y lo que le hemos aportado nosotros. 


Ese proceso se inició, aproximadamente, a fines de la gestión del gobernador Reutemann, cuando ya sancionada la Ley de Administración Nacional, en la esfera del Ministerio de Hacienda y Finanzas se comenzó a pensar que era necesario reformar la Ley de Contabilidad. En ese momento hubo una oferta del Gobierno Nacional de transferir gratuitamente el software de la administración nacional, si nosotros adheríamos directamente a esta ley nacional. Siempre es tentador el adherir a una ley que ya está hecha y que tiene un gran prestigio. En el momento en que se la dictó fue muy alabada por su modernidad y por su criterio muy eficiente y, sin embargo, se prefirió no aceptar esa oferta que venía, por un lado, como un dulce –que era el sistema de software–, pero por el otro lado, estaba el hecho de que la Provincia tenía que quedar totalmente atada a la Ley de Administración Nacional. Nos hubiera dado una ventaja al tener el mismo software, al estar en línea con el sistema de información nacional, pero hubiéramos perdido lo que tiene esta ley. Por un lado, ese primer origen.

El segundo origen es que durante toda la gestión del gobernador Obeid, este proyecto se fue trabajando a partir de que se desistió adherir, lisa y llanamente, a la ley nacional. Hubo varios proyectos, fundamentalmente encarados por el Ministro Mercier cuando fue legislador, que por distintos motivos no se pudieron sancionar durante ese período legislativo. Luego, se remitió el proyecto para el tratamiento en esta Legislatura.

Nosotros en esta ley tenemos todos los adelantos de la Ley de Administración Nacional, inclusive está repetida la estructura, que es bastante buena desde el punto de vista intelectual, pero a su vez tenemos toda la historia y la realidad administrativa de nuestra Provincia, la que está contenida en la ley. Y no se ha hecho lo que suelen hacer los académicos, que es voltear todo lo que había en el gabinete y crear un mundo de fantasía a partir del cual se construye una administración pública nueva, que será muy perfecta, pero que no se puede poner en ningún lado, porque la administración pública hoy ya existe y tiene una realidad que es parte de su historia. Esa historia, además, se basa en la Ley de Contabilidad, que no ha sido una mala ley y que como los viejos coches, todavía funciona, pero uno se da cuenta de que por sus años es necesario que tengamos que cambiarlo, probablemente por otro de la misma marca. Entonces, estamos votando esta ley con esa tradición y esa realidad administrativa, pero también se encuentran contempladas la tradición y la realidad normativa. Muchísimos artículos fueron tomados de la ley nacional, pero también hay muchísimos otros –tal vez en la misma proporción– tomados de la legislación provincial, porque esta legislación provincial no sólo tiene la tradición de la antigüedad, sino también de la interpretación y del cotejo de la experiencia de la aplicación de la ley y de los resultados. Por lo tanto, tampoco se aplicó mecánicamente este traslado de artículo, sino que en la gran mayoría de ellos se corrigió lo que se sabe en la Provincia: que la aplicación de esos viejos artículos de la Ley de Contabilidad trae problemas. Además, obviamente, se incorporó una cosa que la Ley de Administración Nacional no tiene, aunque sí está en otras normas, como es la gestión de bienes y servicios. Se creó la Sindicatura. Y en el rol de la auditoría general se incorporó el Tribunal de Cuentas, que ya tenía rango constitucional. Es decir que el fundamento básico de esta ley es que es sistémica. Se pensó en todos los elementos, los que luego se conjugaron en un principio único, a partir del cual se consiguió, a nuestro juicio, en gran medida y con el aporte de esta Legislatura, integrar el avance de la legislación nacional, conservar lo que servía de la legislación provincial e incorporar los recursos administrativos que hoy existen en la Provincia, pero orientados hacia una novedad, que es el sistema administrativo que la ley plantea de nuestro sistema, que es diferente, con las viejas direcciones en cada ministerio.

Por último –para que tengamos una idea–, la estructura de la ley es similar a la ley nacional, tiene un Título I: Disposiciones Generales; luego el Título II: Sistemas de Administración Financiera, que contiene Presupuesto, Tesorería, Crédito Público, Inversión Pública y se agregan –lo que es una novedad– los Sistemas de Información. Es decir que tenemos aquí como un elemento especial de la ley, los Sistemas de Información, que son los que nos van a permitir contar, prácticamente en forma mensual, con el estado de ejecución presupuestaria y con otros datos que son necesarios en la vida económica moderna.

Por último, está el Sistema de Control Interno, el síndico, y el externo, el Tribunal de Cuentas. Como esto quiere ser un aporte a la aplicación del dictamen de la mayoría, no quiero comentar las objeciones que han hecho algunos colegas sobre diversos aspectos de la ley, los que en su caso serán puestos a consideración cuando se traten los artículos en particular.

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Como integrante de la Comisión de Presupuesto y Hacienda por el bloque Radical en la Alianza voy a adelantar el voto afirmativo, en general, a este proyecto de ley de administración y control que viene a aggionar la norma vigente desde más de 40 años, ya que se trata de un decreto ley del gobierno de facto de 1956 y sus modificatorias.


No voy a sobreabundar en los cuestionamientos que ya expresaron quienes comparten conmigo la Comisión de Presupuesto y Hacienda, los diputados Cecchi y Álvarez, por cuanto ya han sido compartidos y han quedado expuestos en la firma del dictamen, con disidencias parciales.


Es verdad que la amplitud del señor presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, el diputado Paganini, nos ha permitido debatir ampliamente esta ley, argumentar y en algunos casos hasta incidir en la modificación de determinados artículos, con los cuales no coincidíamos.


No obstante ello, se han introducido también en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General artículos y disposiciones con los cuales no coincidimos y que apuntaremos en el momento del tratamiento en particular de esta ley.

SRA. CAVIGIURI.– Pido la palabra.


Señor presidente: no quiero dejar de hacer una aclaración respecto a algo que manifestó el diputado Cecchi, con relación a la educación y a los seguros de vida de los alumnos del Polimodal.


Quiero aclarar que por Decreto 2527 del año 1979 el sistema educativo de la Provincia de Santa Fe tiene cubierto desde los tres años de edad hasta el octavo y noveno año de la Educación General Básica de nivel oficial y privado el seguro de vida de los alumnos por accidente parcial o total en horas académicas, dentro y fuera de los establecimientos. También hay seguros para las escuelas de educación técnica; quiero aclarar que se les reintegra a los padres por parte del Estado todo lo que gasten en atención médica, análisis, remedios, etc.


En cuanto al Polimodal –que es una parte del ex secundario de nuestro sistema educativo, de lo que era el secundario anteriormente–, ante cualquier accidente acaecido en horas académicas, dentro o fuera de la escuela, los directores conocen los trámites administrativos pertinentes para que el Estado les reconozca a los padres las erogaciones que hacen para atención de los chicos, por los daños parciales o totales que han sufrido.


Esto es hasta ahora lo que les puedo responder. Es exacto lo que decía el diputado Cecchi y creo que dijo algo así como que las cooperadoras están haciéndose cargo de los seguros de vida en las escuelas secundarias.

Eso es así por ahora, pero en caso de accidentes se hacen los trámites administrativos pertinentes. Quiero aclararlo porque también es un proyecto mío –creo que del año pasado–, para que se haga extensivo ese seguro, incluyendo al Polimodal y a todas las escuelas medias, porque técnica es medio, es una especialidad. 

SR. FAVARIO.– Nos suscribimos a las manifestaciones del señor diputado Cecchi, pero no desconocemos la vigencia del decreto, que tan bien y en detalle conoce la señora diputada. Pero nuestra afirmación –y creo que en este sentido lo planteaba el señor diputado Cecchi– es de insertar en la ley el sistema del autoseguro. No basta tener el decreto, en tanto esta ley incorpora una serie de disposiciones que están legisladas en decretos o leyes especiales. Ahora, al unificar la legislación, pretendemos incorporar las disposiciones del decreto, las que seguramente serán enriquecidas con los aportes de la señora diputada, que tiene la oportunidad de concretar hoy su proyecto de ley, a través de las modificaciones que se hagan en esta ley que estamos tratando y, por lo tanto, darle la entidad que surge de una norma legal sancionada por la Legislatura, superadora del decreto, que es producto de la voluntad unilateral del Poder Ejecutivo y que, por ende, puede ser revocado por la voluntad de éste o de otro titular del Poder Ejecutivo.

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.


No quiero dejar escapar esta oportunidad, en mi carácter de presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, de hacer un reconocimiento público por todo lo dicho aquí, porque esta es una ley muy importante, es una ley trascendente y compleja que nos ha llevado a un amplio debate.


Quiero agradecer la permanente disposición del ministro de Hacienda de la Provincia por su presencia, tanto en el bloque como en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, la constante colaboración del señor diputado Paganini, presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, como también la del personal, tanto de esa comisión como de la de Asuntos Constitucionales y Legislación General, que estuvo trabajando fuera de horario y en forma continua, porque esta ley aparentemente nos desbordaba, ya que se trata de una norma muy técnica y con muchas precisiones.


Finalmente, vaya mi reconocimiento a todos y cada uno de los miembros integrantes de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, porque creo que hemos llegado a buen puerto, luego de nuestras diferencias lógicas y normales, lo que nos lleva a la posibilidad de que hoy, en la votación en general, se dé la unanimidad, y luego, en el tratamiento en particular, se verán las disidencias planteadas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar en general el proyecto de ley.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se leen y aprueban los artículos 1º al 3º. Al leerse el artículo 4º dice el:

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


En primer lugar, quiero que se me aclare por qué en esta fe de erratas que nos entregaron hace un rato, en el artículo 4º se omite incluir al Tribunal de Cuentas. En el inciso a) Punto II –si es como literalmente está aquí– debería incluirse al Tribunal de Cuentas, dentro del Presupuesto del Poder Legislativo. Primero quiero que me ratifiquen si es así.


En segundo lugar, quiero decir que dentro del dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, nosotros no solamente preveíamos discriminar en el presupuesto al órgano de control externo, sino también al órgano de control interno. En nuestra propuesta original –me refiero a la de nuestro bloque– estaba la desagregación de la Defensoría del Pueblo dentro del Presupuesto del Poder Legislativo.


En tercer lugar, después del primer párrafo, a posteriori de la desagregación de lo que debe comprender al sector público provincial no financiero, quiero proponer, concretamente, un párrafo que diga: “Dicho clasificador [se está refiriendo al clasificador presupuestario institucional que debe establecer el Poder Ejecutivo] deberá ser el mismo que para el Presupuesto y la Cuenta de Inversión”. O sea, concretamente, estoy proponiendo tres cosas, señor presidente.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Vamos a hacer una propuesta de redacción del artículo 4º, diferente de la que hizo el señor diputado Cecchi. Coincidimos parcialmente con lo que el mismo manifestó.


La introducción del Tribunal de Cuentas a través de la fe de erratas, dentro de lo que es el inciso a) punto 2 del dictamen de Comisión, creo que es improcedente, porque transforma al Tribunal de Cuentas en una dependencia del Poder Ejecutivo cuando, en realidad, no lo es, conforme lo determina el artículo 81 de la Constitución.


Nosotros vamos a proponer una redacción que entendemos más sintética y más abarcativa de lo que va a reglamentar la ley. Dice textualmente lo siguiente: “Artículo 4º.– Comprenden el sector público provincial no financiero los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial y el Tribunal de Cuentas, la administración central, los organismos descentralizados, las sociedades del estado y otros entes estatales. El Poder Ejecutivo aprobará el clasificador presupuestario institucional, que podrá tener variaciones en la medida en que responda globalmente a la apertura aquí iniciada, siendo de aplicación obligatoria los conceptos incluidos como administración central y organismos descentralizados, sociedades del estado y otros entes estatales, en tanto permita individualizar cada jurisdicción y organismo, a los efectos de aplicar esa clasificación antes mencionada. En el contexto de esta ley se entenderá por poder a los enumerados en los artículos 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial; por jurisdicciones a los ministerios, secretarías, subsecretarías de Estado, Fiscalía de Estado, Defensoría del Pueblo, Tribunal de Cuentas; y por entidad u organismo, a toda organización pública con personería jurídica y patrimonio propio.”


Esa es la propuesta que hacemos.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Señor presidente: la idea de relación presupuestaria respecto al Tribunal de Cuentas es que el mismo definirá su proyecto presupuestario y lo someterá a consideración de la Comisión Mixta, que se crea en esta suerte de relación entre la Legislatura y la jurisdicción. En realidad, aprecio y puedo hasta convenir que, analizado en detalle, puede ser suficiente el aspecto de reforma sugerido por el diputado Favario, pero llevaría a la modificación o superposición con relación a otros conceptos que más adelante se dan –que tal vez no sea el momento adecuado para evaluarlos–, en los sucesivos artículos sobre Tribunal de Cuentas y sobre la forma en que se debe entender el presupuesto de cada una de las jurisdicciones. Por lo tanto, me inclinaría a aceptar, si lo pasamos un poco en limpio, de acuerdo con la propuesta que hizo el señor diputado Cecchi, incorporarlo como tercer punto, si no me equivoco, del Poder Legislativo.

SR. CECCHI.– Estoy de acuerdo con lo expresado por el señor diputado.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Lo que dice el señor diputado Paganini, con referencia a nuestra propuesta, se ajusta a la realidad. Es decir –lo señalé en el curso de mi exposición– que para nosotros es una cuestión fundamental la independencia del Tribunal de Cuentas, cosa que en esta ley no se garantiza, sino que por el contrario, se desnaturaliza. 


Y en este primer artículo en el que se hace referencia al Tribunal de Cuentas apuntamos, precisamente, a introducir reformas posteriores para modificar los artículos en los que se restringe esa autonomía que el Tribunal debe tener. Por lo tanto, la propuesta que hacemos tiene correlación inmediata con la que vamos a hacer en artículos posteriores, para que el Tribunal de Cuentas sea un verdadero organismo de control independiente, por encima de cualquier dependencia. 

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Mantengo la propuesta, en función de que es un criterio conceptual. Creo que quien debe ejercer el control, o mejor dicho, la ciudadanía delega el control, en primer orden, a la Legislatura, y este Tribunal de Cuentas deberá servir de herramienta jurisdiccional para que se muna de la información suficiente para evaluar la gestión del Estado. Por lo tanto, me inclino a incluirlo dentro del título Poder Legislativo, como tercer punto.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Más que proponer eso, yo estaba solicitando una aclaración acerca de lo que dice la fe de errata que nos dieron. 

–
Hacen acotaciones algunos diputados.

SR. CECCHI.– Entonces interpreté bien la fe de errata. 


En segundo lugar, lo que proponía también era desagregar el órgano de control interno, que es la Sindicatura General de la Provincia y la Defensoría del Pueblo. Y en último lugar –reitero que esto para nosotros es muy importante–, después del párrafo que prácticamente leyó en forma textual el señor diputado Favario, que dice: “El Poder Ejecutivo aprobará un clasificador presupuestario institucional…”, donde termina ese párrafo, proponemos incluir otro que diga textualmente lo siguiente: “Dicho clasificador deberá ser el mismo para el Presupuesto y para la Cuenta de Inversión”. 


Esto es de fundamental importancia, señor presidente, porque cada vez que tenemos que analizar la Cuenta de Inversión y compararla con el Presupuesto, hasta los contadores tienen que hacer un curso, porque los planes de cuenta son totalmente distintos. De manera tal que entiendo que a los efectos de facilitar la lectura de la Cuenta de Inversión, ésta tiene que tener un clasificador que se corresponda exactamente con el Presupuesto aprobado. 

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


De nuestra parte, señor presidente, aceptamos en la propuesta que hicimos, la modificación que propone el señor diputado Cecchi, porque nos parece acertada.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Es decir que existen dos mociones: una formulada por el diputado Paganini, en el sentido de que se apruebe tal cual está redactado, y otra es la propuesta de modificación del diputado Cecchi. 

SR. PAGANINI.– Insisto en que se vote como está redactado, señor presidente.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.

El señor diputado Paganini acaba de reconocer el funcionamiento del Tribunal de Cuentas en la órbita del Poder Legislativo, si mal no escuché. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El diputado Paganini le solicita una interrupción, diputado Favario.

SR. FAVARIO.– Está bien.
SR. PAGANINI.– Gracias, señor diputado. 


Lo que hay que aclarar es que el Tribunal de Cuentas tendrá una dependencia jerárquica del Poder Legislativo. Esto quiere decir que el Poder Legislativo cumplirá con su misión fundamental y primordial dentro de lo que es el control de la hacienda pública, de informarse a través del Tribunal de Cuentas y tener una herramienta válida jurisdiccional para las acciones de control que estime pertinente. 

SR. FAVARIO.– Está bien, coincido con lo que expone el señor diputado Paganini, pero la modificación que se introduce a través de la fe de erratas no coloca al Tribunal de Cuentas en el rol que le asigna el señor diputado Paganini.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 4º, con la modificación propuesta por el señor diputado Paganini.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 5º, dice el:

SR. ESQUIVEL.– Pido la palabra.


Quiero informar que hay una corrección a este artículo, que no necesariamente nos llevará a un debate.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría Parlamentaria se dará lectura a una corrección.

SR. SECRETARIO (Lago).– En el último párrafo del artículo 5º, donde dice “obligadas” debe decir “obligados”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 5º, con la modificación leída por Secretaría.

–
Resulta aprobado.

–
Se leen y aprueban los artículos 6º, 7º y 8º. Al leerse el artículo 9º dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura a una corrección.

SR. SECRETARIO (Lago).– En la última frase, donde dice “requiera” debe decir “requieran”.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Sin hacer una propuesta, señor presidente, no puedo dejar de mencionar que va a haber una dependencia funcional y jerárquica de los organismos que tienen a cargo las unidades rectoras centrales que van a administrar los presupuestos de los distintos poderes del Estado con el Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia. En lo que hace a nuestra limitación es una delegación que podría llegar a analizarse, pero en lo que hace al Poder Judicial hay una intromisión en las cuentas del Poder Judicial –y obviamente del Poder Legislativo– que va a estar supervisada por el Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia. De nada vale tener un presupuesto propio, si su ejecución va a estar a cargo del Poder Ejecutivo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 9º, con la modificación leída por Secretaría.

–
Resulta aprobado.

–
Se leen y aprueban los artículos 10 y 11. Al leerse el artículo 12 dice el:

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Voy a llamar especialmente la atención del bloque mayoritario. Voy a comenzar leyendo el inciso 8) del artículo de la Constitución, que se refiere a las facultades de la Legislatura: “Fijar anualmente el presupuesto de gastos y cálculo de recursos”. En el primero, esto es en el Presupuesto de Gastos, deben figurar todos los gastos ordinarios y extraordinarios de la Provincia, aún los autorizados por leyes especiales. Digo esto porque en este proyecto de artículo 12 que vamos a aprobar se viola manifiestamente la Constitución de la Provincia, cuando se dice que en el Presupuesto de Gastos habrán de estar “las erogaciones corrientes y de capital a ser financiados mediante…”, se hace una enumeración de este tipo de financiaciones y se excluye lo que es la coparticipación federal. Es decir que en el presupuesto de la Provincia no van a estar aquellos gastos que tengan como origen de financiamiento la coparticipación federal.

Concretamente, nosotros proponemos incluir a la coparticipación federal como fuente de financiamiento de gastos o, de lo contrario, limitar el quinto párrafo a: “El presupuesto de gastos contiene todas las erogaciones corrientes y de capital.” Reitero y hago hincapié en lo manifiestamente anticonstitucional que resulta esta redacción.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Asimismo, señor presidente, siguiendo con la exposición del señor diputado Cecchi, se puede agregar en el primer párrafo del artículo 12 que el presupuesto de recursos contiene la enumeración y monto estimado para el ejercicio de los diferentes rubros “calculados individualmente” –este sería el agregado– “rubro de ingresos corrientes y de capital los que serán desagregados por su origen y naturaleza” y continúa el artículo. O sea, que no solamente queremos que en el Presupuesto los recursos que se calculan y que vienen a esta Legislatura puedan ser perfectamente comprensibles por todos los legisladores, sin tener que ir a buscar algún tipo de nomenclador que imposibilite realmente si existen o no estos recursos, sino que en lo que hace al Presupuesto de Gastos –similar a lo que planteaba el diputado Cecchi en el artículo 55, inciso 8) de la Constitución– éste tiene que tener erogaciones corrientes y de capital, ordinarias y extraordinarias; porque cuando se reconduce el Presupuesto –conforme lo establece la parte final– el mismo artículo habla de que la reconducción se va a dar en las partidas ordinarias. Y esa es una de las modificaciones que también vamos a introducir más adelante, para que esta ley tenga consonancia con lo establecido en la Constitución de la Provincia.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Referido, en principio, a los recursos, si leemos la primera parte del artículo 12, el Presupuesto de Recursos contiene la enumeración y monto estimado para el ejercicio de los diferentes rubros de ingresos corrientes y de capital. Con ese sistema no se puede evitar ningún tipo de información respecto a los ingresos, representen o no entradas de dinero en efectivo al Tesoro.


Las denominaciones de los diferentes rubros para la información, que puedan ser comparables, deberán ser lo suficientemente específicas como para identificar las respectivas fuentes de financiamiento. A mi entender, no quedan dudas respecto a los recursos.


Con relación a las erogaciones, al hablar de erogaciones corrientes y de capital estamos englobando todas las disposiciones que podemos hacer en cuanto a la aplicación.


Entiendo que realmente, si existían dudas, estas modificaciones no fueron hechas en su oportunidad, tampoco en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con lo cual –a criterio, por lo menos, de quien habla y creo que del oficialismo– está clara la exposición de cómo será la ejecución de la información presupuestaria.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


No es así. Textualmente no hay coma, punto o punto y coma, no hay nada que separe y dice: “El Presupuesto de Gastos contiene todas las erogaciones corrientes y de capital…” y hace la enumeración de la financiación de los gastos. 


Quiere decir que aquellos gastos financiados con la coparticipación federal están excluidos del Presupuesto y esto es consecuente con lo que vamos a proponer después en otro artículo, de excluir a los órganos estatales del Presupuesto que no necesiten aportes del Tesoro Provincial.


De manera tal que esto es conceptual, acá no está implícito enumerar los gastos que se financien con la coparticipación nacional, sino todo lo contrario, lo que se tiende es a excluir. Nosotros nos oponemos manifiestamente a esto y queremos –reitero, si es necesario nombrar la fuente de financiamiento para los gastos– que diga también coparticipación federal. Esto es el Presupuesto de Gastos que contiene todas las erogaciones corrientes y de capital, a ser financiadas mediante impuestos, coparticipación federal, tasas y otras contribuciones obligatorias establecidas mediante gravámenes específicos, endeudamientos públicos, precios y tarifas por producción de bienes y prestación de servicios en la administración pública.


Si es una exageración enumerar las fuentes de financiamiento –que a nuestro criterio no tiene absolutamente nada que ver con los gastos que tienen que estar insertos en el Presupuesto–, entonces este párrafo debe terminar en “…el Presupuesto de Gastos contiene todas las erogaciones corrientes y de capital”, de lo contrario –reitero– se estará violando el artículo 55, inciso 8), de la Constitución Provincial.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Quiero aclarar que no se está ocultando de dónde proviene. El presupuesto de gastos contiene todas las erogaciones corrientes de capital a ser financiadas mediante impuestos. Si se hiciera referencia ciegamente a los impuestos provinciales, se estaría diciendo ¿de dónde proviene la coparticipación federal?, ¿en función de qué hay coparticipación federal?. De todos los recursos que corresponden a la Provincia, por determinadas cargas fiscales.

SR. FAVARIO.– El señor diputado Paganini está diciendo conceptualmente lo mismo que dice el señor diputado Cecchi, a lo cual nosotros adherimos. Creo que no existe ningún inconveniente en incorporar los recursos de la coparticipación.

SR. PAGANINI.– No me dejó terminar, señor diputado.


Me parece que al generalizar con la aseveración mediante “impuesto”, debemos ser más específicos, y al decir “se financiará mediante impuestos provinciales, nacionales, tasas y otras contribuciones obligatorias establecidas…” estamos solucionando este pequeño conflicto conceptual.

SRA. TATE.– Quiero hacer una sugerencia con una nueva redacción que diga: “El presupuesto de gastos contiene todas las erogaciones corrientes y de capital, en los términos del artículo 55, inciso 8), de la Constitución de la Provincia”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señor diputado Paganini, ¿podría leer el artículo, tal como quedaría redactado?.

SR. PAGANINI.– “El presupuesto de gastos contiene todas las erogaciones corrientes y de capital a ser financiados mediante impuestos nacionales, provinciales, tasa y otras contribuciones obligatorias…” y después sigue como está.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 12º, con la modificación propuesta por el señor diputado Paganini.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 13, con una pequeña corrección. Donde dice “entes públicas” debe decir “entes públicos”.

–
Resulta aprobado.

–
Se leen y aprueban sin observaciones los artículos 14º y 15º. Al leerse el artículo 16º dice el:
SR. CECCHI.– Pido la palabra.


El artículo 16º comienza diciendo: “El presupuesto general de gastos y cálculo de recursos comprende a los poderes, jurisdicciones y entes que integran la administración provincial”.

Nosotros entendemos que esto no debe ser así. En lugar de “administración provincial” debe decir “sector público no financiero”, porque de esta forma se incluye a las empresas y otros entes públicos que, de lo contrario, pueden quedar fuera del presupuesto. Porque si bien en el inciso 5 de este artículo se establece que los presupuestos de las empresas y otros entes públicos se deben incorporar en un anexo del presupuesto, a renglón seguido se dice lo siguiente: “Los presupuestos de empresas y otros entes públicos se someterán a consideración y aprobación del Poder Legislativo cuando requieran para su financiamiento aportes del Tesoro. Asimismo, cuando el Poder Legislativo lo considere oportuno puede solicitar que en el referido anexo se incluya a otras empresas y entes públicos que no requieran de aportes del Tesoro.”

No puede ser una facultad de la Legislatura solicitar que los entes públicos se incluyan en el presupuesto. No puede ser que sean considerados dineros públicos los que van a cubrir baches financieros de las empresas o entes públicos. Todos los dineros de la EPE son dineros públicos y la EPE debe estar incluida en el presupuesto de la Provincia. 

De manera tal que nosotros, concretamente, proponemos: reemplazar la alocución “administración provincial” en el primer párrafo del artículo 16, por “sector público no financiero”; y en el anteúltimo párrafo del artículo poner un punto final en la palabra “Tesoro”; con lo cual quedaría: “Los presupuestos de empresas y otros entes públicos se someterán a consideración y aprobación del Poder Legislativo.”, punto final. Y excluimos de esta manera la posibilidad de que puedan quedar afuera cuando no necesitan aportes del Tesoro.

SR. PAGANINI.– Creo que aquí hay dos elementos a tener en cuenta. Primero, el de información, que creo que la Legislatura lo tiene solucionado con el último párrafo del artículo, donde dice que los presupuestos de empresas y otros entes públicos se someterán a su consideración y aprobación, cuando así se lo requieran. Si es por información, aquí tenemos los elementos necesarios. 


Y si es por concepción y objetivos respecto al funcionamiento de las empresas, entiendo que como unidad presupuestaria a evaluar de la administración pública, interesa primordialmente cuando tienen financiamiento por parte del Tesoro, porque el resto forma parte de un funcionamiento propio, integrado por un patrimonio propio que puede ser evaluado, auditado y consultado tantas veces como la Legislatura lo considere propicio; pero como más adelante se dice en la ley, pueden existir criterios distintos de exposición presupuestaria entre lo que es el sector empresas del Estado y el presupuesto de gastos y recursos de la administración central.


Este es el concepto que prima en la ley, de separar funcionalmente y por practicidad la exposición y forma de elaboración de los presupuestos de la administración central, específicamente, y las empresas del Estado, en función de las necesidades que se le planteen por su actividad estrictamente comercial.


Por lo tanto, sugiero aprobar el artículo tal cual está redactado por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Quisiera que me den una sola razón objetiva por la cual hoy el presupuesto de la Empresa Provincial de la Energía no debe estar en el Presupuesto de la Provincia. Porque todo lo que dice el señor diputado preopinante es correcto, estamos de acuerdo, pero el presupuesto de la EPE lo hemos estado aprobando en el Presupuesto de la Provincia. No hay ninguna razón para dejar de hacerlo. Sigue siendo dinero público, así como las partidas del Túnel Hernandarias.


Yo dije en mi alocución de entrada que esto implica 550 millones de pesos anuales; no hay motivos para que dejen de estar dentro del Presupuesto. De manera tal que esto lo solucionamos con absoluta objetividad, racionalidad y, fundamentalmente, transparencia, señor presidente, dejando lo de la órbita de lo que debería ser el sector público no financiero.


Para esto hace falta cambiar la alocución administración provincial por sector público no financiero. Y hace falta quitarle unas pocas palabras al anteúltimo párrafo, para que siempre estos presupuestos –reitero, hoy de la EPE y del Túnel Subfluvial– tengan que tener la aprobación legislativa, al discutirse el Presupuesto Provincial. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Existen dos mociones: una, por la modificación, tal como lo acaba de manifestar el señor diputado Cecchi junto al señor diputado Bullrich, y la otra por el texto tal como se encuentra redactado. 

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Simplemente quiero que quede constancia de que adherimos a la propuesta del señor diputado Cecchi. 

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


Hasta ahora no he hecho uso de la palabra, señor presidente, porque comparto las objeciones que se han ido formulando; muchas de ellas ya se habían hecho en la comisión. De la misma manera en que tuvimos buena predisposición en la Comisión de Presupuesto y Hacienda para incorporarlas, así como en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, me parece que hay aspectos que hacen a contribuir a una mejor ley e invito en este caso al señor diputado Paganini a que las acepte, de la misma manera en que no lo dije antes, porque avalaba lo que decía el diputado Cecchi en su momento, en cuanto a que las cuentas de inversión tienen que tener el mismo nomenclador que el presupuesto, porque en definitiva, es una consecuencia de esto. De modo que considero que todas las observaciones que están proponiendo, las están haciendo en positivo, e invito a que sean incorporadas. Nada más.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Me remito al artículo 4º, para el cual propusimos una modificación que no fue aceptada y que dice: “Comprende al sector público provincial no financiero…”, hace la enumeración, punto b). Entonces, ¿por qué razón ahora no se va a aceptar que se remitan los presupuestos, si están sometidos al régimen de la ley? ¿Por un lado lo incluimos y por el otro lo excluimos, diputado Paganini?

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Estoy convencido, señor presidente, de que la Legislatura tendrá a mano el elemento de control para contar con los presupuestos en los momentos en que lo considere oportuno y, es más, esto hasta contribuiría a evaluarlos en forma desagregada del Presupuesto de la administración central, con lo cual creo que no merma en ningún momento las atribuciones de control, evaluación y hasta dictámenes que puedan hacer cada una de las comisiones de la Legislatura. 

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Esta es mi última apuesta, señor presidente, porque estoy convencido de la racionalidad del planteo que hacemos y de que probablemente esto obedezca a un error. Porque después vamos a tener que explicar en un diccionario santafesino qué quiere decir una cosa y qué quiere decir la otra. 


El artículo 4º –como bien señalaba el diputado Favario– dice: “Comprende el sector público provincial no financiero…” y ahí se incluye a las empresas y a otros entes públicos.

Pero en el artículo 16, donde se habla de estructura de la ley de presupuesto, se los excluye. Entonces cómo pueden estar comprendidos en una estructura y después estar excluidos. Es una contradicción, no puede obedecer a otra cosa más que a un error; no puede obedecer a un concepto de estructura del presupuesto. ¿Por qué primero se los incluye –se dice que las empresas y otros entes públicos están comprendidos por el sector público provincial no financiero– pero después a estos mismos se los excluye del presupuesto?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 16. En primer lugar, lo harán por el texto redactado originalmente en la Comisión.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 17 dice el:

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Esto lo adelanté en mi alocución inicial. Este artículo reproduce otro de la actual Ley de Contabilidad, que dice que la Ley de Presupuesto no puede contener disposiciones de carácter permanente, reformar o derogar leyes vigentes. Y esto se ha estado esquivando a través de la sanción de la Ley Complementaria, por lo cual termina siendo una burla a la Ley de Contabilidad. Yo aspiro a que si vamos a aggiornar esta ley fundamental para la Provincia, desterremos definitivamente esta práctica que hemos cuestionado permanentemente, que es la Ley Complementaria de Presupuesto.

En ese sentido, propongo agregar como segundo párrafo del artículo 17 lo siguiente: “Las disposiciones contenidas en la presente ley no serán alteradas por la Ley de Presupuesto ni por la Complementaria de Presupuesto, constituyendo estas últimas normas complementarias que regirán para cada ejercicio financiero”.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


No tengo en claro la propuesta del señor diputado Cecchi, porque importa admitir desde ya la existencia de la Ley Complementaria y aquí partimos del supuesto de que estamos dictando una ley para la sana administración del Estado, conforme se nos manifestó, y es el espíritu con que se trata este proyecto. Entonces, no podemos partir del supuesto de admitir una forma irregular, cual sería sancionar una ley complementaria de presupuesto.


Yo creo que en la medida en que coincidamos en que estamos votando una ley para la sana administración, mediante la cual se ratifica la no existencia de una ley complementaria de presupuesto, el antecedente de por sí de este debate va a impedir que se traigan de contramano o de contrabando –como ha ocurrido durante largo tiempo– disposiciones en esa ley complementaria que de ahora en más no podrá existir.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


No va a haber más ley complementaria, como lo hemos comentado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda. Esa era la primera observación que nos hizo Jorge Álvarez, así que le transmito tranquilidad al diputado Cecchi, en el sentido de que no se va a ver alterada esta decisión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por lo menos este año...

–
Risas.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Estoy de acuerdo con lo manifestado por el diputado Favario, pero lo que quiero aclarar es que yo comencé diciendo que este artículo es reproducción textual del artículo actual de la Ley de Contabilidad, que es el que se está gambeteando siempre. De cualquier manera, lo que más me interesaba era dejar inserto en el Diario de Sesiones lo que acaba de expresar el señor diputado Paganini: nunca más habrá Ley Complementaria de Presupuesto. Por tal motivo, retiro la moción.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 17.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 18 dice el: 

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Señor presidente: aquí también vamos a reiterar nuestra propuesta de cambiar la alocución “administración central” por la de “sector público no financiero” en el inciso a) del artículo, ya que habla de la estructura que debe adoptar el Presupuesto. 

Entonces, la primer propuesta es un cambio en el inciso a), donde dice: “cálculo de recursos de la administración central”, que diga “cálculo de recursos del sector público no financiero”. 

La segunda propuesta es que en el inciso b) diga lo siguiente: “Presupuesto de Gastos de cada una de las jurisdicciones y de cada organismo descentralizado del sector público no financiero”, porque aquí no se especifica si es de la administración central o del sector público no financiero.

En tercer lugar, tenemos la propuesta de un nuevo inciso que debe contener –a nuestro criterio– la estructura del Presupuesto y que tiene que ver con la deuda pública provincial, cosa que también aclaré en mi alocución inicial, cuando dije que no importaba mucho la nacionalidad de nuestros acreedores, sino la estructura de la deuda pública provincial.

En este sentido, que el inciso f) diga: “Sin perjuicio de la clasificación de la deuda pública provincial [que establece el artículo 61] deberá informarse el monto total de la misma el 31 de diciembre del año anterior, con la siguiente clasificación y desagregación de vencimientos anuales por todo concepto (capital, intereses, ajustes, etc.), 1) deuda en ejecución, 2) deuda en trámite de ejecución, 3) deuda en trámite de aprobación, 4) deuda a tramitarse, pero ya con autorización legislativa, 5) avales, alzas y garantías otorgadas en las condiciones del inciso e) del artículo 60 de la presente ley”.

Finalmente proponemos otro inciso, que sería en inciso g) para que en la estructura del Presupuesto figure, conste el Plan Provincial de Inversión Pública con proyección plurianual, acorde al artículo 170 y subsiguientes de la presente ley.

Señor presiente, voy a ir leyendo una por una, para que las vayan aprobando de a una.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Respecto a la clasificación sugerida del inciso a), seguimos con los distintos criterios. Con respecto al inciso b), quisiera que me lo lea el diputado Cecchi.

SR. CECCHI.– Es correlativo con la propuesta de modificación del inciso a).

SR. PAGANINI.– Respecto al endeudamiento, hay un capítulo especial, hay exposición presupuestaria que habla del endeudamiento en función de la forma en que se va dando anualmente y también –si no me equivoco– de la financiación y la forma en que se establecerá el Plan de Obras Públicas, en función de los objetivos presupuestarios anuales, incluso con un plan de obra pública que deberá ser expuesto ante el Poder Legislativo, como información adicional. Por lo tanto, prefiero continuar con la redacción del artículo tal como está propuesto por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Es cierto que ambas cuestiones están contenidas en artículos posteriores. Estamos de acuerdo con esos artículos y los vamos a votar favorablemente.

También es cierto que la desagregación que se hace de la deuda pública provincial no es, a mi entender, la correcta, porque no se habla de la deuda total y no se habla de los vencimientos anuales, entonces se supone que cuando nosotros vamos a discutir los presupuestos vamos a tener, eventualmente, –ojalá que esto nunca suceda–, que autorizar endeudamiento y para eso vamos a necesitar información de cuáles son los vencimientos anuales, además del total de los vencimientos anuales, no solamente de capital, sino además de intereses, ajustes y actualizaciones de la deuda pública provincial existente. De manera tal que –reitero– es de fundamental importancia tener desagregada la deuda pública en ejecución, en trámite de ejecución, aprobada por ley, pero aún no asumida y, fundamentalmente, los avales, fianzas y las garantías. Esto enriquece o complementa la información en torno a la deuda pública que hay en los artículos posteriores.


Aquí lo que proponemos es incluirlas dentro de las estructura del Presupuesto. Con respecto al plan provincial de inversión pública con proyección plurianual, así textualmente está en los artículos 170 y subsiguientes, con lo cual coincidimos plenamente, pero entendemos que tienen que estar insertos en el presupuesto, a los efectos de que los legisladores tengamos esa información al momento de aprobar el presupuesto del próximo año.

SR. BULLRICH.– Cada una de las modificaciones que proponen los legisladores tiene que ser contestada por el señor diputado Paganini. Pero hay otras modificaciones que queremos proponer y estamos dejando que el diputado se explaye en los fundamentos, lo mismo que quienes las estamos proponiendo, pero si podemos vamos a agregar, a lo mejor, en algunos incisos de estos artículos, que son bastante extensos, algún otro tipo de modificaciones, que pueda ser de interés de los legisladores. Y yo voy a insistir en el tema de la lectura de los presupuestos que lleguen a la Legislatura o cuando sean de dominio público. Si los presupuestos tuvieran la claridad suficiente y las contabilidades de las empresas privadas también, no habría tantos evasores, ni tantos problemas. 


Recuerdo que hace 30 años los presupuestos que venían a la Legislatura eran analíticos y uno podía darse cuenta adónde iba a invertirse el dinero de los contribuyentes. Es por eso que hago hincapié –y lo dije en la consideración del artículo anterior, aunque no tuvo aceptación– en que el presupuesto tenga la claridad suficiente, el detalle suficiente como para poder ser leído, no solamente por los contadores, sino por los legisladores que tienen que aprobarlo.


Voy a proponer que en el último párrafo del artículo 18º, cuando habla de la reglamentación que establecerá la técnica y las clasificaciones presupuestarias que serán utilizadas, se agregue: “…se elaborarán con el mayor grado de análisis posible…”, a los efectos de que esas técnicas no signifiquen algún subterfugio para que no podamos leer el Presupuesto provincial los que somos neófitos, sin poder referirnos al respecto.

SR. PAGANINI.– Si no le parece mal al señor diputado Bullrich, podemos agregar en el último párrafo lo siguiente: “la reglamentación establecerá las técnicas y clasificaciones presupuestarias con el mayor grado de desagregación posible…”. Esto es para unificar criterios con lo que se expresa más adelante en el proyecto.

SR. BULLRICH.– Estoy de acuerdo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 18º, con la modificación propuesta.

–
Resulta aprobado.

–
Se lee y aprueba el artículo 19º. Al leerse el artículo 20º dice el:
SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Creo que es obligación de todos hacer el máximo esfuerzo posible, a los efectos de que toda la información que recibamos pueda ilustrarnos, cuando recibimos –valga la redundancia– el proyecto de presupuesto, acerca de las distintas asignaciones de los dineros públicos.


En este artículo 20 se dice: “El Poder Ejecutivo presentará a la Legislatura el proyecto de presupuesto en la fecha que determina la Constitución Provincial, fundamentando su contenido y con un nivel de desagregación que permita ejercer las valoraciones cualitativas y cuantitativas conforme sus atribuciones.” Y aquí viene la cuestión: “La distribución analítica del presupuesto, de acuerdo a los niveles de crédito limitativo considerado y el clasificador de cuentas presupuestarias con las especificaciones de detalle que requiera su ejecución, estará a cargo del Poder Ejecutivo.” Hasta aquí, totalmente de acuerdo.


Lo que propongo es agregar: “, lo que no obstante ello también se elevará a la Legislatura, juntamente con el presupuesto.” Esto es, el presupuesto analítico y el clasificador deben venir juntamente con el proyecto de presupuesto.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


 La observación que voy a hacer es en el mismo sentido que la efectuada por el señor diputado Cecchi. Solamente planteo que en el cuarto renglón, donde dice: “atribuciones”, y después habla de la distribución analítica, que diga: “y la distribución analítica” y se supriman las últimas palabras, donde dice: “estará a cargo del Poder Ejecutivo.”


Con esto el artículo quedaría redactado de la siguiente forma: “El Poder Ejecutivo presentará a la Legislatura el proyecto de presupuesto en la fecha que determina la Constitución Provincial, fundamentando su contenido y con un nivel de desagregación que permita ejercer las valoraciones cualitativas y cuantitativas conforme sus atribuciones y la distribución analítica de acuerdo a los niveles de crédito limitativo considerado y el clasificador de cuentas presupuestarias con las especificaciones de detalle que requiere su ejecución.”


Esto, en definitiva, no es más ni menos que ratificar algo que hemos hecho en la sanción del presupuesto del año 2001.

SR. FAVARIO.– Creí escuchar “limitado”, ¿”limitativo” dijo?

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Sí, señor diputado.

SR. PAGANINI.– Es “limitativo”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra se va a votar el artículo 20, con las modificaciones propuestas por el señor diputado Álvarez, Jorge, bajo la supervisión del diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 21 dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Este artículo también tiene una corrección.

SR. SECRETARIO (Lago).– Debe leerse en forma separada “contener como”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 21, con la corrección efectuada.

–
Resulta aprobado.
· Al leerse el artículo 22 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo una corrección a la fe de erratas…

· Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 22.

–
Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 23 dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Este artículo tiene una corrección que se leerá por Secretaría.

SR. SECRETARIO (Lago).– Donde dice “jurisdicciones y entidades” debe leerse “jurisdicciones y entes”; y donde dice, en el inciso 1, “utilizadas” debe leerse “utilizados”.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Como mencionara el señor diputado Cecchi, la Constitución marca las pautas a las que debe ajustarse la ley. Y con respecto al presupuesto reconducido, dice expresamente la Constitución que no sancionado en tiempo un presupuesto, seguirá en vigencia el anterior, con sus partidas ordinarias. 


Así que yo voy a incluir en el artículo 23 una propuesta, que es la siguiente: “Si al comenzar el ejercicio financiero no se hubiese sancionado el Presupuesto General, rige el que estaba vigente al cierre del ejercicio anterior en sus partidas ordinarias”. 


En el último párrafo del artículo 23 dice: “El saldo no utilizado de las autorizaciones de endeudamiento aprobadas en el Presupuesto prorrogado…”, que son las que va a tener este presupuesto reconducido. Si hay saldo de un endeudamiento que se aprobó en un presupuesto anterior y no se gastó, yo no estimo que en el presupuesto reconducido sea necesario mantenerlo. Porque este endeudamiento es un recurso extraordinario del anterior presupuesto, a los efectos de cubrir su déficit. Entonces, mal pudiera seguir el endeudamiento para que el Poder Ejecutivo pueda seguir endeudándose, valga la redundancia, en un presupuesto que no está aprobado, que es el reconducido, que para lo único que sirve es para la no paralización de la administración pública, porque si vamos a gobernar con presupuestos reconducidos, como ocurrió muchos años atrás, creo que esta ley es totalmente inútil. 


Continúo, señor presidente, porque tengo otras observaciones que formular.

En el tercer párrafo dice: “Si al sancionarse el nuevo presupuesto general y en virtud de la prórroga del anterior, se hubieran efectuado gastos cuyos créditos no figuran en el nuevo presupuesto…” Entonces me pregunto, si se han efectuado gastos de partidas que no figuran en el nuevo presupuesto, ¿qué es lo que tiene que hacer el Poder Ejecutivo? Tiene que modificar la propuesta de presupuesto en el año siguiente e incluir estos gastos; no aprobarlos o compensarlos con modificaciones presupuestarias, con una simple comunicación al Poder Legislativo, porque en realidad estaría distorsionando el presupuesto. Porque el presupuesto que se va a aprobar, se aprueba en sus partidas originarias y después esas partidas van a terminar cubriendo otros gastos que no estaban contemplados en el presupuesto. 


Me parece que si el Poder Ejecutivo tiene gastos sobre partidas que no están incluidas en el nuevo presupuesto, deberá incluirlas expresamente. Además, considero que en este tipo de situaciones –por ejemplo, con relación a lo que sigue en el mismo párrafo, donde dice “..o fueran insuficientes…”– deberían hacerse las compensaciones correspondientes, pero no con comunicación legislativa, sino con aprobación legislativa, porque estamos continuamente delegando en el Poder Ejecutivo las funciones que nos son propias y hemos demostrado en esta Legislatura, como en otras anteriores, que cuando las cosas tienen que salir, salen. Y para esto fue realizada y confeccionada la Constitución de la Provincia de Santa Fe en el año 1962, cuando le da al Poder Ejecutivo los legisladores necesarios para que no entorpezcan la marcha del Gobierno.


Entonces, propongo que la prórroga sea en sus partidas ordinarias, no con la utilización de los saldos y autorizaciones de endeudamiento aprobados en el presupuesto prorrogado, y excluir las palabras “se hubieran efectuado gastos cuyos créditos no figuran en el nuevo presupuesto”, y que en vez de decir “con comunicación al Poder Legislativo”, diga “con aprobación legislativa. 

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


En primer lugar, como la ley nueva cambia el criterio de contabilidad –antes el cierre del ejercicio se hacía tomando como gasto lo comprometido y ahora se toma lo devengado, pero no lo pagado– , siempre cuando se cierre el ejercicio, en la nueva contabilidad va a dar como resultado exactamente cuál ha sido el déficit del ejercicio, pero va a quedar, seguramente –y por ejemplo, van a quedar todos los sueldos– todo lo devengado y no pagado. O sea que contablemente se va a tener exactamente –cosa que no sucede ahora– cuál es el déficit del ejercicio, porque lo devengado se considera gasto. Pagar es una cosa diferente. El 31 de diciembre quedan devengados los sueldos; pero en la Provincia se pagan en enero, en consecuencia este sistema implica, en primer lugar, que si existió endeudamiento durante el año anterior, para cubrir los gastos de ese año se afectaron esos recursos, pero se van a tener que pagar el año próximo. Entonces, si ya no se tienen, no se va a poder pagar y va a quedar pendiente esa deuda. 


En segundo lugar, la redacción que establece: “Si al sancionarse el nuevo presupuesto general y en virtud de la prórroga del anterior, se hubieran efectuado gastos cuyos créditos no figuran en el nuevo presupuesto…”, está textualmente en la vieja Ley de Contabilidad, por cuanto la Provincia nunca se queda sin presupuesto. En consecuencia, si el Poder Ejecutivo en enero, febrero o marzo ejecutó gastos que están comprendidos en el presupuesto vigente, que es el del año anterior reconducido, pero luego la Legislatura no aprueba un presupuesto igual del año anterior, sino uno menor, evidentemente lo que gastó en esos meses lo hizo legalmente.

Por eso esta autorización para que se hagan las operaciones contables con las modificaciones presupuestarias, de acuerdo con el presupuesto anterior y no del presupuesto votado, que empieza a regir el mes siguiente. En consecuencia, en ese sentido estamos igual que lo que estuvimos hasta ahora. No ha habido ningún cambio al artículo 31 de la Ley de Contabilidad vigente.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


Solicito que se incluya un segundo párrafo: “Para que ello opere debe estar el mensaje de presupuesto presentado en la Legislatura”. Esto como consecuencia de que en la práctica, durante muchos años se aplicó la reconversión del presupuesto anterior, porque el Poder Ejecutivo no había enviado aún el presupuesto dentro del término constitucional. Aunque no lo haya mandado en el término que fija la Constitución, el 30 de setiembre, no puede operar el reconducido el 1º de enero, si no ha sido presentado el proyecto de presupuesto por parte del Poder Ejecutivo.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


El tema de que la Constitución incluya un precepto expreso, en el sentido de que si el presupuesto no se vota opera la reconducción –esto tiene rango constitucional– es a los efectos de evitar que la Provincia nunca se quede sin presupuesto. Nosotros no podemos por vía legal establecer ninguna cláusula de ningún tipo, por más que sean aconsejables, que limiten la reconducción del presupuesto en ninguna circunstancia. Si el Poder Ejecutivo no manda el presupuesto, tendremos que condenarlo política o moralmente, pero no podemos dejar sin presupuesto a la Provincia. Es una cuestión constitucional que no se puede incluir en la ley.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 23, tal cual se encuentra redactado en el dictamen.

· Resulta aprobado.

SR. BULLRICH.– ... que sea por los saldos de las autorizaciones de endeudamiento y que la reconducción sea de las partidas ordinarias, como lo dice la Constitución.

· Se lee y aprueba el artículo 24. Al leerse el artículo 25 dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura a una corrección al artículo.

SR. SECRETARIO (Lago).– En el artículo 25, donde dice “solo” debe ir “sólo”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 25, con la corrección leída por Secretaría.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 26 dice el:

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


Solicito se incorpore un nuevo párrafo que diga: “Será pasible de sanciones todo funcionario que autorice gasto, transferencia o inversiones en exceso de las partidas presupuestarias, de igual forma si durante la ejecución presupuestaria los ingresos disminuyen y no aplican medidas correctivas del gasto dentro de los 30 días”. 

Esto, señor presidente, al margen de considerar que es algo totalmente atinado, es una forma de tomar las palabras del actual Gobernador y del Ministro de Hacienda, cuando dijeron que en el anterior gobierno había caído la recaudación y no se habían aplicado las medidas correctivas dentro del término correspondiente, lo cual llevó a la Provincia a tener un déficit tal cual terminó. Por lo cual considero que agregar este texto es importante, a los efectos de aplicar sanciones por la falta de responsabilidad de todo funcionario.

SR. PAGANINI.– Mantenemos la redacción dada por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar, en primer lugar, el artículo tal cual fue redactado por la Comisión.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 27 dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura a una corrección.

SR. SECRETARIO (Lago).– En el inciso c) en lugar de “adhiera o formalice” debe decir “adhieran o formalicen”.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Voy a hacer algunas consideraciones para modificar el artículo 27, pero que son también aplicables a los artículos 28, 29 y 30. Tal vez pueda hacerse un artículo por separado si se acepta esta propuesta, que obedece a la objeción que nos merece la facultad dada al Poder Ejecutivo para modificar la Ley de Presupuesto cuando no aumente el monto, pero se incrementen los gastos corrientes, en detrimento de gastos de capital o implique un cambio de las finalidades.

Si tenemos esta objeción con respecto al Poder Ejecutivo, con más razón la tenemos en los casos del Presupuesto de los organismos descentralizados a que refiere el artículo 27, inciso e). Como los artículos 28, 29 y 30 insisten con este criterio de autorizar modificaciones –que a nuestro juicio, de ser con esa finalidad, transfiriendo los gastos autorizados para bienes de capital en gastos corrientes, entendemos que corresponden modificarlos–, por lo tanto hacemos la propuesta en este sentido, modificamos los artículos uno por uno o introducimos una cláusula por la cual fijamos el concepto, si es compartido.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


El cambio que puede llamarse “de finalidad” responde a la posibilidad que puede llegar a tener el Poder Ejecutivo en la toma de decisión que le compete respecto a situaciones que pueden provocarse, que hagan necesario tomar y disponer a corto plazo de recursos de los cuales luego se hará responsable, por las decisiones que ha tomado. 


Por lo tanto, al tener un organismo de control interno y un organismo de control externo, no podemos legislar basándonos en el principio de una mala distribución o utilización de los fondos, por parte de quienes debemos confiar en la administración de los recursos del Estado. Me parece inapropiado entrar en un reglamentarismo excesivo que después puede llegar a perjudicar las acciones del propio Estado.


Propongo mantener la redacción que se les ha dado a los tres artículos a que hizo referencia el diputado preopinante.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


La explicación que nos da el diputado Paganini, obviamente, presupone una distorsión del sistema político institucional de la Provincia de Santa Fe.


No es restricción de atribuciones que le hacemos al Poder Ejecutivo para el manejo de la rentas públicas, es la reglamentación de las facultades que le estamos otorgando y que le son propias, porque los presupuestos se hacen para cumplir y no para modificar.


Me he cansado de decir durante años que no votaba el Presupuesto, porque eran tantas las facultades que se le daban a través de la Ley Complementaria, que no tenían razón de ser. En este caso, la defensa de estos artículos que hace Paganini, es que es una facultad limitativa al Poder Ejecutivo. El Poder Ejecutivo lo que tendría que hacer es solicitar las modificaciones presupuestarias cada vez que lo requiera y no tener una autorización tan amplia, como está determinada en este artículo.


Lo que propone el diputado Favario es darle alguna facultad como para que pueda tener movilidad presupuestaria, pero con limitaciones que para nosotros son importantes.

SR. FAVARIO.– Lamento ser reiterativo, pero nos parece que es una cuestión fundamental esto de la delegación de facultades propias de la Legislatura al Poder Ejecutivo. Esto no admite absolutamente ningún argumento en contrario, más aún cuando no se delega sólo en el Poder Ejecutivo.


Estamos admitiendo que la Legislatura, en uso de las atribuciones constitucionales, vota un Presupuesto en el que se asignan determinados recursos, en función de bienes de capital predeterminados, y después autorizamos a que esos bienes de capital se inviertan en otra cosa. ¡Esto es una desnaturalización, una distorsión, una desvirtuación de lo que deber ser la correcta administración de los bienes públicos!


Si en un momento determinado el Poder Ejecutivo entiende que las asignaciones que se hicieron para bienes de capital deben modificarse, en favor de bienes personales, entonces lo que tiene hacer es pedir autorización y la Legislatura es la que tiene la atribución constitucional para producir la modificación, pero no puede ser esto de seguir dando cheques en blanco, que no sólo se los damos al Poder Ejecutivo, sino que se los damos a todos los que manejan el Presupuesto.


Me parece realmente peligroso, y más que peligroso me parece una claudicación de lo que son las facultades legislativas propias que nos asigna la Constitución. Por lo tanto, señor presidente, le digo al señor diputado Paganini que no estamos planteando cuestiones reglamentaristas.

SR. DALLA FONTANA.– Este artículo 28 es la transcripción, en términos modernos, del artículo 25, que está vigente desde el año ’56. No estamos haciendo nada nuevo.

SR. FAVARIO.– Es justamente lo que queremos corregir.

SR. DALLA FONTANA.– Pero usted lo está planteando como si fuera que le estamos creando una delegación nueva al Poder Ejecutivo.

SR. FAVARIO.– Yo no dije eso…

SR. DALLA FONTANA.– El artículo 28 no le permite hacer al Poder Ejecutivo cualquier clase de modificaciones a las partidas porque, de lo contrario, racionalmente no necesitaría más que aprobar conceptos globales y luego dejaríamos que todo lo demás se haga en el Poder Ejecutivo.

Dice –en términos que son propios de los que hacen presupuestos– que las modificaciones presupuestarias compensadas pueden ser hechas de créditos asignados en la clasificación programática, y en las distintas funciones dentro de una misma finalidad la limitación ya está, tiene que ser hecha dentro de la finalidad. Por lo tanto, propongo que se deje la redacción tal como está.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones, los que voten por la afirmativa lo hacen por la redacción original. Los que voten por la negativa, lo hacen por la modificación introducida por el señor diputado Favario.

–
Resulta afirmativa.

–
Se aprueba el artículo 28º. Al leerse el artículo 29º dice el

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo que los artículos 29 y 30 sean unificados en un sólo artículo.


Además, creo que se ha omitido la inclusión del Tribunal de Cuentas, que considero necesaria porque hace a la autonomía funcional que consagra el artículo 193 que, seguramente, se va a aprobar más adelante. Por lo tanto, si no se aceptó anteriormente en lo que hace a la cuestión conceptual, por lo menos que se acepte ahora la inclusión del Tribunal de Cuentas, porque hace a la garantía funcional que le da la propia ley.

SR. PAGANINI.– La propuesta es continuar con el criterio que se adoptó desde el inicio del proyecto en consideración. No podemos tener otra alternativa –en la que conceptualmente coincidimos–, que es que la Comisión Mixta sea quien evalúe la propuesta del presupuesto del Tribunal de Cuentas. Por lo tanto, sugiero votar el artículo tal cual está redactado.

SR. FAVARIO.– La explicación del diputado Paganini –y lo digo con el mayor respeto– no tiene ningún asidero. No corresponde al planteo que estamos formulando nosotros. Lo de la Comisión Mixta …

· Hablan varios diputados a la vez.

SR. DALLA FONTANA.– Esto está previsto en unos artículos más adelante.

SR. FAVARIO.– ¿Cuál es el artículo?

SR. DALLA FONTANA.– Artículo 205, inciso b.

SR. FAVARIO.– Nada que ver. Creo que a veces, cuando el señor diputado Dalla Fontana me contesta, incurre en errores involuntarios. Hace referencia al artículo 205, inciso e…

· Hablan varios diputados a la vez.

SR. DALLA FONTANA.– No, inciso b.

SR. FAVARIO.– No tiene nada que ver. La independencia funcional a que hace referencia el artículo 193 solamente puede concretarse si se incluye aquí el Tribunal de Cuentas. No sé cuál es el motivo por el cual el diputado Paganini no quiere incluir al Tribunal de Cuentas.

SR. DALLA FONTANA.– El artículo dice expresamente: “El Tribunal de Cuentas tiene las siguientes atribuciones: …realizar modificaciones y reajustes a su presupuesto jurisdiccional”, que es de lo que estamos hablando. Luego dice: “Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del total de créditos autorizados...” O sea que la única limitación que le ponemos es que no puede aumentar los gastos, que es lo mismo que las limitaciones que le estamos poniendo a los poderes Legislativo y Judicial y de acuerdo con las normas que rigen la ejecución del presupuesto en sí; o sea que tampoco podría violar la finalidad.


Entonces, el inciso b del artículo 205 lo dice expresamente cuando trata el Tribunal de Cuentas. El Poder Legislativo y el Poder Judicial están ahí porque es donde corresponde.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 29, tal cual se encuentra redactado.

–
Resulta aprobado.

· Se aprueba sin observación el artículo 30. Al leerse el artículo 31 dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay una corrección que está en la fe de erratas, a la que por Secretaría se dará lectura.

SR. SUBSECRETARIO (Maccerola).– Se omitió una frase. Se debe leer el artículo de la siguiente manera: “No se podrá destinar el producto de ningún recurso con el fin de atender específicamente el pago de determinados gastos ni podrán funcionar bajo el ámbito de la Hacienda Pública cuentas especiales desde la puesta en vigencia de la presente ley con excepción de…”

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


El señor diputado Favario hizo una observación en la comisión y nosotros hicimos consultas acerca de cómo debe interpretarse el texto que está firmado por la comisión en su dictamen en mayoría. Creo que la interpretación que nos han hecho los funcionarios del Ministerio de Hacienda y Finanzas coincide con lo que nosotros queríamos votar. Porque la cuestión que no se dilucidaba era si este artículo excluía a los fondos de la Lotería como recursos afectados a salud, educación, cultura, deporte y municipios. 

SR. FAVARIO.– ¿Usted se refiere al último párrafo del artículo, donde dice: “Quedarán sin efecto…?” ¿O al inicio? ¿Adónde está la modificación? ¿Cómo quedaría redactado el artículo?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al texto.

SR. SECRETARIO (Lago).– “Artículo 31: No se podrá destinar el producto de ningún recurso con el fin de atender específicamente el pago de determinados gastos ni podrán funcionar bajo el ámbito de la hacienda pública cuentas especiales, desde la puesta en vigencia de la presente ley, con excepción de a) los provenientes de operaciones de crédito público; b) los provenientes de donaciones, herencias o legados a favor del Estado Provincial con destino específico; c) los que por leyes nacionales o convenios interjurisdiccionales tengan afectación específica y de dicha afectación dependa la percepción del recurso; d) los que por leyes provinciales sean para atender los gastos que la motivaron o aquellos destinados a dar participación a municipios y comunas; e) los que constituyan recursos propios de los organismos descentralizados y empresas y otros entes públicos. Quedarán sin efecto las afectaciones o autorizaciones para afectar recursos a gastos determinados que no sean incluidas de manera explícita en las leyes anuales de presupuesto, cuyo trámite parlamentario se inicie con posterioridad a la sanción de la presente. Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer la apropiación durante el ejercicio al Tesoro Provincial como rentas de libre disponibilidad de aquellos recursos que excedan los gastos que se preveían atender con ellos, en el período mencionado, en caso de que no exista la necesidad de incrementar tales gastos.”

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Señor presidente: quiero proponer una modificación en el último párrafo del artículo 31 en este sentido, y les pido especial atención a quienes pueden aceptar o no las modificaciones propuestas: “Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer durante el ejercicio la apropiación con destino al Tesoro Provincial como rentas de libre disponibilidad de aquellos recursos que no tengan afectación específica y que excedan los gastos que se preveían atender con ellos en el período mencionado, en caso de que no exista la necesidad de incrementar tales gastos”.


Es decir que la cuestión conceptual se modifica en lo siguiente: de acuerdo a como está redactado el dictamen de comisión, el Poder Ejecutivo se puede apropiar de recursos con afectación específica, como si fueran de libre disponibilidad, y a través de la modificación que nosotros estamos introduciendo, solamente autorizamos la apropiación de aquellos que no tengan afectación específica. De lo contrario, señor presidente, me parece que estamos estableciendo un criterio peligroso, y hay fondos de afectación específica de los que el Poder Ejecutivo no podría apoderarse, por ejemplo, los fondos del Fonavi y el Fondo Vial, entre otros. 


Entonces, en los que no tengan afectación específica me parece correcto que se proceda así, pero con respecto a los que tienen afectación específica considero que no se pueden modificar así, libremente, para que el Poder Ejecutivo se apropie de esos fondos.

SR. PAGANINI.– ... en cuanto a los fondos utilizados contra cuentas específicas, ya hay antecedentes con los pactos fiscales. Además, me parece un despropósito que ante una escasez de recursos, el Estado provincial, aunque cuente con saldos no afectados de cuentas específicas, tenga que recurrir al crédito, teniendo esos saldos inmovilizados. Por lo tanto, sugiero continuar con la redacción tal cual se expidió la Comisión de Asuntos Constitucionales.

SRA. TATE.– Quiero proponer una corrección en la redacción del penúltimo párrafo de este artículo 31. Donde dice: “Quedarán sin efecto las afectaciones o autorizaciones para afectar recursos...” propongo quede redactado así: “Quedarán sin efecto las afectaciones o autorizaciones para asignar recursos...”. De esta manera obviamos una redundancia, que se evidencia en la redacción actual.

SR. DALLA FONTANA.– En primer lugar, en los casos de leyes nacionales quien nos prohibe afectar o apropiarnos de recursos con afectación específica es la propia ley nacional. Por lo tanto, para poder apropiarnos de esos recursos necesitamos que la ley nacional haga la excepción que corresponda. No puede haber apropiación de fondos, de recursos que tienen afectación específica, que incluyan los de orden nacional. En cuanto a los recursos provinciales que puedan tener afectación específica y que no se ejecuten durante el año por cualquier motivo –puede ser, inclusive, el cálculo en exceso de los gastos que tenía previsto–, en ese caso el Poder Ejecutivo, según lo dispone el artículo 32, puede aumentar los gastos... El artículo 32, primer párrafo, está en concordancia con este artículo. Ahí también discrimina los dos conceptos: recursos en los cuales corresponda asignar participación –por ejemplo, el impuesto inmobiliario para las comunas, en ese caso tiene que aumentar la partida que va a derivar esos fondos y no se los puede apropiar–; y más abajo dice “recursos que no correspondan” –es decir, el clasificador de cuentas presupuestarias, en ese caso, no puede gastar en otra cosa que no sea la reducción del déficit o la disminución de la deuda pública–.


Nosotros hicimos la pregunta porque nos parecía que la redacción podría no dar lugar a la aplicación de la denominada Ley Pascutto, porque el concepto hacendal de recursos propios de organismos descentralizados hace que la totalidad de los ingresos de la Lotería sea recursos propios. Por lo tanto, las utilidades de la Lotería son productos de recursos propios, por lo que están exceptuados de la prohibición de que no se destinen esos fondos a asignaciones específicas. Esta ley no deroga a aquella otra, que establece cómo se distribuyen las utilidades de la Lotería.

SR. FAVARIO.– Lamento que el diputado Dalla Fontana, que es un abogado de nota, acepte las interpretaciones que hacen los contadores con respecto a la ley, cuando no dice exactamente lo que debería decir, de acuerdo con la interpretación que deben hacer los abogados. Decir que se interpreta tal cosa porque lo dicen los funcionarios, me parece que no es lo que corresponde. Nosotros tenemos que determinar con claridad y precisión en la ley, para que no esté sujeto a la interpretación de ningún funcionario, cuáles son las normas precisas que hay que aplicar. No vamos a seguir alargando la discusión, pero creo que estamos haciendo una propuesta para aclarar con precisión un tema que podría llegar a ser conflictivo, en función de las interpretaciones que se hagan. Y cuando se trata de fondos importantes que tienen afectación específica, no podemos estar supeditados a la interpretación de algún funcionario que, en definitiva, determina adónde tienen que ir los fondos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 31, con la corrección propuesta por la señora diputada Alicia Tate.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 32 dice el:
SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Voy a proponer una modificación –que espero sea aceptada–, en el sentido de suprimir la palabra “efectivamente”, porque me parece que es redundante, donde dice “recauden efectivamente”. Entiendo que se recauda o no se recauda, por lo tanto, el “efectivamente” está de más.


Después, siguiendo la lectura, el artículo dice “autorízase a ejecutar los importes que excedan los originariamente previstos en los mismos créditos”. Propongo suprimir todo lo demás, “…destinados a atenderlas siempre que los recursos se recauden y figuren en su totalidad”. Creo que la norma queda mucho más precisa y más clara con la supresión que estamos proponiendo.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Estamos de acuerdo con la primera parte, pero la segunda parte…

SR. FAVARIO.– “…ejecutar los importes que excedan los originariamente previstos en los mismos créditos”.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Estas prioridades que se fijan, se van a establecer en el artículo 32, para la afectación con destino de los mayores ingresos. Recuerdo una propuesta del hoy Ministro de Hacienda de la Provincia, ex diputado Mercier, cuando tres años atrás –si mal no recuerdo– o en el año 1997, para ser más precisos, ingresaron a la Provincia alrededor de 200 millones de pesos más por coparticipación, de los que durante mucho tiempo no sabíamos cuál era su destino. Esta situación dio lugar a que Mercier en ese momento se levantara de la banca y se fuera, por cuanto su propuesta no había tenido aceptación, en el sentido de que estos recursos fueran afectados prioritariamente a la reducción del déficit y al pago de la deuda pública y después, lo que quedara, al otro destino.


Voy a proponer –y hago cuento de todo esto para ver si consigo la adhesión– que exista una comunicación al Poder Legislativo después de la afectación de estos recursos, para evitar estar jugando a las escondidas. Me parece que es una facultad que puede tener el Poder Ejecutivo, pero que sea con comunicación al Poder Legislativo, la que se realizará dentro de los cinco días de instrumentado. Esta es la propuesta concreta.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Propongo continuar con la redacción como está.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 32, con la modificación que citan los señores diputados Favario y Bullrich.

–
Resulta aprobado.
· Al leerse el artículo 33 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la siguiente redacción para el artículo 33: “Las mismas facultades conferidas al Poder Ejecutivo las tendrán los poderes Legislativo y Judicial y el Tribunal de Cuentas”. Cambio la redacción y suprimo la última parte, incluyendo el Tribunal de Cuentas.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


La propuesta es continuar con la redacción que viene de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General: “Las facultades del Poder Ejecutivo alcanzan al Poder Legislativo y Judicial.”

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 33. Los que estén por la afirmativa votan por el artículo, tal como viene redactado de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.
–
Se aprueba sin observación el artículo 34 de la Sección VII, Programación de la Ejecución Presupuestaria.

–
Se aprueba sin observación el artículo 35 de la Sección VIII Evaluación Presupuestaria.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Voy a proponer una pequeña modificación en la redacción, que creo que mejora la interpretación del artículo. En el cuarto renglón donde dice “…y de los efectos producidos por los mismos.”, agrego: “Además, deberá interpretar las variaciones…“ y lo demás sigue exactamente igual.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de reconsideración del artículo 35.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 35, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueban sin observación los artículos 36, 37 y 38. Al leerse el artículo 39, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


No sé si está incluido en la fe de erratas, pero me parece que en uno de los últimos renglones, donde dice “…el Poder Ejecutivo Provincial aprobará…”, debe decir “…los aprobará…”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 39, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueba sin observación el artículo 40. Al leerse el artículo 41, dice el:

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Voy a cambiar la estrategia, ya que con los agregados no he tenido mucha suerte. Voy a proponer una supresión y que el artículo 41 termine en el último renglón, con la palabra “legislativo”, quedando por lo tanto, así: “El Poder Ejecutivo Provincial debe elevar al Poder Legislativo juntamente con el proyecto del presupuesto general de la administración provincial los presupuestos de las empresas y otros entes públicos con los contenidos básicos que señala el artículo 36. Los presupuestos de las empresas y otros entes públicos serán sometidos a aprobación del Poder Legislativo. Punto final, suprimiendo “…cuando requieran del tesoro aportes para financiar su déficit”.

SR. PAGANINI.– Mantenemos la propuesta original, en función de que tenemos las mismas diferencias conceptuales de unas horas atrás.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones; los que votan por la afirmativa, lo hacen por mantener la redacción original

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 42 dice el:
SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


No voy a agregar ni quitar nada. Quiero señalar que la palabra “web” es una palabra extranjera, que significa telaraña. Formalmente, propongo que se cambie la palabra, el artículo debería decir: “se debe publicar en el Boletín Oficial y en la página oficial, en Internet o la red que la reemplace” y después la redacción continúa igual. Si se acepta este criterio, también hay que tenerlo presente para los artículos 130 y 140, en los que también se menciona la página web.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 42, con la modificación propuesta por el señor diputado D’Ambrosio.

–
Resulta aprobado.
· Se aprueba sin observación el artículo 43.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Solicito la reconsideración de la votación del artículo 43, a los efectos de proponer una modificación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción del señor diputado Favario.

–
Resulta afirmativa.
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el artículo 43.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo que en el penúltimo renglón, donde dice “realizadas” diga “aprobadas ad referéndum”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 43, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 44 al 47.

· Al leerse el artículo 48 dice el:

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Directamente proponemos la supresión de este artículo. Si bien podrá decirse que es de uso común la emisión de letras y pagarés, recuerdo que muchos de los pagarés emitidos en gobiernos anteriores todavía están dando vueltas en la Justicia y si se cobran van a traer un perjuicio demasiado grande para la Provincia. Si se van a emitir letras y pagarés a cancelarse durante el año, que se haga mediante la ley respectiva.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Nos mantenemos en la redacción efectuada por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones. En primer lugar, se va a votar el artículo 48, tal cual está redactado.

–
Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 49 dice el:

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


No es que yo quiera recordar lo que ha pasado en la Provincia o en la Municipalidad en épocas anteriores y que cada vez que intervengo tenga que hacer un recuerdo de esto. Pero no puedo dejar de mencionar la Intendencia de Martínez –el “Bataraz” Martínez– en la Municipalidad de Santa Fe. La Comisión Investigadora detectó que todas las irregularidades –o gran parte de ellas– que se habían producido en la Municipalidad de Santa Fe se realizaban a través de cajas chicas o fondos fijos y se adelantaban valores que después se retiraban y no se rendían, y se volvían a agregar nuevos valores, hasta que reventó la situación y Martínez terminó renunciando.


Creo que, si bien a estas cajas chicas o fondos rotativos –o rotatorios– los va a reglamentar el Poder Ejecutivo, deberíamos ponerle un máximo de dinero y no dejarlo librado a la reglamentación y, además, habría que agregar un artículo o un párrafo donde diga: “No se podrán entregar nuevos anticipos hasta que no se efectúe la rendición de cuentas de los anteriores”, porque si no, si hay fallas en las cajas, termina siendo una bola de nieve. Y me parece que, como máximo, se le podría fijar la cifra de 10.000 pesos. De cualquier forma, el Poder Ejecutivo reglamentará cuánto es la caja chica para cada una de las reparticiones, de acuerdo con su envergadura, pero yo le fijaría un máximo de 10.000 pesos y un párrafo final, tal como lo expresé.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Me comprometo a hacerle saber al Poder Ejecutivo, a través de la copia de la versión taquigráfica, que tenga en cuenta para la reglamentación las observaciones efectuadas por el diputado preopinante; con lo cual nuevamente tendremos dos propuestas, porque nos mantenemos en la redacción de la comisión.

SR. SECRETARIO (Lago).– Fe de erratas, artículo 49, donde dice: “Contaduría general de la Provincia y Tesorería general de la Provincia” debe leerse: “Contaduría General de la Provincia y Tesorería General de la Provincia”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 49. Existe una propuesta formulada por el diputado Bullrich. En primer lugar, se va a votar el artículo tal como se encuentra redactado en el dictamen de comisión. 

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 50 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Señor presidente: vamos a proponer una modificación en el artículo 50, porque la ley invade competencias que no le son propias. Incluir un sistema de cuenta única o referencia al fondo unificado de cuentas oficiales, de manera que se pueda, tal como dice expresamente el texto, “disponer de las existencias de caja de todos los poderes, jurisdicciones y entidades de la hacienda pública en el porcentaje que determina la reglamentación…”, no corresponde, es contrario a derecho. No puede el Poder Ejecutivo o el órgano coordinador de los sistemas de administración financiera disponer de las existencias de caja de los otros poderes. 


Por lo tanto, señor presidente, excluimos a los poderes y también al Tribunal de Cuentas, porque en función de la autonomía que hasta ahora no se ha reconocido, no se podrá admitir que el órgano coordinador del sistema de administración financiera disponga de fondos que no le son propios. 

En consecuencia, proponemos modificar el texto, para lo cual habría que ajustar la redacción, suprimiendo la palabra “poderes”, de modo que quedaría: “...de manera que le permita disponer de las existencias de caja de las jurisdicciones y entidades de la hacienda pública en el porcentaje que determine la reglamentación, el que no podrá ser menor al que establece la Ley 8.973, excluido el Tribunal de Cuentas”.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Al margen de lo que señala el diputado Favario –que casi por casualidad uno descubre por qué pasan estas cosas–, como el artículo remite a la Ley 8.973 –promulgada el 23 de marzo de 1982–, fuimos a ella y nos encontramos con que contiene una hermosa perlita: cuenta con la firma del mal llamado gobernador Roberto Casís y al lado figura la firma de un tal Juan C. Mercier. Algún día, en vez de hablar de la clase política vamos a hablar de la clase “de los que están siempre”. Claro, es el mismo, pero más voraz, incluso, porque esta ley hacía referencia al 80 por ciento del Fondo Unificado y, en realidad, se trataba de un decreto ley, pero era una ley. Ahora, vía reglamentación, quiere quedarse con no menos de lo que dice esta ley. 


Creo, por otra parte, que la observación del diputado Favario es atinada, pero también considero que no podemos, vía reglamentación, sancionar un porcentaje de utilización de los fondos por parte del Poder Ejecutivo, superior, incluso, al que sancionan leyes en vigencia. Por lo cual me parece que habría que cambiar “no menor” por “no mayor al porcentaje” y siempre con la salvedad de que sea dentro del poder, que se puede manejar desde el Poder Ejecutivo y no avanzar sobre la autonomía del Tribunal de Cuentas y la de los otros poderes. Pero, evidentemente, aquí debe estar un poco el secreto de por qué se manejó tan globalmente, en un momento en que no existía la división de poderes, sino otras cosas. 

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Quiero señalar dos cosas, señor presidente. Pese a que hace mucho tiempo que se habla de eso, nadie entiende lo que es el Fuco. Y yo no se los voy a explicar en cinco segundos y, además, no da la noche para eso.

El Fuco no le priva de fondos a nadie. Si yo tengo un excedente hoy, eso está en el Fuco, técnicamente, y si mañana quiero usar el aporte y girar contra mi cuenta, allí está la plata; giro, saco el dinero y automáticamente baja el Fuco. O sea que el Fuco sube y baja automáticamente, según la utilización que hagan los poderes. Esto no tiene nada que ver con la autonomía de nadie. En todo caso, para evitar la cuestión de si tendría que decir mayor o menor, creo que la idea del artículo es que no estamos modificando la ley, sino el techo del 80 por ciento. Podrían ponerle un punto y que quede “...poderes, jurisdicciones y entidades de la hacienda pública.” Se supone –como no modificamos la ley– que será en los términos que establece la Ley 8.973.

SR. FAVARIO.– Es decir, suprimimos los poderes.

SR. DALLA FONTANA.– No. No le estamos quitando nada a nadie. Simplemente estamos permitiendo que la Provincia utilice fondos que de otro modo quedan indisponibles.

SR. FAVARIO.– Perdón...


El señor diputado D’Ambrosio hizo referencia a los orígenes de la ley. En virtud de que el Poder Legislativo no funcionaba, no se lo tuvo en cuenta, pero aunque sí funcionaba el Poder Judicial, no fue incluido en la Ley 8.973. Al señor diputado Dalla Fontana, a los fines de precisar el concepto de lo que es el fondo unificado de cuentas oficiales, le digo que el artículo 1º dice “Créase un fondo unificado con las cuentas oficiales a la vista de las jurisdicciones de la administración central, organismos descentralizados y otros entes de la administración provincial, abierto en el Banco de Santa Fe”. Por lo tanto, los poderes no están. 

Ahora, que estamos en democracia, señor presidente, y más que nunca debemos respetar la independencia de los poderes, nosotros, los legisladores de la democracia, vamos a incluir a los poderes en el artículo 50, para que el Poder Ejecutivo maneje ese dinero de poderes autónomos e independientes. Me parece que no tiene ninguna razonabilidad seguir sosteniendo la inclusión de los poderes dentro de la ley. 

Por otro lado, señor presidente, insistimos en que la independencia que esta ley le está dando al Tribunal de Cuentas, de acuerdo con la Constitución, exige también que los fondos del Tribunal estén excluidos del artículo 50.

SR. D’AMBROSIO.– Quiero dejar planteado que se analice esta cuestión, no menor, que establece una ley –aunque, en realidad, se trate de un decreto ley–. Me parece una grosería atribuir vía reglamentación, mayores facultades que la que se otorga por una ley. Además lo del Fuco lo podríamos discutir alguna vez con mayor tranquilidad.

La última vez que escuché la palabra Fuco en esta Cámara fue cuando me explicaron los fondos de la venta del Banco Provincial, cómo subían y bajaban. Se utilizaban constantemente. Meses después tuvieron que ir a pedirlos, porque se ve que estuvieron guardados en otro lado y no, precisamente, en el Fuco.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Apelo a la sensatez que descuento existe en el conjunto de la Cámara, porque no se puede admitir que a partir de esta ley el órgano coordinador, que será el Ministerio de Hacienda de la Provincia, se permita disponer de las existencias de caja de todos los poderes. Pero, ¿adónde quedó la independencia del Poder Legislativo? ¿Ya no nos basta con darle delegaciones de todo tipo? ¿Ahora también le van a dar facultades para que nos maneje la plata? ¡Es inadmisible!

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


No es así, señor diputado. Dispone de los fondos que están en la cuenta unificada, a los cuales ahora se agregan “si hubiera saldos no dispuestos por el Poder Legislativo y el Poder Judicial”, que si no quedarían inmovilizados, “en la medida de que esos saldos no se dispongan en el presente o futuro. En consecuencia, si ha quedado un saldo en el Poder Judicial –cosa que yo no creo– a esos saldos puede utilizarlos la Provincia, hasta el momento que los utilice el Poder Judicial.

SR. FAVARIO.– Los puede utilizar también el Poder Legislativo.

SR. DALLA FONTANA.– Los puede utilizar el Poder Legislativo, el Poder Judicial y la Provincia en la medida que existan en el Fuco, es decir que los otros no los hayan utilizado todavía. En el mismo momento que los utilizan desaparecen del Fuco. Usted no me escucha y, además, es una cuestión que no voy a discutir ahora.


Simplemente le digo que no le estamos quitando fondos a nadie; sólo es un mecanismo de financiamiento.

SR. FAVARIO.– Están usando esos fondos…

SR. DALLA FONTANA.– Pero transitoriamente, mientras estén disponibles, por no disponerlos el poder que tiene que usarlos.

SR. FAVARIO.– ¡No los pueden disponer con esta ley! Estamos leyendo la ley

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 50, tal como está redactado.

–
Resulta aprobado.
· Al leerse el artículo 51 dice el

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hacemos una corrección de fe de erratas. Donde dice “estas” debe leerse “éstas”.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo una supresión en el segundo párrafo, segundo renglón, a partir de donde dice: “…originado por el titular de la cuenta corriente…”. Entiendo que es una redundancia, por lo tanto, pido la supresión de esa parte del artículo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Podría repetirlo, por favor?

SR. FAVARIO.– A partir de donde dice: “…originado por el titular de la cuenta corriente…”

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 51, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 52 al 54.

· Al leerse el artículo 55 dice el:

SR. SECRETARIO (Lago).– Se omitió al final del artículo el siguiente párrafo. “El plazo no podrá ser mayor a dos ejercicios anuales siguientes al de la notificación de la sentencia, salvo que situaciones excepcionales fundadas en el monto de la obligación a pagar justifiquen admitir plazos mayores.”

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Nosotros señalamos que el artículo 55 es una de las cuestiones de fondo que merece nuestra objeción.


Lo dijimos cuando se trató la Ley de Emergencia y ahora se quiere legislar para la normalidad, en función de la Ley de Emergencia que está vigente. La disposición de la emergencia quiere consagrarse para los tiempos normales y la consagración de esta norma que se propone es –a nuestro entender– groseramente inconstitucional, en tanto viene a garantizarle al Estado el incumplimiento de sus obligaciones con los particulares, de manera tan discrecional y tan absurda que tornan ilusorios los derechos de quienes litigan contra el Estado, de quienes le ganan los juicios al Estado, de quienes tienen derecho a percibir sumas de dinero, en muchos casos a consecuencia de indemnizaciones que ahora no se quieren pagar.


¿Desde cuándo se puede llegar a este criterio de dictar una norma para que el Estado no pague? 

Nosotros proponemos, señor presidente, una redacción distinta, por supuesto, atendiendo a las circunstancias especiales que hacen a la administración del Estado, pero de ninguna manera estableciendo criterios arbitrarios para que el Estado se burle de los derechos de los particulares. El artículo que proponemos en sustitución del 55 del dictamen de comisión es el siguiente: “En los casos de sentencias judiciales firmes en virtud de las cuales el Estado Provincial fuera obligado a pagar sumas dinerarias, el juez de la causa no dispondrá el embargo de fondos del tesoro sin requerir previamente el pago al Poder Ejecutivo Provincial, con copia a la Fiscalía de Estado. El Poder Ejecutivo, dentro de los 30 días deberá informar al Juzgado la forma y plazo en que se procederá a abonar la obligación requerida, pago que deberá realizarse dentro de los doce meses contados a partir de la recepción del requerimiento. Si el Poder Ejecutivo no respondiere dentro del plazo otorgado para la respuesta, si informare su pretensión de hacerlo más allá de los mencionados doce meses o si hubiere vencido el plazo informado sin que el Estado Provincial hubiere pagado la deuda y acreditado ante el Juzgado correspondiente el respectivo pago, el juez dispondrá el embargo sin más trámite”.


Es decir, adoptamos una serie de recaudos para que no se pueda –discúlpeseme el término– “de rompe y raja” venir a embargar los fondos del Estado, pero establecemos plazos que creemos son más que prudentes, asegurando los derechos de los particulares, para que puedan percibir las acreencias que tienen contra el Estado. 

Creemos, señor presidente, que de esta manera estamos insertando una norma que es extremadamente prudente, que se ajusta a derecho, que respeta y garantiza las acreencias de terceros y, fundamentalmente, que le da seriedad al Estado cuando tiene que pagar.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Quiero señalar expresamente nuestro respaldo a la moción del diputado Favario. Y por otra parte, creo que tal como está redactado el artículo, es una amenaza acabada de que esta cuestión sea declarada inconstitucional en cuanta oportunidad tenga que debatirse, y el Estado, en vez de resolver un problema, tendrá uno más, que es el de una norma que aparentemente lo beneficia, pero que, en definitiva, lo va a perjudicar, con esa teoría que tienen en la administración “de que pague el que sigue”.


Tampoco corrige esto la propuesta que está incluida en la fe de erratas y que avanza en otro sentido, en primer lugar, porque extiende un plazo que no tiene relación con el respeto a los derechos que sanciona la Constitución en materia de propiedad y demás derechos vinculados a este tema, que están en boga en el presente, pero, por otro lado, porque al admitir las excepciones por situaciones excepcionales fundadas, está dando un campo absoluto a la arbitrariedad que hay en circunstancias excepcionales fundadas, que lo deberá hacer la Legislatura, como lo hemos hecho en la Ley de Emergencia, para situaciones excepcionales, leyes especiales destinadas a ese efecto, pero no en una ley general, como la que estamos considerando, que todos deseamos que sea útil en el tiempo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones, los que votan por la afirmativa lo hacen por la redacción original.

–
Resulta aprobado.

–
Se lee y aprueba el artículo 56 y al leerse el artículo 57 dice el:

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Señor presidente: deseo que quede constancia del voto negativo de los incisos d) y g) del artículo 57.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se tendrá en cuenta, señor diputado. Se va a votar el artículo 57.

–
Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 57 al 59.

· Al leerse el artículo 60 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Como no conozco algunas de estas cuestiones que hacen a los conceptos de los contadores, con relación al final del artículo, donde dice “No se considera deuda pública provincial la deuda del Tesoro, entendida ésta como las obligaciones devengadas y no pagadas durante el ejercicio”, pregunto: si no es deuda ¿qué es?

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Por el método de contabilidad se llama deuda exigible; pasa a ser deuda pública, no en el siguiente, sino el próximo ejercicio. Hay deudas, como por ejemplo las salariales en diciembre, que entran en enero, son deudas exigibles, pero no públicas. Están devengadas, pero se pagan en tres, cuatro o cinco meses.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 60.

–
Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 61 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En el último renglón del segundo párrafo, donde dice “Deuda pública indirecta es la constituida por cualquier persona jurídica pública distinta de la administración provincial…”, pregunto ¿cuál es la persona jurídica pública distinta de la administración provincial?

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Se refiere a la administración central. Es posible que haya empresas que puedan requerir el aval de la Provincia. Puede haber jurisdicciones distintas a lo que es administración central.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


En ésta me tengo fe. El artículo 61 comienza diciendo: “La deuda pública pública” y debe decir: “La deuda pública provincial”.

· Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 61, con la corrección efectuada por el señor diputado Cecchi.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 62 dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura a una corrección al artículo.

SR. SECRETARIO (Lago).– El texto se sustituye por el siguiente: “El Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Hacienda y Finanzas, otorgará la autorización para realizar operaciones de crédito público; sin esta autorización ningún poder, jurisdicción o entidad podrá dar inicio a trámites o gestiones en tal sentido.”

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Esta cuestión es más grave que la denunciada por el diputado Favario, con respecto al Fuco, y la denuncié en la introducción de mi alocución, cuando dije que era manifiestamente violatoria de la Constitución Provincial, porque cualquier trámite que termine en una operación de crédito público del Poder Legislativo o del Poder Judicial dependía de un empleado del gobernador. Esto es, no se puede ni siquiera iniciar el trámite de una operación de crédito público desde el Poder Legislativo o del Poder Judicial si no es a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas.

Por lo tanto, voy a proponer una nueva redacción –y me baso en la fe de erratas– para el artículo 62, donde diga: “El Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio de Hacienda y Finanzas otorgará la autorización para realizar operaciones de crédito público. Sin esta autorización ninguna jurisdicción o entidad dependiente del Poder Ejecutivo o empresas y otros entes públicos podrá dar inicio a trámites o gestiones en tal sentido.”

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones: una por la aprobación del proyecto tal cual se encuentra redactado, con la corrección leída por Secretaría, y la otra formulada por el señor diputado Cecchi. Quienes votan por la afirmativa lo hacen por la primera de ellas.

–
Resulta aprobado.

· Se leen y aprueban sin observación los artículos 63 al 69. Al leerse el artículo 70 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Voy a proponer una modificación en la redacción del último párrafo del artículo 70, donde dice: “Se entiende como ‘no puede comprometer más de la cuarta parte de la renta provincial”, y como se transcribe parte de un artículo de la Constitución, voy a proponer que ese párrafo diga: “A los fines del artículo 55, inciso 12 de la Constitución Provincial, se entiende la relación existente al cierre…”, y continúa con la redacción originaria. 

SR. PAGANINI.– Está bien, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 70, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 71 dice el:

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Creo que no se justifica bajo ningún punto de vista la creación de una dirección general y una subdirección para que atienda el tema del crédito público. Me parece que esto es una reminiscencia de la ley nacional, que podrá tener otro sistema. Creo que bien puede atenderse la parte de organización de este Capítulo a través de la Dirección General de Tesorería de la Provincia, sin la necesidad de crear un cargo de director o subdirector para que atienda las cuentas públicas. O sea que propongo que todas las facultades de éstos pasen a la Tesorería General y que se suprima la creación de la Dirección General de Ingresos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 71, en primer lugar tal como se encuentra redactado en el dictamen. De resultar negativa la votación se considerará la propuesta del diputado Bullrich. Tiene la palabra el diputado Favario...si no lo consultamos al diputado Jorge Giorgetti, para ver qué dice...

–
Risas.

SR. FAVARIO.– Estamos supervisados, ahora. Bueno, en ese caso tendríamos un contador, que si ocupa su banca a lo mejor nos podría hacer los aportes de sus calificados conocimientos en la materia, porque este es, justamente, un tema de su incumbencia.

SR. GIORGETTI.– Bastante desprolijo...

SR. FAVARIO.– Si no se acepta la propuesta del señor diputado Bullrich, proponemos que en estos tiempos de emergencia, de gastos excesivos, de recortes y de tantas otras cosas, al menos, señor presidente, se acepte suprimir la subdirección, porque con el director alcanza y sobra. Nos parece que, al menos, sería un aporte en favor de ahorrar gastos. 

Además, consideramos que es exagerado lo de director general, ya que creo que con director alcanza, pero si se utiliza “director general” hay que unificar la terminología, porque a lo largo de la ley existen artículos en que para idénticas funciones se hace referencia al director y subdirector y en otros artículos se habla de director general y subdirector general, tratándose, en definitiva, de unidades rectoras.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Legislar en función de la coyuntura, precisamente, es pensar que se debe ahorrar, teniendo solamente un director. Se llama director general porque corresponde a la Dirección General de Crédito Público y, además, para la tranquilidad de los señores diputados, más adelante se indica que el Poder Ejecutivo está autorizado a implementar metódicamente lo que surge de esta ley, en función de las disponibilidades presupuestarias en las que se encuentre. Así que no veo necesario coartar la posibilidad de tener una estructura que sea la adecuada, en función de una coyuntura que está salvada con un artículo, más adelante.

SR. FAVARIO.– Yo en realidad creí que al subdirector –ya que se creaba el cargo de subdirector general– se le podía asignar alguna competencia; como no advierto nada, sino que solamente tiene que sustituirlo al director, parecería que no son tan importantes las funciones que van a cumplir, al margen de que estamos legislando, no para la coyuntura, sino que estamos en la coyuntura. 

Además, creo que hay que reducir sustancialmente todo lo que sea posible en materia de gastos, de acuerdo con lo que señala el propio Gobernador de la Provincia de Santa Fe. A no ser que se piense que la única reducción la tiene que hacer el Poder Legislativo. 

Pero con respecto al otro aspecto que he señalado, para ser coherente le indico al señor diputado Paganini que el artículo 157 también dispone la creación de una Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa, como una unidad rectora central. Y acá se asigna el cargo de director y subdirector y no son generales. O sea que se suprime en uno, o se agrega en el otro. Pero hay una incoherencia, nada más.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Existen dos textos, el propuesto por la Comisión y el del señor diputado Favario. Se va a votar el artículo 71, de acuerdo con el texto original del dictamen.

· Resulta aprobado. 

· Al leerse el artículo 72 dice el:

SR. FAVARIO.– Pregunto si en el inciso i), al final, donde dice “...incluida la coparticipación federal y de recursos propios.” no falta una palabra o si el término está de más.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 72, tal como se encuentra redactado.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueba sin observación el artículo 73.

· Al leerse el artículo 74 dice el:

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Este artículo se introduce en un tema moderno e interesante, que es la desmaterialización de los documentos y los instrumentos públicos. Eso es bueno que se intente, lo que pasa es hay que hacerlo con el sustento legislativo necesario y me parece que esta ley no lo contiene y que la contundente afirmación sobre la veracidad de los archivos digitalizados y procesados por medios informáticos –que contiene el último párrafo– implica prácticamente la partida de nacimiento del documento y de la firma digital.


Esto no es malo, pero la redacción y las precisiones de la ley son totalmente insuficientes para que así sea, porque se necesitan establecer disposiciones mucho más profundas, ya que en caso contrario van a regir los principios generales, que de ninguna manera equiparan estas modernas tecnologías a las formas de aprobar los contratos y los instrumentos, de acuerdo a las antiguas usanzas que, incluso, mantienen su vigencia. En caso de no mejorar esto, se originarán problemas para la Provincia; me refiero a la jurisprudencia más reciente, ya que tengo aquí un fallo –de diciembre de este año– de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sobre el contrato administrativo, donde dice que la validez y eficacia dependen del cumplimiento y de las formalidades exigidas por las disposiciones y normativas pertinentes, con relación a las formas y procedimientos de contratación, de modo que no se juzgarán probados aquellos que no guardaren la forma prevista expresamente por la ley. La simple afirmación de la veracidad de estos instrumentos que contiene el último párrafo del artículo 74 no es suficiente. 


Doy como ejemplos que en el orden nacional existe un decreto que establece la autoridad certificante de firmas digitales, que se ha sancionado una ley –la N° 24.624– que hace referencia a los documentos redactados en soporte electrónico u óptico indeleble y su validez y, finalmente, hago mención a una media sanción muy reciente de la Cámara de Diputados –del 15 de agosto–, en donde se habla de un proyecto sobre firma digital, etc.


Por todo esto, señor presidente, y por una cuestión de seriedad legislativa, ante la imposibilidad manifiesta de que en nuestro estado de discusión nosotros podamos elaborar sin dudas normas apropiadas a un tema arduo, solicito que se suprima este último párrafo del artículo 74 y que en todo caso se derive a una futura legislación el tema de la validez de los documentos digitales y de la firma digital.


Creo que hay que avanzar sobre este tema, pero realmente me parece que expresado así no va a tener el sustento necesario como para que la rotunda afirmación de la ley tenga efectos prácticos.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


El principio sigue siendo que todo hecho o acto económico o financiero debe estar debidamente registrado y documentado. La reglamentación establece un criterio para conservación de los documentos. Luego dice: “Puede acreditarse la veracidad de la instrumentación...”, porque luego los documentos se digitalizan y se pueden movilizar y obtener copia digitalizada, y a partir de ello habrá que ver cómo se consigue la autenticidad, pero lo que plantea el diputado D’Ambrosio me parece que va más allá, que está relacionado con la realización misma, con la instrumentación misma del acto a través de procesos informáticos, como por ejemplo, firmar arriba de determinados aparatos electrónicos.

La regla va a seguir siendo que se van a tener que seguir firmando documentos físicos con la firma de puño y letra y se va a ir avanzando, en un primer paso, acreditándose la veracidad de la instrumentación y de la información registrada, a través de la presentación de archivos digitalizados. En la medida en que esto avance, seguramente se podrá reformar este artículo, si es que la Provincia necesita utilizar las más modernas tecnologías y suprimir la existencia misma del documento, lo que por ahora no parecería necesario.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Con toda franqueza, el texto va más allá de lo que usted expresa. Fíjese, señor presidente, que en el último párrafo de este artículo dice que por medios informáticos se pueden generar comprobantes. Al decir generar se refiere a la creación del comprobante, y si a esto le agregamos la veracidad, que es la prueba, estamos frente a lo que niega el fallo de la Corte.


No estoy planteando contrariedad alguna con respecto a la intención de la ley, pero no es suficiente con lo que en ella se señala, para que nosotros tengamos información digitalizada que pueda tener, también, validez ante terceros, que es de lo que se trata, en última instancia, al hacerse mención a la veracidad en el último párrafo.


Voy a sostener, por una cuestión de seriedad de la ley, que suprimamos el último párrafo y que lo resolvamos con una legislación que habrá que abordar la cuestión de inmediato y con toda premura –ya que es un tema interesante y fecundo que jerarquizará esta Cámara de Diputados cuando se considere–, pero no así, tan apresuradamente, en un párrafo que para mí carece de sustento legal, por violentar los principios legales.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones; los diputados que votan por la afirmativa lo hacen por la redacción original del artículo 74.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 75 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En el entendimiento de que el artículo 75 no modifica en nada toda la normativa incluida dentro de la ley, voy a proponer la supresión, porque además me parece que es una suerte de ensalada rusa, en la que se incluyen algunos crasos errores conceptuales, como el de manifestar y establecer que los poderes de los artículo 31 y 83 de la Constitución Provincial –es decir, el Poder Legislativo y el Poder Judicial– integran la administración central. El concepto de administración central, señor presidente, no incluye a los poderes, sino, precisamente, a la administración dependiente del Poder Ejecutivo. 

Por lo tanto, considerando que este artículo no modifica en nada la debida reglamentación de la ley, propongo directamente su supresión.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Debería decir administración provincial, no administración central, para respetar el criterio del nomenclador del artículo 4º.

–
Hablan varios diputados a la vez.
SR. FAVARIO.– ¿Qué sentido tiene ese artículo? ¿Qué referencia hay a esta definición que incluye a cada ente contable, que en alguna medida refleja la clasificación establecida antes, en el artículo 4º? Porque si alguna norma dependiese de esta definición que establece el artículo 75, tendría algún sentido.


En el curso de nuestra exposición, cuando votamos en general, omitimos señalar entre las objeciones el excesivo reglamentarismo en el que incurre la ley, y esto, señor presidente, es una de las muestras de ese excesivo reglamentarismo.


La supresión no impide absolutamente nada y creo que contribuye a esclarecer la norma. Por lo tanto, insisto con el criterio de sostener la supresión del artículo 75.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones. En primer lugar, se va a votar el artículo 75, tal cual está redactado, con la modificación propuesta por el señor diputado Dalla Fontana.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 76 y 77.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


Solicito la reconsideración de la votación del artículo 77, a los efectos de proponer una modificación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción del señor diputado Álvarez, Jorge.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el artículo 77.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


 Propongo que en el inciso h), donde dice “30 de junio”, se reemplace por “30 de mayo”, tal cual está estipulado en el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Me parece que el cambio se debe a que había 90 días para presentarlo y el Tribunal de Cuentas tenía 90 días para expedirse, si no, no nos daba la suma de los meses…

–
Hablan varios señores diputados a la vez.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Acá dice que tiene que ser elevado en forma conjunta a la Legislatura y al Tribunal de Cuentas.

SR. PAGANINI.– En forma simultánea.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 77, con la modificación propuesta por el señor diputado Jorge Álvarez.

· Resulta aprobado.

SR. PAGANINI.– Con referencia a la fecha que se acaba de modificar, en todo caso debería ser 31 de mayo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se hará la corrección pertinente.

–
Se aprueban sin observación los artículos 78 al 81.

· Al leerse el artículo 82 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En el punto 2 voy a incorporar un agregado a la fe de erratas. Hay que suprimir en el renglón del medio el “de” y quedaría redactado: “…importe determinado y la tramitación administrativa cumplida”. 

Y en el último párrafo, para ser coherentes con lo que hemos sostenido a lo largo del debate, agregamos: “Los poderes del Estado y el Tribunal de Cuentas determinarán, para cada uno de ellos,…”, y continúa tal cual está redactado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 82. Existe una moción formulada por el diputado Carlos Favario, con la modificación introducida en el párrafo segundo. En primer lugar, se va a votar el artículo tal cual se encuentra redactado, con la modificación en el inciso 2), suprimiendo la palabra “de”.

SR. FAVARIO.– ¿Cómo, señor presidente?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Usted hizo dos propuestas. En una de ellas propone solamente la supresión de la palabra “de”. Y una segunda alternativa es la votación con la modificación en el último párrafo, según las dos propuestas que usted formuló, es decir, con la supresión de la palabra “de” y con la incorporación del Tribunal de Cuentas. Los que votan por la afirmativa lo hacen con su primera moción. 

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


A esta altura de la noche uno está un poco despistado y le preguntaría al señor diputado Paganini, que parece ser el miembro informante en este tema –digo “que parece ser”, porque reglamentariamente no lo sería, pero no vamos a encerrarnos en discusiones estériles–, si hay alguna modificación al Capítulo que arranca, si mal no recuerdo, con el artículo 193. Para precisar, si hay modificación en el concepto que se le da al Tribunal de Cuentas, en el sentido de plena autonomía, independencia, etcétera. Porque parece que declaman una cosa más adelante y cuando queremos establecer la correlación con lo que dice, no hay una sola modificación que se acepte. Con lo cual lo que se está diciendo en el artículo 193 y siguientes debería ser modificado, a tenor de lo que estamos aprobando ahora, que niega la independencia y la autonomía del Tribunal de Cuentas. Por eso me adelanto en la pregunta, así no formulamos más consideraciones, señor presidente, sobre el Tribunal de Cuentas. ¿Cómo es la cosa?

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.

El Capítulo del Tribunal de Cuentas se va a mantener estrictamente como fue dictaminado por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y como soy un ferviente defensor del trabajo en comisiones, lógicamente estas cuestiones conceptuales hubiera sido conveniente y productivo hacerlas durante más del año y medio que estuvo el tema a consideración de cada una de las comisiones, durante el proceso legislativo.

· Aplausos.

SR. PAGANINI.– Con lo cual tomo la palabra del diputado preopinante, respecto a no hacer más consideraciones una vez contestado este tema y luego de haber estado esperando una hora y 53 minutos en la última de las reuniones a la que fui citado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, para explicar y discutir cada uno de estos temas, sin ser atendido, y en la que me dedicaron exclusivamente media hora, luego de esa hora y 53 minutos, exactamente, de espera. 

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.

Lamento, señor presidente, que el señor diputado Paganini no explique lo que tiene que explicar, que es la contradicción de sostener el dictamen y, por otro lado, no aceptar una sola modificación en favor del propio criterio que tiene el dictamen. A nosotros no nos llegan las alusiones del señor diputado Paganini, porque los miembros de la comisión saben que hemos hecho numerosos aportes para mejorar la ley. 


Yo no sabía que el mentor de turno que nos iba a dar la palabra definitiva en torno a la ley, era el señor diputado Paganini, una suerte de consultor del cual debemos depender para producir una modificación. Si en el curso del debate cualquier legislador entiende que puede hacer un aporte positivo para mejorar la ley, no es cuestión de quedar amarrados al dictamen porque lo firmamos.

¡Hemos marcado con precisión y claridad que hay contradicciones evidentes en la regulación del Tribunal de Cuentas, y el señor diputado Paganini nos viene a decir que él tenía que escuchar las explicaciones en la reunión en la que esperó 1 hora y 53 minutos, pero no puede explicarnos ahora a qué obedecen las contradicciones que no acepta tratar de corregir!


¡Señor presidente, nadie podrá decir que hemos obstruido el tratamiento de la ley; nadie podrá decir que no hay innumerables modificaciones que son producto de nuestro aporte al dictamen de comisión! Y si aparecen algunas evidencias como éstas, me parece que sería sensato y más razonable tratar de aprovechar el debate para enriquecer la ley.


No hemos generado una sola situación para provocar un debate inútil. Hemos hecho aportes que pueden o no ser aceptados, pero tienen el respaldo de la seriedad y la responsabilidad con que los demócrata–progresistas venimos permanentemente a afrontar estos debates, aunque perdamos reiteradamente todas y cada una de las votaciones. ¡Pero queremos hacer una ley en serio! ¡Queremos ser coherentes! ¡No vengamos, por un lado, a declarar la autonomía y la independencia y, por el otro, a contradecir en otro artículo lo que proclamamos antes! 

Por otro lado, señor presidente, si decimos que hemos hecho los mejores aportes para obtener la mejor ley, ésta debe armonizar, fundamentalmente, con la Constitución, pero acá salen con estas restricciones que le hacen al Tribunal de Cuentas, cuando precisamente el criterio de los autores de la iniciativa y de los voceros del gobierno en la comisión debió haber tendido a asegurar la plena independencia del tribunal, para terminar con un tribunal de vergüenza, en el que ha pasado cualquier cosa durante muchos años, situación que aún existe. ¡Acá se quiere desnaturalizar al Tribunal y, además, no se tiene pudor en incurrir en contradicciones reiteradas, como lo hemos demostrado!


Que se siga votando, señor presidente. Los responsables de una ley contradictoria no somos nosotros. Creo que hemos hecho lo mejor que podíamos para tratar de tener la mejor ley.

SR. DALLA FONTANA.– De ninguna manera vamos a permitir que el diputado Favario cree la sensación de que esta ley tiene contradicciones, porque no es así. Todo lo contrario. Es una ley sistémica que no tiene contradicciones. Estamos, de alguna manera, subestimando, subvalorando un órgano que está en la Constitución, pero dentro de la misma. El sistema republicano tiene sólo tres poderes y no más. El Tribunal de Cuentas es un órgano que tiene jerarquía constitucional, pero no es un poder. Por lo tanto, se le debe dar el tratamiento legal que tiene en la Constitución, y ésta dice expresamente lo que el señor diputado leyó, que lo convenció de no concordar con la posición de algunos colegios que decían que el Tribunal de Cuentas requiere constitucionalmente de una ley orgánica especial. Obviamente, la Constitución no sólo no lo dice, sino que dice lo contrario. Esto mismo es lo que tenemos que recordar: “El Tribunal de Cuentas de jurisdicción en toda la Provincia tiene a su cargo, en los casos y en las formas que determine la ley...”. Es decir que estamos cumpliendo la Constitución, estamos estableciendo los casos y las formas en los cuales el Tribunal de Cuentas –que es un órgano de control y no un poder– va a ejercer esas funciones que la Constitución le asigna en dos palabras.


En consecuencia, en esta ley se ha hecho un desarrollo sistemático de todos los temas de la Ley de Administración en todos sus puntos y de los sistemas de control. Y todo lo que tiene que ver con los sistemas de control está en el capítulo del Tribunal de Cuentas. El capítulo de esta ley que refiere al Tribunal de Cuentas hace las leyes de legislación sobre organización del Tribunal de Cuentas, lo que comúnmente se llama Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas, que no tiene ningún rango institucional ni legal, sino que es un nombre para sacarlo en un librito: “Ley Orgánica de tal cosa”. En realidad es la Ley N° tal, como el Código Civil, que tiene un número de ley.


Entonces, lo que nosotros decimos es que en este artículo se están estableciendo algunas facultades para los poderes del Estado en general. Las facultades específicas que le corresponden al Tribunal de Cuentas para garantizarle su autonomía están concretamente en el capítulo en donde tratamos el Tribunal de Cuentas; es más, desde un punto de vista doctrinario los artículos contenidos en el capítulo del Tribunal de Cuentas –en la medida que no estén contradichos o restringidos expresamente por otros artículos de la ley– tienen prioridad en la interpretación de las facultades del Tribunal de Cuentas. Son esos artículos los que se utilizan primero y luego se los integra con los demás de la ley.


O sea que desde el punto de vista de la mejor técnica legislativa estamos haciendo lo correcto. Cuando lleguemos al Tribunal de Cuentas podremos ver si hemos mantenido más o menos la autonomía, de acuerdo con lo que dicen los artículos en ese texto, que es donde concretamente pusimos las facultades y las atribuciones que le hemos conferido por ley al Tribunal de Cuentas, cumpliendo lo que dice la Constitución.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Las consideraciones formuladas por el señor diputado Dalla Fontana no tienen absolutamente nada que ver con lo que estamos diciendo nosotros.


Nadie niega lo que dice la Constitución y nadie niega que esta ley apunta, precisamente, a establecer la norma que dice la Constitución, pero la ley que están votando ustedes, la mayoría, según el dictamen de comisión en base al cual se está votando, en el artículo 193, segundo párrafo, que se refiere al Tribunal de Cuentas, dice lo siguiente: ”A tal fin, contará con personería jurídica, autonomía funcional, autarquía administrativa y financiera para los fines de su creación. Su patrimonio estará compuesto por todos los bienes que le pertenezcan al momento del dictado de la presente ley y todos los que le asignen o adquiera por cualquier causa jurídica.”


Como las normas no se compadecen con la autarquía administrativa y financiera y con la autonomía funcional que ustedes pusieron en la ley, estamos preguntando si habían modificado el concepto que establecen en el artículo 193, porque de lo contrario –si van a votar el artículo 193 tal como está redactado– las propuestas que nosotros estamos haciendo se compadecen con el espíritu de la redacción que hizo la mayoría.

Estamos apuntando a la autonomía funcional y a la autarquía administrativa y financiera que según dicen ustedes va a tener el Tribunal de Cuentas. Lo único que estamos tratando de buscar es coherencia, señor presidente, y cuando las disposiciones no están ajustadas a este artículo 193, evidentemente hay una contradicción; lo acepte o no lo acepte el diputado Dalla Fontana, la contradicción es evidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 82. Los legisladores que votan por la afirmativa lo hacen por el artículo, según su redacción original, con las modificaciones introducidas en el inciso 2º, con la supresión de la palabra “de”, o sea que quedaría: “y la tramitación administrativa”.

–
Resulta aprobado.

–
Se leen y aprueban los artículos 83 al 90. Al leerse el artículo 91, dice el.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


Propongo que en el primer renglón se reemplace la palabra “trimestral” por “mensual”, tal como estaba en el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay entonces dos mociones. Los que voten por la afirmativa lo hacen por el artículo tal cual está redactado.

–
Resulta aprobado.

–
Se lee y aprueba el artículo 92. Al leerse el artículo 93, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Voy a proponer una modificación en este artículo, a los fines de simplificarlo. Decimos: “Las deudas del Estado Provincial que tengan 10 años o más…” etcétera, es decir, sustituimos “…de la hacienda pública del sector público provincial no financiero…” por “Estado Provincial”, luego la redacción sigue exactamente igual.


Al final del artículo proponemos que quede “…y por lo tanto, deben darse de baja de los registros contables, salvo que estuvieren pendientes de resolución judicial”, no de “disposición judicial en contrario”, porque no va a haber una disposición judicial en contrario, si no que va a haber un juicio, entonces, si hay un juicio hay que esperar a ver cuál es la resolución que recae en el mismo, de lo contrario, si esperamos una disposición, no la vamos a poder dar de baja nunca, porque no va a aparecer una disposición judicial que diga que la deuda no existe más.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Los que votan por la afirmativa, lo hacen por el artículo con las modificaciones introducidas por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 94, dice el

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Voy a proponer una modificación de un término en el segundo renglón, donde dice: “…debe elevarse a la Legislatura y al Tribunal de Cuentas antes del 30 de junio…” y yo digo “hasta el 30 de junio”, porque si decimos antes del 30 es el 29. Por lo tanto, “hasta el 30 de junio” es la fecha que tiene el Poder Ejecutivo para presentarlo.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


En primer lugar, esta fecha habría que compatibilizarla con la anterior, que era el 30 de mayo, pero me importa, señor presidente proponer esta modificación…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Perdón, señor diputado, ¿entonces, señor diputado Favario, usted habla del 31 de mayo, como se había corregido?

SR. FAVARIO.– Sí, señor presidente. 

SR. CECCHI.– Continúo, señor presidente. 

Cuando decía que iba a quedar al margen de la aprobación presupuestaria, me refería a aproximadamente algo más de 500 millones de pesos de presupuestos de la EPE y del Túnel Subfluvial; ahora tengo que decir que también va a quedar esta millonada de pesos al margen de la Cuenta de Inversión. Para que esto no sea así, propongo la siguiente redacción del inciso a) –estamos hablando de lo que tiene que contener la Cuenta de Inversión–: “Informe sobre la evolución financiera, económica, patrimonial y de gestión consolidada del sector público no financiero del ejercicio concluido, su inserción con el planeamiento propuesto y su comparación con los períodos anteriores, todo con el mismo clasificador con que se hubiere confeccionado el presupuesto del año correspondiente.”


Son los mismos argumentos que esgrimí en su momento, para decir que necesitamos imperiosamente poder sistematizar la comparación de los presupuestos, de las ejecuciones presupuestarias y de las cuentas de inversión.

· El señor diputado Paganini hace una observación al orador.

SR. CECCHI.– No, ahí habla de “la cuenta ahorro–inversión–financiamiento”. No vamos a tener la evolución económica, financiera, patrimonial y de gestión de la E.P.E.

SR. FAVARIO.– La cuenta ahorro–inversión–financiamiento no es lo mismo que la Cuenta de Inversión.

SR. PAGANINI.– Nos mantenemos en la redacción del dictamen de la comisión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones: la que propone “hasta el 31 de mayo”, que es la que se va a votar en primer lugar, y la otra es la “versión Cecchi”.

SRA. TATE.– Pido la palabra.


En el artículo anterior, si no me equivoco, se votó “hasta el 30 de mayo”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría asumimos la responsabilidad de hacer la corrección y llevarlo al 31 de mayo.


Se va a votar el artículo 94, conforme la redacción del dictamen de comisión.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 95 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo un agregado a la fe de erratas, donde dice en el punto 1, al final de la página, en el primer renglón: “La evaluación del cumplimiento del presupuesto del ejercicio anterior comparado con el presupuesto aprobado por la Legislatura…”, no “comparando”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 95, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 96 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo, lisa y llanamente, la supresión de este artículo. Está claramente en contra de lo que dispone el artículo 55, inciso 9), de la Constitución de la Provincia, que le asigna al Poder Legislativo aprobar o desechar anualmente la Cuenta de Inversión, por lo tanto, no hay aprobación ficta. La aprobación ficta no existe en nuestra Constitución. Si en algún caso especial… 

–
Dialogan varios diputados a la vez.

SR. FAVARIO.– Si los constitucionalistas del bloque de la mayoría me escuchan, a lo mejor aceptan, porque aquí no lo voy a convencer al diputado Paganini.


El artículo 96 está claramente en contra de la Constitución Provincial que acabo de leer. Se aprueba o se desecha, por parte de la Legislatura. En ningún caso el constituyente ha previsto la aprobación ficta que se quiere establecer en esta ley. Se están invirtiendo, de alguna manera, las funciones constitucionales que la Constitución le asigna a cada poder. La capacidad de estatuir que tiene la Legislatura se estaría canjeando por la capacidad de impedir, que es una facultad que tiene el Poder Ejecutivo a través del veto. Pero este es un tema remanido. En la discusión de la ley nacional se planteó esta cuestión, que iba más allá de lo que está establecido en el dictamen de la comisión. 

El dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General dice: “Las Cuentas de Inversión que fueron remitidas por el Poder Ejecutivo y sobre las cuales la Legislatura no se hubiere pronunciado dentro del año de su elevación se considerarán aprobadas”. En el dictamen de mayoría, cuando se trató la ley nacional, se establecían cinco años. No obstante, se produjo la discusión constitucional y el señor miembro informante del dictamen de la mayoría –el señor diputado Lamberto– aceptó las objeciones constitucionales, en el sentido de suprimir el artículo. Espero, señor presidente, que el bloque Justicialista tenga el mismo criterio, para no contradecir a la Constitución, que requiere una aprobación legislativa. 

SR. POCHETTINO.– Estaba complicado por los votos.

SR. FAVARIO.– No, tenía amplia mayoría. Tengo aquí el debate, si lo quieren, y ante las objeciones formuladas desde el punto de vista constitucional, exactamente –y por supuesto, abreviadas, como las que estamos haciendo nosotros– se aceptó la supresión del artículo. Por lo tanto, señor presidente, nosotros proponemos la supresión del artículo 96.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay una moción por la supresión del artículo 96. En primer lugar se va a votar el artículo, según se encuentra redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. FAVARIO.– ¿No se acepta?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar primero según el dictamen. De resultar rechazado, se votará su moción, diputado Favario. 

–
Resulta aprobado.

–
Se lee y aprueba el artículo 97. Al leerse el artículo 98 dice el:

SR. FAVARIO.– Espere, presidente, espere.


¿El artículo 97 se votó?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Sí, señor diputado, está aprobado. ¿Quiere solicitar una reconsideración?

SR. FAVARIO.– Solicito la reconsideración de la votación del artículo 97. Pero antes de votar voy a leer la propuesta.

El nuevo artículo quedaría redactado así: “El subsistema ‘Ingresos públicos y relaciones fiscales con administraciones locales’ comprende el conjunto de órganos, normas y procedimientos que regulan la información, administración y percepción del conjunto de ingresos tributarios [propongo la supresión de la palabra “fuentes”, y continúa] y no tributarios con incidencia económica o financiera en el presupuesto del Estado Provincial [después suprimo lo que sigue, hasta “aplicaciones” y continúa] y las relaciones fiscales con las administraciones locales, en todo lo relativo a la administración de recursos y gastos.” Estamos diciendo lo mismo, estamos eliminando obviedades, estamos justificando la redacción y estamos tornando el artículo mucho más entendible. No obstante, que yo lo he leído de manera tal que no resultó muy entendible.

Con la anuencia del señor presidente lo voy a leer nuevamente: “El subsistema ‘Ingresos públicos y relaciones fiscales con administraciones locales’ comprende el conjunto de órganos, normas y procedimientos que regulan la información, administración y percepción del conjunto de ingresos tributarios y no tributarios con incidencia económica o financiera en el presupuesto del Estado Provincial y las relaciones fiscales con las administraciones locales, en todo lo relativo a la administración de recursos y gastos”.

¿Está de acuerdo, diputado Dalla Fontana...? Dice que sí, señor presidente.

–
Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la reconsideración de la votación solicitada por el señor diputado Favario.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 97, de acuerdo con el texto propuesto por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

· Se leen y aprueban los artículos 98, 99 y 100. Al leerse el artículo 101 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Hacemos la misma consideración que formulamos en un artículo anterior. Nos parece innecesario legislar para disponer la creación de subdirector general. Solicitamos la supresión de ese cargo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar, en primer lugar, el artículo tal cual fue redactado en comisión.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban los artículos 102 y 103. Al leerse el artículo 104 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Reitero las mismas consideraciones que hice para el artículo 101.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 104, según su redacción original.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 105 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Solicito se incorpore a la fe de erratas lo siguiente. En el inciso f) se deben corregir las mayúsculas en “Unidades Operativas Periféricas Patrimoniales”.


En el inciso h) se deben suprimir las palabras “a” y “o”. Debe decir: “proponer se declaren innecesarios ciertos bienes participando en sus ventas, donación o cesión gratuita si aquella no fuere procedente.”

En el inciso n), donde dice: “proponer al Poder Ejecutivo la declaración de bienes”, le agrego: “de propiedad del Estado”.

· Hablan varios diputados a la vez.

SR. FAVARIO.– ¿Está incorporado? No lo tengo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Dice: “del Estado Provincial”.

SR. FAVARIO.– Me cambiaron el dictamen. Me dieron un dictamen “trucho”.

–
Risas.
SR. FAVARIO.– Perdón, señor presidente, estaba en el punto 2 del artículo. Concretamente, en el punto 2, inciso d), propongo que donde dice “otorgando” se sustituya por “anotando”, porque en el Registro Único de Proveedores y Contratistas es donde se anotan las faltas, penalizaciones y bajas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 105, con las modificaciones introducidas por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 106 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Proponemos un agregado, al término del primer párrafo. El artículo comienza diciendo: “Todos los bienes existentes y los que la hacienda pública incorpore a título oneroso o gratuito, deben considerarse de propiedad provincial, sin perjuicio de la afectación temporaria o definitiva que se asigne a un poder, jurisdicción o entidad en particular.” El agregado sería: “Están exceptuados los bienes de propiedad que adquieran los entes autárquicos con sus propios recursos.”

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 106, con la modificación introducida por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículo 107 y 108.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Para ser coherente con lo anterior, proponemos la siguiente redacción del tercer párrafo del artículo 108: “Aquellos bienes que quedaren sin destino pasarán al Ministerio de Hacienda y Finanzas”, y acá viene una pequeña corrección, “al que le alcanzará lo dispuesto en el artículo precedente” y agregamos: “a excepción de los bienes de propiedad de los entes autárquicos.” Corresponde un punto y aparte. Y luego continúa: “Se consideran sin destino...”, y continúa igual. ¿La aceptan? Voy a apurarme, porque a lo mejor por el cansancio alguna cosa sacamos. Proponemos la supresión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Primero hay que poner a votación la reconsideración del artículo 108.

SR. FAVARIO.– No se había votado…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Sí, señor diputado.

SR. FAVARIO.– Está muy apurado, señor presidente, recuerde la recomendación del señor diputado Cecchi en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Del Padre Cecchi?

–
Risas.

SR. FAVARIO.– Si la aceptan, votamos la reconsideración.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la reconsideración de la votación del artículo 108.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el artículo 108.

SR. FAVARIO.– Voy a someter esto a consulta, porque no lo tengo claro. Me parece que corresponde suprimir los incisos e) y f), que dicen “..que se consideran sin destino…” y enumera los inmuebles y dice: “…aquellos inmuebles afectados a planes futuros que no tengan financiamiento aprobado para su ejecución…” Pero me parece que sí están sometidos a planes futuros, ya que el hecho de que en un momento determinado un inmueble destinado a la construcción de viviendas no cuente con la financiación, porque puede no tener fondos disponibles ahora asignados al plan, no significa que no los pueda tener el año que viene. Me parece que considerarlo sin destino es apresurado.

–
Dialogan varios diputados a la vez.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En este último punto la propuesta sería mantener la última parte, tal cual se encuentra redactado. Se acepta la primer modificación y no la segunda.

SR. FAVARIO.– Yo no hago una afirmación, en el sentido de creer que soy el dueño de la verdad. Si estamos equivocados, quiero al menos una explicación, me parece….

SR. DALLA FONTANA.– Ya estaba en una ley anterior; un inmueble se queda sin destino, por ejemplo, porque se iba a hacer una escuela y no tiene financiamiento, de hecho, vuelve al ámbito del Ministerio de Hacienda y Finanzas, pero eso no implica que después no se pueda hacer una escuela, sino simplemente que sale de la jurisdicción del Ministerio de Educación y Cultura y vuelve a la de Hacienda y Finanzas. Cuando el Poder Ejecutivo consigue la plata para financiar, le vuelve a poner ese destino o bien, si va a destinarlo para otra cosa, lo hace.

–
Dialogan varios señores diputados a la vez.

SRA. TATE.– ¿Se podría encuadrar al inmueble de las comisiones aquí, en este artículo?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Cuando lo terminemos de pagar?

SRA. TATE.– ¿Se está pagando, está pagado, de quién es?

–
Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones: la modificación propuesta por el señor diputado Favario en tercer párrafo del artículo, manteniendo los incisos e) y f), y la segunda, en el sentido de la supresión de estos incisos.


Se va a votar la primera de ellas.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 109 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Donde dice: “El Poder Ejecutivo podrá autorizar la permuta de bienes…”, propongo que se agregue “muebles”. Luego, cuando dice “…con las restricciones establecidas en el artículo 111…”, debe ser “con las formalidades del artículo 111”. No hay restricciones en este artículo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 109, con las modificaciones propuestas por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

· Se aprueba sin observación el artículo 110.

· Al leerse el artículo 111 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Me parece que éste es uno de los artículos que hay que tratar de simplificar. Comienza diciendo: “Las formalidades legales exigidas para la incorporación o baja patrimonial son las siguientes:…” Yo no creo que son formalidades legales, pero si se quiere establecer una clasificación, me parece que hay que clasificar las onerosas y las gratuitas. No creo que corresponda hacer todo lo otro. A lo sumo, en la clasificación de onerosas, donde dice “Los bienes inmuebles y vehículos necesitarán decreto del Poder Ejecutivo.”, ahí sí proponemos un agregado: “o acto administrativo de la autoridad máxima de los entes autárquicos”, lo que también corresponde para la gratuita, punto 1. Habría que unificar la redacción, para decir exactamente lo mismo.

· Hablan varios señores diputados a la vez.

SR. FAVARIO.– Estoy con otro dictamen, entonces. Tengo la nómina de los artículos que me dijeron que se reformaban en el dictamen principal, pero resulta que aquí hay una serie de artículos nuevos que no me los han pasado como modificados. Por eso incurro en el error.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al artículo 111 corregido: “Las formalidades legales exigidas para la incorporación o baja patrimonial son las siguientes: Altas: a) Onerosas 1) Compras: según las exigencias impuestas en el régimen de compras de acuerdo a su monto; los bienes inmuebles y vehículos necesitarán decreto del Poder Ejecutivo; 2) Las expropiaciones. b) Gratuitas 1) Sin cargo, aceptación por decreto del Poder Ejecutivo, 2) Con cargo, aceptación por decreto del Poder Ejecutivo, el que deberá ser ratificado por el Poder Legislativo. Bajas: Cuando obedezcan a razones normales de uso deberá constar informe técnico respectivo a los efectos de verificar y certificar el cumplimiento de la vida útil estimada del bien. En todos los casos las actuaciones deberán ser remitidas al Tribunal de Cuentas. Bienes muebles: por decreto del Poder Ejecutivo. Bienes Inmuebles: por ley.”

SR. FAVARIO.– Evidentemente, tenemos otro dictamen. De todos modos, la propuesta, en lo que hace a la necesidad del acto administrativo de la autoridad máxima de los entes autárquicos, juega para el caso de las gratuitas sin cargo, las onerosas y el punto 2 de las gratuitas. Tendríamos que establecer al final, si hay coincidencia, que en los casos de bienes de entes autárquicos se requiera el acto administrativo de la autoridad máxima del mismo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Existe una moción formulada por el señor diputado Carlos Favario, con un asesoramiento NN. En primer lugar, se va a votar el artículo 111, tal como está redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
Se lee y aprueba sin observación el artículo 112. Al leerse el artículo 113 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la supresión del último apartado del artículo 112, porque es la copia de la ley nacional, que no es aplicable en la Provincia de Santa Fe, donde dice : “los que celebren las entidades financieras y de aseguradoras del Estado Provincial con sus clientes y con las demás entidades financieras, públicas o privadas...”. Me parece que no corresponde, señor presidente, porque no tenemos más entidades financieras ni aseguradoras.

SR. PAGANINI.– ¿Y si alguna vez las tenemos?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Usted no nos tiene fe, señor diputado?
SRA. TATE.– Pido la palabra.


Coincido con el señor diputado Favario con respecto a las entidades financieras, pero creo que entidades aseguradoras tenemos, ya que contamos todavía con el Seguro Mutual. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ya está votado. Si se acepta la modificación habría que reconsiderar la votación.

SR. FAVARIO.– Propongo otro agregado en el punto anterior. Donde dice: “los que celebren las empresas y sociedades del Estado Provincial…”, propongo la siguiente modificación: “los que celebren las empresas, sociedades del Estado Provincial y entidades autárquicas…”, y después el artículo sigue exactamente igual.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay una propuesta, pero deberíamos reconsiderar la votación, en el supuesto caso de que se aceptara la modificación del artículo 112. Se va votar por la reconsideración de la votación.

–
Resulta negativa.

–
Se aprueba sin observación el artículo 113. Al leerse el artículo 114 dice el: 

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Señor presidente: esto también lo manifesté en mi alocución inicial. Siendo el monto de hasta 100 mil pesos, las contrataciones de la Provincia se tienen que hacer por licitación o concurso privado. Y para las contrataciones directas no se establecen montos, dejando esto librado a la reglamentación del Poder Ejecutivo. 


Por un lado, por lo que se establece en el inciso 4º del artículo 114 podría llegar a darse que entreguemos la EPE por contratación directa, cuando la licitación o el concurso haya sido declarado desierto, por la ausencia de ofertas ajustadas al pliego respectivo, siempre que rijan para la contratación directa exactamente las mismas condiciones y cláusulas que las exigidas para la licitación o concursos desiertos. Como no se establece el tiempo, con su transcurrir pueden cambiar las reglas de juego; pueden cambiar los valores del mercado, con lo cual, reitero, estaríamos facultando al Poder Ejecutivo, eventualmente, a entregar la EPE en una contratación directa. 

Concretamente, propongo la eliminación del inciso 4) y con respecto al tope de la contratación directa facultada al Poder Ejecutivo, dejaríamos el artículo 114 como está y agregaríamos en el artículo 115 lo siguiente: “El Poder Ejecutivo debe reglamentar el monto a aplicar para la elección del procedimiento de gestión directa, según el monto estimado del contrato, el que no podrá ser superior a los 10.000 pesos.” Ese sería el límite para la contratación directa. Esto está en relación con lo que dije antes, señor presidente, la contratación directa para un gobierno municipal como Santa Fe y Rosario es de 300 pesos y a partir del tercer concurso de precios se eleva ese contratación directa a 7.000 pesos. Es siempre subjetivo, por lo que está manifestando el señor diputado Bullrich. Entiendo que deberíamos ser lo suficientemente amplios como para no obstruir algunas relaciones contractuales del Gobierno de la Provincia, pero también darle la garantía mínima de transparencia a aquellas contrataciones que puedan superar los 10.000 pesos.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


En uno de los artículos en el que tuve intervención, hacía mención a los fondos rotativos y los de caja chica. Estas son dos cosas totalmente distintas. El fondo fijo o rotativo presupone que el adelanto es una suma fija y que se va a ir rindiendo en la medida en que se vaya gastando. La caja chica es la disponibilidad que tiene una repartición para pagar gastos menores, como puede ser un tóner para fotocopiadora, papel, gastos inmediatos, en general. Entonces yo hago la diferenciación. En el artículo anterior proponía que el máximo sea 10.000 pesos, lo que no fue aceptado; en este caso, para la caja chica o compra directa me parece que 10.000 pesos es mucha plata, teniendo en cuenta que las municipalidades tienen para compra directa 300 pesos. Me parece exorbitante lo que dice Cecchi. Sí creo que esta Legislatura debe fijar un monto y que el mismo no debe superar los 1.000 pesos.


En cuanto a lo que se establece en el inciso 4) del artículo 114, es cierto lo que plantea el señor diputado Cecchi. De no aceptarse la derogación lisa y llana, conforme lo propone, voy a proponer que la licitación o concurso pueda ser con adjudicación directa, cuando hayan fracasado dos licitaciones. Concretamente, para dar oportunidad cuando se cambian las condiciones económicas, como en el caso en que no hay interés, y no por una cuestión coyuntural.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 114, en primer lugar, de acuerdo con la redacción original.

–
Resulta aprobado.
SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Solicito una reconsideración de la votación, para hacer un agregado al artículo 114.


En el punto 5 dice: “Obras de arte, científicas o de interés histórico cuya ejecución deba confiarse a empresas, artistas o profesionales de reconocida capacidad”. Yo propongo que sea “... profesionales especializados de reconocida capacidad”. Considero que hay profesionales, como los médicos, de reconocida capacidad, pero a lo mejor para la obra de arte tendría que ser un especialista de reconocida capacidad.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así es, señor diputado. Se va a votar la reconsideración de la votación.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 114, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 115 dice la:

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Propongo una modificación en la redacción de este artículo. Donde dice: “El Poder Ejecutivo debe reglamentar el monto a aplicar para la elección del procedimiento de gestión directa según el monto estimado del contrato”. 

La modificación sería la siguiente: “El Poder Ejecutivo debe determinar los valores máximos a aplicar o el tope a aplicar para la elección del procedimiento de gestión directa sobre un monto estimado del contrato”.

· Dialogan varios diputados a la vez.

SRA. TATE.– El Poder Ejecutivo debe determinar los topes o los valores máximos...

· Dialogan varios diputados a la vez.

SRA. TATE.– ¿Cómo va a reglamentar el monto? En todo caso debe establecer el monto. “El Poder Ejecutivo debe establecer el valor máximo a aplicar para la elección del procedimiento de gestión directa, según el monto estimado del contrato.”

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 115, de acuerdo con la redacción original del dictamen. 

–
Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 116 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Se omitió la fe de erratas donde dice: ”el procedimiento de concurso de hacerse” debería decir: “el procedimiento de concurso debe hacerse”.

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Solicito la reconsideración de la votación del artículo 115, porque creo que había sido aceptada la modificación de la redacción.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Tate.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 115, con la modificación sugerida por la señora diputada Tate.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 116, con la observación formulada por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 117, 118, 119, 120, 121, 122, 123, y al leerse el artículo 124 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En el inciso a) propongo la supresión del término “que”. Quedaría redactado: “consignar los factores a considerar”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 124, con la modificación introducida por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 125 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En principio, habría que agregar algunas mayúsculas, donde dice “Dirección de Contratación y Gestión de Bienes”, y después me parece que viene punto y aparte: “El titular de la unidad operativa de contratación es el depositario de la propuesta que se reciba, sean abiertas o cerradas”. Me parece que si las propuestas se reciben, abiertas o cerradas está demás. La propuesta es que se suprima.

–
Hablan varios diputados a la vez.

SR. FAVARIO.– Solicito que por Secretaría se lea la continuidad del artículo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al artículo, tal cual está redactado.

SR. SECRETARIO (Lago).– “El titular de la unidad operativa de contrataciones es el depositario de las propuestas que se reciben. Dicho funcionario tiene la responsabilidad de que las ofertas permanezcan reservadas hasta el día y la hora donde vence el plazo fijado para su presentación. En esa oportunidad todas las ofertas que se hubieran presentado se agregarán al expediente según el orden de su recepción pudiendo prescindirse del acto formal de apertura de las ofertas. El titular de la unidad operativa de contrataciones suscribirá un acta donde conste lo actuado.”

SR. FAVARIO.– Voy a proponer una modificación, donde dice “… el titular de la unidad operativa es el depositario de las propuestas que se reciban. Dicho funcionario es responsable que las ofertas permanezcan reservadas hasta el día y hora de vencimiento y el plazo fijado para su presentación. Se agregarán al expediente pudiendo prescindirse del acto formal de apertura de la oferta”.


Quisiera que alguien me lo explique, porque no entiendo cómo funciona esto de poder prescindirse de la apertura de las ofertas.

SR. DALLA FONTANA.– Estamos hablando de contratación directa. Es un mecanismo en el cual se invita y se requiere que se hagan las ofertas directamente, en consecuencia, el funcionario encargado en ese momento las abre sin un acto formal y las agrega al expediente. No se hace un acto del cual se deje constancia.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 125, con la modificación introducida por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

·  Se lee y aprueba el artículo 126. Al leerse el 127 dice el

SR. FAVARIO.– Me parece que esto ya está dicho en un artículo anterior, no lo tengo presente, pero apelo a la memoria de los señores diputados. De lo contrario, si hay una confusión de mi parte y el artículo debe considerarse, propongo una modificación en este sentido. En el tercer o cuarto renglón: “con tarifas previamente aprobadas por autoridad competente y si hubiese imputado previamente y estuviese presupuestado el crédito específico con el que se debe atender la erogación”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 127, tal cual está redactado.

–
Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 128 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la supresión, donde dice “presidentes de las cámaras de Diputados y Senadores, Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de Cuentas de la Provincia, o de los que éstos designen”, de las palabras “o de los que éstos designen”. La facultad la tienen los titulares de los poderes.


También propongo la supresión, donde dice “que hubieren posibilitado la obtención indebida de ventajas por parte del contratante o la existencia de vicios conocidos por el contratante particular que afectaran originariamente al contrato…” ¿Por qué tenemos que decir vicios conocidos por el contratante particular y establecer que sea una condición originariamente? Esto perjudica al Estado. Si advierte que hay vicios es más amplio el derecho que tiene el Estado.

SR. PAGANINI.– ¿Usted propone dejar hasta “o la existencia de vicios conocidos por el contratante”?

SR. FAVARIO.– “Que afectaren al contrato.”

SR. PAGANINI.– Está bien.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 128, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

· Se aprueba sin observación el artículo 129.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Tengo una duda. En la reglamentación, donde se establecen los requisitos mínimos que debe contener el pliego de bases y condiciones, ¿no hay que poner también el monto de la licitación, donde habla de las características técnicas, valor de la moneda, tipo de conversión, plazo, condición económica y financiera? Salvo que esté contemplado en la condición económica y financiera. ¿No debería ser “monto y condición económica y financiera”?

SR. DALLA FONTANA.– No en todas las licitaciones se pone monto.

· Al leerse el artículo 130 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la supresión del segundo párrafo, porque es una redundancia. Donde habla de las contrataciones directas dice que sólo pueden ser autorizadas en los casos previstos por esta ley. Si ya están previstos en la ley, no es necesario volver a decirlo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 130, con la supresión propuesta por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 131 dice el:

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Este artículo no es otro que el mejoramiento de las ofertas. Lo que pasa es que está redactado de la siguiente forma: “…el organismo contratante puede negociar con el oferente mejor colocado…”. Más que negociar va a solicitar el mejoramiento de la oferta; no hay que negociar nada porque no tiene facultad para negociar o modificar el pliego de condiciones. Puede solicitar, directamente.

SR. DALLA FONTANA.– Puede proponer una mejora, si están dispuestos a reconocer una mejora de la oferta. Están las dos vías: puede pedir directamente la mejora de oferta o puede plantear la mejora de oferta que pretende para que, por ejemplo, si hay dos oferentes, uno de ellos mejore su oferta.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Está en consideración el artículo 131. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar tal cual está redactado en el dictamen de comisión.

–
Resulta aprobado.

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Señor presidente: en realidad este artículo debería haber sido motivo de alguna manifestación de beneplácito. La Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha dejado pasar una propuesta que se hiciera desde nuestro bloque en el mes de abril del año pasado –que tuviera dictamen de la Comisión de Industria y Comercio el año pasado y que hasta hoy no había tenido tratamiento– mediante la cual se trataban de orientar los gastos de la administración provincial hacia proveedores de la Provincia, para ayudar, no solamente al crecimiento interno provincial en lo económico y en lo relativo al empleo, sino también para favorecer nuevas inversiones en el territorio para aquellos que puedan gozar de tratamientos preferenciales propiciados en este proyecto. 


El artículo 132, tal como está redactado, tiene pocas coincidencias con este proyecto. Se habla solamente de compras de productos, bienes y servicios. Y se excluyen los aspectos principales del compre santafesino, como son la ejecución de obras públicas y la contratación de los servicios de consultoría. Tampoco se establece ningún tipo de prioridad para facilitar el accionar de las empresas de menor dimensión o de aquellas del interior de la Provincia. 

Por otra parte, el texto que se propone vulnera el principio de competencia en igualdad de condiciones, cuando permite o posibilita recotizar solamente a los oferentes santafesinos. Me parece –y creo que en esto voy a coincidir con aquellos legisladores que también son abogados– que esto va a dejar un flanco absolutamente vulnerable para posteriores planteos judiciales. Cuando se habla de recotizar las propuestas originales y de mejorar el ofrecimiento, la recotización puede implicar –según el texto propuesto– un cambio en las condiciones y en las calidades de lo ofrecido, no solamente en lo que respecta a la variación de precios.

¿Qué parámetros se utilizarían ante esta eventualidad? No se establece que las comparaciones deban realizarse garantizando la calidad requerida y los precios razonables, cosa que sí estaba considerada en el proyecto de nuestro bloque y también estaba definido. Se establece preferencia para las empresas u organizaciones radicadas en la Provincia, cuando –dice el texto– “haya alcanzado certificación de calidad expedida por evaluadora de reconocido prestigio”. 

Pregunto: ¿cuál es la evaluadora de reconocido prestigio? ¿Quién determina cuál es una evaluadora de reconocido prestigio? Es un criterio totalmente subjetivo, ya que lo que puede ser de prestigio para uno, puede ser absolutamente descalificado por otro. Esto posibilita, por lo tanto, manejos discrecionales.

Se habla de empresas u organizaciones de origen provincial. No dice “que residan o desarrollen sus actividades en la Provincia”, que no es lo mismo. Se excluyen las personas físicas. Se pretende determinar en una forma que es, al menos, ambigua, el origen provincial de los oferentes. De manera tal que no interesa si la empresa fue creada en Santa Fe o si fue autorizada a operar –como dice el texto de la ley–. Y también me pregunto qué quieren decir con operar, porque si la empresa está establecida en la Provincia y está habilitada, puede desarrollar sus negocios en la Provincia. Solamente se habla de producción y se excluye el comercio ejercido por santafesinos como sujetos promovibles. Y cuando habla en el último párrafo del Registro Único de Proveedores y Contratistas del sector público provincial se hace referencia a criterios reglamentarios que deberían incluirse en el artículo que se refiere a la creación del Registro, pero no en este punto. Por lo que, señor presidente, lo que propongo es el rechazo de ese texto y su sustitución por el siguiente: “Por medio de una ley especial se establecerán criterios para la selección de ofertas para adquirir materiales, mercaderías, productos de origen provincial para la contratación de obras y servicios, estableciendo prioridades provinciales y regionales para la contratación de servicios profesionales, técnicos y firmas consultoras santafesinas, y para la elaboración de proyectos de obras que faciliten la concurrencia de oferentes residentes en la Provincia, en condiciones de calidad adecuada y precios razonables.”

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Sin perjuicio de referirme al artículo 132, no puedo omitir hacer una referencia al artículo anterior, recientemente votado. Lamentablemente en el apuro omití hacer las observaciones que surgen de un fax, cuya copia nos remitió el Ministro de Hacienda, y que le ha sido enviado por un representante del Banco Mundial.


En esta comunicación se refiere al artículo 137 del proyecto original, que es el actual 131. El representante del Banco Mundial señala que hay que eliminar lo relativo a las negociaciones porque estas prácticas pueden conducir a abusos. Seguramente en esto tienen experiencia, conocen al dedillo, no diría “los abusos” que utilizan elegantemente en esta comunicación al Ministro, sino las coimas escandalosas que hubo en este país, como consecuencia de la posibilidad de negociación. Sin ir más lejos, podemos citar la concesión de los corredores viales en la Argentina, en que se negociaba después de la licitación. En función de esto está hecha la sugerencia que ¡oh casualidad! en estas cuestiones justamente, la comisión la ha dejado pasar por alto, lo que me parece una omisión realmente perjudicial para tratar de tener la mejor norma. Si los integrantes de la comisión lo consideran conveniente, se podría solicitar la reconsideración y conforme a la sugerencia del Banco Mundial –que en esta oportunidad nosotros compartimos– eliminaríamos esta posibilidad de las negociaciones para –usando la misma terminología– no posibilitar abusos.


Como mi opinión, coincidente con la del Banco Mundial, parece que ha caído en saco roto, porque el señor representante de la Comisión de Presupuesto y Hacienda –tan allegado al Ministro, que recibe los mails del Banco Mundial– no la ha recogido, me voy a remitir al artículo 132, al que hizo referencia la señora diputada.


En esto no hago una postura política, señor presidente, pero tengo mis reservas conceptuales en torno a esta moda del “compre santafesino”. Creo que realmente es un recurso de los que producen menos de lo que se consume y no un recurso conveniente para Santa Fe, tal cual lo dijo el Ministro Paulón hace pocos días, cuando se analizó este tema en la Cámara de Senadores y tuve oportunidad de participar de esa reunión con el Ministro que afirmó que en la Provincia de Santa Fe se produce más de lo que se consume.


Además, no tengo muy en claro estas posturas proteccionistas que a veces adoptamos, cuando por otro lado, criticamos permanentemente las actitudes proteccionistas de otros. Creo que es cierto que en algunas de las provincias grandes de la Argentina se han establecido normas, apuntando en este sentido, pero también creo que, precisamente, la actitud que deberíamos adoptar es tratar de evitar esta suerte de medidas de hondo sentido localista que, en definitiva, significan la guerra de los ricos contra los pobres, en la que siempre terminan perdiendo los pobres. Pero bueno, si la mayoría cree que hay que redactar una norma de ese tipo vamos a ponernos en el análisis de la norma redactada, para tratar de mejorar la normativa que se propone.


Coincidimos con algunas de las consideraciones formuladas por la señora diputada Tate y creemos que este artículo merece algunas modificaciones.


Creo que no puede ignorarse lo que acaba de decir la diputada, en lo que hace a empresas y organizaciones de origen provincial que, necesariamente, tienen que estar radicadas en la Provincia, y esto hay que decirlo en la ley.


Nos parecen también exagerados los porcentajes que se establecen, del 5 por ciento en el inciso a) y del 2,5 por ciento en el inciso b). En el caso del inciso b) “cuando no siendo originarios, fabricados o prestados en la provincia se comercialicen en forma habitual por empresas con domicilio legal en el territorio provincial”


Si es comercio, es decir, donde no hay valor agregado, con un depósito y con un distribuidor es suficiente para que nosotros le apliquemos las normas del compre santafesino y le demos ventajas.


Más grave me parece el párrafo siguiente, cuando hablamos de los porcentajes precedentes y decimos que “se ampliarán en un 50 por ciento cuando la empresa u organización radicada en la provincia haya alcanzado certificación de calidad expedida por evaluadora de reconocido prestigio.”


Es decir que si le agregamos un 50 por ciento al 5 por ciento, tenemos un 7,5 por ciento, lo que en tiempos de estabilidad económica me parece una exageración.


En el último párrafo del artículo 132 propuesto por la comisión nos parece también que es una redundancia eso de que hay que inscribirse en el Registro Único de Proveedores y Contratistas, etcétera, porque esto ya está dicho en el artículo 139, inciso a); y, por otra parte, inscribirse en el Registro es una obligación de todo oferente. Entonces, no entiendo por qué vuelve a repetirse en este artículo. Parece que debe suprimirse.


Lo de estar al día con las obligaciones impositivas y previsionales al momento de la inscripción de las ofertas es también una obviedad; es para todos y en el último de los casos es materia de la reglamentación, por lo cual creo que este último párrafo de este artículo debe suprimirse, a los fines de tratar de mejorarlo y no desnaturalizar el propósito que se persigue; para que, en definitiva, no terminen siendo ajenos los que obtienen el beneficio, hacemos los cuestionamientos a que hice referencia precedentemente.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Señor presidente: como dice el señor diputado Favario, estimamos que este compre santafesino tiene que realizarse por ley especial. Presuponemos que esta crisis que está viviendo la Argentina, donde hay un alto grado de desocupación, no va a ser para siempre, y disposiciones de esta naturaleza se justifican en momentos de crisis. Entiendo que esto es reclamado por muchas asociaciones intermedias que nuclean a comerciantes e industriales y si se establece, cosa que dudo, que no sea incorporado en esta ley, deberemos abocarnos a tratar una norma similar con la inmediatez que la crisis requiere.

Si se mantiene este artículo como está, habría que corregir el artículo 132; cuando habla de empresas y organizaciones de origen provincial, habría que reemplazarlo por “radicadas en la Provincia”. Yo suprimiría, conforme lo decía la señora diputada Tate, el porcentaje del 50 por ciento cuando la empresa u organización haya alcanzado una certificación de calidad expedida por evaluadora de reconocido prestigio. 

Esta es una norma muy ambigua y lo que tratamos acá es el compre dentro de algunas condiciones, pero no que esto sea un despilfarro, un beneficio o un privilegio para algunas empresas, en detrimento de otras.

Considero también –como decía el señor diputado Favario– que este Registro Único de Proveedores es el mismo registro del artículo 139. Lo que habría que modificar en este artículo es que las empresas que se vayan a inscribir en él, deben probar que están radicadas en la Provincia de Santa Fe, con todas las constancias que ese registro exija.

En definitiva, la decisión va a ser de la mayoría, pero me parece que hay que precisar, fundamentalmente, en donde habla de origen, poniendo “empresas radicadas en Santa Fe”.


Teniendo en cuenta la observación de la señora diputada Tate, en lo que se refiere a los servicios, creo que a lo mejor se puede precisar la redacción cuando dice en el primer párrafo “para la compra de productos, bienes y servicios o concesión de servicios o contratación de servicios”. Está clarificado en un párrafo posterior, porque dice “una empresa u organización industrial de construcción o proveedores de servicios, será considerado de origen provincial,” o sea que esta norma contempla todo lo que hace a la contratación de obras y servicios.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Este tema es importante, así que justifica las posiciones de los diputados que no están de acuerdo con el artículo. Se ha discutido en la comisión. El artículo refleja el texto al cual la mayoría de la Cámara adhiere y está en condiciones de votar hoy. Es probable que esto debiera ser objeto de una ley especial, pero hasta tanto ésta no se dicte y se derogue este artículo, la Cámara está en condiciones de votar este texto.


Dos cosas, nada más, voy a agregar. Debemos tener en cuenta que éste es un tema difícil. No todo el mundo está de acuerdo en que esto es económicamente beneficioso. La mayoría estima que sí, por eso ha adherido a este texto. Y segundo, no es que la Provincia compre cosas más caras, sino que se dan oportunidades a las empresas de Santa Fe de bajar los precios ofrecidos inicialmente. Así que para la Provincia no es ningún perjuicio, lo cual no es para discutir, sino que nosotros estamos dispuestos a votar este texto como adelantamiento de un tema que, de lo contrario, quedaría estancado. No creo que quede cerrado, sino que perfectamente se puede discutir en una ley especial, donde la naturaleza del asunto exigiría que se incorpore al Ejecutivo.


Es por eso que vamos a votar el artículo, tal como está redactado en el dictamen de la comisión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay una moción de modificación propuesta por los señores diputados Tate y Favario. En primer lugar, se va a votar el artículo tal como está redactado.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 133 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Después de haber votado el artículo 132, nos encontramos con este artículo inmediatamente seguido. Y hago referencia al 132 porque el 133 dice “agotado” y creo que cabría decir “cumplido”…

SR. PAGANINI.– Dice “cumplido”.

SR. FAVARIO.– Bueno, veo que han aceptado algunas de las observaciones. “Cumplido en su caso el procedimiento establecido en el artículo anterior...”, es decir, el del 132, el del Compre Santafesino, “...la adjudicación debe realizarse a favor de la oferta más conveniente para el organismo contratante. A igualdad de precios...”, sigue diciendo el artículo, pero yo no entiendo ¿Cómo? ¿No obstante la posibilidad de la recotización va a seguir habiendo igualdad de precios? “...la adjudicación recaerá en la propuesta que ofrezca elementos de fabricación nacional y de subsistir el empate recaerá en la propuesta que ofrezca elementos de mejor calidad”. En nuestro humilde entender, señor presidente, la prioridad está en el que ofrezca, no sólo el precio, sino la mejor calidad. Acá me parece que esto se relega. Y muchas veces lo barato sale caro, máxime cuando aquí, después de haber sido invadidos por esta moda de la globalización, queremos seguir ejerciendo esta suerte de proteccionismo, relegando lo que debe ser la calidad. Y después sigue el artículo: “Si una vez realizado el procedimiento dispuesto...”, es decir, todas estas prioridades se establecen para “si es nacional”, “si es de mejor calidad”, “...si se mantuviera la paridad de la oferta...” Y… no sé... van a tirar la moneda. 

Esto es un exceso de reglamentarismo, por el que se arriba a un resultado final que no puede darse nunca, porque si tenemos otros criterios para establecer la adjudicación, utilizando esos criterios no podemos permitir –después de ofrecer la posibilidad de recotizar, luego de una primera, tercera o cuarta instancia– que haya una igualdad para llegar al sorteo. 


Creemos, señor presidente, que el artículo en esos aspectos merece una corrección, apuntando fundamentalmente a lo que hace al mejor interés de la Provincia cuando debe contratar. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el artículo 133.

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Señor presidente: coincido con el señor diputado Favario en lo que respecta a las exigencias de calidad, porque creo que lo básico debe ser establecer precios razonables, pero la mejor calidad. Y donde dice: “Elementos de fabricación nacional”, quiero entender que debería decir “elementos de fabricación provincial”. Probablemente esto ha sido tomado de algún modelo que refería a productos de fabricación nacional. 

Por otra parte, propongo la supresión del párrafo que dice: “La reglamentación establece los criterios a ser tenidos en cuenta para la adjudicación…”, de lo contrario estaríamos borrando con el codo lo que escribimos con la mano. Y todo lo que dijimos antes no lo vamos a considerar, porque vamos a establecer los criterios en la reglamentación. Por eso, señor presidente, propongo estas dos modificaciones.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Simplemente, señor presidente, si no se acepta ningún tipo de cambios, por lo menos que se modifique lo que creo que es un error en el último renglón del primer párrafo del artículo 133, donde dice: “...de mejor calidad si ello surgiera de las características específicas en las ofertas o de las muestras presentadas, el precio, la idoneidad del oferente y demás condiciones de la oferta”. Debería suprimirse “el precio”, porque hay igualdad de precio, no hay diferencia de precio. Aquí hay un error, debería decir “plazo de pago” u otra cosa, pero el mismo artículo estable, unos renglones más arriba, que hay igualdad de precios. 

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Simplemente, señor presidente, quiero cerciorarme de que el artículo se refiere a “elementos de fabricación provincial”, porque creo que en eso había acuerdo, ¿o no? No.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 133, tal como se encuentra redactado.

· Aprobado.

–
Al leerse el artículo 134 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Señor presidente: nosotros no compartimos el segundo párrafo, donde dice: “La reglamentación determina las excepciones a la obligación de presentar garantías...” Nos parece peligroso esto de dejar sujeto a la reglamentación la excepción, precisamente en la obligación de establecer garantías, que nos parece que es realmente importante. Creo que en último caso deben adoptarse otros recaudos, para que la cuestión sea mucho más precisa. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Existen, entonces, dos propuestas para el artículo 134.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Ampliando lo expresado por el señor diputado Favario, creo que la garantía de cumplimiento del contrato debe ajustarse a los mayores costos que surjan del contrato y esto viene a cuento porque en un artículo más adelante se establece la posibilidad de ampliar las adjudicaciones hasta un 10 por ciento. Sin tener en cuenta que puede haber algún tipo de modificación en el contrato original que ocasione una mayor erogación y que la garantía termine siendo insuficiente. Así que cuando habla del valor total de la adjudicación en la garantía de cumplimiento del contrato, ésta “deberá ajustarse a los mayores costos, si los hubiera, durante la vigencia del contrato”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 134, según su redacción original.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 135 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Le pido una explicación al señor presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, en el sentido de cómo es que el proponente puede observar la ley o su decreto reglamentario. ¿Qué significa? ¿Los que quieren contratar con el Estado pueden cuestionar las leyes del Estado? Realmente no lo entiendo. Creo que esto debe suprimirse, señor presidente. ¡Cómo vamos a aceptar el cuestionamiento de las leyes aprobadas por esta Legislatura y promulgadas por el Poder Ejecutivo, que venga un interesado en contratar a observar y cuestionar las leyes!

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


La redacción que propongo quedaría así: “La presentación por el proponente de la oferta implica la aceptación de esta ley y su decreto reglamentario, pliego de bases y condiciones generales y cláusulas particulares constituyendo el todo un contrato que se perfecciona con la aprobación en término de la adjudicación por la autoridad jurisdiccional competente.”

SR. FAVARIO.– Hay que suprimir la posibilidad de observar la ley. No puede haber observaciones.

SR. DALLA FONTANA.– Lo suprimí. Implica que acepta la ley.

–
Ocupa la Presidencia la Vicepresidenta Primera del Cuerpo, señora diputada Meotto.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Señor diputado Dalla Fontana ¿puede leer nuevamente el artículo?

SR. DALLA FONTANA.– “La presentación por el proponente de la oferta implica la aceptación de esta ley, el decreto reglamentario, pliego de bases y condiciones generales y cláusulas particulares, constituyendo el todo un contrato que se perfecciona con la aprobación en término de la adjudicación por la autoridad jurisdiccional competente.”

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 135, con la modificación propuesta por el señor diputado Dalla Fontana.

· Resulta aprobado.

· Se lee y aprueba el artículo 136. Al leerse el artículo 137 dice el:

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


La reglamentación va a establecer las modalidades, aparte del seguimiento y ejecución de los contratos –lo que me parece bien–, la posibilidad de ampliación de los plazos estipulados, así como la modificación de las prestaciones y demás condiciones establecidas en el pliego.


Acá se están cambiando sustancialmente, a través de la reglamentación, las condiciones de la contratación. En el párrafo siguiente se autoriza a aumentar o disminuir el contrato de adjudicación hasta en un 10 por ciento, lo cual tiene reminiscencia con la ley de obras públicas, en la que se establece hasta un 20 por ciento, pero cuando esta ampliación tiene relación con la obra. Acá hay un tipo de contrato sin ningún requerimiento, hay una ampliación totalmente injustificada. Propongo, lisa y llanamente, la supresión de este artículo.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Este dictamen ya fue discutido en la comisión, esto no es la comisión.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 137, tal como está redactado.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueba si observación el artículo 138.

· Al leerse el artículo 139 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Cuando dice “la Dirección”, ¿a qué Dirección se refiere?

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Se refiere a la Dirección de Contratación y Gestión de Bienes.

SR. FAVARIO.– Creo que hay que decirlo. Pero pregunto: ¿qué se reglamenta en el artículo, el registro o las licitaciones?

SR. PAGANINI.– “Tendrá a su cargo la confección de un Registro Único Provincial de Proveedores, Contratistas de la Provincia y Licitadores de Obras Públicas y el Registro de Sancionados. El primero se integrará con todas las personas físicas o jurídicas que oferten o contraten con el Estado Provincial. La reglamentación establecerá los requisitos y otras formalidades que se exigirán para la inscripción y las responsabilidades y penalidades a adoptarse en caso de incumplimiento parcial o total del contrato en función de que se refiere también al Registro de Sancionados.”

SR. FAVARIO.– Hice la pregunta porque me parece que cuando se habla de la reglamentación se confunde, entre las exigencias y los requisitos que establece la ley, lo que es la reglamentación del registro con lo que son las licitaciones. Porque si estamos hablando de un Registro Único Provincial de Proveedores, Contratistas de la Provincia y Licitadores de Obras, estamos, a su vez, reglamentando los requisitos que deben contener los pedidos al iniciar los trámites de la contratación, la clase, monto y formas de la garantías.


“Normas sobre especificaciones, muestras y tolerancia de lo solicitado; formas de presentación de las ofertas”. Me parece que lo que se está reglamentando es la licitación y no el Registro de Licitadores.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Vamos a votar el artículo 139, tal como está redactado...

SR. FAVARIO.– Pero estoy haciendo una consideración que me parece tiene un sentido de razonabilidad. Lo mínimo que pueden hacer es tratar de aclararnos las dudas, porque están reglamentando un Registro de Licitadores y resulta que la reglamentación contiene normas ajenas al Registro de Licitadores.


Entonces, me parece que estamos haciendo una contribución para mejorar la ley, no estamos corriendo una carrera contra el tiempo para ver si terminamos cuanto antes. Nosotros, por nuestra parte, lo que queremos es que se sancione la mejor ley.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


En la comisión leímos dos veces el texto y aceptamos todas las sugerencias y problemas que hubiera. Obviamente, este artículo creo que no está reglamentado. Por ejemplo, es evidente que cuando uno contrata pierde capacidad de contratación, porque lo afectan en el Registro y por la cantidad de garantías que también tienen que estar registradas, etcétera. Bueno, son cuestiones técnicas que cualquiera que esté en el tema tendría que saber y en cualquier caso esto se discutió, porque se leyó el artículo y no se hizo ninguna observación.


En consecuencia, como la mayoría ya lo ha leído y está de acuerdo, tiene todo el derecho a votar el texto como lo ha votado. Entonces, solicito moción de orden de pasar a votación.

SR. FAVARIO.– Nadie le va a negar el derecho de votar, pero que se vote…

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– A votación el artículo 139, tal como está redactado, con la modificación del nombre propio del organismo, introducido oportunamente.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 140, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la supresión en el tercer párrafo, donde dice: “por parte del propietario del inmueble…” me parece que es una redundancia, y propongo que la redacción quede de la siguiente manera: “Es condición indispensable y previa al perfeccionamiento del contrato de locación o sus futuras renovaciones, la acreditación por parte del locador de las constancias de libre deuda del impuesto inmobiliario…”, etcétera.


Voy a proponer otra modificación en el último párrafo, donde dice: “la Provincia debe contemplar al momento de formalizar el contrato la reserva de rescindir el mismo sin lugar a indemnización alguna a favor del propietario”. Punto final, suprimo todo lo demás. El Estado no tiene por qué explicar la causa por las que rescinde el contrato, si en cualquier locación hay facultades para rescindir el contrato, simplemente y con cumplir los plazos que se determinan, no tenemos por qué explicar la razón por la cual se rescinde.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo, con las modificaciones propuestas por el señor diputado Favario en el tercero y quinto párrafo.

–
Resulta aprobado.

–
Se lee y aprueba el artículo 141, y al leerse el 142, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Solicito que por Secretaría se corrijan las mayúsculas de el artículo recientemente leído en el primer y en el último párrafo, lo mismo para cuando llegue el momento del artículo 143.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 142, tal cual está redactado.

–
Resulta aprobado.
–
Al leerse el artículo 143 dice el:
SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Propongo que la segunda parte del artículo, donde dice: “el Registro es de acceso libre, irrestricto y gratuito y estará disponible en la página web de la Provincia, y en él debe anotarse el contrato suscripto” se reemplace la palabra “web” por el nombre específico que propuso el señor diputado D’Ambrosio, que es “página oficial de la Provincia”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Con la propuesta formulada por el señor diputado Cecchi, se va a votar el artículo 143.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 144, dice el:
SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la siguiente redacción: “El Poder Legislativo, el Poder Judicial y el Tribunal de Cuentas dictarán…” etcétera, y luego sigue tal cual está en la redacción original.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 144, tal cual está redactado.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 145, dice el:
SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Me parece que la primera parte de este artículo no tiene nada que ver con la segunda. Por otro lado, la segunda parte ya está incluida en el artículo 141, inciso b), por lo cual creo que debe suprimirse. Por lo tanto, el artículo debe limitarse a decir: “Los valores en las contrataciones de compras o ventas deben estar referenciados a precios de mercado o contar con los análisis de costos pertinentes.” Punto final.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 145, con la supresión propuesta por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban sin observación los artículos 146 y 147.

· Al leerse el artículo 148 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Me parece que correspondería suprimir en el inciso a) los términos “u operar”. No corresponde.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar, en primer lugar, el artículo tal cual está redactado.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 149 dice el:

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Propongo un agregado. Manteniendo la misma redacción, cambiar el punto final por una coma y a continuación que diga: “...en base al principio de riesgo empresario. En ningún caso el Poder Ejecutivo podrá garantizar márgenes de rentabilidad.” Sería interesante conocer las razones por las que no se aceptaría este agregado. Consideramos que podemos garantizar una rentabilidad al margen del riesgo empresario. ¿Vamos a seguir haciendo con las privatizaciones y con las concesiones lo que ha estado sucediendo en el pasado? ¿El Poder Ejecutivo va a seguir garantizando rentabilidad, independientemente de la eficiencia del servicio privado concesionado? Sería interesante que se nos explique ¿por qué, en aras de qué libremercadismo, en aras de qué eficiencia de los servicios públicos y en salvaguarda de qué intereses del pueblo santafesino?

SR. PAGANINI.– Adhiero a lo manifestado por el señor diputado Dalla Fontana, en el sentido de que esto fue discutido en ambas comisiones y, por lo tanto, la mayoría está en condiciones de votar el artículo, tal como figura en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. FAVARIO.– No voy a hacer referencia a lo que ocurrió o dejó de ocurrir en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, porque no pertenezco a la misma, pero en la de Asuntos Constitucionales y Legislación General creo que no llegamos nunca al artículo 149, salvo en algunas conversaciones que tuve con el asesor del presidente de la misma.


Pero de cualquier manera, señora presidenta, como el propósito es tratar de mejorar la ley, me parece que la propuesta del señor diputado Cecchi era conveniente. Fue desechada, así que yo voy a proponer la siguiente –que me parece, quizás, más simple–: al final del artículo, donde dice “...cubrir los gastos de operaciones y obtener una rentabilidad razonable.”, agregar “si así se establece en el respectivo contrato de concesión”.


Si no está establecido anteriormente, no vaya a ser que para asegurarle a los concesionarios una contraprestación –que les permita amortizar la inversión, cubrir los gastos de operación y obtener una rentabilidad razonable, porque el negocio anda mal–, tengan que pagar los usuarios. Entonces, simplemente, decimos “si está establecido en el contrato de concesión” se cobra, si no está establecido, es el riesgo del negocio. 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Hay una propuesta de modificación formulada por el diputado Favario. En primer lugar se va a votar el artículo 149, tal como figura en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· Resulta aprobado.

· Se leen y aprueban los artículos 150 al 152. Al leerse el artículo 153 dice el:

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Señora presidenta: quiero proponer un agregado inmediatamente después del primer párrafo: “En este artículo la Provincia asume su carácter de autoaseguradora de los riesgos de trabajo con su personal”. 


Como lo dije al inicio, entiendo que tiene que extenderse esta condición de autoaseguradora a toda la población estudiantil de las escuelas públicas de la Provincia. En este sentido propongo la siguiente redacción, reitero, de lo que sería el segundo párrafo del artículo: “Dentro de su condición de autoaseguradora la Provincia deberá prever un seguro de responsabilidad civil que cubra los accidentes de los alumnos que concurran a los distintos niveles de la escuela pública y que puedan tener en la realización de actividades escolares realizadas fuera o dentro del ámbito físico de la escuela”.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


En mérito a la propuesta, que no deja de ser importante, debo manifestar que no creo que sea posible evaluar la incidencia económica que pudiera llegar a tener el riesgo que asumiría la Provincia, en función de la cantidad de estudiantes provinciales. En virtud de ello y por no tener un análisis adecuado, en cuanto a la propuesta y al costo económico que la misma implicaría, votamos el artículo tal como se encuentra redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Simplemente quiero hacerle una sugerencia a la Comisión, con respecto al artículo 153, cuya reforma –tal cual lo adelantamos en su momento– compartimos, de acuerdo a la propuesta del señor diputado Cecchi, consistente en que por lo menos al artículo 153 se le dé la ubicación que corresponde dentro del texto de la ley, conforme elementales normas de técnica parlamentaria, porque entendemos que esto no tiene absolutamente nada que ver con el Título, con el Capítulo o con la Sección de la ley donde ha sido insertado. 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– No se acepta la sugerencia, señor diputado Favario, por lo cual se va a votar el artículo 153, tal como está redactado en el dictamen de comisión. 

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueban sin observación los artículos 154 y 155. Al leerse el artículo 156 del Capítulo II, Sección I, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Dada la reiteración, propongo la supresión de los términos “de la hacienda pública”, en la primera cita del antepenúltimo renglón. Es una redundancia, ya que al final del artículo se hace referencia a la hacienda pública del sector público no financiero.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 156, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

· Se lee y aprueba el artículo 157. Al leerse el artículo 158 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Pregunto, señora presidenta, si no es errónea la inclusión en el inciso a) de este artículo que refiere a la Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa, en el sentido de asignarle la competencia de asesorar en aspectos jurídicos y al final “entender en la interpretación de la legislación vigente”. Esto en el inciso a) in fine. Creo que eso correspondería a los asesores letrados.


En lo que hace al inciso c), propongo una corrección: que la palabra “Sistema” se escriba con minúscula. En el inciso f) sugiero corregir el error tipográfico en la palabra “política” y suprimir “de gastos en personal”, porque inmediatamente dice “... y plantas de personal para toda la administración provincial.”


En el inciso l) propongo la siguiente redacción: “asistir técnicamente en las negociaciones salariales y evaluar el impacto de las distintas alternativas”. No sé qué es el impacto “organizacional”, por eso quito esa palabra.

SR. PAGANINI.– Se aceptan las modificaciones para los incisos f) y l).

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 158, con las correcciones gramaticales del inciso f) y con las modificaciones del inciso l).

· Resulta aprobado.

· Se leen y aprueban los artículos 159, 160 y 161. Al leerse el artículo 162 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Voy a proponer que se agregue “a quien le compete hacerlo y de la toma de posesión en su caso”, al final del artículo.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo, con el agregado propuesto por el diputado Favario.

–
Resulta aprobado

–
Se aprueban sin observación los artículos 163 y 164

–
Al leerse el artículo 165, dice el:

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Solicito que se modifique el orden de las últimas palabras del artículo. En el segundo párrafo que diga lo siguiente: “Las autoridades superiores y funcionarios políticos no percibirán sus haberes con anterioridad a la puesta de los mismos a disposición de cobro de los activos y pasivos de su sector”

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 165, con la propuesta del señor diputado Cecchi.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 166, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En este artículo no está correcta la redacción. Dice: ”institúyese el sueldo anual complementario”, pero si el sueldo anual complementario está instituido, ustedes lo saben más que nosotros, no creo que ahora corresponda instituir el sueldo anual complementario.

SR. UGALDE.– Pido la palabra.


Señor diputado Favario, lea el primer párrafo completo, sino queda fuera de contexto. Claro, si dice “institúyese el sueldo anual complementario” y nada más es una cosa, pero si lo lee completo es otra cosa totalmente distinta . Incluso en el párrafo se habla de excepciones, está bien aclarado, no es que se está instituyendo específicamente el sueldo anual complementario.

SR. FAVARIO.– Si está instituido.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


La Ley 9432, que establece el aguinaldo, está derogada, por eso se incorporó ahora. Es una ley especial que se derogó, la 9432, que debe establecer la forma de cálculo; sinceramente no lo había leído.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


También creo, de la misma manera, que es redundante en el párrafo siguiente, donde dice: “La remuneración acordada que se declare inembargable en los términos de la ley”. La ley está vigente, no es inembargable, esto es una obviedad.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo, tal cual está redactado en el dictamen.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueba sin observación el artículo 167. 

–
Al leerse el artículo 168, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En este artículo debe alterarse el orden en el segundo renglón, donde dice: “deben serlo resolución previa” , debe decir: “deben serlo previa resolución”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Con la modificación propuesta por el señor diputado Favario, se va a votar el artículo 168.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 169, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Voy a proponer una modificación para este artículo del dictamen que tengo en mi poder, en el cuarto renglón, donde dice: “...Ley de Contrato de Trabajo, sus normas modificatorias y complementarias, siendo de aplicación las disposiciones sobre contratos de locación de obras y de servicios del Código Civil. Las contrataciones referidas no podrán realizarse con agentes de la administración provincial o con otras personas vinculadas laboral o contractualmente con la misma. Suprimo “de planta permanente y no permanente”, por cuanto es una redundancia, ya que son agentes de la administración.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 169, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 170 – Capítulo III, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En el segundo párrafo propongo la supresión de todo lo que está inserto después de la expresión “hacienda pública”; es decir, propongo la supresión de: “...la economía, sociedad global en su conjunto cualquiera fuere la fuente de su financiación...” Me parece todo sobreabundante, al igual que en el párrafo siguiente, donde dice: “proyecto de inversión es el conjunto de acciones...” definiciones que no vienen al caso, igual que el otro párrafo siguiente que termina en el punto final, “financiamiento de la hacienda pública”.

SR. DALLA FONTANA.– El último párrafo hay que dejarlo, porque después tiene implicancias en el sistema de contabilidad y en otros sistemas.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Con la modificación propuesta por el señor diputado Favario en el párrafo segundo y la supresión del tercero, se va a votar el artículo 170.

–
Resulta aprobado.
–
Se lee y aprueba el artículo 171

–
Al leerse el artículo 172, dice el:
SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Hay que incluirle mayúsculas en Banco de Proyectos de Inversión.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se tomará nota, señor diputado Favario. Se va a votar el artículo 172.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 173 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Dejamos sentada nuestra consideración, ya formulada con anterioridad, con respecto a la necesidad de suprimir el subdirector general, que se incluye en el artículo 173.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 173, tal cual está redactado.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 174, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En el inciso e) se debe agregar al final “Provincial” y en el inciso f), donde dice “el comportamiento financiero y sustantivo” propongo la sustitución por: “sobre el comportamiento integral”, En el inciso h), como esta es una copia de la ley nacional, nos olvidamos de las inversiones provinciales. Entonces, hay que agregar: “...registrar los proyectos de inversión de alcance local que realicen el Estado Nacional y Provincial, los municipios y comunas...”.


Continúo, en el inciso k) creo que debe decir “con el sector público nacional, municipal y comunal”, y suprimir donde dice “y”. Y en el inciso l), si no está corregido en la fe de erratas, “todas las demás que le asigne la reglamentación”.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Agregar “provinciales” en el inciso h) sería una redundancia; porque las provinciales están en un inciso aparte. El inciso h) registra las nacionales, o sea, las que no son provinciales, …

SR. FAVARIO.– ¿En dónde está?

SR. DALLA FONTANA.– En el inciso e), que dice: “organizar y mantener actualizado un inventario de proyectos de inversión pública”; en este caso habría que agregarle “provinciales”. No lo dice y podemos agregarlo.

SR. FAVARIO.– Pero eso es otra cosa.

· Hablan varios señores diputados a la vez.

SR. DALLA FONTANA.– En síntesis, al final quedaría “proyectos de inversión pública provinciales”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 174, con las modificaciones propuestas en los incisos e), f), k) y l).

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 175 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En este artículo se superponen funciones que ya están enunciadas en el artículo 174. 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 175, tal como está redactado.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 176 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En el segundo párrafo vemos que nuevamente existe una sobreabundancia, ya que se repite lo dicho en los artículos 174 y 175. Proponemos la supresión del segundo párrafo.

SR. PAGANINI.– No aceptamos la supresión.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 176, tal cual está redactado.

· Resulta aprobado.

· Se aprueba sin observación el artículo 177.

· Al leerse el artículo 178 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo que en el segundo párrafo, donde dice “que no hagan parte del banco de proyectos de inversión” que diga “que no formen parte…” En el último renglón del mismo artículo, donde dice “…del sistema de inclusión en el sistema provincial de inversión pública”, debe decir “…del sistema de inclusión en el plan provincial de inversión pública”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 178, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se pasa a considerar el Título IV, Capítulo I.

· Se aprueba sin observación el artículo 179.

· Al leerse el artículo 180 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo en los incisos modificar el término “diseño”. No nos parece lo más aconsejable decir “participar en el diseño de la política informática”. “Elaborar las normas que deben regir la adquisición del equipamiento...” etcétera. No creo que tenga que elaborar las normas la Dirección del Sistema de Administración de Recursos de Informática. Después dice: “Dictar las normas y procedimientos”, debe decir “determinar los procedimientos”. 


Y en el inciso h), donde dice: “realizar trabajos a terceros, conforme los contratos celebrados...”, creemos que es necesaria una autorización superior para celebrar contratos con terceros, por lo tanto, proponemos que diga: “realizar trabajos a terceros conforme los contratos celebrados con autorización superior”. 

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Considero que no hay problemas en agregar que los contratos que se celebren tienen que tener autorización, pero con las otras modificaciones no estoy de acuerdo porque, por ejemplo, “norma” en este caso es un término utilizado en informática, no se emplea como sinónimo de ley, sino que interpreto –no entiendo mucho de esta área– que se refiere a cierto lenguaje de convención. Y en el inciso a), en vez de “diseño” se puede poner “participar en la formulación de la política informática”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Señor diputado Dalla Fontana: ¿podría plantear cuál es la reforma concreta para el inciso h)?

SR. DALLA FONTANA.– La palabra “diseño” queda, porque es un término arquitectónico y por razones obvias. Y el inciso h) quedaría redactado de la siguiente manera: “h) realizar trabajos a terceros, conforme los contratos celebrados con autorización de la autoridad competente.”

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 180. Hay dos mociones, una del diputado Favario y otra del diputado Dalla Fontana. Los que votan por la afirmativa lo hacen por la segunda de ellas.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 181 dice el: 

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Donde dice “Son competencias, como mínimo, del órgano rector:”, en el segundo párrafo, creo que debería decir “Son funciones del órgano rector”. Por lo tanto, propongo suprimir las palabras “competencias” y “como mínimo”. 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 181, con la modificación sugerida por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 182 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo que a continuación de Título V, “Sistemas de Control Interno”, diga: “Organización y Funcionamiento de la Sindicatura General”, a los efectos de que el título sea exactamente igual en su forma al Título VI, donde se regula a partir del artículo 193 el funcionamiento del Tribunal de Cuentas –“Organización y Funcionamiento del Tribunal de Cuentas”–.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 182, con la modificación del título, según lo propuesto por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Se leen y aprueban sin observación los artículos 183 y 184. Al leerse el artículo 185 dice el:

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Hay una redundancia en la segunda parte del artículo 184, donde dice: “El modelo de control que aplique y coordine la Sindicatura General, deberá ser integral e integrado; abarca los aspectos...” y a partir de aquí se repite lo mismo en la última parte del artículo. De manera tal que propongo la supresión de lo siguiente: “...abarca los aspectos presupuestario, económico, financiero, patrimonial, normativo y de gestión”, porque todo esto ya figura en la parte final del artículo.

SR. PAGANINI.– Se suprimiría “abarca los aspectos presupuestario, económico, financiero, patrimonial, normativo y de gestión” y después sigue el artículo “... e implica concebir a la jurisdicción...” etc.

SR. CECCHI.– Así es, señor diputado.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar la reconsideración de la votación del artículo 184.

–
Resulta afirmativa.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 184, con la modificación propuesta por el señor diputado Cecchi.

· Resulta aprobado.

· Se aprueba el artículo 185. Al leerse el artículo 186 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la siguiente modificación: “La Sindicatura General de la Provincia puede crear unidades de auditoría interna en cada jurisdicción con competencia en las auditorías internas de una o más jurisdicciones del Poder Ejecutivo bajo su dependencia orgánica y funcional.” En el otro párrafo propongo modificar, para ser coherente, “delegaciones” por “unidades”.


Proponemos esta reforma para ser coherentes con el propio texto de la ley, ya que en el artículo 187, inciso f), habla de las unidades de auditoría interna. Para unificar la terminología y que no quede “delegaciones”, nos parece que sería más adecuado seguir utilizando el término “unidades”, “pudiendo además solicitar la inclusión de actividades de auditorías requeridas en su plan de tareas”.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Quiero dejar claro que el espíritu del texto es que las unidades o delegaciones dependan de la Sindicatura y no de la jurisdicción. Esa es una diferencia con la ley nacional, donde el síndico no tiene control jerárquico sobre las unidades que están en las jurisdicciones nacionales. Yo lo había planteado así, por eso le pido que lea de nuevo.

SR. FAVARIO.– Para que quede claro debería ser así: “La Sindicatura General puede crear bajo su dependencia unidades de auditoría interna en cada jurisdicción con competencia en la auditoría interna de una o más jurisdicciones del Poder Ejecutivo”.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Me parece que resulta no solamente más práctico, sino que también puede llevar a cometer menor cantidad de confusiones en cuanto a las designaciones, cambiar directamente la designación que se da en el artículo 187, inciso f), que diga en lugar de “unidades”, “delegaciones”. Y solicito que se mantenga la redacción actual del artículo 186.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– ¿Mantiene la redacción, tal cual está en el artículo 186, diputado Paganini?

SR. PAGANINI.– Si, señora presidenta, donde voy a solicitar una modificación será en el artículo 187.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Solicito que el artículo 186 quede redactado de la siguiente manera: ”La Sindicatura General de la Provincia puede crear bajo su dependencia delegaciones con competencia en la auditoría interna de una o más jurisdicciones del Poder Ejecutivo.” El segundo párrafo quedaría igual: “Los titulares de cada jurisdicción y entidad deben garantizar la actividad de tales delegaciones, pudiendo además solicitar la inclusión de actividades de auditoría requeridas por éste en su plan de tareas”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 186, con el agregado propuesto por el diputado Dalla Fontana.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 187, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En el primer renglón, donde dice “las funciones de la Sindicatura General de la Provincia”, en el inciso c) dice: ”vigilar el cumplimiento de las normas contables emanadas de la Contaduría General de la Provincia, y restantes normas de las unidades rectoras centrales” El otro párrafo debe ser materia de otro inciso, tal cual está redactado. Debe separarse el inciso.


En el inciso i), donde dice: ”poner en conocimiento del titular del Poder Ejecutivo”, se debe agregar: “y de los titulares de jurisdicciones”.


En el inciso j) dice: “intervenir en los procesos de ventas y adjudicaciones del patrimonio provincial, cuando así se le requiera y sin perjuicio de la actuación que le corresponda al órgano de control externo, conforme a la reglamentación”; considero que en este inciso, después de la palabra “requiera” debe colocarse una coma.


En el inciso k) dice: “controlar el sistema de información y registro de los juicios que debe implementar Fiscalía de Estado y demás servicios jurídicos responsables de la sustanciación de juicios”; aquí pido evitar la redundancia, porque nos referimos a los juicios.


En el inciso l) dice: “atender pedidos de asesoramiento o de auditoría de organismos o entes fuera de su competencia”, se debe agregar: “entes públicos” Lo que quedaría: “entes públicos fuera de su competencia”.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


En el inciso j) planteamos suprimir la expresión “cuando así se le requiera”, a los efectos de que en todo proceso de licitación, de venta o de adjudicación del patrimonio provincial deba intervenir la Sindicatura.


Solicito también la incorporación de un inciso m) que diga : “dictaminar sobre la cuenta de inversión”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Hay dos propuestas en distintos incisos.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Con respecto a las propuestas del diputado Favario, estamos de acuerdo en tenerlas en cuenta, excepto en el inciso k).

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


¿Por qué no el inciso k)?, ¿usted entendió la propuesta que estoy haciendo?, pido por favor que me escuchen, el inciso k) dice: “controlar el sistema de información y registro de los juicios que debe implementar Fiscalía de Estado y demás servicios jurídicos responsables”, todo ese texto está igual, el cambio sería donde dice: “de la sustanciación de juicios”, debería decir: “de su sustanciación”, si estamos refiriéndonos a los juicios, para evitar la redundancia de decir “de la sustanciación de juicios”, si estamos hablando del registro de juicios.

SR. ESQUIVEL.– Se entiende la intención de lo que dice el señor diputado Favario, pero más arriba, cuando menciona al Registro de Juicios, se refiere concretamente a los juicios que lleva Fiscalía de Estado, y cuando dice “demás servicios jurídicos responsable de la sustentación de juicios” se refiere a los que llevan estos demás servicios jurídicos. Es cierto que está repetida la palabra juicios, pero se refiere en un caso a Fiscalía y en otro a los demás servicios jurídicos, por ejemplo, la API..

SR. FAVARIO.– Está bien, señor diputado.

SR. PAGANINI.– En el inciso f) debe corregirse “unidades” por “delegaciones de auditoría interna”.

SR. PRESIDENTE (Meotto).– ¿Acepta lo planteado por el señor diputado Álvarez?

SR. PAGANINI.– No, no. Creo que como el órgano de auditoría interna evalúa los desvíos que pueden existir en función de las decisiones políticas, sirve de asesoramiento al poder político, que toma y se hace responsable de sus propias decisiones, por lo que debe continuar tal cual está sugerido en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, a requerimiento cuando tenga que intervenir. Y la Cuenta de Inversión no es de su competencia, salvo que se le requiera opinión.

SR. PRESIDENTE (Meotto).– Con la propuesta planteada por el señor diputado Favario –con excepción de la del inciso k), que queda tal cual está redactado– se va a votar el artículo 187.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 188, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la supresión en el último renglón de: “o la conducta adversa”, porque creo que con la omisión de la obligación que se impone en el párrafo anterior está debidamente aclarado. Es decir, la falta grave es la omisión de lo que se le impone, por lo que la conducta adversa me parece que ya no corresponde. La obligación es prestar colaboración; si no se presta la colaboración, hay falta grave.

SR. PRESIDENTE (Meotto).– Se va a votar el artículo 188, con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.
–
Se lee y aprueba el artículo 189, y al leerse el artículo 190, dice el
SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Señora presidenta: quiero agregar un nuevo párrafo que especifique las calidades necesarias para ser síndico. En ese sentido, propongo lo siguiente: “Para ser síndico general o síndico adjunto se requiere poseer título universitario en Ciencias Económicas o Jurídicas y diez años de antigüedad en el título”.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Señora presidenta: no dice el artículo si la Sindicatura va a permanecer indefinidamente en el tiempo, puede ser revocada o va a durar el tiempo del mandado del gobernador, como está establecido para la Fiscalía de Estado. Aparece una indefinición sobre la permanencia del síndico en el tiempo.

SR. FAVARIO.– Además, no se determina en qué categoría escalafonaria va a estar el Síndico General. En la Nación, la ley nacional lo equipara a Subsecretario de Estado. No sé aquí, repito, a qué categoría de escalafón se va a equiparar el síndico. Creo que es necesario determinarlo en la ley.

SR. PAGANINI.– El artículo 183 dice que “La Sindicatura General es un ente con autarquía administrativa para los fines de su creación, subordinado en su relación jerárquica al titular del Poder Ejecutivo”, con lo cual debo entender que nace y deja su función con la gestión del Poder Ejecutivo. De todas formas, sí puede tenerse en cuenta el tema del título profesional y la antigüedad de hasta 10 años, al final del artículo 190.

SR. FAVARIO.– Refiere al titular del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, es interpretación lo que usted hace, diputado Paganini. No me parece que sea claro.

SR. PAGANINI.– El artículo 184 dice “al titular del Poder Ejecutivo”.

SR. FAVARIO.– Insisto en que hay que determinar cuál es el término de la gestión del síndico. Si lo quiere asignar a un Poder Ejecutivo determinado, tendrá la función durante el período que el titular del Poder Ejecutivo esté a cargo del mismo.

SR. BULLRICH.– Sugiero que tenga la misma redacción que la del Fiscal de Estado establecido en la Constitución. Debe ser designado por el Poder Ejecutivo, ser nombrado por el Poder Ejecutivo, depender directamente del Gobernador y ejercer su función durante el período del Gobernador que lo ha designado y después, siguiendo la misma norma del Fiscal de Estado, tiene que ser removible, debe ser removible por juicio político; y al ser una designación del Poder Ejecutivo, sugiero que la remoción sea por causa fundada, para que el Poder Ejecutivo no se lo saque de encima cuando las cosas no cierren, sino que deba tener un motivo para sacarlo. Por causa fundada, como para decir “Bueno, lo echo por esto”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Hay una moción según las modificaciones propuestas por los diputados Cecchi, Bullrich y Favario. En primer lugar se va a votar el artículo 190, tal como se encuentra redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Si nos da uno minutos creo que vamos a poder lograr una mejor redacción, a menos que considere la mayoría que no hay que exigir una idoneidad técnico–profesional para ser Síndico General de la Provincia. Estimo que no es así. 

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Insisto, señora presidenta, que la comisión debe adoptar un criterio con respecto a qué categoría escalafonaria va a estar equiparado el síndico. Me parece que tenemos que determinarlo. 

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Propongo la siguiente modificación para el segundo párrafo del artículo 190: “Son designados y removidos por el Poder Ejecutivo y dependen directamente del Gobernador de la Provincia”.

SR. DALLA FONTANA.– Y habría que agregar: “...y tendrán el rango de Secretario de Estado”.

SR. PAGANINI.– Exactamente. Ese es el texto que estamos en condiciones de aprobar.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 190, con la modificación planteada por el diputado Paganini. 

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


¿No se va a exigir, entonces, título universitario? ¿Dónde se exige la idoneidad técnico–profesional, si no está expresado en el artículo?

SR. ÁLVAREZ (Jorge).– Pido la palabra.


Quiero llamar un poco a la cordura, porque pareciera ser que no trabajamos en las comisiones. Hemos perdido el tiempo, pareciera que esto es una sesión abierta de la reunión de la Comisión de Asuntos Constitucionales. Estamos teniendo bastante paciencia; hemos trabajado en cada una de las comisiones y hemos incorporado muchísimos aspectos que hacen al mejoramiento de este tema. 


Concretamente, si se acepta la redacción tal cual está del artículo 196 del dictamen de la Comisión de Presupuesto, la situación que está planteando el diputado Cecchi queda salvada. Nada más, señora presidenta.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– ¿Puede leerlo, diputado Álvarez?
SR. ÁLVAREZ (Jorge).–“La Sindicatura General de la Provincia estará a cargo de un funcionario denominado Síndico General de la Provincia. El Síndico General de la Provincia será asistido por un Síndico Adjunto, quien le sustituirá en caso de ausencia o impedimento. Será designado por el Poder Ejecutivo Provincial y dependerá directamente del Gobernador de la Provincia. Para ser Síndico General de la Provincia y Síndico Adjunto se requiere poseer un título universitario en Ciencias Económicas y 10 años de antigüedad en el título. Al presente cargo sólo se accede por concurso público y oposición de intereses. Para el ejercicio de sus funciones quedará sujeto a los requisitos y condiciones que sobre su idoneidad establece el artículo 258”. Ya no sería el 258...

SR. BULLRICH.– O sea, que son inamovibles.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Lo nombra el gobernador. ¡Habría sido importante que lo dijera en la comisión, señor diputado! Comparto la observación, incorpórela...

SR. BULLRICH.– Hay que terminar y sancionarlo...

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Hay tres planteos a considerar.

SR. DALLA FONTANA.– Hay que votar el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, con el agregado de que acredite idoneidad y que tiene el rango de secretario de Estado.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Usted propone que se vote el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. DALLA FONTANA.– Nuestro bloque va a votar el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, como dictamen final...

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Disculpe, señor diputado. El dictamen final es de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. El dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda es el que leyó el diputado Álvarez.

SR. DALLA FONTANA.– Vamos a votar el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Hay una cuestión que debe entenderse. El síndico es el control interno, o sea que está dentro de la administración pública. Tiene una relación personal con el gobernador, quien es el responsable político de su designación ante la sociedad. Además porque es, en última instancia, el que está protegiendo su gestión y a él mismo, no sólo está protegiendo la legalidad y el control interno, cosa que hacen también otros organismos del Estado. En consecuencia, hay que permitirle que acreditada la idoneidad, la designación del síndico corresponda a la persona idónea que el gobernador considere que va a ejercer ese cargo. No es un cargo que podría requerir un concurso. Por lo tanto nosotros agregaríamos –de lo contrario se tendría que reglamentar por el Poder Ejecutivo– lo siguiente: “Para ser designado síndico se requiere idoneidad, son designados por el Poder Ejecutivo, dependen directamente del Gobernador de la Provincia y tienen el rango de secretario de Estado”. En este caso podría decir que son designados y removidos, para quedar más tranquilo.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 190. con el agregado del señor diputado Dalla Fontana al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· Resulta aprobado.

· Se lee y aprueba el artículo 191. Al leerse el artículo 192 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo una modificación a este artículo que resulta ser una mala copia de la ley nacional. Propongo que el artículo sea el siguiente: “El síndico adjunto participa en la actividad de la Sindicatura General, sin perjuicio de las responsabilidades de determinadas funciones y cometidos que el Síndico General le atribuya, con arreglo a la naturaleza de la materia o a la importancia y particularidades del caso” Luego sigue: “El Síndico General, no obstante la delegación, conservará en todos los casos [altero el orden] la plena autoridad dentro del organismo y podrá avocarse al conocimiento y decisión de cualquiera de las cuestiones planteadas”.

SR. UGALDE.– Pido la palabra.


Propongo que el artículo 192 sea tal cual está redactado en el dictamen. Aparte voy a tomar las palabras del señor diputado Jorge Álvarez. Creo que muchas de las cosas que se están plantando aquí se debieron hacer en la comisión correspondiente, porque si no aquellos que se abocaron al tratamiento del proyecto en forma seria e hicieron sus aportes durante el largo tiempo que estuvo en tratamiento, hoy parecería ser que no tienen nada para aportar, cuando en verdad lo hicieron en el lugar que correspondía, que era la comisión.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Durante el tiempo que la comisión le dedicó al tratamiento del tema –y me refiero a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General– hicimos todos los aportes, incluso si quiere puedo utilizar el término “con horas extras” fuera de las reuniones de la comisión. Si alguna de las sugerencias que aparecen ahora no se dieron, fue porque materialmente era imposible plantearlas dentro de la comisión.


Por otro lado, señor presidente, la mayoría está en el derecho de aceptar o no las propuestas y nosotros estamos en la obligación de plantear aquellas que entendemos mejoradoras del dictamen que propuso la Comisión.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 192, tal como está redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con las modificaciones propuestas por el diputado Favario. 

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 193, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Este título VI merece especial cuestionamiento de nuestra parte.


Creemos, señora presidenta, que en virtud de las normas que van a reglamentar el funcionamiento del Tribunal de Cuentas, se está desnaturalizando lo que es la función esencial que éste tiene.


Hay que comenzar por asegurar la absoluta independencia en la designación de sus integrantes que, por otro lado, es lo que ha estado planteado a través de reiteradas notas y pedidos que llegaron a la comisión.


Tenemos que asegurar definitivamente que el Tribunal de Cuentas no sea parte del botín político del gobierno de turno que los designa, ya que si algo hay que asegurar es la independencia de sus integrantes, precisamente para asegurar los controles. No puede haber independencia si los integrantes del Tribunal de Cuentas dependen de quienes deben ser los controlados, y esto es lo que ha ocurrido hasta ahora. Por eso el fracaso estrepitoso del Tribunal de Cuentas, que no ha servido absolutamente para nada.


En una provincia donde ocurrieron hechos que nos convirtieron, en algún momento, en la capital de la corrupción argentina, el Tribunal de Cuentas ignoró todo lo que pasaba y parecería que no hemos entendido que aquí, en la medida en que aseguremos independencia del Tribunal de Cuentas, vamos a asegurar un correcto funcionamiento en el control externo de la hacienda pública, que le dé tranquilidad a los propios gobernantes.


No aceptamos, de nuestra parte, alguna injerencia desmedida que se le quiere dar a una comisión representativa de la Legislatura, que en todo caso, si se insiste, deberá ampliarse conforme la propuesta o los enunciados que hizo el señor diputado Cecchi.


No compartimos esta modificación que se quiere hacer, en el sentido de asignarle un control posterior al Tribunal de Cuentas, modificando lo que es actualmente el control preventivo que el mismo desarrolla.

Creemos que no es conveniente la privación del efecto suspensivo de las observaciones legales que actualmente tiene el Tribunal y que se van a dejar de lado. Creemos que el Tribunal tiene la obligación constitucional de hacer el control integral y no un control selectivo, como se quiere implementar ahora en la ley. El control selectivo importa que el Tribunal deje de lado, so pretexto de la selección, el control de determinados actos o hechos que nadie le podrá cuestionar que no fueron controlados, porque se hizo la selección, y esos actos o hechos se podrá alegar después que quedaron al margen de la selección.


El Tribunal debe controlar todo y el control debe ser integral y no parcial; además, señora presidenta, entre algunas cuestiones que vamos a considerar en el tratamiento pormenorizado de este título, que hace al sistema de control externo, nos preocupa lo estipulado en el artículo 226, en tanto no podemos aceptar la exención de responsabilidad para quienes no rinden cuentas, o porque el propio Tribunal no se expide en determinadas cuentas. Nos parece que es realmente peligroso e importa eludir las obligaciones que la Constitución le impone al propio Tribunal.


Formuladas estas consideraciones en torno a este título que reglamenta la organización y funcionamiento del Tribunal de Cuentas, vamos a formular consideraciones en particular, que desde ya voy a hacer para el artículo 193, que es el primero del título que está en consideración.


Reiteramos, nos oponemos a que se incluya esto del control posterior, porque si la Constitución dice “aprobar o desechar la inversión”, no se puede desechar la inversión que ya se hizo antes. Es indudable que la propia Constitución determina el control preventivo de los hechos o de los actos que hay que controlar. Lo que pasa es que acá se tomó el antecedente de la ley nacional, y la ley nacional en esta materia no es aplicable a la Provincia de Santa Fe, porque acá el Tribunal de Cuentas está creado por la Constitución, y la ley que reglamenta su funcionamiento debe ajustarse a los cánones que establece la propia Constitución. Y conforme surge del propio debate de la Convención Constituyente, cuando se trató el artículo 81, es innegable que el control es previo. 


Esto es lo que ocurrió siempre y ahora se lo quiere transformar en posterior. Nos parece realmente peligroso. Si el control de legalidad se hace conforme está establecido ahora, indudablemente se le van a evitar muchos perjuicios al Estado. Por consiguiente, propongo la supresión del término “posterior”.


Respecto de la segunda parte del artículo 193, por supuesto que compartimos su redacción; lo que lamentamos, y lo dijimos en el debate, es que lo que se dice en el artículo 193, segunda parte, no se haya tenido en cuenta en otras disposiciones legales que niegan –o que negaron, porque ya fueron aprobadas– lo que se está diciendo en el artículo 193.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 193, conforme su redacción por la comisión.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 194 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Tal cual lo dije, entendemos que es necesario establecer un mecanismo de concursos y de selección de los integrantes del Tribunal de Cuentas. No asegura la independencia ni el debido funcionamiento del Tribunal la designación de los amigos, compañeros o correligionarios del gobernador que los designa. No asegura la independencia, valga el juego de palabras, la dependencia que se tiene para con quien efectúa el nombramiento. 

Creemos que era conveniente y hubiese enriquecido la ley, establecer otros mecanismos de selección, análogos, tal vez, a lo que es el Consejo de la Magistratura, con participación de los colegios profesionales o de las universidades. Creemos que era necesario establecer mayores exigencias en los requisitos para desempeñarse en cargos de tan alta responsabilidad. Y si bien hemos superado –conforme lo dijimos en nuestra exposición en general– lo que es esta falsa antinomia entre las corporaciones que se disputan ocupar espacios de poder en el Tribunal de Cuentas, me parece inconveniente la redacción que, en definitiva, ha tenido el segundo párrafo del artículo 194, cuando dice “Deberán poseer título universitario en el área de Ciencias Económicas o Derecho expedido por Universidad Nacional o privada reconocida por el Estado.” Creo que en el caso del título universitario en Derecho hay que hacer referencia concreta a los abogados.

SRA. MIGNO.– Dice “contador público o abogado”.

SR. FAVARIO.– Si se corrigió, en buena hora. Como estoy trabajando sobre un dictamen que se me dijo había tenido determinadas reformas y este artículo no estaba reformado, por eso incurro en el error, pero celebro que se haya hecho la corrección. 

En consecuencia, creemos que en el artículo 194 hay que establecer un mecanismo que asegure la verdadera independencia, el concurso de oposición, porque es lo que, en definitiva, hay que establecer en la ley. Y no la designación de funcionarios políticos, ni que los integrantes del Tribunal de Cuentas dependan exclusivamente de la voluntad del gobernador. Nada más, señora presidenta. 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– ¿Terminó, señor diputado Favario?

SR. FAVARIO.– Sí.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 194, tal como está redactado en el dictamen de comisión. Los que voten por la negativa lo harán por la propuesta del diputado Favario.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 195 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Yo no sé cuál es el motivo por el cual la retribución de los integrantes del Tribunal de Cuentas se sigue manteniendo tal como está actualmente, es decir, con un enganche con los sueldos del Poder Judicial. Me parece que es total y absolutamente inconveniente. La retribución, en todo caso, habría que asimilarla a algún cargo de la Provincia o de la administración central, pero no del Poder Judicial. No existe razón alguna para que en un cargo de estas características se establezcan sueldos similares a los de los integrantes del Poder Judicial. 

Por lo tanto, propongo la modificación del artículo 195 en lo que hace al equivalente que ahora se establece con el vocal de la Cámara de Apelaciones del Poder Judicial Provincial. Deberá tomarse un cargo del Gobierno de la Provincia –sea ministro, subsecretario o con quien sea que se equipare–, pero no equipararlo a un sueldo del Poder Judicial, que no tiene absolutamente nada que ver con lo que estamos legislando. 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– ¿Culminó, diputado Favario?
SR. FAVARIO.– Sí.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Hay una propuesta del diputado Favario para la modificación del artículo 195. En primer lugar, se va a votar según el texto del dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 196 dice la:

SRA. MIGNO.– Pido la palabra.


Queremos incorporar un inciso en este artículo referido a quiénes no pueden ser vocales del Tribunal de Cuentas. Sería el inciso e), que quedaría redactado de la siguiente forma: “Los que cumplieron funciones en el Poder Ejecutivo durante los años no verificados”.

SR. FAVARIO.– Habría que agregar “durante el Gobierno anterior”.

SRA. MIGNO.– Y bueno, se incluiría a todos los que cumplieron funciones. 

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


En el inciso c) dice “los condenados dentro o fuera de la Provincia”, quiero aclarar que los condenados lo son en todo el país. Es una redundancia.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Existen dos textos, el de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y el propuesto por la señora diputada Migno. Se va a votar, en primer lugar, el artículo de acuerdo con la redacción del dictamen de comisión.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 197 dice el:

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Solicito que luego de “Código Procesal Civil y Comercial” se agregue “de la Provincia de Santa Fe”, al final del artículo.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 197, con el agregado propuesto por el señor diputado Dalla Fontana.

· Resulta aprobado.

· Se lee y aprueba el artículo 198. Al leerse el artículo 199 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Consideramos que la Comisión ha incurrido en una omisión cuando dice que el Tribunal de Cuentas contará con un mínimo de dos controladores fiscales. Creemos que debe, de alguna manera, garantizarse que todos los designados lo serán por concurso de antecedentes y oposición, conforme a lo que está establecido en el artículo 248, de lo contrario nos encontramos con el hecho verdaderamente insólito de que los controlados acceden por concurso y los controladores no. Actualmente deben incorporarse por concurso. Creo que ha sido una omisión involuntaria que puede subsanarse en el primer párrafo del artículo 199, a los fines de asegurar los ingresos por concurso.

SR. DALLA FONTANA.– Los cargos a cubrir se accederán por concurso de oposición y antecedentes, como está en el artículo 248. Cuando se refiere a este tema, lo hace a todos los empleados. Se puede agregar al final del primer párrafo “Se accederán a ellos por concurso de oposición y antecedentes”.

SRA. MIGNO.– Pido la palabra.


Simplemente quiero saber si no se va a limitar la cantidad de miembros integrantes del cuerpo de asesores contables y jurídicos y los auditores.

SR. DALLA FONTANA.– En otro artículo está. No dice exactamente en cuánto, pero se establece el procedimiento, ya que la Legislatura debe aprobar la planta de personal.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


El artículo 199 parece que establece una escala jerárquica, donde el más importante de los funcionarios sería el Controlador Fiscal General, y después va descendiendo la escala de jerarquías a controlador fiscal, a asesor contable. etc. ¿no es así, diputado Dalla Fontana?

SR. DALLA FONTANA.– Sí así es, señor diputado Favario.

SR. FAVARIO.– .Entonces me parece que para ser asesor contable o jurídico –que es un cargo inferior en la escala, con relación al de controlador fiscal general o controlador fiscal– hay que ser contador público nacional o abogado; lo mismo sucede para el secretario de sala, y con más razón debe ser contador o abogado el controlador fiscal general y el controlador fiscal, porque ahí sí podría darse la situación que se planteaba anteriormente, de que un procurador ocupe el cargo y que para un cargo inferior se exija el título de abogado.

SR. DALLA FONTANA.– En todo caso habría que cambiar “título universitario en Ciencias Económicas” por “título de contador o de abogado”, y lo mismo sucede con el caso siguiente. 

SR. FAVARIO.– Así es, señor diputado.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 199, con la propuesta del señor diputado Dalla Fontana.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueba sin observación el artículo 200

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Señora presidenta: tenemos objeciones en la mayoría de los artículos de la ley, le pido que por favor nos tenga en cuenta.


En el artículo 200 hay una omisión.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– El artículo ya fue votado, señor diputado Favario.

SR. FAVARIO.– Considero que hay una omisión, por lo que si es necesario voy a pedir la rectificación de la votación.


El artículo 200, en su primer párrafo dice: ”Cuando no exista unanimidad, los vocales dejar constancia” y debe decir “los vocales deben dejar constancia”.


Con respecto al segundo párrafo, nosotros no compartimos este régimen de subrogancias para los integrantes del Tribunal de Cuentas, por lo tanto propondríamos, si hay asentimiento, una modificación.

SR. UGALDE.– Pido la palabra.


La primera propuesta que hizo el diputado Favario de “deben dejar constancia”, seguramente sí la aceptamos, porque debe haber habido un error en la transcripción de la copia original. Con respecto al resto, mantenemos la redacción que hemos votado.

SR. FAVARIO.– Lo que no entendemos es que un cargo inferior puede llegar a ocupar el cargo de integrante del Tribunal de Cuentas, en virtud de la subrogancia.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Aunque sea por la modificación planteada, diputado Ugalde, corresponde poner a reconsideración el artículo, porque ya fue votado.


Está a reconsideración el artículo, con la propuesta del señor diputado Favario, en relación al agregado en el primer párrafo, aceptado por el señor diputado Ugalde, quedando el resto del artículo tal cual está en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 201, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Creemos que el inciso b) no es procedente, porque hace a la negativa de la autonomía funcional que se le otorga al Tribunal de Cuentas, en tanto el propio Tribunal de Cuentas debe proponerle a esta comisión parlamentaria mixta de control externo las modificaciones sobre la estructura orgánica y el funcionamiento del reglamento interno, ¿cuál es la autonomía que tiene, entonces? Es decir, los que deben ser auditados van a tener una suerte de control sobre el Tribunal. No lo compartimos. Proponemos una modificación en ese sentido.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– ¿Propone, concretamente, modificar del inciso b) o suprimirlo, señor diputado Favario?

SR. FAVARIO.– Propongo la supresión.

SR DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Vamos a suprimir en el primer párrafo después de “... acuerdo plenario, convocado por su presidente, por sí o por pedido de otro vocal...”, porque este párrafo está en el artículo 198, inciso b), que dice: “...el presidente convoca a la reunión plenaria y acuerdos extraordinarios, cuando a su juicio fuere necesario, o a pedido de otro vocal”, es decir que allí es redundante.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Señor diputado Dalla Fontana, ¿nos puede aclarar qué es lo que dice, específicamente, con respecto a este párrafo planteado por el diputado Favario?

SR DALLA FONTANA.– Para nosotros queda el artículo como está, excepto el párrafo uno, ya que donde dice “...el Tribunal de Cuentas se reúne en acuerdo plenario, a efectos de...”, se suprime “convocados por su presidente, por sí o a pedido de otro vocal”, porque este párrafo figura textualmente en un artículo anterior.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).–Se va a votar el artículo 201, con la modificación planteada por el señor diputado Dalla Fontana.

–
Resulta aprobado.
SR. FAVARIO.– Quiero una explicación sobre este artículo 201.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Discúlpeme, señor diputado Favario, pero este artículo ya fue votado. Yo puse a consideración del Cuerpo la modificación planteada por el diputado Dalla Fontana.

SR. FAVARIO.– Está bien, ya fue votado. Le solicito que de ahora en adelante, por favor, no vaya con tanto apresuramiento, porque como ya dije, tenemos que hacer numerosas propuestas.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Señor diputado Favario, discúlpeme, pero creo que hemos tenido desde la Presidencia todas las consideraciones que usted necesitó para hacer todos los planteos, si no fíjese en la versión taquigráfica y podrá comprobar que todas las veces que usted solicitó la palabra se la hemos concedido.


Se va a votar el artículo 202.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 203, dice el:
SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la supresión del término “posterior” en el inciso 2), en lo que hace al control externo, al comienzo del artículo.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).–Se va a votar el artículo 203, conforme el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 204, dice el:
SRA. MIGNO.– Pido la palabra.


Simplemente para que quede mejor redactado, sugiero que en lugar de “...tiene las siguientes atribuciones...” diga “funciones”

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la supresión de “la intervención de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo”, en el comienzo del artículo 204. Importa, reitero, una restricción a la autonomía del Tribunal. Lo mismo en lo que hace a la mención de la Comisión Parlamentaria Mixta en el inciso m). Nos parece peligrosa la disposición del inciso o), donde se concede la facultad de contratar a profesionales independientes, de auditoría o consultores externos privados. Creo que debería ajustarse mucho más la redacción, para que sólo sea en situaciones excepcionalísimas. En el inciso q), propongo la supresión del término “posterior”. En el inciso r) propongo la supresión de los términos “sin necesidad de autorización judicial” porque es una redundancia, en tanto al “constituirse en cualquier organismo sujeto a su control” no es necesario decir “sin necesidad de autorización judicial”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Hay dos mociones. Se va a votar, en primer lugar, la planteada por los diputados Migno y Dalla Fontana, con respecto al dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. FAVARIO.– ¿Puede repetir la moción de la señora diputada Migno?

SRA. MIGNO.– Donde dice “atribuciones” yo había propuesto que diga “funciones”, pero me explicó el diputado Dalla Fontana que algunas son “atribuciones”. Por lo tanto, quedarían las dos palabras: “funciones” y “atribuciones”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 204, según la moción de los diputados Migno y Dalla Fontana.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 205 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo la supresión de la participación de la Comisión Parlamentaria Mixta prevista en el inciso e). Proponemos la supresión del inciso b) en lo que hace a las modificaciones y reajustes del presupuesto de las jurisdicciones, que deben comunicarse al Poder Ejecutivo. Creo que esas modificaciones, tal cual lo hemos dicho, deben ser aprobadas por el Poder Legislativo y no simplemente comunicadas al Poder Ejecutivo.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 205. Los que voten por la afirmativa lo harán por la aprobación del texto, tal como se encuentra redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General; los que voten por la negativa, lo harán por el texto modificado, según lo propuesto por el diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 206 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Donde dice “Artículo 203, inciso 1)”, creo que hay una referencia equivocada. Debe decir “Artículo 203, inciso 2)”. 


Proponemos también la supresión del término “posterior”, de acuerdo con lo que hemos dicho anteriormente, porque nos oponemos, tal cual lo adelantamos, a este criterio selectivo. Debe ser integral, por eso hay destacados controladores fiscales en todas las reparticiones. No se justifica que haya un control selectivo cuando hay controladores fiscales asignados, precisamente, para hacer un control integral. 


En otra parte del artículo dice: “Dicho control será realizado selectivamente, en función de la significación económica de los actos u otros criterios, a juicio del Tribunal...” Consideramos que no se puede delegar como para que se siga interpretando que cuantos menos controles haya es mejor, porque no otra cosa significa fijar criterios selectivos, por un lado, reemplazando el control integral y, por otro lado, dejar librado el control a la interpretación que se haga, según la aplicación de otros criterios.


Es equívoco, a nuestro entender, decir “sin perjuicio de la facultad de control integral”, tal cual lo establece el mismo párrafo. El hecho de hacer el control integral no se trata de una facultad que le va a dar la ley, sino de una obligación que surge de la interpretación de la propia Constitución. 


Y con respecto al penúltimo párrafo, donde dice “El Tribunal podrá requerir los antecedentes de aquellos –aquí creo que falta una palabra– que resuelva analizar, según los criterios de selectividad que haya establecido”, se debería reemplazar “resuelva” por “deba” y suprimir “según los criterios de selectividad que haya establecido”, conforme lo dijimos anteriormente, en razón de nuestra oposición. 

Y en el último párrafo, “La no comunicación de los decisorios y/o de los antecedentes cuando fueran requeridos...”, proponemos modificarlo de la siguiente manera: “La no comunicación de los decisorios y/o antecedentes cuando estos últimos fueran requeridos...”, y continuaría tal como está. 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– ¿Terminó, diputado Favario?

SR. FAVARIO.– Sí.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 206. Los diputados que voten por la afirmativa lo harán por la aprobación del artículo tal como está redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, y los que voten por la negativa lo harán por la propuesta del diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Se leen y aprueban sin observación los artículos 207 al 209 y al leerse el artículo 210 dice el:
SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Proponemos que en el párrafo que figura inmediatamente después de los incisos a), b) y c), donde dice “Dentro de los quince días de haber tomado conocimiento de la observación legal, la autoridad que emitió el acto objetado o una superior a ésta con facultad de avocación, puede disponer su revocación o saneamiento del vicio si ello fuera posible”, se reemplace la última parte por “...debe disponer su revocación o saneamiento del vicio si ello fuera posible”. En el párrafo siguiente debe decir: “El titular del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial deberá suspender el acto…”. Y en el párrafo siguiente propongo que se suprima “por las vulneraciones por si”.


Quiero advertir a los miembros de la Comisión que el último párrafo que estamos proponiendo modificar dispone la responsabilidad del titular del poder, si el acto no es suspendido. Dado que los ministros, los jueces de la Corte y los legisladores gozan de protección constitucional, el control de legalidad, tal cual está redactado, queda absolutamente politizado, por lo cual nos parece inconveniente. De allí la reforma que proponemos.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 210, de acuerdo con el texto original.

· Resulta aprobado.

· Se lee y aprueba el artículo 211. Al leerse el artículo 212 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Cuando dice, en el último párrafo, “Los artículos 2 y siguientes…” debe decir “Los artículos 227 y siguientes …”.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo, con la corrección propuesta por el señor diputado Favario.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 213 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Este artículo fija en 90 días el plazo máximo para que el Tribunal de Cuentas se avoque al control de legalidad y de acuerdo al artículo 209 –que recién fue aprobado– tiene que expedirse dentro de los 30 días. Si tiene 30 días para expedirse, no puede tener 90 días para avocarse. Merece una corrección.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 213, de acuerdo al dictamen de comisión.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 214 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Se vuelve a repetir la sección segunda, lo que ya estaba anunciado cuando se trató el artículo 213. Por lo tanto, me parece que hay que corregirlo, y si no déjenlo así.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Señor diputado Favario, ¿usted se refiere específicamente al título Sección II, no al contenido del enunciado?

SR. FAVARIO.– El título de la Sección II: Competencia, atribuciones y deberes, comienza en el artículo 203; y en el comienzo del artículo 214 también se repite Sección II ; considero que eso no puede repetirse.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Sí, tomando lo planteado por el diputado Favario debería ser Sección IV.


Se pone a consideración lo planteado por el diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueba sin observación el artículo 214

–
Al leerse el artículo 215, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En el artículo 215 planteo una pregunta. De acuerdo a este artículo se va a modificar el régimen de rendición de subsidios que hace la propia Cámara, es decir que por sumas pequeñas se va a tener que rendir cuenta, a no ser que se quiera decir otra cosa y se corrija el artículo. De lo contrario, hasta las becas que les damos a los chicos, en algunos casos, van a tener que ser rendidas. Por lo que creo merece una modificación.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 215, tal cual está redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 216, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


En este artículo creo que deberían excluirse casos de depositario judicial, interventor, etc., ya que en estos casos su desempeño está controlado por la autoridad judicial.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– ¿Está concluido su planteo, diputado Favario? 

SR. FAVARIO.– Manifesté una inquietud, en el sentido de que esto debe ser modificado; si lo quieren modificar lo modifican y si no, lo votan como está.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 216, tal como está en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueban sin observaciones los artículos 217 y 218

–
Al leerse el artículo 219, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Creemos que el segundo párrafo del artículo 219 debe ser desdoblado y debe incorporarse como una disposición transitoria.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 219, tal como está redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
Al leerse el artículo 220, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Proponemos un agregado para el artículo 220, después de donde dice : “si encuentra defectos que den lugar a reparos” hay que agregar “o comprobare omisión de la rendición”. La propuesta tiene relación con el artículo 223, de ahí la modificación sugerida.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 220, tal cual está redactado en el dictamen original.

–
Resulta aprobado.

–
Se leen y aprueban sin observación los artículos 221 a 223. Al leerse el artículo 224, dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Creo que se debe alterar el orden de los incisos; el b) debe pasar a c) y el c) debe pasar a ser b), por cuanto la resolución aprobatoria es el inciso a), la interlocutoria el inciso b) y la condenatoria en el c).

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 224, con las modificaciones planteadas por el señor diputado Favario.

–
Resulta aprobado.

–
Se lee y aprueba el artículo 225. Al leerse el artículo 226, dice el: 

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Recogiendo la inquietud formulada por el Tribunal de Cuentas en una presentación incorporada al expediente, vamos a oponernos a la segunda parte del artículo, donde dice: “...transcurrido el plazo estipulado en el presente artículo sin que el Tribunal de Cuentas se haya pronunciado sobre una rendición de cuentas, cesa la responsabilidad de los obligados...”. Esto no tiene justificativo alguno, es decir, que se puede haber cometido la más tremenda de las irregularidades y la omisión del Tribunal de Cuentas salva al que cometió la irregularidad o, eventualmente, al que cometió un delito. Proponemos, lisa y llanamente, la supresión de este segundo párrafo.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 226, tal cual está redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

SR FAVARIO.– Convalidan hasta los delitos...

SR. UGALDE.– Pido la palabra.


Aunque sean las 3 y 30 de la mañana y estemos todos cansados, no vamos a aceptar que se nos falte el respeto.

SR. FAVARIO.– Creo que de nuestras manifestaciones no surge una falta de respeto para nadie. Estamos diciendo, concretamente, que el segundo párrafo del artículo 226 importa, a través de la omisión en el cumplimiento de las obligaciones, por parte del Tribunal de Cuentas, la liberación para quien eventualmente haya cometido irregularidades o delitos. 

Nos parece que estamos haciendo una observación atinada y, sin embargo, sin contestársenos nada para demostrar que estamos equivocados, directamente se vota. 

Me parece que constituye un craso error el hecho de consagrar una norma que posibilite precisamente esto que estamos denunciando.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


No lo deseo, pero en este caso vamos a contestar, porque no puede quedar la impresión de que no contestamos porque no sabemos qué decir. No contestábamos porque el texto del artículo está claro y hay una confusión en el diputado Favario, con respecto a las observaciones legales, tema que ya pasó, y a las rendiciones de cuentas que estamos tratando ahora. Esta ley es muy cuidadosa en cuanto a las rendiciones de cuentas, ya que ordena todo el procedimiento, porque hay muchas contradicciones legales que han sido resueltas por el Tribunal de Cuentas, a través de reglamentaciones propias, y está destinada a que todas las cuentas se consideren y se juzguen en el ejercicio. Todas. Ése es el objetivo de este capítulo y, en general, de todo lo que tiene que ver con las rendiciones de cuentas. Tiene que haber una norma que el Tribunal de Cuentas establezca para que los controladores y todos los empleados públicos sepan de qué manera tienen que presentar las cuentas, en qué momento tienen que presentarlas, cómo, cuáles son los comprobantes que se admiten, etcétera, una fundamentación completa. Que hoy existe, pero que va a tener que ser modernizada para que se pueda hacer un pre juicio, una pre evaluación por parte de un miembro del Tribunal de Cuentas. Todo el procedimiento que venimos leyendo, lo consideramos para que si está bien se eleve y se apruebe, y si hay algún problema, entonces se indique para que intervenga la Sala del Tribunal.


Entonces, el Tribunal de Cuentas tiene que concluir ese procedimiento, porque es lo que le dice la ley, en un ejercicio. Eso es lo normal. Es más, cuando haga la memoria de su gestión, que va a tener que enviar a la Legislatura, nos tendrá que indicar qué cantidad de juicios de cuentas ha realizado, deberán figurar todos, y si por casualidad le queda alguno, el artículo establece: “Si quedaran rendiciones de cuentas correspondientes a un período sin que haya recibido su aprobación o su rechazo, sólo por causa debidamente fundada el Tribunal podrá expedirse sobre la misma bajo presentación del Poder Ejecutivo hasta el ejercicio siguiente.” Es decir, va a tener que fundar el mismo, por qué no lo hizo y decir que lo va a hacer hasta la presentación de las cuentas del ejercicio siguiente. Se supone que éstas van a ser realmente pocas, tendría que ser ninguna, pero seguramente puede haber alguna. Pero no es una cuestión de que las cuentas van a quedar allí y no se van a tratar porque se va a dejar pasar el tiempo; si se deja pasar el tiempo, cuando venga la memoria del Tribunal de Cuentas a la Legislatura, estarán allí las cuenta que no se hayan resuelto. Es decir, que lo que se busca acá es todo lo contrario, es que las cuentas se auditen, se juzguen y se obtenga un pronunciamiento. Y el mecanismo es tan estricto que el Tribunal de Cuentas, si no lo puede hacer en un año, tiene que dar justificaciones de por qué lo va a hacer el año siguiente. Está totalmente claro que lo va a tener que hacer el año siguiente, porque el tema de que transcurrido el plazo cesa la responsabilidad de los obligados hace recaer la responsabilidad, si hubiere alguna, sobre los propios miembros del Tribunal de Cuentas que no han cumplido con la obligación que la ley les dio.


En consecuencia, creo que este mecanismo va a mejorar sustancialmente el tema de las rendiciones de cuentas, tanto porque establece un procedimiento bien claro y moderno para que todos los empleados y funcionarios sepan cómo se rinden cuentas, como porque le establece al Tribunal en materia de rendición de cuentas, que cuando ha habido fondos que deben rendirse, es una responsabilidad prioritaria del Tribunal de Cuentas que debe ser ejercida en el ejercicio y sólo como excepción en el ejercicio siguiente.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Creo que las manifestaciones del señor diputado Dalla Fontana han sido el más formidable alegato a favor de lo que nosotros estamos sustentando. Si es tal cual él lo dice, ¿qué inconveniente hay en suprimir este último párrafo?, si lo que nosotros queremos es, precisamente, que se evite que en virtud de la omisión del Tribunal de Cuentas, por parte de éste se libere la responsabilidad de los obligados. De acuerdo con lo que dijo el señor diputado Dalla Fontana, con mucha más claridad y precisión que nosotros, corresponde suprimir el párrafo que vuelvo a leer: “Transcurrido el plazo estipulado en el presente artículo sin que el Tribunal de Cuentas se haya pronunciado sobre una rendición de cuentas, cesa la responsabilidad de los obligados”. 

Un jubileo, me apunta el diputado Bullrich. Para ser coherente con lo que dijo, el diputado Dalla Fontana tiene que apoyar la propuesta que hacemos de suprimir el párrafo.

SR. UGALDE.– Ya se ha votado el artículo, señora presidenta.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– No se va a reconsiderar, diputado Favario.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 227.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 228 dice el:

SR. CECCHI.– Pido la palabra.


Habría que rectificar aquí el Título IV.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Sí, diputado Cecchi, quédese tranquilo, por Secretaría se están haciendo las correcciones, desde que así lo solicitó el diputado Favario.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 229.

· Resulta aprobado.

· Se leen y aprueban sin observación los artículos 230 al 238 y al leerse el artículo 239 dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Propongo una modificación en la redacción, en el sentido de que donde dice “...el que deberá interponerse...” se agregue inmediatamente después “...debidamente fundamentado...”, y después continúa con la misma redacción, es decir que quedaría: “...el que deberá interponerse debidamente fundamentado dentro de los diez días de notificada la resolución impugnada.” Punto final. Creemos que estamos diciendo lo mismo, pero con mayor claridad y precisión. Nada más.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 239. Quienes voten por la afirmativa, lo harán por el artículo tal como está redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. 

· Resulta aprobado.

· Se leen y aprueban sin observación los artículos 240 al 242. Al leerse el artículo 243 del Capítulo III dice el:

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Quiero que me informe, señora presidenta, si en algún momento legislaron sobre el Capítulo II o a mí se me pasó por alto, porque la verdad es que en el apuro no lo vi. O será que quizás no figura en mi dictamen el Capítulo II. 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría, diputado Favario, se toma nota de lo que usted plantea, y como se están modificando las secciones, también se tomará en cuenta la modificación de los capítulos.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 243.

· Resulta aprobado.

· Al leerse el artículo 244 dice el:

SR.CECCHI.– Pido la palabra.


Esto ya lo dijimos, no tiene ningún sentido que el oficialismo se haga su propio control de cuentas, habida cuenta de la forma de elección del Tribunal de Cuentas y de las limitaciones que a partir de la sanción de esta ley se generan. De manera tal que nosotros vamos a proponer la siguiente redacción para este artículo: “El control de la gestión del Tribunal de Cuentas será ejercido por el Poder Legislativo a través de una Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo que se constituirá con cinco diputados y cinco senadores, con representación de las minorías”. Como primer párrafo del artículo 244.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– ¿Terminó, diputado Cecchi?

SR.CECCHI.– Sí, señora presidenta.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 244. Quienes estén por la afirmativa votan el artículo, según la redacción del dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, y quienes lo hagan por la negativa, según la propuesta del diputado Cecchi.

SR.PAGANINI.– Pido la palabra.


En el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General sugiero modificar el primer párrafo, donde dice: “El control de gestión del Tribunal de Cuentas será ejercido por el Poder Legislativo a través de una Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo que se constituirá con tres diputados y tres senadores.” Punto y aparte, en virtud de que en la última parte del segundo párrafo se hace referencia al doble voto del presidente en caso de empate. 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En la última corrección de la fe de errata ya consta lo que usted está planteando, señor diputado Paganini. 

SR.PAGANINI.– Está bien, perdón, entonces.

SR.CECCHI.– ¿O sea que no se recepciona nuestra propuesta, en el sentido de que se tenga participación en esta comisión de control?

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 244, de acuerdo con el texto incluido en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con la modificación propuesta por el señor diputado Paganini.

· Resulta aprobado.

· Se leen y aprueban los artículos 245, 246 y 247. Al leerse el artículo 248, dice el:

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


En el primer punto dice “poseer título universitario en la disciplina que corresponda a la naturaleza de sus funciones”, yo le agregaría “de acuerdo con la incumbencia establecida por la universidad otorgante.”

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 248, con el agregado propuesto por el señor diputado Bullrich.

· Resulta aprobado.

· Se leen y aprueban los artículos 249 al 254. Al leerse el artículo 255, dice el:

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


Quiero dejar sentado el voto negativo de mi bloque a este artículo, por las razones vertidas en el tratamiento en general del proyecto.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 255.

· Resulta aprobado.

· Se leen y aprueban los artículos 256 y 257. Al leerse el artículo 258, dice el:

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Pido la palabra.


Atento a lo planteado en su momento con respecto a la Ley Complementaria de Presupuesto, considero atinado incluir “y la Ley 11.877”, que es la Ley Complementaria de Presupuesto vigente. Cuando entre en vigencia esta ley, queda derogada también esa ley complementaria vigente.

SR. PAGANINI.– Tiene mi palabra, señor diputado. Está la versión taquigráfica.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Lo escrito, escrito está, señor diputado.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 258, con la modificación propuesta por el señor diputado Álvarez.

· Resulta aprobado.

· Se lee y aprueba el artículo 259. Al leerse el artículo 260, dice el:

SR. PAGANINI.– Este artículo hace referencia –como todos vemos– al déficit del ejercicio y a la posibilidad de limitarlo, en función de lo que fue el acuerdo celebrado entre la Nación y las provincias en forma progresiva hasta el año 2003, en principio, luego modificado hasta el año 2005 y luego hasta el año 2003, nuevamente. Hoy nos encontramos con que debemos orientarnos al déficit cero. Por lo tanto, sugiero se deje sin efecto este artículo, en función de que los objetivos en los que aparentemente las provincias están involucradas de ahora en más serán de una austeridad mucho mayor a la planteada en el presente. Por lo tanto, este artículo ha perdido vigencia. Aconsejo a mis pares me acompañen para dejar sin efecto este artículo que en su oportunidad se tuvo en cuenta.

SR. ÁLVAREZ, Jorge.– Me permito discrepar totalmente con lo planteado por el señor diputado Paganini. Lejos de perder, ha recobrado vigencia, por lo cual se debería votar el artículo tal cual está.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Existen dos propuestas a considerar. Una la planteada por el señor diputado Paganini, de eliminar el artículo 260, y la otra, la del señor diputado Álvarez, de dejar el artículo tal como está redactado.


Se va a votar, en primer lugar, la moción del señor diputado Paganini, en el sentido de suprimir el artículo.

· Resulta afirmativa.

· Se aprueba sin observación el artículo 261.

SR. FAVARIO.– Pido la palabra.


Señora presidenta: cuando se trató el artículo 253 no advertí si se corrigió, porque quiero saber qué título lleva este Capítulo.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Fuimos corrigiendo correlativamente y está tomado por Secretaría cada uno de los artículos, señor diputado.

SR. FAVARIO.– Por eso pregunto, qué Capítulo.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Disposiciones Transitorias lleva el Título VIII.

SR. FAVARIO.– Bueno, como se incorporó a último momento el artículo 262, según información por alguna gestión extrapoder, no vamos a hacer ninguna oposición al artículo, pero me parece que al menos debe incorporarse sistemáticamente en el lugar que corresponde dentro de la ley y no como una disposición transitoria. Es una disposición de carácter permanente y no transitoria, por lo tanto hacemos simplemente la sugerencia, para que en aras de la buena técnica parlamentaria se agregue el artículo donde corresponde, nada más.

SR. DALLA FONTANA.– Pido la palabra.


Solicito que se faculte a la Secretaría a volver a enumerar y el artículo 262 vaya en el Capítulo Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes. A partir de allí, que se incorpore en su Capítulo y se renumeren los artículos siguientes. Esta es una facultad que se le puede delegar a la Secretaría.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Se va a votar el artículo 262, con la propuesta formulada por el diputado Dalla Fontana.

–
Resulta aprobado, siendo el artículo 263 de forma.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consecuencia, queda aprobado en general y en particular y pasa al Senado, con el siguiente texto:

 EÍ "lLey Orgánica de Administración y Control"  

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE SANTA FE

SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

LEY DE ADMINISTRACIÓN, EFICIENCIA Y CONTROL DEL ESTADO

TITULO I: 

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º.– La presente ley rige los actos, hechos y operaciones relacionados con la administración y control de la hacienda del sector público provincial no financiero.

Artículo 2º.– La administración de la hacienda pública comprende el conjunto de sistemas, órganos, normas y procedimientos que hacen posible la coordinación de recursos humanos, financieros y bienes económicos aplicados al cumplimiento de los objetivos del Estado.

Artículo 3º.– El control en el sector público provincial no financiero comprende la supervisión integral de las operaciones de gestión administrativa de las que deriven transformaciones o variaciones cuantitativas o cualitativas en la hacienda pública y el régimen de responsabilidad de los funcionarios.

Artículo 4º.– Comprende el sector público provincial no financiero:

A – ADMINISTRACIÓN PROVINCIAL

1. PODER EJECUTIVO

I. Centralizado

a) Ministerios.

b) Fiscalía de Estado

c) Secretarías de Estado

II. Descentralizado

a) Organismos esencialmente erogativos

I) Seguridad Social

– Salud

– Previsión Social.

II) Servicios y Obras Públicas

III) Otros organismos

b) Organismos esencialmente recaudadores

c) Entes reguladores de organismos y servicios privatizados y entes de control

2. PODER LEGISLATIVO

I. Centralizado

II. Descentralizado

III.
Tribunal de Cuentas

3. PODER JUDICIAL

B. EMPRESAS Y OTROS ENTES PÚBLICOS

1. Empresas públicas

a) Con administración provincial

b) Concesionadas

2. Sociedades anónimas con participación estatal

3. Sociedades anónimas del Estado

a) Participación mayoritaria del capital

b) Participación mayoritaria de la voluntad societaria

4. Sociedades de economía mixta

5. Sociedades del Estado

6. Entes interestatales e interjurisdiccionales.

7. Empresas y entes residuales.

8. Otros entes estatales


El Poder Ejecutivo aprobará un clasificador presupuestario institucional que podrá tener variaciones en la medida que responda globalmente a la apertura aquí enunciada siendo de aplicación obligatoria los conceptos incluidos como “Administración Provincial” y “Empresas y otros entes públicos” y en tanto permita individualizar cada jurisdicción y organismos a los efectos de aplicarle la clasificación antes expuesta.

En el contexto de esta ley se entiende por poder a los poderes enumerados en los Artículos 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial; por jurisdicción a los Ministerios, Secretarías de Estado, Fiscalía de Estado, Defensoría del Pueblo; Tribunal de Cuentas, y por ente u organismo a toda organización pública con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Queda reservada a la Legislatura la decisión de descentralizar el sector público provincial, cuando el organismo a crear deba adquirir el carácter de ente según los términos de esta ley.

Artículo 5º.– Esta ley es aplicable a todos los poderes, jurisdicciones y entes citados en el artículo anterior componentes del sector público provincial no financiero.

Para las empresas y otros entes públicos esta ley es aplicable en lo que específicamente a ella se refiere y en forma supletoria, en tanto sus leyes orgánicas o estatutos no prevean expresamente otras disposiciones, salvo que el Tesoro deba prestar asistencia financiera, en cuyo caso queda facultado el Poder Ejecutivo a adoptar controles adicionales.

Para las empresas concesionadas esta ley es aplicable solamente cuando lo indique expresamente, teniendo prelación las normas contractuales que regulan la concesión de las mismas.

Asimismo, las normas de esta ley son aplicables en lo relativo a la rendición de cuentas de las personas físicas o jurídicas a las que el Poder Ejecutivo les haya acordado subsidios o aportes, y a las instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado provincial a través de sus jurisdicciones o entes.

Sin perjuicio de lo expuesto, las dependencias y los entes que componen el sector público financiero están obligados a someterse al control jerárquico de la Administración Provincial de acuerdo a lo que dispongan sus leyes orgánicas y la Ley de Ministerios y tienen el deber de información sobre su situación económica, financiera y patrimonial de acuerdo a la reglamentación que disponga el Poder Ejecutivo.

Artículo 6º.– La administración de la hacienda del sector público provincial no financiero esta compuesta por los siguientes sistemas:

A. SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA

I. Presupuesto

II. Tesorería y Gestión Financiera

III Crédito Público

IV. Contabilidad.

V. Ingresos Públicos y Relaciones Fiscales con Administraciones 

Locales.

B. SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

I. Administración de Bienes y Servicios.

II. Recursos Humanos, Función Pública y Organización

Administrativa.

III. Inversión Pública.

C. SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE INFORMACIÓN

I. Administración de Recursos Informáticos.

II. Información y Estadística del Sector Público.


Los subsistemas están a cargo de Unidades Rectoras Centrales que dependen del órgano que ejerza la fijación de políticas, la coordinación y supervisión de los mismos.

Artículo 7º.– El Ministerio de Hacienda y Finanzas es el responsable de la coordinación, supervisión y mantenimiento de los sistemas y subsistemas contemplados en el artículo 6 de esta ley y que integran la administración de la hacienda pública.

Artículo 8º.– El control interno de la hacienda pública está a cargo de la Sindicatura General de la Provincia y el externo corresponde al Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 9º.– En cada uno de los poderes, jurisdicciones y entidades funcionará un servicio administrativo–financiero cuya organización, competencia y unidades dependientes serán establecidas por la reglamentación de esta ley. Las unidades operativas periféricas que integren dicho servicio mantendrán relación directa y funcional con las unidades rectoras centrales de los respectivos subsistemas, por medio de la máxima autoridad del mencionado servicio y serán responsables de cumplimentar con la descentralización operativa de los subsistemas normados. Cuando las características del organismo así lo requieran se podrá crear más de un servicio administrativo–financiero en un determinado poder, jurisdicción o ente.

TÍTULO II: 

SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA

CAPÍTULO I – PRESUPUESTO

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA

Artículo 10.– El presente capítulo establece los principios, órganos, normas y procedimientos que regirán el proceso presupuestario de los poderes, jurisdicciones y entes que conforman la hacienda pública. 

El presupuesto es el instrumento constitucional de órdenes, límites, garantías, competencias y responsabilidades de toda la hacienda pública, que expone los recursos calculados y su correspondiente aplicación, mostrando los resultados económicos y financieros esperados, la producción de bienes y servicios a generar y los recursos humanos a utilizar.

SECCIÓN II – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 11.– El ejercicio económico–financiero del sector público provincial comienza el 1º de enero y termina el 31 de diciembre de cada año.

Artículo 12.– El presupuesto de recursos contiene la enumeración y monto estimado para el ejercicio de los diferentes rubros de ingresos corrientes y de capital, representen o no entradas de dinero efectivo al Tesoro. Las denominaciones de los diferentes rubros de recursos deben ser lo suficientemente específicas como para identificar las respectivas fuentes de financiamiento.

Para la Administración Central, se consideran como recursos del ejercicio todos aquellos que se prevén recaudar durante el período en cualquier organismo, oficina o agencia autorizadas a percibirlos, en nombre de aquella, con independencia de la fecha en que se origine la obligación de pago o la liquidación.

Para los organismos descentralizados la reglamentación determinará el criterio para el cálculo del presupuesto de ingresos, el que debe ser determinado según el tipo de recursos que perciba.

El sector empresas y otros entes siguen el criterio de lo devengado para el cálculo de los recursos.

El presupuesto de gastos contiene todas las erogaciones corrientes y de capital a ser financiados mediante impuestos Nacionales y Provinciales, tasas y otras contribuciones obligatorias establecidas mediante gravámenes específicos, endeudamiento público y precios y tarifas por producción de bienes y prestación de servicios de la Administración Provincial. 

Todo gasto que se devengue en el período debe contar previamente con el registro de su respectivo compromiso, salvo en aquellos casos en donde ambas etapas se registren en forma simultánea. A los fines de la presente ley se consideran gastos del ejercicio todos aquellos créditos que se devenguen en el período, se traduzcan o no en salidas efectivas de dinero.

Las operaciones de financiamiento comprenden todas las fuentes y aplicaciones financieras que se originen durante el ejercicio financiero.

Son fuentes financieras las que provienen de la disminución de activos financieros y de incrementos de pasivos.

Por aplicaciones se entiende los incrementos de activos financieros y la disminución de pasivos.

Artículo 13.– Cuando en los presupuestos de los poderes, jurisdicciones y entes públicos se incluyan créditos para contratar obras o servicios o adquirir bienes, cuyo plazo de ejecución exceda al ejercicio financiero, se deben incluir en los mismos información sobre los recursos invertidos en años anteriores, los que se invertirán en el futuro y sobre el monto total del gasto, así como los respectivos cronogramas de ejecución física.

La aprobación legislativa del presupuesto que contenga esta información implica la autorización expresa para contratar hasta su monto total, de acuerdo a las normas legales y procedimientos vigentes.

SECCIÓN III – ORGANIZACIÓN

Artículo 14.– La Dirección General de Presupuesto es la Unidad Rectora Central del Subsistema Presupuesto de la Hacienda Pública del Sector Público Provincial no financiero, y está a cargo de un Director y un Subdirector.

Artículo 15.– La Dirección General de Presupuesto tiene las siguientes competencias:

a) participar en la formulación de las pautas presupuestarias basadas en la política financiera que, para el sector público, elabore el Poder Ejecutivo;

b) dictar las normas técnicas para la formulación, programación de la ejecución, modificaciones y evaluación de los presupuestos de la Administración Provincial, en forma conjunta con los demás órganos creados por la presente ley cuando corresponda;

c) analizar los anteproyectos de presupuesto y proponer los ajustes que considere necesarios;

d) formular, en forma conjunta con la Unidad Rectora Central del Sistema de Inversión Pública, y proponer al Organo Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera los aspectos financieros del plan provincial de inversión pública;

e) preparar el proyecto de ley del presupuesto general y fundamentar su contenido;

f) formular la programación de la ejecución presupuestaria con la Unidad Rectora Central del Subsistema de Tesorería y Gestión Financiera;

g) intervenir en las modificaciones al presupuesto, mediante el análisis y evaluación de la ejecución y del avance físico;

h) evaluar la ejecución de los presupuestos, aplicando las normas y criterios establecidos por esta ley, su reglamentación y las normas técnicas respectivas;

i) asesorar, en materia presupuestaria, a todos los organismos del sector público regidos por esta ley y difundir los criterios básicos tendientes a compatibilizar el sistema presupuestario de los Municipios y Comunas;

j) las demás que le confiera la presente ley y su reglamentación.

SECCIÓN IV – ESTRUCTURA DE LA LEY DE PRESUPUESTO

Artículo 16.– El presupuesto general de gastos y cálculo de recursos comprende a los poderes, jurisdicciones y entes que integran la administración provincial y debe contener la totalidad de los ingresos y gastos previstos para el ejercicio, así como las operaciones de financiamiento. Estos conceptos deben figurar por separado y por sus montos íntegros, sin compensaciones entre sí. 

Asimismo el proyecto de ley de presupuesto debe especificar:

1) el número de cargos de la planta de personal y horas cátedras;

2) el resultado económico y financiero de las transacciones programadas para ese período en sus cuentas corrientes y de capital;

3) los resultados físicos esperados en la producción programada de bienes y servicios;

4) el cupo máximo de recursos a afectar por exenciones impositivas. A tal fin junto con el proyecto de ley de presupuesto se debe presentar un cuadro anexo por el total de recursos discriminados por tipo y clase, detallando para cada uno el monto con y sin exenciones impositivas;

5) los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, en un anexo. 

Los presupuestos de empresas y otros entes públicos se someterán a consideración y aprobación del Poder Legislativo cuando requieran para su financiamiento aportes del Tesoro. Asimismo, cuando el Poder Legislativo lo considere oportuno, puede solicitar que en el referido anexo se incluya a otras empresas y entes públicos que no requieran de aportes del Tesoro.

En la ley anual de presupuesto deberán incluirse los cupos máximos de las exenciones concedidas por ley. 

Artículo 17.– La ley de presupuesto no puede contener disposiciones de carácter permanente, reformar o derogar leyes vigentes; crear, modificar o suprimir tributos u otros ingresos; ni cambiar la organización o estructura de la administración cuyas actividades deben ser fijadas por leyes específicas.

SECCIÓN V – FORMULACIÓN Y APROBACIÓN

Artículo 18.– El presupuesto debe adoptar la estructura que demuestre el cumplimiento de las funciones del Estado, políticas, planes, programas de acción y producción de bienes y servicios de los organismos de la hacienda pública, así como la incidencia económica y financiera de los gastos y recursos, la vinculación de los mismos con sus fuentes de financiamiento y la distribución geográfica de los gastos previstos.

El mismo debe contener, como mínimo, la siguiente información:

a) cálculo de recursos de la Administración Central y de cada uno de los organismos descentralizados, clasificados por rubros;

b) presupuesto de gastos de cada una de las jurisdicciones y de cada organismo descentralizado, los que identificarán la producción de bienes y servicios y los créditos presupuestarios;

c) créditos presupuestarios asignados a cada uno de los proyectos de inversión que se prevén ejecutar;

d) resultados de las cuentas de ahorro e inversión para la Administración Central, para cada organismo descentralizado y para el total de la Administración Provincial;

e) déficit o superávit del ejercicio.

La reglamentación establecerá las técnicas y clasificaciones presupuestarias con el mayor grado de desagregación posible, que serán utilizadas como así también el alcance y la modalidad de la información de producción de bienes y servicios.

Artículo 19.– El Poder Ejecutivo fijará anualmente los lineamientos generales para la formulación del proyecto de ley de presupuesto en el marco de los planes y políticas provinciales.


Sobre la base de los anteproyectos preparados por las unidades operativas periféricas presupuestarias y elevados a la Dirección General de Presupuesto por los titulares de las jurisdicciones y entidades, el órgano rector confeccionará el proyecto, previa realización de los ajustes necesarios.

Artículo 20.– El Poder Ejecutivo presentará a la Legislatura el proyecto de presupuesto en la fecha que determina la Constitución Provincial, fundamentando su contenido y con un nivel de desagregación que permita ejercer las valoraciones cualitativas y cuantitativas conforme sus atribuciones y la distribución analítica del presupuesto de acuerdo a los niveles de crédito limitativo considerado y el clasificador de cuentas presupuestarias con las especificaciones de detalle que requiera su ejecución.

Artículo 21.– El Poder Ejecutivo deberá presentar, juntamente con el proyecto del presupuesto, proyecciones de recursos y gastos para, por lo menos, los siguientes tres (3) años. Dichas proyecciones deben contener como mínimo:

a) programa de inversiones del período;

b) programa de operaciones de crédito público;

c) metas de recaudación.

Artículo 22.– Presentado el proyecto de presupuesto general a la Legislatura, cualquier modificación que se considere indispensable introducir desde la fecha de remisión y antes de su sanción, motivará un pronunciamiento expreso del Poder Ejecutivo, que será comunicado, acompañando los elementos de juicio que permitan apreciar las situaciones que la fundamentan.

Artículo 23.– Si al comenzar el ejercicio financiero no se hubiera sancionado el presupuesto general, rige el que estaba en vigencia al cierre del ejercicio anterior. Deben incluirse los créditos indispensables para el servicio de la deuda del nuevo ejercicio y el saldo no utilizado de las autorizaciones de endeudamiento aprobadas en el presupuesto prorrogado.

El Poder Ejecutivo puede limitar el uso de determinados créditos, sin que se resientan los servicios, hasta la sanción del nuevo presupuesto. Dicha limitación debe ser realizada en base a la proyección de recursos para el nuevo ejercicio.

Si al sancionarse el nuevo presupuesto general y en virtud de la prórroga del anterior, se hubieran efectuado gastos cuyos créditos no figuran en el nuevo presupuesto o fueran insuficientes, se deben disponer las modificaciones pertinentes para su regularización, con comunicación al Poder Legislativo.

Las jurisdicciones y entes del sector público provincial no financiero quedan obligados a ejecutar el gasto desagregándolo hasta el nivel que contempla el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado, aunque la distribución analítica de créditos prevea un nivel más agregado de asignación de crédito.


La metodología para introducir ajustes por parte del Poder Ejecutivo al presupuesto que estuvo en vigencia el año anterior, para la administración central y de los organismos descentralizados, debe prever como mínimo:

 1. En los presupuestos de recursos: 

a) eliminar los rubros de recursos que no puedan ser recaudados nuevamente y aquellos previstos por una sola vez o cuya finalidad hubiera sido satisfecha;

b) suprimir, en la cuantía en que fueron utilizados, los ingresos provenientes de operaciones de crédito publico autorizadas;

c) excluir los excedentes de ejercicios precedentes correspondientes al ejercicio financiero anterior, en el caso que el presupuesto que se está ejecutando hubiera previsto su utilización; 

d) incluir los recursos provenientes de operaciones de crédito público en ejecución, cuya percepción se prevea ocurrirá en el ejercicio. 

2. En los presupuestos de gastos: 

a) eliminar los créditos presupuestarios que no deban repetirse por haberse cumplido los fines y aquellos previstos por una sola vez o cuya finalidad hubiera sido satisfecha;

b) incluir los créditos presupuestarios indispensables para el servicio de la deuda y las cuotas que se deban aportar en virtud de compromisos preexistentes por mutuos;

c) incluir los créditos presupuestarios indispensables para asegurar la continuidad y eficiencia de los servicios. 


La reglamentación podrá determinar metodologías adicionales a las expuestas sin alterar los criterios enunciados.

Artículo 24.– A los fines de interpretar lo dispuesto por el último párrafo del artículo 55, inciso 8º de la Constitución Provincial, deberá entenderse por partidas ordinarias a las autorizaciones de gastos para atender la continuidad de los servicios que impliquen habitualidad y permanencia o la continuación de obras en curso de ejecución.

SECCIÓN VI – NORMAS SOBRE MODIFICACIONES PRESUPUESTARIAS

Artículo 25.– Toda ley que autorice gastos no previstos en la Ley de Presupuesto deberá señalar sus fuentes específicas de financiamiento o la pertinente autorización para la utilización del crédito. La ejecución del gasto autorizado por dicha ley sólo procede desde el momento en que se produzca la efectiva recaudación del recurso.

Artículo 26.– El Poder Ejecutivo puede disponer la incorporación al presupuesto de autorizaciones para gastos no previstos o para los cuales los créditos aprobados hubieren resultado insuficientes, para atender hechos de fuerza mayor o excepcionales que requieran la inmediata atención del Estado.


Estas disposiciones son ad referéndum del Poder Legislativo y comunicadas en el mismo acto que se disponen con los antecedentes que sustentan la decisión adoptada para su aprobación. 
Artículo 27.– Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer:

a) la distribución analítica de los créditos del presupuesto sancionado;

b) la habilitación de los créditos cuando se correlacionen con la incorporación de recursos que surjan de aplicación de leyes provinciales;

c) la habilitación de los créditos para la atención de leyes, decretos y convenios que adhieran o formalicen con el Estado Nacional y hasta los montos que este último disponga;

d) la habilitación de los créditos para atender servicios requeridos por terceros que se financien con su producido, hasta las sumas que se perciben como retribución de los mismos;

e) la modificación de los presupuestos de los organismos descentralizados, siempre que no aumente el aporte de la Administración Central para cubrir su déficit;

f) la transferencia de horas cátedra a cargos docentes y viceversa, siempre que no se altere la relación de costos.

Artículo 28.– Facúltase al Poder Ejecutivo a delegar en autoridad competente hasta el rango de Subsecretario la decisión de efectuar modificaciones presupuestarias compensadas entre los créditos asignados en la clasificación programática y en las distintas funciones dentro de la respectiva finalidad. Esta facultad se hace extensiva al momento en el cual se distribuye el crédito del presupuesto aprobado por ley anual de presupuesto, el cual puede ser distribuido a las jurisdicciones y entidades a un nivel más agregado al que el clasificador de cuentas presupuestarias contempla para su ejecución.

El régimen de modificaciones es aplicable cuando sea necesario modificar créditos al nivel de agregación que define el decreto analítico de distribución del presupuesto, aunque la ejecución deba realizarse respetando el máximo nivel de desagregación que contemple el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado. 

Artículo 29.– Autorízase a ambas Cámaras de la Legislatura Provincial y a la Defensoría del Pueblo a reajustar los créditos de sus presupuestos jurisdiccionales, debiendo comunicar al Poder Ejecutivo Provincial las modificaciones que dispusieran. Tales modificaciones sólo podrán autorizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados, sin más restricciones que las que determina esta ley en forma expresa.

Artículo 30.– Autorízase a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia para reajustar los créditos de su presupuesto jurisdiccional debiendo comunicar a los Poderes Ejecutivo y Legislativo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados sin más restricciones que las que esta ley les asigne y sin originar aumentos automáticos para ejercicios futuros ni incrementos en las remuneraciones individuales, sobreasignaciones u otros conceptos análogos de gastos en personal o compensaciones o reintegros en favor del mismo, excepto cuando el Poder Ejecutivo Provincial le otorgue un refuerzo presupuestario para financiar mejoras salariales o para creación de cargos por un período menor a doce (12) meses.

El Poder Ejecutivo Provincial, junto con el proyecto de Presupuesto General de la Administración Provincial, elevará a la Legislatura el anteproyecto preparado por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, acompañando los antecedentes respectivos cuando las estimaciones efectuadas por dicha Corte no coincidan con las del proyecto general.

Artículo 31.– No se podrá destinar el producto de ningún recurso con el fin de atender específicamente el pago de determinados gastos, ni podrán funcionar en el ámbito de la hacienda pública cuentas especiales desde la puesta en vigencia de la presente Ley, con excepción de:

a) los provenientes de operaciones de crédito público;

b) los provenientes de donaciones, herencias o legados a favor del Estado Provincial con destino específico;

c) los que por leyes nacionales o convenios interjurisdiccionales tengan afectación específica y de dicha afectación dependa la percepción del recurso;

d) los que por leyes provinciales sean para atender los gastos que la motivaron o aquellos destinados a dar participación a Municipalidades y Comunas;

e) los que constituyan recursos propios de los organismos descentralizados y empresas y otros entes públicos.

Quedarán sin efecto las afectaciones o autorizaciones para asignar recursos a gastos determinados que no sean incluidas de manera explícita en las leyes anuales de presupuesto cuyo trámite parlamentario se inicie con posterioridad a la sanción de la presente.

Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer la apropiación durante el ejercicio al Tesoro Provincial como rentas de libre disponibilidad de aquellos recursos que excedan los gastos que se preveía atender con ellos, en el período mencionado, en caso que no exista la necesidad de incrementar tales gastos.

Artículo 32.– En el caso que se recauden mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a ejecutar los importes que excedan los originariamente previstos en los mismos créditos.


Siempre que existan mayores ingresos que los calculados en rubros de recursos previstos en el clasificador de cuentas presupuestarias, autorízase a incrementar el presupuesto vigente en forma compensada con tal nivel de aumento, el que se hará conforme las siguientes prioridades:

a) a la reducción de déficits presupuestarios;

b) en el caso de no ser necesario aplicarlo a lo dispuesto en el inciso anterior, se destinará a la disminución de la deuda pública provincial.

Superadas estas prioridades, se aplicará a los conceptos de gastos que el Poder Ejecutivo determine para ese ejercicio financiero, con comunicación al Poder Legislativo dentro de los cinco (5) días.

Artículo 33.– Las facultades conferidas al Poder Ejecutivo en este Capítulo alcanzan a los Poderes Legislativo y Judicial, excluidas las excepciones previstas en la presente ley.

SECCIÓN VII – PROGRAMACIÓN DE LA EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 34.– Todos los poderes, jurisdicciones y entidades deben programar, para cada ejercicio, la ejecución financiera y física, cuando así correspondiere, de los presupuestos, siguiendo las normas que fija la reglamentación y las disposiciones complementarias y procedimientos que dicten las unidades rectoras centrales de los subsistemas presupuestarios y de tesorería.

El monto total de las cuotas de compromiso fijadas para el ejercicio, ajustadas y aprobadas por las unidades rectoras centrales en la forma y para los períodos que se establezcan, no puede ser superior al nivel de los ingresos previstos durante el ejercicio. 

SECCIÓN VIII – EVALUACIÓN PRESUPUESTARIA

Artículo 35.– La Dirección General de Presupuesto debe evaluar la ejecución de los presupuestos de la administración provincial, en forma periódica y al cierre del ejercicio, y realizar un análisis crítico de los resultados financieros y físicos obtenidos, cuando así correspondiere, y de los efectos producidos por los mismos. Además deberá interpretar las variaciones operadas con respecto a lo programado, procurar determinar sus causas y preparar informes con recomendaciones para las autoridades superiores y los responsables de los organismos afectados.

SECCION IX – DEL PRESUPUESTO DE EMPRESAS PUBLICAS Y OTROS ENTES

Artículo 36.– Los directorios o máxima autoridad ejecutiva de las empresas y otros entes públicos, deben aprobar el proyecto de presupuesto anual de su gestión y remitirlo a la Dirección General de Presupuesto, en la fecha que estipula la reglamentación. Los proyectos de presupuesto deben expresar:

a) las políticas generales y los lineamientos específicos que, en materia presupuestaria, establezca el Organo Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera y la autoridad de la jurisdicción correspondiente;

b) los planes de acción, programas y principales metas, nivel de gastos clasificados por rubros y su financiamiento a un nivel de detalle que permita identificar las respectivas fuentes, el plan de inversiones, el presupuesto de caja, los recursos humanos a utilizar y que permitan establecer los resultados operativo, económico y financiero a través de la cuenta ahorro–inversión–financiamiento previstos para la gestión respectiva.

Artículo 37.– Los proyectos de presupuesto de financiamiento y de gastos deben estar formulados utilizando el momento del devengado de las transacciones como base contable.

Artículo 38.– El Ministerio de Hacienda y Finanzas analiza los proyectos de presupuesto de las empresas y otros entes públicos y prepara un informe destacando si los mismos encuadran en el marco de las políticas, planes y estrategias fijados para este tipo de instituciones, aconsejando los ajustes a practicar en el proyecto de presupuesto si, a su juicio, la aprobación del mismo sin modificaciones puede causar un perjuicio patrimonial al Estado o atentar contra los resultados de las políticas y planes vigentes.

Artículo 39.– Los proyectos de presupuesto de las empresas y otros entes públicos, acompañados del informe mencionado en el artículo anterior, deben ser sometidos a la aprobación del Poder Ejecutivo Provincial, de acuerdo con las modalidades y los plazos que establezca la reglamentación. El Poder Ejecutivo Provincial los aprobará, en su caso con los ajustes que considere convenientes, previo a su inclusión en el anexo de ley respectivo. 

Si las empresas y otros entes públicos no presentaren sus proyectos de presupuesto en el plazo previsto, la Dirección General de Presupuesto los elaborará de oficio y los someterá a consideración del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 40.– Los representantes estatales que integran los órganos de las empresas y otros entes públicos, estatutariamente facultados para aprobar los respectivos presupuestos, deben proponer y votar el presupuesto aprobado por el Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 41.– El Poder Ejecutivo Provincial debe elevar al Poder Legislativo, juntamente con el proyecto de Presupuesto General de la Administración Provincial, los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, con los contenidos básicos que señala el artículo 36. Los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, serán sometidos a aprobación del Poder Legislativo, cuando requieran del Tesoro aportes para financiar su déficit.

Artículo 42.– El Poder Ejecutivo Provincial debe publicar en el Boletín Oficial y en la página oficial, en Internet o en la red que la reemplace, una síntesis de los presupuestos de las empresas y otros entes públicos, con los contenidos básicos que establece el artículo 36 y siguientes.

A tal fin debe presentar a la Legislatura, bajo el esquema ahorro–inversión–financiamiento, el presupuesto consolidado neto de transacciones intergubernamentales. 

Artículo 43.– Las modificaciones a realizar a los presupuestos de las empresas y otros entes públicos durante su ejecución y que impliquen el desequilibrio de los resultados operativos o económicos previstos, alteración sustancial de la inversión programada, o el incremento del endeudamiento autorizado, deben ser aprobadas por el Poder Ejecutivo Provincial, previa opinión de la Dirección General de Presupuesto, salvo en los casos de presupuestos que hubieren sido aprobados por la Legislatura, en cuyo caso serán aprobadas ad–referendum del Poder Legislativo, y comunicadas a tal efecto en el término de cinco (5) días de instrumentadas.

Artículo 44.– En el marco del artículo anterior y con opinión favorable de la Dirección General de Presupuesto, las empresas y otros entes públicos establecerán su propio sistema de modificaciones presupuestarias.

Artículo 45.– Al finalizar cada ejercicio financiero, las empresas y sociedades procederán al cierre de cuentas de su presupuesto de financiamiento y de gastos e informarán al Poder Ejecutivo, quien lo incorporará a la cuenta de inversión a ser remitida al Poder Legislativo.

Artículo 46.– Prohíbese a las entidades del sector público provincial no financiero realizar aportes o transferencias a empresas y otros entes públicos cuyo presupuesto no esté aprobado en los términos de esta ley, requisito que también es imprescindible para realizar operaciones de crédito público.

CAPÍTULO II – TESORERÍA Y GESTIÓN FINANCIERA

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA

Artículo 47.– Tesorería y Gestión Financiera es el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos por medio de los cuales se llevan a cabo los procesos de recaudación, planificación y ejecución de ingresos y efectivización de pagos que conforman el flujo financiero del sector público provincial. Comprende asimismo la tenencia y custodia de las disponibilidades que resulten.

SECCIÓN II – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 48.– Facúltase al Poder Ejecutivo a emitir letras, pagarés o medios sucedáneos de pago cuyo reembolso se produzca dentro del ejercicio, hasta el monto que para operaciones de corto plazo fije anualmente la Ley de Presupuesto.

Las operaciones que superen el ejercicio financiero, sin ser reembolsadas, se considerarán operaciones de crédito público y deberá cumplirse con los requisitos previstos en el Capítulo III de este Título.

Artículo 49.– Los poderes, jurisdicciones y entidades que conforman la hacienda pública, pueden autorizar el funcionamiento de fondos rotatorios o cajas chicas, con el régimen y los límites que establezca la reglamentación, previa intervención de la Contaduría General de la Provincia y Tesorería General de la Provincia. A estos efectos, las unidades periféricas operativas de tesorería correspondientes pueden entregar los fondos necesarios con carácter de anticipo, formulando el cargo correspondiente a sus receptores conforme la reglamentación que establezca la unidad rectora central del sistema.

Artículo 50.– El Organo Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera instituirá un sistema de cuenta única o mantendrá el fondo unificado de cuentas oficiales, de manera que le permita disponer de las existencias de caja de todos los poderes, jurisdicciones y entidades de la hacienda pública en el porcentaje que determine la reglamentación, el que no podrá ser menor al que establece la ley 8973.

Artículo 51.– El Organo Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera dispondrá la devolución a la Tesorería General de la Provincia de las sumas acreditadas en las cuentas de los poderes, jurisdicciones y entidades del sector público no financiero, cuando éstas se mantengan sin utilización por un ejercicio financiero. 

En estos casos se procederá a notificar y posteriormente a disponer el cierre de aquellas cuentas bancarias que no hayan tenido movimiento durante un año y a transferir a las cuentas de la Tesorería General de la Provincia las sumas acreditadas en dichas cuentas oficiales. 

A tal fin se creará el padrón de cuentas corrientes oficiales que abarque a todas las Instituciones del sector público provincial.

El mencionado padrón será administrado por la Tesorería General de la Provincia.

Artículo 52.– Al finalizar cada ejercicio financiero, los depósitos existentes a la orden de los jueces de jurisdicción penal en concepto de fianzas cumplidas o prescriptas y demás importes que no tengan un destino especial, deberán ser transferidos por el Poder Judicial a la cuenta de Rentas Generales de la Provincia.

Artículo 53.– No pueden abrirse cuentas al margen del presupuesto con excepción de las "Cuentas de Terceros" que deben registrar los ingresos y egresos por depósitos, pagos o devoluciones en los que el Estado actúa como agente de retención, intermediario o depositario.

Artículo 54. – Prohíbese a los agentes pagadores efectuar descuentos, quitas o retenciones que no hubieren sido autorizadas por el Poder Ejecutivo o autoridad competente.

Artículo 55.– En los casos de sentencias judiciales firmes en virtud de las cuales el Estado Provincial fuere obligado a pagar, el juez de la causa no dispondrá el embargo de fondos del Tesoro sin requerir previamente el pago a la Fiscalía de Estado. Este órgano debe responder al juzgado dentro del término de treinta (30) días, informando la forma y plazo en que se procederá a abonar la obligación requerida de acuerdo a las previsiones presupuestarias y a lo que disponga la ley de presupuesto. El plazo no podrá ser mayor a dos ejercicios anuales siguientes al de la notificación de la sentencia, salvo que situaciones excepcionales fundadas en el monto de la obligación a pagar justifiquen admitir plazos mayores.

SECCIÓN III – ORGANIZACIÓN

Artículo 56.– La Tesorería General de la Provincia es la Unidad Rectora Central del subsistema “Tesorería y Gestión Financiera” de la hacienda del sector público provincial no financiero y está a cargo de un Tesorero General y un Subtesorero General.

Artículo 57.– La Tesorería General de la Provincia tiene las siguientes competencias:

a) dictar las normas de procedimiento de la administración de fondos de la Administración Provincial, implementando un sistema de registración de cargos y descargos que deban formularse a los responsables y a sí mismo, de acuerdo a lo establecido en la presente ley;
b) elaborar juntamente con la Dirección General de Presupuesto la programación de la ejecución del presupuesto de la Administración Provincial;

c) programar el flujo de fondos y elaborar el presupuesto de caja de la Administración Provincial;

d) centralizar los recursos de la administración central aplicando el criterio de la unidad de caja;

e) disponer los pagos en base a los cronogramas establecidos;

f) administrar el “Fondo Unificado de Cuentas Oficiales”, o el sistema de Cuenta Única que se implemente;

g) emitir letras a corto plazo, pagarés u otros medios sucedáneos de pago, en las condiciones previstas en el art. 48 de esta ley;

h) ejercer la supervisión de las unidades operativas periféricas de tesorerías, centralizadas y descentralizadas, sus registros y los movimientos bancarios de sus cuentas;

i) custodiar los títulos, fondos y valores;

j) proponer medios de pago y evaluar alternativas de cancelación de obligaciones;

k) disponer inversiones temporarias de fondos inmovilizados e intervenir, emitiendo opinión técnica previa, en las inversiones temporarias de fondos inmovilizados de las diferentes jurisdicciones y entidades;

l) establecer las condiciones de titularidad y uso de las cuentas bancarias oficiales, autorizar la apertura de las mismas, revisar la validez y uso de las existentes, y ordenar su cierre cuando corresponda;

m) controlar la emisión, distribución e inutilización de los valores fiscales; 

n) conformar el presupuesto de caja de las entidades, supervisar su ejecución y asignar las cuotas de transferencias que éstos perciban de acuerdo con la ley de presupuesto;

ñ)
todas las demás funciones que en el marco de la presente ley le adjudique la reglamentación.

CAPITULO III – SUBSISTEMA DE CRÉDITO PÚBLICO

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA

Artículo 58.– Se entiende como Subsistema de Crédito Público al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan las acciones y operaciones tendientes a la obtención y cancelación de financiamiento interno y externo, incluido el proceso previo de evaluación y dictamen de factibilidad para la concreción y aplicación de la toma de créditos internos y externos en el marco expresado en la Constitución Provincial.

Artículo 59.– El endeudamiento resultante de las operaciones de crédito público debe estar destinado exclusivamente a las contrataciones de obras, bienes y servicios vinculadas a inversiones en infraestructura económica–social reproductivas, la atención de casos excepcionales de evidente necesidad o gravedad o emergencia financiera extraordinaria; la refinanciación de pasivos del sector público provincial; la ejecución de programas de transformación de su administración; y la realización de gastos directamente relacionados con la ejecución y administración de las citadas operaciones.

SECCIÓN II – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 60.– El endeudamiento que resulte de las operaciones de crédito público se denomina deuda pública provincial y puede originarse en:

a) la emisión y colocación de títulos, bonos u obligaciones de largo y mediano plazo, constitutivos de un empréstito;

b) la emisión y colocación de letras de Tesorería y la emisión de pagarés u otros medios sucedáneos de pago, cuyo vencimiento supere el ejercicio financiero;

c) la contratación de préstamos con instituciones financieras nacionales, extranjeras o internacionales; u otras instituciones u organismos que tengan facultad para realizar estas operaciones;

d) la contratación de obras, servicios o bienes cuyo pago total o parcial se estipule realizar en el transcurso de más de un ejercicio financiero posterior al vigente; siempre y cuando los conceptos que se financien se hayan devengado anteriormente y documentado a través de los medios de pago o financiamiento que se establecen en los incisos a), b), o c) del presente artículo;

e) el otorgamiento de avales, fianzas y garantías, cuyo vencimiento supere el período del ejercicio financiero; la que no se considerará a los efectos del cómputo del artículo 70;

f) la consolidación, conversión y renegociación de deudas.

No se considera deuda pública provincial:

· la deuda del Tesoro, entendida ésta como las obligaciones devengadas y no pagadas durante el ejercicio;

· la emisión de letras, pagarés u otros medios sucedáneos de pago cuando se cancelen dentro del ejercicio.

Artículo 61.– La deuda pública Provincial se clasifica en directa e indirecta, interna y externa. La presente diferenciación deberá ser considerada a los efectos de la clasificación presupuestaria.

Deuda pública directa es aquella asumida por la administración provincial en calidad de deudor principal. Deuda pública indirecta es la constituida por cualquier persona jurídica pública, distinta de la administración provincial, pero que cuenta con su aval, fianza o garantía.

Deuda pública interna es aquella contraída con personas físicas o jurídicas residentes o domiciliadas en la República Argentina y cuyo pago es exigible dentro del territorio nacional.
Se entiende por deuda pública externa, aquella contraída con otro Estado u organismo internacional o con cualquier otra persona física o jurídica sin residencia ni domicilio en la República Argentina y cuyo pago puede ser exigible fuera de su territorio.
Artículo 62.– El Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Hacienda y Finanzas, otorgará la autorización para realizar operaciones de crédito público. Sin esta autorización ningún poder, jurisdicción o entidad podrá dar inicio a trámites o gestiones en tal sentido.

Artículo 63.– Los poderes, jurisdicciones y entidades de la Administración Provincial no pueden formalizar ninguna operación de crédito público que no esté contemplada en la ley de presupuesto del año respectivo o en una ley específica, salvo el caso establecido en el art. 66.

La ley anual de presupuesto o la ley específica debe indicar como mínimo las siguientes características de las operaciones de crédito público autorizadas:

· tipo de deuda, discriminando en directa o indirecta; interna o externa;

· monto máximo autorizado para la operación;

· plazo mínimo de amortización;
· destino del financiamiento.

El Poder Ejecutivo puede efectuar modificaciones a las características detalladas en la ley de presupuesto a los efectos de adecuarlas a las condiciones imperantes en los mercados o mejorar las condiciones de la deuda pública. Dichas modificaciones deben ser realizadas ad–referendum del Poder Legislativo, y comunicadas a tal efecto en el término de cinco (5) días de instrumentadas.

Artículo 64.– El Organo Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera debe fijar las características y condiciones no previstas en esta ley, para las operaciones de crédito público que se realicen en la hacienda pública.

Artículo 65.– Los avales, fianzas o garantías de cualquier naturaleza, que el Poder Ejecutivo otorgue a personas físicas o jurídicas ajenas a este sector, deben contar con autorización legislativa.

Iguales requisitos legales rigen para la cesión en garantía de recursos propios o provenientes del régimen de coparticipación federal ley 23.548, o el que en el futuro lo reemplace, cuando el Estado se garantice a sí mismo.

Artículo 66.– El Poder Ejecutivo puede realizar operaciones de crédito público para reestructurar la deuda pública mediante su consolidación, conversión o renegociación, en la medida que ello genere un mejoramiento de los montos, plazos o intereses de las operaciones originales y no implique un incremento del monto adeudado.

Artículo 67.– Las operaciones de crédito público realizadas en contravención a las normas dispuestas en la presente ley son nulas y no causan efecto, sin perjuicio de la responsabilidad personal de quienes las realicen.

Artículo 68.– El Organo Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera tiene la facultad de redistribuir o reasignar los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de crédito público que no hubieran sido utilizadas total o parcialmente, siempre que así lo permitan las condiciones de la operación respectiva. 

Artículo 69.– Los presupuestos de las entidades deben formularse previendo los créditos necesarios para atender el servicio de la deuda. En el caso de que las entidades no cumplan en término con el pago del servicio de la deuda, el Poder Ejecutivo debe arbitrar las medidas pertinentes para que se cumpla con la obligación, pudiendo incluso, debitar de las cuentas bancarias de las entidades que no cumplan en término el monto de dicho servicio y proceder al pago directamente, cuando ello fuere procedente. 

SECCIÓN III – REGLAMENTACIÓN DEL PRECEPTO CONSTITUCIONAL DEL ARTÍCULO 55 INCISO 12º

Artículo 70.– Se entiende como “servicio de la totalidad de las deudas provenientes de empréstitos” a la sumatoria de la amortización del capital, interés, eventuales actualizaciones del capital, comisiones y todo otro cargo provenientes del endeudamiento contraído en el marco de esta ley.

Se consideran incluidos en el concepto precedente los servicios provenientes de deudas similares contraídas con anterioridad a la vigencia de esta ley.

Se entiende a los fines del artículo 55 – Inciso 12 de la C.P., la relación existente al cierre del ejercicio financiero anterior entre los conceptos involucrados en el primer párrafo y el conjunto de los recursos recaudados, excluidos los de afectación específica, los de capital y los obtenidos del financiamiento, de la totalidad de la Administración Provincial.

SECCIÓN IV – ORGANIZACIÓN

Artículo 71.– La Dirección General de Crédito Público es la Unidad Rectora Central del Subsistema de "Crédito Público" de la hacienda pública del sector público no financiero, y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.

Artículo 72.– La Dirección General de Crédito Público tiene las siguientes competencias:

a) participar administrativamente en la elaboración de las políticas de financiamiento del gasto público en base a técnicas de crédito público, endeudamiento u otras;

b) organizar un sistema de información sobre el mercado de capitales y las ofertas de financiamiento disponibles;

c) dictaminar la factibilidad de las operaciones de endeudamiento cierto (títulos, bonos, préstamos, empréstitos), cuya exigibilidad exceda el ejercicio financiero en el que se generan;

d) dictaminar la factibilidad de las operaciones de endeudamiento potencial (fianzas, avales y garantías);

e) dictaminar la factibilidad de la consolidación, novación y compensación de la totalidad de los pasivos, involucrando la compensación de créditos con organismos provinciales, nacionales y municipales;

f) participar en los procedimientos de emisión, colocación y rescate de empréstitos;

g) participar en la negociación, contratación y amortización de préstamos;

h) supervisar que los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de créditos, se apliquen a los fines específicos;

i) mantener un registro actualizado del estado del crédito público, debidamente integrado al subsistema de contabilidad, donde se asienten las operaciones de financiamiento indirecto y las cesiones de derechos del Estado frente a terceros, incluida la coparticipación federal y de recursos propios;

j) supervisar el cumplimiento de las obligaciones asumidas;

k) proponer al Poder Ejecutivo la reglamentación del recupero de las obligaciones asumidas por el Tesoro Provincial en calidad de deudor indirecto;

l) intervenir en todo lo referido a aportes reintegrables y no reintegrables y otros medios de financiamiento;

m) efectuar las estimaciones y proyecciones presupuestarias del servicio de la deuda pública y ordenar su cumplimiento;

n) todas las demás que le asigne la reglamentación.

CAPITULO IV– SUBSISTEMA DE CONTABILIDAD

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA

Artículo 73.– Se entiende como Subsistema de contabilidad al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos técnicos utilizados para recopilar, evaluar, procesar y exponer los hechos y actos económicos y financieros que afecten o puedan afectar patrimonialmente al sector público, y que permitan medir el cumplimiento de los objetivos y metas de la administración.

SECCIÓN II – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 74.– El método de registración contable debe estar fundamentado en los principios y normas de contabilidad generalmente aceptados, adaptados al sector público y basado en el principio de la partida doble.

El registro contable de las transacciones económicas y financieras debe ser común, único, uniforme, integrado y aplicable a todos los organismos del sector público provincial. Debe exponer, como mínimo, la ejecución presupuestaria, los movimientos y la situación del tesoro y la situación, composición y variaciones del patrimonio de las entidades públicas. Está orientado a través de la estricta determinación de los costos a optimizar las operaciones públicas.

Todo acto o hecho económico o financiero debe estar debidamente registrado y documentado. La reglamentación establece los criterios para la conservación y seguridad de los documentos.

Por medios informáticos se pueden generar comprobantes, procesar y transmitir documentos e informaciones y producir los libros Diario, Mayor y demás auxiliares.

Puede acreditarse la veracidad de la instrumentación de la transacción pertinente y de la información registrada a través de la presentación de los archivos digitalizados o procesada por medios informáticos. La reglamentación establece los requisitos de seguridad y control del sistema, los que son supervisados por la Contaduría General.

Artículo 75.– Se entiende por ente contable:

1) la Administración Provincial, entendida como los poderes del Estado Provincial enumerados en los artículos 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial y a las jurisdicciones que la integran, excepto los organismos y entes contemplados en el artículo 4 inc. A.1.II, A 2. II y artículo 4° inciso B de la presente ley.

2) los organismos o entes con personalidad jurídica y patrimonio propio, aunque dependa funcionalmente de una jurisdicción o un poder. La Administración descentralizada se compone por todos los entes u organismos con personalidad jurídica, patrimonio propio e individualización presupuestaria, comprendiendo a los fines de esta Ley los enunciados en el Artículo 4 inc.) A.1.II y A.2.II.

SECCIÓN III – ORGANIZACIÓN

Artículo 76.– La Contaduría General de la Provincia es la Unidad Rectora Central del subsistema "Contabilidad" de la hacienda pública del sector público no financiero, y está a cargo de un Contador General y un Subcontador General.

Artículo 77.– La Contaduría General de la Provincia tiene las siguientes competencias:

a) prescribir la metodología contable a aplicar y la periodicidad, estructura y características de los estados contables que deba producir la hacienda pública del sector público no financiero, contemplando la naturaleza jurídica de cada ente;

b) garantizar que los sistemas contables que prescriba puedan ser desarrollados e implementados por las entidades, conforme a su naturaleza jurídica, características operativas y requerimientos de información de su dirección;

c) entender en la aplicación e interpretación de las normas relativas a la ejecución del presupuesto;

d) asesorar y asistir a las entidades de la hacienda pública del sector público no financiero en la aplicación de las normas y metodologías que dicte;

e) consolidar e integrar la contabilidad de la Administración Provincial.

f) coordinar el funcionamiento de las unidades contables operativas periféricas de la administración central y de las entidades que integran el sector público provincial no financiero;

g) realizar las operaciones de ajuste y cierre necesarias para producir anualmente los estados contables financieros que integran la cuenta de inversión; 

h) elaborar anualmente la cuenta de inversión del ejercicio anterior, que deberá elevarse por el Poder Ejecutivo a la Legislatura y en forma simultánea al Tribunal de Cuentas hasta el 31 de mayo, del año inmediato siguiente a su ejecución;

i) administrar el sistema de información financiera, que permita conocer permanentemente la gestión presupuestaria, de caja, financiera y patrimonial, así como los resultados operativos, económico y financiero de la Administración Central, de cada entidad descentralizada y del sector público no financiero en su conjunto;

j) coordinar con el órgano que resulte responsable del manejo de las relaciones con los Municipios y Comunas la elaboración del sistema de cuentas provinciales en lo pertinente a este subsistema;

k) entender en la compilación, análisis y evaluación de la información económica y financiera de la hacienda pública del sector público no provincial;

l) todas las demás que le asigne la reglamentación.

Artículo 78.– La Contaduría General de la Provincia debe organizar y mantener en operación un sistema permanente de compensación de deudas intergubernamentales, que permita reducir al mínimo posible los débitos y créditos existentes entre las entidades de la hacienda pública. Se entiende por compensación de deudas intergubernamentales la que se efectúe entre los poderes, jurisdicciones y entidades de la administración provincial.

SECCIÓN IV – NORMAS PARA LA EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA Y CIERRE DE CUENTAS PARA LA ADMINISTRACIÓN PROVINCIAL

Artículo 79.– Los créditos del presupuesto de gastos, con los niveles de agregación aprobados por la ley de presupuesto pertinente, constituyen el límite máximo de las autorizaciones disponibles para gastar.

Artículo 80.– El resultado financiero de la ejecución presupuestaria de un ejercicio, se determina al cierre del mismo, por la diferencia entre los recursos efectivamente recaudados y los gastos devengados durante su vigencia. En función del signo negativo o positivo de esta ecuación, se denomina déficit o superávit financiero respectivamente.

Artículo 81.– Los estados de ejecución presupuestaria de gastos deben exponer las transacciones programadas en sus etapas del compromiso, devengado y pagado.

Artículo 82.– En materia de ejecución del presupuesto de gastos, el compromiso implica: 

1) El origen de una relación jurídica con terceros, que pueda dar lugar en el futuro, a una eventual salida de fondos;

2) La aprobación, por parte de un funcionario competente, de la aplicación de recursos por un concepto, importe determinado y la tramitación administrativa cumplida;

3) La afectación preventiva del crédito presupuestario que corresponda, en razón de un concepto e importe determinado;

4) La identificación del sujeto con el que se establece la relación jurídica, así como la especie, cantidad de los bienes o servicios a recibir o en su caso, el concepto del gasto sin contraprestación.

No se podrá adquirir compromisos para los cuales no queden saldos disponibles de créditos presupuestarios, ni disponer de créditos para una finalidad distinta a la prevista.

La reglamentación establecerá los alcances, la modalidad y la unidad responsable del registro de la ejecución de créditos presupuestarios.

Los poderes del Estado determinarán, para cada uno de ellos, los límites cualitativos y cuantitativos, dentro de los cuales podrán contraer compromisos por sí, o por la competencia específica que asignen al efecto a los funcionarios de sus respectivas dependencias o entidades. La competencia así establecida será indelegable.

Artículo 83.– En materia de ejecución del presupuesto de gastos, el devengado implica:

a) La afectación definitiva de los créditos presupuestarios producida por una modificación cuantitativa o cualitativa en la composición del patrimonio, de la respectiva jurisdicción o entidad.

b) El surgimiento de una obligación de pago por la recepción en conformidad de bienes, obras o servicios oportunamente contratados o, por haberse cumplido los requisitos administrativos dispuestos para los casos de gastos sin contraprestación.

c) La liquidación del gasto y la simultánea emisión de la respectiva orden de pago.

d) En ningún caso se puede devengar un gasto que no haya sido comprometido salvo los casos en que la naturaleza del procedimiento haga ambas etapas simultáneas y la reglamentación así lo establezca.

Artículo 84.– A los fines de esta ley, se considera gastado un crédito y por lo tanto ejecutado el presupuesto de dicho concepto cuando queda afectado definitivamente al devengarse un gasto.

Artículo 85.– El pago refleja la cancelación de las obligaciones asumidas con terceros.

Artículo 86.– Los estados de ejecución presupuestaria de los recursos deben exponer las transacciones programadas en sus etapas del devengado y recaudado, de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.
Artículo 87.– En materia de ejecución del cálculo de recursos, el devengado es cuando por una norma legal o relación jurídica se establece un derecho de cobro a favor de la administración provincial y simultáneamente una obligación de pago por parte de personas físicas o jurídicas.

Artículo 88.– Se produce la percepción o recaudación de recursos en el momento en que los fondos se ponen a disposición de una oficina recaudadora, de un agente del Tesoro o de cualquier funcionario facultado a recibirlos.

Artículo 89.– El presupuesto de recursos se considerará ejecutado en el momento en que se perciben o recaudan los mismos.

Artículo 90.– Las cuentas del presupuesto de recursos y gastos deben cerrarse el 31 de diciembre de cada año. Después de esa fecha los recursos que se recauden se consideran del presupuesto vigente, con independencia de la fecha en la cual se originó la obligación de pago o liquidación de los mismos.

Con posterioridad al 31 de diciembre no pueden asumirse compromisos ni devengarse gastos con cargo al ejercicio que se cierra en esa fecha.

Los gastos comprometidos y no devengados al 31 de diciembre se afectarán al ejercicio siguiente, imputando los mismos a los créditos disponibles para ese ejercicio.
A tal efecto, el Poder Ejecutivo dispondrá como obligación a cargo del Tesoro, de un crédito global de uso excepcional para financiar compromisos no devengados que carezcan de créditos presupuestarios en el nuevo ejercicio, el que para su ejecución deberá ser apropiado de acuerdo a la clasificación presupuestaria vigente. Autorízase al Poder Ejecutivo, ad referéndum del Poder Legislativo, a realizar modificaciones al presupuesto con el objeto de dar cumplimiento a las disposiciones precedentes, las que deben ser comunicadas, a tal efecto, en el término de cinco (5) días de instrumentadas. La Dirección General de Presupuesto será la responsable de establecer los plazos para dar cumplimiento a la reapropiación y fijar los procedimientos para hacerla efectiva.

Artículo 91.– El Poder Ejecutivo debe presentar ante la Legislatura en forma trimestral, dentro de los treinta (30) días posteriores al vencimiento del referido período, estados demostrativos de la ejecución del presupuesto general de la Administración Provincial, siguiendo las clasificaciones y niveles de autorización incluidos en la ley, exponiendo los créditos originales y sus modificaciones, explicitando la motivación de los desvíos y los alcances logrados en los aspectos de esta ley.

Artículo 92.– El Poder Ejecutivo puede declarar, una vez agotados los medios para lograr su cobro y previo dictamen de la Fiscalía de Estado, la incobrabilidad de los créditos a su favor, excepto los de naturaleza tributaria, que se rigen por las normas del Código Fiscal. La declaración de incobrable no implica la extinción de los derechos del Estado Provincial, ni de la responsabilidad en que pudiera incurrir el funcionario o empleado recaudador o cobrador, si tal situación le fuera imputable.

Artículo 93.– Las deudas del Estado Provincial que tengan diez (10) o más ejercicios financieros concluidos, no pueden reclamarse administrativamente y por lo tanto deben darse de baja de los registros contables, salvo que estuviere pendiente de resolución judicial. 

SECCIÓN V – CUENTA DE INVERSIÓN

Artículo 94.– La cuenta de inversión debe elevarse a la Legislatura y al Tribunal de Cuentas hasta el 31 de mayo del año siguiente al del ejercicio que corresponda y debe contener como mínimo:
a) Informe sobre la evolución financiera, económica, patrimonial y de gestión consolidada de la administración provincial del ejercicio concluido, su inserción con el planeamiento propuesto y su comparación con los períodos anteriores.
b) Estados financieros y patrimoniales:

· la ejecución del presupuesto de recursos de la administración provincial desagregados por ente hasta el nivel previsto en la ley de presupuesto;

· la ejecución del presupuesto de gastos de la administración provincial, mostrando el compromiso y el devengado, desagregados por ente hasta el nivel previsto en la ley de presupuesto;
· la cuenta ahorro–inversión–financiamiento de la administración provincial, desagregados por ente;
· los estados que demuestren los movimientos situación del Tesoro de la administración provincial, desagregados por ente;

· la situación de la deuda pública de la administración provincial, desagregada por ente, título y préstamo;

· los estados de recursos y gastos corrientes de la administración central; 

· el estado de origen y aplicación de fondos de la administración central;

· el balance de sumas y saldos y balance general de la administración central que integre los patrimonios netos de los organismos descentralizados, empresas y otros entes públicos;

· el estado de resultado, balance de sumas y saldos, balance general de las entidades descentralizadas, empresas y otros entes públicos;

· el estado de resultados del sistema de cargos y descargos de responsables establecido en el artículo 57 inciso a);

· el cumplimiento de metas, costos y objetivos previstos en el presupuesto, desagregados por entidad, por cada uno de los programas presupuestarios e integrado para la administración provincial.
Artículo 95.– La cuenta ahorro–inversión–financiamiento, debe desagregarse por entidad, de modo tal, que integre a todo el sector público provincial.

Una vez remitida a la Legislatura la cuenta de inversión del ejercicio cerrado y en forma previa al envío de proyecto de presupuesto del próximo ejercicio el Ministro de Hacienda concurrirá a una sesión conjunta de las Comisiones de Presupuesto y Hacienda de las Cámaras de Diputados y Senadores, para presentar un informe global que contenga:
1) La evaluación del cumplimiento del presupuesto del ejercicio anterior, comparado con el presupuesto aprobado por la legislatura y la ejecución informada en la cuenta de inversión, explicando las diferencias ocurridas en materia de ingresos, gastos y resultados financieros.

2) La estimación del presupuesto del año en curso, comparándolo con el presupuesto aprobado por la Legislatura explicando las diferencias que ocurran en materia de ingresos, gastos y resultados financieros.

Artículo 96.– Las cuentas de inversión que fueran remitidas por el Poder Ejecutivo y sobre las cuales la Legislatura no se hubiese pronunciado dentro del año de su elevación se considerarán aprobadas.

CAPÍTULO V – INGRESOS PÚBLICOS Y RELACIONES FISCALES CON ADMINISTRACIONES LOCALES

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SUBSISTEMA

Artículo 97.– El subsistema "Ingresos públicos y relaciones fiscales con administraciones locales" comprende el conjunto de órganos, normas y procedimientos que regulan la información, administración y percepción del conjunto de ingresos tributarios y no tributarios con incidencia económica o financiera en el presupuesto del Estado Provincial, y las relaciones fiscales con las administraciones locales en todo lo relativo a la administración de recursos y gastos.

SECCIÓN II – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 98.– El Poder Ejecutivo determina y fija los valores y demás condiciones de los aranceles correspondientes a las prestaciones de los servicios especiales que efectúen las distintas jurisdicciones a terceros.

Artículo 99.– El Poder Ejecutivo retendrá de los montos que le corresponda a las Municipalidades y Comunas en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de deudas que las mismas mantengan con el Tesoro Provincial o con cualquier ente de la hacienda pública provincial, cuando fueran exigibles y no hubieren sido cancelados, así como también los montos que correspondieren en concepto de repetición a contribuyentes en los casos de impuestos que coparticipan automáticamente.

Artículo 100.– La modificación de los índices de coparticipación de impuestos nacionales y provinciales a Comunas en virtud de ser declaradas ciudades, se producirá a partir del 1° de enero del año siguiente al de vigencia de la ley respectiva.

SECCIÓN III – ORGANIZACIÓN

Artículo 101.– La Dirección General de Ingresos Públicos y Coordinación Fiscal con Administraciones Locales es la Unidad Rectora Central del subsistema "Ingresos Públicos y Relaciones Fiscales con Administraciones Locales" de la hacienda pública del sector público no financiero, y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.

Artículo 102.– La unidad rectora central del subsistema tiene las siguientes competencias:

a) proponer metodologías orientadas a la concreción de políticas para la obtención de fuentes de ingresos u optimizar las existentes;

b) participar en lo concerniente a la legislación sobre los recursos provinciales, propiciando y coordinando modalidades uniformes de tributación y recaudación;

c) realizar los estudios, análisis y relevamientos pertinentes de la evolución de los distintos tipos de recursos e ingresos públicos; 

d) participar en los organismos interjurisdiccionales responsables de las relaciones fiscales entre provincias y con el gobierno nacional y realizar los estudios pertinentes;

e) analizar y evaluar las normas de regulación del régimen impositivo provincial y de administración tributaria, los procedimientos generales utilizados y los resultados obtenidos en las recaudaciones provinciales;

f) investigar la incidencia económico–financiera del sistema tributario sobre los grupos sociales, regiones, sectores productivos, etc.;

g) evaluar la incidencia sobre las finanzas provinciales de los regímenes de incentivo fiscal, promociones y exenciones, emergencia y desastre económico y cualquier otra situación que modifique la expectativa de recaudación prevista; 

h) intervenir en la evaluación y seguimiento de los sistemas financieros de los Municipios y Comunas orientados a permitir la elaboración de políticas integradas;

i) entender en todo lo concerniente a la legislación sobre coparticipación de impuestos a Municipios y Comunas y cualquier otra que tenga incidencia económica o financiera para el sector público provincial;

j) supervisar las operaciones de transferencias de fondos a Municipios y Comunas provenientes de la coparticipación impositiva;

k) intervenir en las cuestiones objeto de controversia en temas económicos, financieros o impositivos entre la Provincia y los Municipios y Comunas;

l) participar en los convenios de compensación de créditos y deudas entre la Provincia y los Municipios y Comunas, y de éstos con la Nación. 

m) participar en aquellas operaciones en que la Provincia deba prestar cualquier forma de garantía.

n) participar en la aplicación de políticas y planes de asistencia financiera provincial, nacional o internacional.

ñ)
todas las demás que le asigne la reglamentación.

TÍTULO III:

SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

CAPITULO I – ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

SECCIÓN I – DEFINICIÓN

Artículo 103.– El subsistema " Administración de Bienes y Servicios " comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos destinados a la gestión de los bienes muebles e inmuebles del patrimonio del Estado y al régimen de contrataciones que rige al sector público provincial.

Este subsistema está destinado a lograr la optimización en la incorporación, mantenimiento y adquisición o contratación de bienes, obras y servicios de terceros, para el patrimonio estatal o el que el sector público provincial requiera consumir para cumplir sus fines.

La gestión de bienes está destinada a regular la incorporación, mantenimiento, registración, identificación, control y baja de los bienes muebles e inmuebles de propiedad del sector público provincial.

El régimen de contrataciones es el conjunto de principios, normas y procedimientos destinados a cubrir las necesidades del sector público provincial en materia de provisión de bienes, obras y servicios de terceros, utilizando la mejor tecnología, el momento oportuno y el costo más racional.

SECCIÓN II – ORGANIZACIÓN

Artículo 104.– La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes es la Unidad Rectora Central del subsistema "Administración de Bienes y Servicios" de la hacienda pública del sector público provincial no financiero, y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.

Artículo 105.– La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes tiene las siguientes competencias:

1) En materia de gestión de bienes:

a) proponer y aplicar las políticas y normas sobre la administración de bienes de la hacienda pública;

b) determinar los bienes muebles e inmuebles objeto de los relevamientos; 

c) confeccionar los nomencladores y clasificadores de los bienes; 

d) ejecutar, controlar y evaluar la implementación del sistema de relevamiento y su actualización;

e) diseñar un sistema de información en concordancia con la Contaduría General de la Provincia;

f) supervisar la organización de las unidades operativas periféricas patrimoniales;

g) ejercer la representación legal en las situaciones que corresponda;

h) proponer se declaren innecesarios ciertos bienes participando en su venta, donación o cesión gratuita si aquella no fuere procedente;

i) implementar un sistema de verificaciones físicas y realizar los controles necesarios;

j) proponer la asignación o reasignación de bienes vacantes o sin afectación específica;

k) dictar normas sobre mantenimiento, conservación y asignación de responsabilidades en la tenencia de los bienes;

l) diseñar, juntamente con la Contaduría General de la Provincia, pautas referidas a valuaciones, amortizaciones, devalúos, revalúos, actualizaciones, etc., de los bienes relevados;

m) proponer e implementar eventuales aseguramientos de bienes bajo las condiciones que especifique la reglamentación;

n) proponer al Poder Ejecutivo la declaración de bienes de propiedad del Estado que hacen al patrimonio cultural de la Provincia, los cuales no podrán enajenarse, cederse o gravarse;

ñ)
efectuar el saneamiento y perfeccionamiento dominial, catastral y registral de los títulos inmobiliarios estatales y requerir al organismo técnico competente las acciones judiciales necesarias para la preservación del patrimonio inmobiliario estatal e intervenir en la constitución, transferencia, modificación o extinción de otros derechos reales o personales.

2. En materia de contrataciones:

a) proponer políticas y procedimientos y dictar las normas necesarias para la implementación y funcionamiento del sistema;

b) administrar un sistema de información que permita la elaboración de políticas, programación y gestión de las contrataciones;

c) controlar la aplicación de las normas vigentes en la materia;

d) mantener el Registro Único de Proveedores y Contratistas del Sector Público Provincial anotando las altas, penalizaciones y bajas del mismo;

e) aprobar modelos de pliegos o pliegos tipo de licitación y resolver impugnaciones según los montos que establezca la reglamentación;

f) controlar selectivamente las contrataciones que se realicen por procedimientos distintos a la licitación o concurso;

g) intervenir en las compras, contrataciones y gestiones en excepción al trámite licitatorio conforme lo disponga la reglamentación;

h) elaborar y actualizar un sistema de precios de referencia para uso de las unidades operativas periféricas;

i) proponer la modificación de los valores que contribuyen a determinar el procedimiento de selección del proveedor o contratista;

j) intervenir en las controversias derivadas de las contrataciones, que se susciten durante el trámite o con posterioridad a la misma;

k) aplicar penalidades por incumplimiento de contratos y órdenes de provisión;

l) coordinar su accionar con los organismos correspondientes del Poder Legislativo y Judicial;

m) asesorar a las jurisdicciones y entidades en la elaboración de los programas anuales de contrataciones, destinados a integrar la información presupuestaria básica en materia de gastos;

n) organizar el sistema estadístico de contrataciones;

ñ)
todas las demás facultades necesarias para el cumplimiento de su función.

SECCIÓN III – NORMAS TÉCNICAS COMUNES APLICABLES A LA GESTIÓN DE BIENES

Artículo 106.– Todos los bienes existentes y los que la hacienda pública incorpore a título oneroso o gratuito, deben considerarse de propiedad provincial, sin perjuicio de la afectación temporaria o definitiva que se asigne a un poder, jurisdicción o entidad en particular. Están exceptuados los bienes de propiedad que adquieran los Entes Autárquicos con sus propios recursos.

Las normas del presente capítulo son aplicables a las empresas y servicios concesionados respecto de los bienes de dominio del Estado.

Artículo 107.– La administración de los bienes está bajo la responsabilidad de los poderes, jurisdicciones y entidades que los tengan asignados o los hayan adquirido para su uso, a través de las unidades periféricas operativas patrimoniales.

Los poderes, jurisdicciones y entidades deben prever en sus presupuestos los créditos para atender los gastos de conservación necesarios para su mantenimiento.

Artículo 108.– Los bienes deben destinarse al uso o consumo para el que fueron adquiridos. 

Toda transferencia posterior o cambio de destino deberá formalizarse mediante acto administrativo en las condiciones que establezca la reglamentación. 


Aquellos bienes que quedaren sin destino, pasarán al Ministerio de Hacienda y Finanzas al que le alcanzará lo dispuesto en el artículo precedente, con excepción de los bienes de propiedad de los entes autárquicos.


Se consideran "sin destino":

a) aquellos que carecen de afectación; 

b) los que estando afectados a un servicio, no sean necesarios para la gestión específica del mismo;

c) los inmuebles utilizados parcialmente en la parte que no lo fueran,

d) los inmuebles arrendados a terceros;

e) aquellos inmuebles afectados a planes futuros que no cuenten con financiamiento aprobado para su ejecución y;

f) los inmuebles concedidos por los poderes en uso precario a organismos públicos o instituciones privadas, legalmente constituidas en la Provincia, para el desarrollo de sus actividades de interés general.

Artículo 109.– El Poder Ejecutivo puede autorizar la permuta de bienes muebles o entregar los mismos en compensación de pago de otros para similar uso, en las condiciones que establezca la reglamentación, con las formalidades establecidas en el Artículo 111 en materia de bienes inmuebles.

Artículo 110.– Debe ser objeto de relevamiento e inventario la totalidad de los bienes excepto los del dominio público, registrando de éstos solamente las inversiones en ellos realizadas.

Artículo 111.– Las formalidades legales exigidas para la incorporación o baja patrimonial son las siguientes:

ALTAS:

a) onerosas:

1) compras: según las exigencias impuestas en el régimen de compras de acuerdo a su monto. Los bienes inmuebles y vehículos necesitarán decreto del Poder Ejecutivo.

2) las expropiaciones.

b) gratuitas: 

1) sin cargo: aceptación por decreto del Poder Ejecutivo.

2) con cargo: aceptación por decreto del Poder Ejecutivo, el que deberá ser ratificado por el Poder Legislativo.

BAJAS: Cuando obedezcan a razones normales de uso, deberá constar el informe técnico respectivo, a los efectos de verificar y certificar el cumplimiento de la vida útil estimada del bien. En todos los casos las actuaciones deben ser remitidas al Tribunal de Cuentas.

· Bienes muebles: por decreto del Poder Ejecutivo.

· Bienes inmuebles: por ley.

SECCIÓN IV – NORMAS TÉCNICAS COMUNES APLICABLES AL RÉGIMEN DE CONTRATACIONES

Artículo 112.– El régimen de contrataciones regula todos los procesos de adquisición de bienes y servicios de terceros que el sector público provincial adquiera para su consumo o uso. Incluye asimismo las contrataciones por ventas y concesiones y todos aquellos contratos no excluidos expresamente.


La contratación de obras públicas se rige por su ley específica, siendo la presente ley de aplicación supletoria cuando aquella norma no lo prevea.


Quedan excluidos los siguientes contratos:

· los de empleo público;

· las compras menores por caja chica;

· los que se celebren con Estados extranjeros, con entidades de derecho público internacional, o con instituciones multilaterales de crédito;

· los que se financien con recursos provenientes de los Estados o de las entidades a que se hace mención en el inciso anterior, sin perjuicio de las facultades de fiscalización sobre este tipo de contratos que la presente ley confiere a los organismos de control;

· los que celebren las empresas y sociedades del Estado provincial cuya actividad habitual y específica sea comercial, industrial, financiera u otra, cuando se realicen en cumplimiento de su objeto social;

· los que celebren las entidades financieras y aseguradoras del Estado provincial con sus clientes y con las demás entidades financieras públicas o privadas, nacionales, extranjeras o internacionales, cuando se realicen en cumplimiento de su objeto social y constituyan su actividad habitual;

Artículo 113.– Las contrataciones deberán ajustarse a las siguientes premisas:

a) Optimización del poder de compra del Estado.

b) Razonabilidad objetiva del proyecto y de la contratación para cumplir con el interés público comprometido.

c) Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos que autoricen, dirijan o ejecuten las contrataciones.

d) Promoción de la concurrencia y competencia.

e) Publicidad del requerimiento a contratar en la forma y por los medios más convenientes, en el Boletín Oficial y en la página oficial en Internet o en la red que la reemplace.

f) Igualdad de posibilidades para los interesados oferentes con el objeto de promover la competencia.

g) Flexibilidad y transparencia en los procedimientos.

h) Economicidad, eficiencia y eficacia en la aplicación de los recursos públicos.

i) Utilización de precios de referencia como parámetro de comparación y garantía de la eficiencia en la utilización de recursos públicos y gestión.

SECCIÓN V – NORMAS TÉCNICAS PARTICULARES APLICABLES AL RÉGIMEN DE CONTRATACIONES

Procedimientos de selección

Artículo 114.– Toda compra o venta por cuenta de la Provincia, así como todo contrato sobre locaciones, arrendamientos, trabajos o suministros, se debe hacer, por regla general, previa licitación o concurso público. No obstante, puede contratarse por:

a) licitación o concurso privado, cuando el valor estimado de la operación no exceda de pesos cien mil;

b) subasta o remate público, por intermedio de oficinas del Estado Provincial especializadas en la materia, cuando la compra de bienes se haya autorizado por la autoridad competente;

c) contratación directa, en los siguientes casos y bajo las condiciones que se establecen a continuación:

1) Cuando la operación no exceda el tope de la reglamentación.

2) Adquisición en remate público previa fijación del precio máximo a abonarse en la operación.

3) Urgencias o emergencias originadas en circunstancias imprevisibles plenamente justificadas por el Poder Ejecutivo.

La urgencia debe responder a circunstancias objetivas y su magnitud debe ser tal que impida la realización de otro procedimiento de selección en tiempo oportuno.

4) Cuando la licitación o concurso haya resultado desierto por ausencia de ofertas ajustadas al pliego respectivo, siempre que rijan, para la contratación directa, exactamente las mismas condiciones y cláusulas que las exigidas en la licitación o concurso desiertos.

5) Obras de arte, científicas o de interés histórico cuya ejecución deba confiarse a empresas, artistas o profesionales especializados de reconocida capacidad.

Se debe fundar la necesidad de la especialización y los antecedentes que acrediten la notoria capacidad científica o artística de las empresas, artistas o especialistas a quienes eventualmente se les encomiende la ejecución de la obra o servicio.

Las contrataciones respectivas deben establecer la responsabilidad propia y exclusiva del contratado, quién, en todos los casos, actuará sin relación de dependencia con el Estado Provincial.

6) Exclusividad comprobada del oferente y carencia de bienes sustitutos.

Cuando la contratación se fundamente en esta disposición debe quedar documentada en el expediente la demostración de tal exclusividad.

La marca no constituye de por sí causal de exclusividad, salvo que no haya sustitutos convenientes.

En todos los casos, la determinación de que no existen sustitutos convenientes debe basarse en los correspondientes informes técnicos, en los que expresamente se consignen las razones de la conveniencia.

La contratación directa con un fabricante exclusivo sólo corresponde cuando éste documente que se ha reservado el privilegio de la venta del bien que elabora.

Se incluye en este apartado la adquisición de material bibliográfico en el país o en el exterior, a editores o personas físicas o jurídicas especializadas en la materia.

7) Entre organismos oficiales del sector público nacional, provincial o municipal, debiendo cumplirse el requisito de probada conveniencia sobre la media del mercado.

8) Para aquellas reparaciones de equipos, maquinarias o motores, excluidas las de mantenimiento, que por su naturaleza exija el desarme, traslado o examen previo como condición imprescindible y resultare más oneroso en caso de adoptarse otro procedimiento de contratación.

9) Cuando las materias y las cosas por su naturaleza particular o por la especialidad del empleo a que se destinan, deban comprarse o elegirse en los lugares mismos de su producción, distante del asiento de las autoridades o cuando deban entregarse sin intermediarios por los productores mismos.

El Poder Ejecutivo debe reglamentar y especificar las condiciones y requisitos particulares de cada una de las modalidades de contratación.

Artículo 115.– El Poder Ejecutivo debe determinar los valores máximos a aplicar para la elección del procedimiento de gestión directa según el monto estimado del contrato.

Artículo 116.– La licitación debe realizarse cuando el criterio de selección del contratante recaiga primordialmente en factores económicos. El procedimiento de concurso debe hacerse conforme con los mismos montos previstos para la licitación, cuando el criterio de selección del co–contratante recaiga primordialmente en factores no económicos.

Artículo 117.– Las licitaciones y concursos podrán ser:

· públicos o privados;

· de etapa única o múltiple;

· nacionales o internacionales.

Artículo 118.– La licitación o concurso es público cuando el llamado a participar esté dirigido a un número indeterminado de posibles oferentes con capacidad para obligarse, y es aplicable, sin perjuicio del cumplimiento de los demás requisitos que exijan el pliego de bases y condiciones particulares y el pliego único de bases y condiciones generales. 

Artículo 119.– La licitación o concurso es privado cuando se invita a participar a una determinada cantidad de posibles oferentes y es procedente cuando el monto estimado de la contratación no exceda del establecido para la licitación o concurso públicos.


En todos los procedimientos de selección del co–contratante en que la invitación a participar se realice a un determinado número de personas físicas o jurídicas, se deben considerar y evaluar las ofertas presentadas por quienes no fueron convocados.

Artículo 120.– La licitación o concurso es de etapa única cuando la comparación de las ofertas y de las calidades de los oferentes se realiza en un mismo acto.

Artículo 121.– Cuando el grado de complejidad del objeto o la duración del contrato lo justifiquen, la licitación o el concurso debe instrumentarse bajo la modalidad de etapa múltiple.


La licitación o concurso es de etapa múltiple cuando se realiza en dos (2) o más fases la evaluación y comparación de las calidades de los oferentes, los antecedentes empresariales y técnicos, la capacidad económica – financiera, las garantías, las características de la prestación y el análisis de los componentes económicos de las ofertas, mediante preselecciones sucesivas.


En los casos en que se utilice esta variante, la recepción de los sobres respectivos debe ser simultánea para todos los oferentes. Sólo se procederá a abrir los correspondientes a las ofertas económicas de aquellos oferentes que hubieran sido precalificados.

Artículo 122.– La licitación o concurso es nacional cuando la convocatoria está dirigida a interesados y oferentes del país.

Artículo 123.– La licitación o concurso es internacional cuando, por las características del objeto o la complejidad de la prestación, la convocatoria se extienda a interesados y oferentes del exterior.

Artículo 124.– Puede realizarse el concurso de proyectos integrales cuando la jurisdicción o ente solicitante no hubiera determinado detalladamente en el llamado las especificaciones del objeto del contrato, o se tratare de una iniciativa privada y aquella deseare obtener propuestas sobre los diversos medios posibles para satisfacer sus necesidades.


En tales casos, la jurisdicción o entidad solicitante debe cumplir con los siguientes requisitos:

a) Consignar previamente los factores a considerar para la evaluación de las propuestas, y determinar el coeficiente de ponderación relativa a asignar a cada factor y la manera de considerarlos;

b) Efectuar la selección del proveedor o contratista, tanto en función de la conveniencia técnica de la propuesta como de su precio;

c) Otorgar al oferente autor de la iniciativa privada el derecho de participar juntamente con el titular de la oferta declarada más conveniente por el licitante en una etapa de mejoras de ofertas.

Artículo 125.– En las contrataciones directas, si el monto previsto del contrato fuera inferior al que determine la reglamentación, las invitaciones a participar pueden efectuarse por cualquier medio y las ofertas pueden presentarse mediante correo electrónico, facsímil u otros medios similares que disponga la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes. El titular de la unidad operativa de contrataciones es el depositario de las propuestas que se reciban. Dicho funcionario es responsable que las ofertas permanezcan reservadas hasta el día y hora de vencimiento del plazo fijado para su presentación. En esa oportunidad todas las ofertas que se hubieren presentado se agregarán al expediente según el orden de su recepción, pudiendo prescindirse del acto formal de apertura de las ofertas. El titular de la unidad operativa de contrataciones suscribirá un acta donde conste lo actuado.

Artículo 126.– En las contrataciones mencionadas en el artículo anterior, una vez vencido el plazo para la presentación de las propuestas, la elección de la oferta más conveniente puede resolverse sin más trámite por la autoridad competente para adjudicar, sobre la base de las constancias del expediente, debiendo requerir la opinión de la unidad operativa de contrataciones.

Artículo 127.– El Poder Ejecutivo o el funcionario que éste designe, puede reconocer las erogaciones emergentes de la publicación de avisos oficiales, siempre que los medios a quienes se ordenen las publicaciones cuenten con tarifas previamente aprobadas por autoridad competente y se hubiese imputado previamente el crédito específico con el que se debe atender la erogación.

Pliegos de bases y condiciones

Artículo 128.– Los instrumentos de convocatoria o contratación deben dejar expresamente a salvo la potestad del titular del Poder Ejecutivo y Presidentes de las Cámaras de Diputados y Senadores, Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de Cuentas de la Provincia, de revocarlos en sede administrativa cuando se comprobare administrativamente la existencia de irregularidades que hubieren posibilitado la obtención indebida de ventajas por parte del contratante; o la existencia de vicios que afectaran originariamente al contrato, susceptibles de acarrear su nulidad; o que el contrato fue celebrado mediando prevaricato, cohecho, violencia o cualquier otra maquinación fraudulenta que diera lugar a la acción penal o que fuere objeto de condena penal. El ejercicio de dicha facultad da lugar al inicio de una acción directa por parte del Estado.

Artículo 129.– La reglamentación especificará los requisitos que contendrán los pliegos de bases o documentación que haga sus veces, debiendo contener mínimamente:

a) descripción del objeto;

b) características técnicas genéricas;

c) factores de evaluación;

d) moneda de cotización y tipo de conversión;

e) clase y monto de las garantías a constituir;

f) plazos;

g) condiciones económico – financieras.

Artículo 130.– El trámite que decide la contratación y establece el procedimiento de selección a utilizar, en todos los casos, debe ser debidamente motivado y causado.


En los casos de licitación y concurso públicos se debe cumplir con el requisito de la publicidad que establece la reglamentación, la que debe efectuarse en el Boletín Oficial, en Internet o en la red que la reemplace, y en los medios de comunicación que se estimen pertinentes, tanto sean regionales, nacionales o internacionales de acuerdo a la índole de la contratación.

La totalidad de las compras o contrataciones que no se realicen a través de la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes deben ser comunicadas a la misma conforme lo establezca la reglamentación.

Artículo 131.– El acto de apertura de las ofertas debe ser público. Con posterioridad a la apertura de las ofertas, el organismo contratante puede negociar con el oferente mejor colocado, o simultáneamente con los oferentes mejor colocados que hubieren presentado ofertas similares, con el fin de obtener condiciones más ventajosas para el interés público. Las mejoras pretendidas deben ser requeridas a todos los oferentes llamados a mejorar, en las mismas condiciones y no pueden ser diferentes para ninguno de ellos.


Las mejoras en las ofertas deben ser hechas por escrito y dentro del plazo común que se les fije. Estas propuestas serán abiertas de acuerdo con las formalidades previstas por la reglamentación. El silencio por parte del oferente invitado a mejorar, se considerará como que mantiene su oferta.

Artículo 132.– Para las compras de productos, bienes y servicios que efectúe el sector público provincial, las empresas u organizaciones de origen provincial podrán recotizar sus propuestas originales igualando o mejorando el ofrecimiento más conveniente, en la medida que su oferta original no supere a los de los demás oferentes en las proporciones que en el presente artículo se establecen, excluyéndose a las contrataciones que se realicen con financiación externa, en las que el organismo financiero exija como condición la selección internacional:

a) del cinco por ciento (5%), cuando los productos, bienes o servicios sean originarios, fabricados o prestados en la provincia;

b) del dos coma cincuenta por ciento (2,5%), cuando no siendo originario, fabricados o prestados en la provincia se comercialicen en forma habitual por empresas con domicilio legal en el territorio provincial.


Los porcentajes precedentes se ampliarán en un cincuenta por ciento (50%) cuando la empresa u organización radicada en la provincia haya alcanzado certificación de calidad expedida por evaluadora de reconocido prestigio.


Las disposiciones anteriores se aplicarán cuando la empresa que haya realizado el mejor ofrecimiento originario no sea de origen provincial.


Una empresa u organización industrial, de construcción o proveedora de servicios, será considerada de origen provincial si ha sido creada o autorizada a operar de conformidad con las leyes de la provincia y tenga asiento de producción en la misma con un mínimo de doce (12) meses de residencia anterior al llamado a licitación o compra.

Las uniones transitorias de empresas, las asociaciones de colaboración empresaria y otras formas asociativas serán consideradas de origen provincial cuando al menos el cincuenta y uno por ciento (51%) de su patrimonio cumpla con las disposiciones del párrafo anterior.


Las empresas u organizaciones que deseen acogerse a los beneficios precedentes deberán inscribirse en Registro Unico de Proveedores y Contratista del Sector Público Provincial, presentando las constancias que se determine por reglamentación y que permitan acreditar fehacientemente su lugar de radicación, debiendo estar al día con sus obligaciones impositivas y previsionales al momento de la inscripción y al de presentación de ofertas.

Adjudicación

Artículo 133.– Cumplido, en su caso, el procedimiento establecido en el artículo anterior, la adjudicación debe realizarse a favor de la oferta más conveniente para el organismo contratante. A igualdad de precios, la adjudicación recaerá en la propuesta que ofrezca elementos de fabricación nacional, y, de subsistir el empate, recaerá en la propuesta que ofrezca elementos de mejor calidad si ello surgiera de las características especificadas en las ofertas o de las muestras presentadas, el precio, la idoneidad del oferente y demás condiciones de la oferta. 

Si una vez realizado el procedimiento dispuesto, y efectuadas las evaluaciones comparativas indicadas precedentemente se mantuviere la paridad de la oferta, se debe proceder al sorteo de las mismas. Para ello se debe fijar día, hora y lugar del sorteo y notificarse por medio fehaciente a los oferentes que las hubieren formulado. El sorteo debe realizarse en presencia de los interesados, si asistieran, y se labrará el acta correspondiente.
La adjudicación en todos los casos debe ser resuelta en forma fundada por la autoridad competente para aprobar la contratación y notificada fehacientemente al adjudicatario y al resto de los oferentes e incorporada a la base de datos pública que se instrumentará a tal efecto, de acuerdo a la reglamentación respectiva. Puede resolverse la adjudicación aún cuando se haya presentado una sola oferta.

La reglamentación establece los criterios a ser tenidos en cuenta para la adjudicación, impugnación, planteamiento del pertinente recurso y los requisitos del contrato a celebrarse entre las partes, como asimismo, las responsabilidades que se deriven si el mismo, por causas imputables a cualquiera de ellas, no lograra firmarse.


Es siempre facultativo del contratante dejar sin efecto el llamado en cualquier momento anterior a la adjudicación o rechazar total o parcialmente todas las propuestas. El rechazo de las propuestas no da lugar a indemnización alguna.

Garantías

Artículo 134.– Los oferentes y los adjudicatarios deben constituir garantías de mantenimiento de la oferta, de cumplimiento de las obligaciones emergentes del contrato y de impugnación. Se constituirá contragarantía por anticipado cuando el adjudicatario reciba adelantos en aquellas contrataciones en que los pliegos lo previesen.


La reglamentación determina las excepciones a la obligación de presentar garantías y fija las alícuotas y formas de constitución de las mismas, siendo el valor mínimo de la garantía de mantenimiento de oferta el uno por ciento (1%) del mayor valor propuesto, el siete por ciento (7%) del valor total de la adjudicación en la garantía de cumplimiento, y el tres por ciento (3 %) sobre el monto de la oferta del impugnante, o del valor determinado en el pliego de bases y condiciones particulares, en la garantía de impugnación.


La reglamentación debe establecer las formas de constitución de las garantías y los plazos en que se devolverán.

La Provincia no abona intereses por los depósitos de valores otorgados en garantía en tanto que los que devengaren los mismos pertenecen a sus depositantes.

El organismo contratante tiene derecho a intimar al oferente, adjudicatario o proveedor incumplidor, el depósito en efectivo del importe de la multa o garantía perdida, en la cuenta bancaria que indique y dentro del plazo que a tal efecto le fije.

La ejecución de las garantías o la iniciación de las acciones destinadas a obtener el cobro de las mismas tienen lugar sin perjuicio de la aplicación de las multas que correspondan, o de las acciones que se ejerzan para obtener el resarcimiento integral de los daños que los incumplimientos de los oferentes o proveedores hubieren ocasionado.

Artículo 135.– La presentación por el proponente de la oferta implica la aceptación de esta ley y su decreto reglamentario, pliego de bases y condiciones generales y cláusulas particulares, constituyendo el todo un contrato que se perfecciona con la aprobación en término de la adjudicación por la autoridad jurisdiccional competente.

Artículo 136.– El adjudicatario no puede transferir ni ceder el contrato sin la previa autorización de la autoridad que resolviera la adjudicación. Si se lo hiciere, se tendrá por rescindido de pleno derecho.

Artículo 137.– La reglamentación establece las modalidades para el seguimiento de la ejecución de los contratos, la posibilidad de ampliación de los plazos estipulados, así como la modificación de las prestaciones asumidas o la revisión de las mismas, siempre que la adjudicación originaria las autorice.


El organismo contratante, con aprobación de la autoridad competente de acuerdo con el nuevo monto, tiene derecho a aumentar o disminuir el total adjudicado hasta un diez por ciento (10%) de su valor original, en las condiciones y precios pactados y con adecuación de los plazos respectivos. Ese porcentaje puede incidir tanto en las entregas totales, como en las entregas parciales.

Artículo 138.– Los precios pactados son invariables, excepto que ello signifique una economía para el Estado.

Artículo 139.– La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes tiene a su cargo la confección de un registro único provincial de proveedores, contratistas de la Provincia y licitadores de obras públicas, integrado con todas las personas físicas y jurídicas que se presenten para ser reconocidos como tales. Asimismo, debe confeccionar un registro de sancionados. 


La reglamentación debe establecer:

a) requisitos que deben contener los pedidos al iniciar los trámites de la contratación;

b) clases, montos, formas de las garantías; su devolución y las excepciones a su constitución;

c) normas referentes a la concurrencia a las licitaciones, concursos y contrataciones;

d) normas sobre especificaciones, muestras y tolerancias de lo solicitado;

e) formas de presentación de las ofertas;

f) presentación de muestras;

g) normas sobre el mantenimiento de las ofertas;

h) formalidades en la apertura de las ofertas y desestimación de las mismas;

i) normas para el estudio de las ofertas y su adjudicación;

j) normas sobre la entrega y recepción;

k) lugar y forma de presentación de facturas y pagos;

l) responsabilidades y penalidades a adoptarse en caso de incumplimiento parcial o total del contrato;

m) disposiciones varias sobre gastos, seguros y transportes.

Locación de inmuebles

Artículo 140.– La locación de inmuebles para uso del Estado provincial, debe efectuarse previo pedido de propuestas, con sujeción al trámite de precios, conforme al monto de erogación anual, debiendo en todos los casos publicarse en el Boletín Oficial, la página oficial en Internet o en la red que la reemplace y un diario de la localidad.


Al vencimiento de un contrato de locación anterior, la entidad responsable de la contratación, previa intervención de la unidad rectora central, puede proceder, según convenga, a su renovación o reconducción o a un nuevo llamado a licitación o concurso de precios para ocupar otro local. No obstante haber llamado a licitación o concurso de precios, puede resolver la renovación del contrato anterior o su reconducción, si no se presentasen propuestas o éstas resultaran inconvenientes. La contratación de nuevos alquileres esta sujeta a las disposiciones en materia de adjudicaciones, en lo atinente a responsabilidad de aprobación.


Es condición indispensable y previa al perfeccionamiento del contrato de locación o sus futuras renovaciones la acreditación, por parte del locador, de las constancias de libre deuda del impuesto inmobiliario correspondiente a la propiedad en trámite de arrendamiento, la verificación de la titularidad del bien y la inspección del estado del mismo.

En ningún caso debe incluirse en los contratos cláusulas que obliguen al Estado al pago de tasas, contribuciones, impuestos o gravámenes de cualquier naturaleza, existentes o futuras que incidan sobre el bien arrendado, los que son por cuenta exclusiva de su propietario, a excepción de los servicios que por razones de uso que diera al inmueble la repartición locataria, deben ser atendidos por el fisco.

La Provincia debe contemplar al momento de formalizar el contrato la reserva de rescindir el mismo sin lugar a indemnización alguna a favor del propietario. 

Proveedores

Artículo 141.– Pueden contratar con el sector público provincial todas las personas físicas o jurídicas con capacidad para obligarse y que no se encuentren alcanzadas por las causales previstas a continuación:

a) las personas físicas o jurídicas que se encontraren suspendidas o inhabilitadas en el registro único de proveedores y contratistas; 

b) los agentes y funcionarios del sector público provincial y las empresas en las cuales aquellos tuvieren una participación suficiente para formar la voluntad social;

c) los fallidos, concursados e interdictos;

d) los condenados por delitos dolosos;

e) las personas que se encontraren procesadas por delitos dolosos; 

f) las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido con sus obligaciones impositivas y previsionales, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación;

g) las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido en tiempo oportuno con las exigencias establecidas por el artículo 5°, penúltimo párrafo, de la presente ley.

Artículo 142.– Para poder contratar con el sector público provincial es necesario estar inscripto en el Registro Unico de Proveedores y Contratistas.


Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, pueden presentar ofertas personas físicas o jurídicas no inscriptas en dicho registro, con la sola acreditación de haber iniciado el trámite de inscripción. Si el proponente que resulte adjudicatario no cumple con todos los requisitos exigidos para la inscripción definitiva, la autoridad competente aplicará las sanciones correspondientes.

La reglamentación determina las condiciones y excepciones para inscribirse en el registro único, como asimismo los motivos que dan lugar a apercibimientos, suspensiones, inhabilitaciones o bajas de proveedores y contratistas, debiendo contar con una situación fiscal regularizada ante la Provincia.

Artículo 143.– El Poder Ejecutivo debe instrumentar un registro público único de contratos administrativos donde se asienten la totalidad de las contrataciones que realice el sector público provincial. El registro es de acceso libre, irrestricto y gratuito, estará disponible en la página oficial en Internet o en la red que la reemplace, y en él debe anotarse el contrato suscripto por completo en copia especial para dicho registro.

Artículo 144.– El Poder Legislativo y el Poder Judicial dictarán sus propios reglamentos dentro del marco establecido en la presente, pudiendo adherir a la reglamentación dispuesta por el Poder Ejecutivo en lo que le fuera de utilidad. 

Artículo 145.– Los valores en las contrataciones de compras o ventas deben estar referenciados a precios de mercado o contar con los análisis de costos pertinentes.

Artículo 146.– Para los contratos de suministro la reglamentación establece los modos y tiempos de entrega, como así también los controles sobre cantidad y calidad que deban efectuarse previo a la liquidación y pago.

Artículo 147.– Los valores de los contratos de locación de inmuebles deben ser acordes a los fijados en negociaciones inmobiliarias, en condiciones similares de mercado.

Concesión

Artículo 148.– La concesión de obra, servicios públicos u otra actividad del Estado aprobada por ley, puede ser asignada por el Poder Ejecutivo a personas físicas o jurídicas, en forma onerosa o gratuita, pudiendo ser:

a) para proyectar, construir, conservar, mantener u operar una obra pública nueva o preexistente o realizar un trabajo público;

b) para prestar un servicio público;

c) para terciarizar actividades del Estado.

Artículo 149.– Los concesionarios pueden percibir de los usuarios o beneficiarios, durante el plazo de la concesión, la contraprestación que les permita amortizar la inversión, cubrir los gastos de operación y obtener una rentabilidad razonable.

Artículo 150.– En las contrataciones de las concesiones de obras y servicios públicos debe incluirse en la documentación exigible lo siguiente:

a) base de cálculo, modos y tiempos de revisión de las tarifas;

b) plan de inversiones a efectuar por el concesionario;

c) garantías y canon a cargo del concesionario;

d) obligaciones recíprocas durante y al finalizar la concesión;

e) causales y efectos de modificaciones contractuales, determinación del resarcimiento y penalidades;

f) derechos de los usuarios en lo concerniente al costo, calidad y oportunidad de las prestaciones.

Artículo 151.– Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar prestaciones de servicios a terceros con contraprestación económica, de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.

Artículo 152.– Las reparticiones públicas deben hacer ejecutar los trabajos de impresión, encuadernación o cualquier otro relacionado con las artes gráficas, exclusivamente en los talleres gráficos oficiales de la Provincia. 


No obstante y cuando por razones debidamente fundamentadas, las imprentas oficiales no pudieran cumplimentar los pedidos que se le formulen, los titulares de los poderes, jurisdicciones o entidades pueden disponer su ejecución en empresas particulares.


Los talleres gráficos oficiales pueden acordar con las reparticiones solicitantes que éstas provean los materiales necesarios para las tareas que se les encomienden.

Artículo 153.– La Provincia, en su condición de autoaseguradora de sus bienes patrimoniales y del personal a su servicio con relación a los accidentes de trabajo, comprende a todas las dependencias del sector público provincial.


Sin perjuicio de ello, el Poder Ejecutivo debe reglamentar la modalidad y alcances del autoseguro, pudiendo optar en forma total o parcial por la contratación de seguros con terceros cuando existan razones de conveniencia económica y financiera o una norma general que así lo disponga.


El presupuesto fija anualmente las partidas para tales fines en forma conjunta para las jurisdicciones y separadas para cada una de las entidades comprendidas en este régimen, quedando habilitado el Poder Ejecutivo para dictar su reglamentación.

Artículo 154.– La mora en el pago por parte del sector público provincial da derecho al proveedor a percibir, hasta el efectivo pago, accesorios por mora calculados conforme lo establezca la reglamentación. Los contratos deben incluir como parte integrante de los mismos el presente artículo y el que se corresponda del decreto reglamentario.

Artículo 155.– La Dirección General de Contrataciones y Gestión de bienes podrá llevar a cabo gestiones de compraventa o contrataciones por el plazo máximo de un año, a partir de la implementación del Subsistema de Administración de bienes y Servicios.

Artículo 156.– El Poder Ejecutivo reglamenta los restantes requisitos que deban regir las contrataciones que realice el sector público provincial, de manera que las limitaciones que esta ley establece no resulten violadas por contrataciones parciales, simultáneas o sucesivas.

CAPÍTULO II – RECURSOS HUMANOS, FUNCION PÚBLICA Y ORGANIZACION ADMINISTRATIVA

SECCIÓN I – DEFINICION

Artículo 157.– El subsistema de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa comprende al conjunto de órganos, normas y procedimientos dirigidas a promover, organizar y coordinar la administración de las plantas permanentes y temporarias de agentes que revistan en los distintos escalafones o regímenes laborales, como así también de las normas que regulan el ordenamiento y el procedimiento administrativo y la asignación de competencia de las distintas jurisdicciones y organismos que componen la hacienda pública del sector público no financiero.

SECCIÓN II – ORGANIZACIÓN

Artículo 158.– La Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa es la Unidad Rectora Central del subsistema “Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa” y está a cargo de un Director y un Subdirector.

Artículo 159.– La Dirección General de Recursos Humanos, Función Pública y Organización Administrativa tiene las siguientes competencias:

a) asesorar en la formulación de los aspectos organizativos, jurídicos y financieros de las normativas que signifiquen crear, modificar, unificar o derogar regímenes estatutarios o escalafonarios de personal, y entender en la interpretación de la legislación vigente;

b) realizar la proyección financiera de todas las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan en la hacienda pública;

c) reglar las normas y procedimientos destinados a instrumentar un Sistema integral de recursos humanos en donde conste la foja personal del agente (alta, ascensos, promociones, medidas disciplinarias, menciones, capacitación adquirida, designaciones especiales, traslados, subrogancias, baja, asignaciones generales y particulares, etc.), resolver las situaciones referidas al mismo y que serán la base para la liquidación de los emolumentos que le correspondan;

d) unificar los procedimientos para la liquidación de haberes del personal de la Administración Provincial, controlar su cumplimiento y efectuar las liquidaciones correspondientes; 

e) llevar un registro que permita conocer, en forma inmediata y permanente, el número de cargos ocupados y vacantes de planta permanente y temporaria de la Administración Provincial, su desagregación institucional, por sectores, categorías y niveles, compatibilizándola con las plantas autorizadas por el presupuesto;

f) participar en la formulación de la política presupuestaria en lo pertinente a recursos humanos y asistir a la Dirección General de Presupuesto en la formulación del presupuesto de gastos en personal y plantas de personal para todo la Administración Provincial;

g) realizar el seguimiento sobre la aplicación de las medidas salariales aprobadas para la Administración Provincial proponiendo las modificaciones que resulten necesarias;

h) mantener información actualizada de ocupación y salarios y sobre dotación de estructuras y personal contratado del sector público provincial;

i) asesorar en el análisis, interpretación y reglamentación de las normas jurídicas que regulan aspectos organizativos e institucionales del funcionamiento del Estado y la relación del mismo con sus agentes;

j) entender en las delimitaciones de competencias, relaciones institucionales, delegación de facultades, coordinación de funciones y estructuras jerárquicas del sector público provincial y controlar su aplicación;

k) participar en la formulación e implementación normativa y evaluar el impacto organizacional de las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan para la hacienda pública;

l) asistir técnicamente en las negociaciones salariales y evaluar el impacto de las distintas alternativas;

m) entender en el régimen de contrataciones de servicios personales y pasantías de acuerdo a la normativa vigente;

n) administrar la serie estadística de evolución del empleo público;

ñ)
asistir como órgano de apoyatura del Instituto Provincial de Administración Pública, en la formación y capacitación de los recursos humanos de la Administración Provincial;

o) todas las demás que le asigne la reglamentación.

SECCIÓN III – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 160.– Para tomar posesión en un cargo que dependa de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial o del Tribunal de Cuentas de la Provincia, es indispensable que haya sido dictado, previamente, el decreto de designación o acto equivalente emitido por la autoridad a quien competa hacerlo. Los haberes se devengarán a partir de la fecha de la toma de posesión no pudiendo liquidarse hasta tanto se haya cumplido con esta exigencia.

Artículo 161.– Los funcionarios de los poderes, jurisdicciones y entidades de la hacienda pública, habilitados a efectuar nombramientos, no pueden designar personal de planta o temporario que no cuente con cargo previsto en la ley de presupuesto aprobada para ese ejercicio financiero.


Toda estructura organizativa que se apruebe debe contar con financiamiento previsto para gastos en personal en la ley de presupuesto vigente.

Artículo 162.– Las jurisdicciones y entidades deben, al inicio del ejercicio, registrar el compromiso anual por el total de cargos ocupados de planta y temporario, hasta el límite del crédito aprobado por la ley de presupuesto.


Las liquidaciones de haberes que se practiquen, en el ámbito de la administración provincial, deben tener en cuenta que el crédito se encuentre comprometido en los términos del párrafo precedente y las modificaciones que durante el transcurso del ejercicio se produzcan.

Artículo 163.– Las promociones o aumentos de las asignaciones del personal de la hacienda pública, inclusive las correspondientes a suplementos, compensaciones, reintegro de gastos, u otros beneficios análogos a su favor, cualquiera fuese el motivo o autoridad competente que lo disponga tienen efecto a partir del dictado del decreto de designación o acto equivalente emitido por la autoridad a quien le competa hacerlo y de la toma de posesión en su caso, no pudiendo efectuarse reconocimientos con carácter retroactivo.

Artículo 164.– Los organismos pagadores no pueden admitir pedidos de contabilización de sueldos que se aparten de las liquidaciones confeccionadas mensualmente por el órgano responsable, como tampoco aquellos que confeccionados por el citado órgano fueran enmendados a posteriori.


Sólo pueden realizarse liquidaciones complementarias de haberes en el caso que sean de carácter general o sectorial por escalafones o convenios, reservándose, en cambio, toda liquidación parcial o individual para su inclusión en la próxima liquidación general mensual.

Artículo 165.– El derecho a la percepción de los beneficios individuales o colectivos nacen con la presentación por parte del interesado de las pruebas exigidas que acrediten su legitimidad.

Artículo 166.– Los agentes dependientes del Poder Ejecutivo no percibirán sus emolumentos antes que los mismos hayan sido puestos a disposición de cobro para el inmediato jerárquico inferior.


Las autoridades superiores y funcionarios políticos no percibirán sus haberes con anterioridad a la puesta de los mismos a disposición de cobro de los activos y pasivos de su sector.

Artículo 167.– Institúyese el sueldo anual complementario para todo el personal del sector público que revista en forma permanente o transitoria, excepto para aquellos que tengan un régimen especial, ya se atiendan sus remuneraciones con partidas individuales o globales, el que resulta equivalente a la mitad de la mayor remuneración mensual devengada dentro de los semestres que culminan en junio y diciembre de cada año, computándose para su determinación el total de las retribuciones y bonificaciones ordinarias que tributen aporte jubilatorio.


La remuneración acordada, que se declara inembargable en los términos de ley, debe liquidarse sin otros descuentos que los autorizados legalmente. En los casos de cesantía, renuncia o muerte del agente debe procederse de inmediato a la liquidación proporcional que corresponda.

Artículo 168.– Todos los agentes civiles del Estado reciben una compensación extraordinaria por el tiempo suplementario que presten servicios en días inhábiles o en exceso de horario que según su situación de revista, deban cumplir los días hábiles.


Quedan excluidas las autoridades superiores, personal de gabinete, religiosos y aquellos agentes que perciban adicionales o suplementos particulares acordados en función de prestaciones en exceso.


Los comprendidos en escalafones o convenios que contemplen un régimen especial para este beneficio, se ajustan al mismo, dentro de las limitaciones fijadas por los artículos siguientes.

Artículo 169.– Las horas suplementarias deben autorizarse únicamente cuando exista crédito presupuestario en la partida “servicios extraordinarios” y deben serlo previa resolución del Ministro o Secretario de Estado respectivo, presidente del Tribunal de Cuentas de la Provincia, Fiscal de Estado, autoridad máxima de los organismos descentralizados o autoridades competentes de los Poderes Legislativo y Judicial. En caso contrario las mismas serán compensadas en los horarios habituales de trabajo de acuerdo a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo al efecto.


Las comisiones de servicio no dan derecho al cobro de este suplemento.

Artículo 170.– Pueden contratarse servicios personales destinados a la realización de estudios, proyectos, programas especiales en los términos que determine la reglamentación, cuando exista crédito presupuestario para ello. El régimen establecido es de aplicación para todo el sector público, quedando excluido de la Ley de Contrato de Trabajo, sus normas modificatorias y complementarias, siendo de aplicación las disposiciones sobre contratación de locación de obra y de servicios del Código Civil.

Las contrataciones referidas no podrán realizarse con agentes de la Administración Provincial o con otras personas vinculadas laboral o contractualmente con la misma. 

Asimismo pueden efectuarse contrataciones de servicios con instituciones o entidades cuando las mismas se refieran a pasantías de estudiantes universitarios de las carreras de grado y a graduados con no más de dos años de antigüedad.

CAPÍTULO III – INVERSIÓN PÚBLICA

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SISTEMA

Artículo 171.– El subsistema de “Inversión Pública” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos necesarios para la formulación del Plan Provincial de Inversión Pública y el mantenimiento del inventario de proyectos de inversión.


Se entiende por inversión pública la aplicación racional y eficiente de recursos públicos con el fin de iniciar, ampliar, mejorar, modernizar, reponer o reconstruir la capacidad productora de bienes y servicios con el fin de incrementar el patrimonio y optimizar el funcionamiento de la hacienda pública.

El ciclo de todo proyecto de inversión comprenderá las etapas de preinversión, inversión, operación y evaluación posterior.

Artículo 172.– Están sujetos a las disposiciones de la presente ley todos los proyectos de inversión de los organismos integrantes de la administración provincial, así como las organizaciones privadas o públicas que requieran para su realización subsidios, transferencias, aportes, avales, créditos o cualquier tipo de beneficio, que afecte en forma directa o indirecta al patrimonio público provincial, con repercusión presupuestaria presente o futura, cierta o contingente.

Artículo 173.– El Banco de Proyectos de Inversión es un sistema de información que, instrumentado, administrado y mantenido por la unidad rectora central, registra proyectos de inversión seleccionados como viables, susceptibles de ser financiados con recursos del presupuesto provincial, previamente evaluados técnica, económica, social y ambientalmente. 

SECCIÓN II – ORGANIZACIÓN

Artículo 174.– La Dirección General de Inversión Pública es la Unidad Rectora Central del subsistema de Inversión Pública y como tal responsable de la aplicación de las normas, procedimientos y metodologías que garanticen una eficiente y oportuna asignación de recursos públicos para mejorar la capacidad productiva de bienes y servicios de la hacienda pública y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.

Artículo 175.– La Dirección General de Inversión Pública tiene las siguientes funciones y competencias:

a) establecer y elaborar sobre la base de las políticas provinciales y sectoriales, según criterios general e internacionalmente aceptados, las metodologías, indicadores pertinentes y criterios de decisión a utilizar en la formulación de programas y proyectos de inversión pública, en todas sus etapas;

b) coordinar las acciones a seguir para el planeamiento y gestión de la etapa de inversión de los proyectos de inversión pública provincial y supervisar la formulación y evaluación de los proyectos de inversión realizados en las jurisdicciones y entidades en cuanto al cumplimiento de las metodologías, pautas y procedimientos establecidos;

c) elaborar anualmente, en coordinación con la Dirección General de Presupuesto, el plan provincial de inversión pública y participar en la determinación de los proyectos a incluir en el mencionado plan;

d) participar en la determinación de los sectores prioritarios para el destino de las inversiones públicas;

e) organizar y mantener actualizado un inventario de proyectos de inversión pública a través de un banco de proyectos de inversión pública provincial;

f) desarrollar un sistema que proporcione información adecuada, oportuna y confiable sobre el comportamiento integral de las inversiones públicas; que permita el seguimiento de los proyectos individualmente y del plan de inversión pública en forma agregada, compatible con el control de la ejecución presupuestaria;

g) capacitar a los agentes de la Administración Pública provincial y municipal en la formulación y evaluación de proyectos de inversión;

h) registrar los proyectos de inversión de alcance local que realicen el Estado Nacional, los Municipios y Comunas o que sean financiados por el sector privado; y comunicar al sistema de inversión pública nacional los proyectos que la Provincia considere prioritarios;

i) supervisar la evaluación posterior realizada por los organismos ejecutores sobre proyectos seleccionados, una vez finalizada la etapa de inversión y por lo menos una vez cuando se hayan cumplido cinco (5) años de operación de los mismos, incluyendo el año de puesta en marcha;

j) realizar, promover y auspiciar todo tipo de acciones de apoyo informativo, técnico y de capacitación, adiestramiento e investigación acerca de los proyectos de inversión pública, metodologías desarrolladas o su aplicadas y brindar apoyo técnico en los asuntos de su competencia a las entidades o jurisdicciones que así lo soliciten;

k) establecer comunicación con el sector público nacional, municipal y comunal y con el sector privado a los efectos de identificar y apoyar la preinversión de proyectos de inversión de mutua conveniencia;

l) todas las demás que le asigne la reglamentación.

SECCIÓN III – NORMAS TÉCNICAS COMUNES

Artículo 176.– Las oficinas encargadas de elaborar proyectos de inversión pública de cada jurisdicción o entidad del sector público provincial, tienen las siguientes funciones:

a) identificar, formular y evaluar los proyectos de inversión pública que sean propios de su área, de acuerdo a los lineamientos y metodología dispuestos por la unidad rectora central y las disposiciones específicas del organismo de su pertenencia;

b) identificar, registrar y mantener actualizado el Banco de Proyectos de Inversión Pública en lo concerniente a su área;

c) efectuar el control físico–financiero del avance de obras y del cumplimiento de los compromisos de obra de los proyectos de inversión pública;

d) realizar la evaluación posterior de los proyectos de inversión.

Artículo 177.– El plan provincial de inversión pública se integra con los proyectos que se hayan formulado y evaluado según los principios, normas y metodologías establecidas por la unidad rectora central del subsistema de Inversión Pública, incluyendo las construcciones por administración, contratación, concesión y peaje.


Los proyectos de inversión que se incluyan en el proyecto de ley de presupuesto de cada año, y aquellos que soliciten transferencias, aportes, créditos u otorgamiento de avales del Estado Provincial para la realización de obras públicas provinciales, municipales o privadas, deben ser evaluados conforme lo establece el párrafo anterior.


Las jurisdicciones y los entes deben preparar la propuesta del plan de inversiones del área, seleccionar los proyectos prioritarios siempre y cuando éstos cumplan con las condiciones establecidas por la metodología de evaluación, y remitir la información requerida por la unidad rectora central del subsistema de Inversión Pública.

Artículo 178.– El Poder Ejecutivo puede facultar a la Dirección General de Inversión Pública para fijar el monto máximo del programa o proyecto de inversión que puede ser aprobado directamente por la jurisdicción o entidad iniciadora para su inclusión en el plan provincial de inversión pública.

Artículo 179.– El plan provincial de inversión pública debe formularse anualmente con una proyección plurianual. Al finalizar cada ejercicio se lo reformulará para el período plurianual que se establezca, con las correcciones necesarias para adaptarlo al grado de avance efectivo logrado en la ejecución de los proyectos de inversión pública provincial y las nuevas condiciones de financiamiento de la hacienda pública. Las clasificaciones de los proyectos, las agregaciones de los mismos y la estructura analítica deben ser compatibles con la estructura presupuestaria.


En el plan provincial de inversión pública no pueden incluirse proyectos que no formen parte del banco de proyectos de inversión. Asimismo sólo pueden financiarse proyectos de inversión de jurisdicciones que tengan garantizado y actualizado el cumplimiento del pago de su deuda.

En caso de emergencias los entes pueden encarar la ejecución de proyectos no previstos en el presupuesto, previa evaluación del mismo por la unidad rectora central del sistema e inclusión en el plan provincial de inversión pública.

TÍTULO IV:

SISTEMAS DE INFORMACIÓN

CAPÍTULO I – ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS INFORMÁTICOS

SECCIÓN I – DEFINICIÓN

Artículo 180.– El sistema “Administración de Recursos Informáticos” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan la adquisición, desarrollo y utilización de tecnologías informáticas para la producción y la conservación de la información y la realización de procedimientos administrativos.

SECCIÓN II – ORGANIZACIÓN

Artículo 181.– La Dirección General de Informática es la Unidad Rectora Central del sistema Administración de Recursos Informáticos, y está a cargo de un Director General y Subdirector General.


Son competencias del órgano rector

a) participar en el diseño de la política informática del sector público provincial no financiero;

b) elaborar las normas que deben regir la adquisición de equipamiento informático, sistemas operativos y programas de utilidad, aprobar las especificaciones técnicas necesarias en cada caso y participar en los procesos de adquisición;

c) dictar las normas y procedimientos generales que deben seguir las unidades informáticas periféricas para garantizar la seguridad e inviolabilidad de la información procesada;

d) asistir a las unidades informáticas periféricas en el desarrollo y mantenimiento de los sistemas en producción;

e) coordinar las actividades que realicen las unidades informáticas periféricas, pudiendo solicitar la reasignación de recursos humanos;

f) administrar, en forma coordinada con la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes, el inventario de recursos informáticos, estableciendo las normas técnicas específicas a tal efecto;

g) programar la capacitación del personal de las unidades informáticas periféricas y de los usuarios;

h) realizar trabajos a terceros, conforme los contratos celebrados con la autorización de la autoridad competente y en tanto no resientan sus funciones específicas;

i) Crear y actualizar la página oficial en Internet o en la red que la reemplace de la Provincia, la que contendrá como mínimo la siguiente información:

1) Presupuesto vigente.

2) Ejecución presupuestaria analítica mensual de gastos, recursos y deudas, actualizada con una antigüedad no superior a los quince días desde el cierre del mes inmediato anterior.

3) Síntesis de los presupuestos de las empresas y otros entes públicos con los contenidos básicos que establecen los artículos 34 y siguientes de la presente ley.

4) Licitaciones públicas.

j) todas las demás que le asigne la reglamentación.

CAPÍTULO II – INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICA DEL SECTOR PÚBLICO

SECCIÓN I – DEFINICIÓN DEL SISTEMA – ORGANIZACIÓN

Artículo 182.– Un órgano rector del sistema de información y estadística del sector público provincial tendrá como cometido la producción y análisis de la información estadística de los aspectos financieros, económicos, de empleo público, de producción y gestión del sector público provincial en forma coordinada con los servicios de información estadística establecidos en cada jurisdicción y con el Instituto Provincial de Estadísticas y Censos (IPEC), debiendo coordinar sus acciones y proveer de información a los órganos de control. Está a cargo de un Director General y Subdirector General.


Son funciones del órgano rector:

a) desarrollar métodos permanentes y sistematizar el programa de estadísticas del sector público provincial de acuerdo a las variables económicas, financieras y sociales del sector público;

b) normatizar los procedimientos y flujos de información estadística del sector público en forma coordinada con las reparticiones específicas de cada jurisdicción u organismo;

c) coordinar los flujos de información y seleccionar los indicadores que serán registrados en el sistema;

d) desarrollar metodologías de relevamiento y evaluación de la calidad de la información producida;

e) realizar la evaluación presupuestaria en forma conjunta con el órgano rector del sistema de presupuesto;

f) desarrollar indicadores de producción y evaluación estadística;

g) entender en la compilación, análisis y evaluación de la información económica y financiera del sector público centralizado y descentralizado;

h) producir indicadores que permitan analizar la evolución del sector público provincial y la situación socioeconómica nacional y provincial, sistematizando la información producida por otros sistemas de información.

TÍTULO V:

SISTEMA DE CONTROL INTERNO

CAPITULO I – ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA SINDICATURA GENERAL

Artículo 183.– Créase la Sindicatura General de la Provincia, como el órgano de control interno del Poder Ejecutivo.

Artículo 184.– La Sindicatura General de la Provincia es un ente con autarquía administrativa para los fines de su creación, subordinado en su relación jerárquica al titular del Poder Ejecutivo.

Artículo 185.– Le compete el control interno y ejerce la auditoría interna de las jurisdicciones y entidades, que componen el Poder Ejecutivo y los organismos descentralizados y empresas y otros entes públicos que dependan del mismo, de acuerdo al ámbito de aplicación de la presente ley, sus métodos, normas y procedimientos de trabajo. El modelo de control que aplique y coordine la Sindicatura General, deberá ser integral e integrado; e implica concebir a la jurisdicción o entidad como una totalidad que cumple funciones, logra resultados, realiza procesos y funda sus decisiones en criterios de economía, eficiencia y eficacia. Abarca los aspectos presupuestarios, económico, financiero, patrimonial, normativo y de gestión; la evaluación de programas, proyectos y operaciones.

Artículo 186.– El control interno, como función de la conducción, comprende normas y procedimientos destinados a lograr, por medio de una efectiva planificación, el ejercicio eficiente de la gestión administrativa y financiera, dirigido todo a la consecución de los fines de la organización.

La auditoría interna es un servicio a toda la organización y consiste en un examen posterior de las actividades financieras y administrativas de las jurisdicciones y entidades sujetas a su control, realizado por auditores integrantes de la unidad de auditoría interna respectiva. 

Con el fin de garantizar la autonomía de criterio de los auditores, sus funciones y actividades deberán mantenerse desligadas de las operaciones sometidas a su análisis.

Artículo 187.– La Sindicatura General de la Provincia puede crear bajo su dependencia delegaciones con competencia en la auditoría interna de una o más jurisdicciones del Poder Ejecutivo, las que dependen de ésta, orgánica y funcionalmente.

Los titulares de cada jurisdicción y entidad deben garantizar la actividad de tales delegaciones, pudiendo además solicitar la inclusión de actividades de auditoría requeridas por éste en su plan de tareas.

Artículo 188.– Son funciones de la Sindicatura General de la Provincial:

a) dictar y aplicar normas de auditoria y control interno, debiendo compatibilizar y coordinar con el Tribunal de Cuentas de la Provincia los métodos a aplicar;

b) emitir y supervisar la aplicación, por parte de las jurisdicciones y entidades, de las normas a que refiere el inciso anterior;

c) vigilar el cumplimiento de las normas contables emanadas de la Contaduría General de la Provincia, y restantes normas de las unidades rectoras centrales;

d) Disponer la realización de auditorías financieras, de legalidad y de gestión, así como también de estudios referidos a la regularidad jurídica, de investigaciones especiales, pericias y consultoría sobre evaluación de programas, proyectos, operaciones y evolución de programas de préstamo;

e) supervisar el adecuado funcionamiento del sistema de control interno, facilitando el desarrollo de las actividades del Tribunal de Cuentas de la Provincia;

f) aprobar sus planes anuales de trabajo y los de las delegaciones, orientando y supervisando su ejecución y resultados;

g) comprobar la puesta en práctica por los controlados, de las observaciones y recomendaciones efectuadas por las delegaciones de auditoría interna;

h) atender los pedidos de asesoramiento que le formule el Poder Ejecutivo o las autoridades de las jurisdicciones y entidades comprendidos en el ámbito de su competencia, referidos a dicha materia;

i) formular directamente a las jurisdicciones o entidades sujetas a su control, recomendaciones tendientes a asegurar el adecuado cumplimiento normativo, la correcta aplicación de los procedimientos de auditoría interna y de los principios de economía, eficiencia y eficacia;

j) poner en conocimiento del titular del Poder Ejecutivo y de los titulares de jurisdicciones, los actos que hubiesen acarreado o que estime que puedan acarrear perjuicios para el patrimonio público;

k) intervenir en los procesos de ventas y adjudicaciones del patrimonio provincial, cuando así se la requiera, sin perjuicio de le actuación que le corresponda al órgano de control externo, conforme la reglamentación;

l) controlar el sistema de información y registro de los juicios que debe implementar Fiscalía de Estado y demás servicios jurídicos responsables de la sustanciación de juicio;

m) atender pedidos de asesoramiento o de auditoría de organismos o entes públicos fuera de su competencia, en la medida que no se resienta su actividad específica.

Artículo 189.– Para el cumplimiento de las funciones enumeradas en el Artículo anterior, la Sindicatura General de la Provincia podrá requerir de todas las jurisdicciones y entidades sujetas a su competencia, la información que estime necesaria, quedando obligados todos sus funcionarios y agentes, a prestar su colaboración. La omisión de ello, será considerada falta grave.

Artículo 190.– La Sindicatura General debe informar:

a) al Gobernador de la Provincia, sobre la gestión financiera y operativa de las jurisdicciones, entidades y organismos comprendidos dentro del ámbito de su competencia, con copia al titular de la jurisdicción respectiva;

b) al Tribunal de Cuentas de la Provincia, sobre la gestión cumplida por las jurisdicciones, entidades u organismos por ella fiscalizados, y todo otro requerimiento específico o consulta que le formule el órgano superior de control externo;

c) a la opinión pública en forma periódica.

Artículo 191.– La Sindicatura General de la Provincia esta a cargo de un funcionario denominado Síndico General de la Provincia, asistido por un Síndico Adjunto, quien le sustituye en caso de ausencia o impedimento.


Son designados y removidos por el Poder Ejecutivo, dependen directamente del Gobernador de la Provincia. Debe acreditar idoneidad y estará equiparado al rango de Secretario de Estado.

Artículo 192.– Son atribuciones y responsabilidades del Síndico General de la Provincia:

a) representar legalmente a la Sindicatura General de la Provincia, personalmente o por delegación o mandato;

b) proponer al Poder Ejecutivo Provincial el nombramiento y cese de su personal;

c) organizar y reglamentar el funcionamiento interno de la Sindicatura General de la Provincia, en sus aspectos operativos y de administración de personal;

d) proponer al Poder Ejecutivo la estructura orgánico–funcional;

e) aplicar el régimen disciplinario, de acuerdo con las normas legales vigentes;

f) elevar anualmente a la consideración del titular del Poder Ejecutivo, el plan de acción y presupuesto de gastos, para su posterior incorporación al proyecto de ley de presupuesto general;

g) contratar suministros y servicios de terceros, conforme a sus necesidades y con sujeción a las disposiciones vigentes;

h) informar al Tribunal de Cuentas de la Provincia, de actos o conductas que impliquen irregularidades, de las que tuviera conocimiento con motivo y en ejercicio de sus funciones;

i) confeccionar la memoria anual de su gestión y elevarla al Poder Ejecutivo. 

Artículo 193.– El Síndico Adjunto participa en la actividad de la Sindicatura General, sin perjuicio de las responsabilidades de determinadas funciones y cometidos que el Síndico General le atribuya, con arreglo a la naturaleza de la materia o a la importancia y particularidades del caso. El Síndico General, no obstante la delegación, conservará en todos los casos, la plena autoridad dentro del organismo y podrá avocarse al conocimiento y decisión de cualquiera de las cuestiones planteadas.

TÍTULO VI:

SISTEMA DE CONTROL EXTERNO

CAPÍTULO I – ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS

SECCIÓN I – DEFINICIÓN

Artículo 194.– El control externo posterior del Sector Público será ejercido por el Tribunal de Cuentas de la Provincia, de acuerdo con las atribuciones que le fija el artículo 81 de la Constitución Provincial y las que se determinen legalmente.

A tal fin, contará con personería jurídica, autonomía funcional, autarquía administrativa y financiera para los fines de su creación. Su patrimonio estará compuesto por todos los bienes que le pertenezcan al momento del dictado de la presente ley y todos los que se le asignen o adquiera por cualquier causa jurídica.

Artículo 195.– El Tribunal de Cuentas se integra con cinco vocales, uno de los cuales será su presidente.


Deberán poseer titulo universitario de contador público o abogado, expedido por universidad nacional o privada reconocida por el Estado.


Los restantes requisitos son:

a) ser argentino nativo o por opción;

b) tener treinta años de edad como mínimo y diez años de antigüedad en el título;

c) tener domicilio real en la Provincia.


Los vocales del Tribunal de Cuentas prestan juramento de desempeñar fielmente los deberes de su cargo, ante el mismo cuerpo.


Durante su gestión gozarán de iguales prerrogativas que los magistrados judiciales y sólo podrán ser removidos mediante juicio político.

Artículo 196.– El desempeño del cargo de vocal del Tribunal de Cuentas requiere dedicación exclusiva, incompatible con el ejercicio de la profesión, con excepción de la docencia. Su retribución será equivalente a la de Vocal de la Cámara de Apelaciones del Poder Judicial Provincial.

Artículo 197.– No pueden ser vocales del Tribunal de Cuentas:

a) Los inhabilitados judicialmente, los inhibidos, y los declarados incapaces;

b) los que se encuentren procesados por delito doloso;

c) los condenados por delito doloso. Este impedimento se extenderá por el término de la pena y otro tanto;

d) los fallidos no rehabilitados.

Artículo 198.– Rigen para los vocales del Tribunal de Cuentas, las causas de excusación y recusación establecidas en el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe, para los magistrados judiciales.

Artículo 199.– Ejerce la Presidencia del Tribunal de Cuentas, el Vocal que designa el propio cuerpo en Acuerdo Plenario. Permanece en el cargo un año a partir de la fecha que entra en funciones y puede ser reelecto una sola vez, en forma alternada.

El Presidente tiene la representación del Tribunal y está a su cargo la administración interna, con las siguientes atribuciones mínimas, sin perjuicio de las que le asigne la reglamentación:

a) ejerce la conducción general y la administración de la entidad, la jefatura sobre todo el personal dependiente y asigna sus funciones;

b) convoca a las reuniones plenarias y acuerdos extraordinarios, cuando a su juicio fuere necesario, o a pedido de otro vocal;

c) propone al cuerpo el nombramiento, ascenso, suspensión y cese del personal;

d) designa los subrogantes del personal, en caso de ausencia o impedimento.

Artículo 200.– El Tribunal de Cuentas contará, como mínimo, con dos Controladores Fiscales Generales, un cuerpo de Controladores Fiscales, un Secretario de Asuntos de Plenario, un Secretario por cada Sala, un cuerpo de asesores contables y jurídicos, un Cuerpo de Auditores de carácter interdisciplinario, y el personal que determine la ley de presupuesto, con la organización, misiones y funciones que fije la estructura orgánica funcional y el reglamento interno. Se accederá a ellos por concurso de antecedente y oposición.

Para ser Controlador Fiscal General, se requiere título universitario en ciencias económicas o derecho, y el desempeño anterior de cinco años en el cargo equivalente de Controlador Fiscal.

Para ser Controlador Fiscal se requiere título universitario en ciencias económicas o derecho y tres años de antigüedad en el título.

Para ser asesor contable o jurídico se requiere título de contador público nacional o abogado y tres años de antigüedad en el título.

Para ser Secretario de Sala o de Plenario, se requiere título de Abogado o Contador Público Nacional, y tres años de antigüedad en el título.

Para ser Auditor se requiere título universitario u otra especialización terciaria, adecuadas para la realización de la tarea a encomendar, con un mínimo de tres años de antigüedad en el título.

El reglamento del organismo establece los cargos, funciones y casos que estarán comprendidos en la incompatibilidad establecida en el artículo 195.

Artículo 201.– Las decisiones del Plenario son válidas si está presente la totalidad de sus miembros y son adoptadas por mayoría de votos. Cuando no exista unanimidad, los vocales deben dejar constancia en acta del sentido de su voto, expresando los fundamentos de su disidencia.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, hará sus veces el vocal que designe el cuerpo. Si el ausente o impedido fuere un vocal, le subrogará, a los efectos de los acuerdos plenarios, los Controladores Fiscales Generales alternativamente de acuerdo a la reglamentación que al respecto fije el Tribunal. Sucesivamente lo hará el funcionario que resulte sorteado de una lista de diez Controladores Fiscales que anualmente deberá confeccionar el Tribunal de Cuentas de acuerdo a la misma reglamentación.

Artículo 202.– El Tribunal de Cuentas se reúne en acuerdo plenario, a efectos de:

a) tomar juramento a los vocales designados;

b) proponer a la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo las modificaciones sobre la estructura orgánica funcional y reglamento interno;

c) elaborar el proyecto de presupuesto anual;

d) designar, promover, suspender o disponer el cese de su personal;

e) disponer y aprobar los gastos, con arreglo a las disposiciones vigentes, pudiendo delegar tales funciones, en todo o en parte, en la presidencia o en estamentos subordinados;

f) determinar la composición y jurisdicción de cada sala y resolver las cuestiones de competencia que se susciten entre ellas;

g) dictar las normas reglamentarias a las que deberá ajustarse el organismo en materia de control externo, examen de legalidad y de gestión y juicio de cuentas; juicio de responsabilidad y procedimientos de auditoría externa, y formular criterios de interpretación de la normativa vigente;

h) examinar y dictaminar la cuenta de inversión;

i) resolver los recursos que se promovieren contra los fallos o resoluciones dictadas por las salas o la presidencia;

j) ejercer las facultades de observación legal y reparo administrativo que les confiere la presente ley;


Las decisiones del Tribunal de Cuentas, constituyen la jurisprudencia aplicable.

Artículo 203.– El Tribunal de Cuentas funciona ordinariamente dividido en salas, integrada cada una de ellas por el presidente y dos vocales.


Las salas forman quórum con los tres miembros, completándose automáticamente, en caso de ausencia o impedimento, con un vocal de la otra sala.


Las decisiones son tomadas por mayoría, rigiendo lo dispuesto en el artículo 201 sobre disidencias.

SECCIÓN II – COMPETENCIA, ATRIBUCIONES Y DEBERES

Artículo 204.– Es competencia del Tribunal de Cuentas ejercer el control externo posterior de la hacienda pública, mediante:

1) el control de legalidad de los actos administrativos que se refieran o estén vinculados directamente a la hacienda pública;

2) la auditoría y control posterior legal, presupuestario, económico, financiero, operativo, patrimonial, y de gestión, y el dictamen de los estados financieros y contables de la hacienda publica. Se incluye a las unidades ejecutoras de proyectos financiados por organismos internacionales de crédito, entes reguladores de servicios públicos, entes privados adjudicatarios de procesos de privatización o concesión, en lo que respecta a las obligaciones emergentes del contrato de concesión y con las limitaciones previstas en el artículo 5 de la presente, entidades públicas no estatales en cuya dirección o administración tenga responsabilidad el Estado, y, en general, a todo ente que perciba, gaste o administre fondos públicos, por cualquier causa jurídica o con una finalidad pública;

3) el examen de las rendiciones de cuentas de percepción e inversión de fondos, públicos que efectúen los responsables sometidos a tal obligación, y la substanciación de los juicios de cuentas a los mismos, conforme a lo previsto por la presente Ley y demás normas aplicables;

4) la determinación de la responsabilidad administrativa y patrimonial de los agentes públicos mediante la substanciación de juicios de responsabilidad, en las condiciones fijadas por la presente ley y demás normas aplicables.

Artículo 205.– En el marco del programa de acción anual de control externo que se fije a sí mismo, y del que proponga la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo, el Tribunal de Cuentas tiene las siguientes funciones y atribuciones:

a) formular reparo administrativo u observación legal a los actos cuyo control posterior sea de su competencia, en los casos y con los alcances previstos en la presente ley; 

b) fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relativas a la hacienda pública.

c) examinar la cuenta de inversión y elevar su informe a la Legislatura, dentro de los noventa días a contar desde la fecha de su recepción;
d) realizar auditorías sobre los asuntos de su competencia en los distintos poderes, jurisdicciones o entidades bajo su control, examinar y evaluar el control interno de los mismos.

e) controlar las operaciones de percepción e inversión de los fondos públicos provinciales, y la gestión de los fondos nacionales e internacionales recibidos por los entes que fiscaliza.

f) evaluar el cumplimiento de los planes, programas, proyectos y operaciones contempladas en la ley anual de presupuesto o leyes especiales.

g) examinar y emitir dictámenes sobre los estados contables y financieros de los organismos de la hacienda publica;

h) controlar la aplicación de los recursos provenientes de las operaciones de crédito público y efectuar los exámenes que sean necesarios para formar opinión sobre el endeudamiento;

i) controlar el cumplimiento de la coparticipación impositiva a favor de Municipios y Comunas.

j) realizar exámenes especiales de actos y contratos que estime de significación, por sí o por indicación de las cámaras legislativas;

k) fiscalizar en forma integral los procesos de privatización o concesión en todas sus etapas, con los alcances que establezcan las leyes especiales;

l) requerir informes a los órganos de control interno relativos a los controles efectuados y resultados obtenidos.

m) suministrar al Poder Legislativo a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo los informes y antecedentes resultantes de su actividad de fiscalización, cuando éste lo requiera.

n) recomendar a las autoridades correspondientes la adopción de las medidas administrativas que considere necesarias para prevenir y corregir irregularidades en la gestión de los entes públicos, y lograr mayor eficiencia, eficacia y economía en la misma.

ñ)
contratar a profesionales independientes de auditoría o consultores externos privados, fijando los requisitos de idoneidad que deberán reunir los mismos y las normas técnicas a que deberán ajustar su trabajo, si se constatare fehacientemente que no existen en planta permanente de la Administración Provincial agentes en condiciones de cubrir las funciones requeridas,

o) suscribir convenios con organismos públicos de control de otras jurisdicciones relativos a temas vinculados con su finalidad.

p) establecer el modo de ejercer las funciones de control posterior, pudiendo mantener, si lo considera necesario, una delegación fiscal en cada poder, jurisdicción o entidad, fijándole sus atribuciones y competencias;

q) constituirse en cualquier organismo sujeto a su control sin necesidad de autorización judicial, a fin de efectuar comprobaciones y notificaciones o recabar de los mismos, los informes que considere necesarios;

r) promover las investigaciones de cualquier tipo, en los casos que corresponda, remitiendo los antecedentes y conclusiones a la Legislatura;

s) exigir la colaboración de todas las entidades del sector público provincial, las que estarán obligadas a suministrar los documentos y elementos que el Tribunal de Cuentas les requiera;

t) solicitar a terceros el reconocimiento de la autenticidad de los documentos emergentes de su relación contractual o fiscal con los entes comprendidos en la jurisdicción y competencia del Tribunal.

u) solicitar las informaciones necesarias para el cumplimiento de las tareas relacionadas con auditorias, juicios de cuentas, juicios de responsabilidad o cualquier otra actuación vinculada con su competencia;

v) dictar las normas a que se ajustará el organismo en materia de auditoria externa, las que responderán a un modelo de control y auditoria integrada, que abarque los aspectos financieros, de legalidad y de economía, eficiencia y eficacia;

w) establecer los plazos y modalidades que deberán observar los responsables para la presentación de las rendiciones de cuentas, coordinando criterios con la unidad rectora central del subsistema de contabilidad, y requerirlas con carácter conminatorio, a los que teniendo obligación de formularla, fueren remisos o morosos;

x) traer a juicio de responsabilidad a cualquier estipendiario de la Provincia, en un todo de acuerdo con lo estipulado con el artículo 226 de la presente, con excepción de los legisladores y los funcionarios comprendidos en el artículo 98 de la Constitución Provincial;

y) imponer multas en los casos de no acatamiento o desobediencia a sus requerimientos o decisiones, las que serán graduadas entre el 5% y el 100% del sueldo del agente administrativo de mayor jerarquía del organismo a que corresponde el sancionado, sin perjuicio de solicitar en dichos casos, la aplicación de medidas disciplinarias por parte de la autoridad competente;

z) verificar el cumplimiento de la Ley N° 7089, y su reglamentación; 

aa) tramitar y fallar los juicios de cuentas y de responsabilidad, conforme a las normas previstas en esta ley y demás disposiciones reglamentarias.

Artículo 206.– Con relación a su organización y funcionamiento, el Tribunal de Cuentas tiene las siguientes atribuciones:

a) elaborar su proyecto de presupuesto anual y someterlo a consideración de la Legislatura.

b) realizar modificaciones y reajustes a su presupuesto jurisdiccional, debiendo comunicar al Poder Ejecutivo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del total de crédito autorizados y de acuerdo a las normas que rigen para la ejecución y modificación del presupuesto vigente;

c) establecer el régimen laboral y de ingreso de su personal y su reglamento interno, excepto en lo relativo al régimen salarial.

d) disponer la utilización de los créditos de su presupuesto, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes; 

e) presentar al Poder Legislativo, antes del 1° de mayo de cada año, la Memoria de su gestión, a través de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo del artículo 245, la que deberá emitir opinión previa a su tratamiento.

SECCIÓN III – DEL CONTROL DE LEGALIDAD

Artículo 207.– El control posterior de legalidad a que refiere el Artículo 204, inciso 1), será ejercido por el Tribunal de Cuentas, pudiendo dar lugar a los siguientes pronunciamientos:

a) reparo administrativo: cuando el acto analizado contuviere errores materiales, de cálculo u omisiones;

b) observación legal: cuando hubiese sido dictado en contravención a disposiciones legales o reglamentarias en vigencia.


Dicho control será realizado selectivamente, en función de la significación económica de los actos u otros criterios a juicio del Tribunal, y sin perjuicio de la facultad de control integral.


A tales efectos, los actos sujetos a su control conforme a las disposiciones de esta ley, deberán serles comunicados dentro de los seis (6) días hábiles de su dictado, requisito sin el cual no podrán ser puestos en ejecución.


El Tribunal podrá requerir los antecedentes de aquéllos que resuelva analizar, según los criterios de selectividad que haya establecido.


La no comunicación de los decisorios y/o de los antecedentes cuando fueren requeridos constituirá falta grave del funcionario responsable, pudiendo hacerse pasible de las sanciones pecuniarias a que se alude en el Artículo 205, inciso z) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias pertinentes.

Artículo 208.– A los fines previstos en el Artículo 204 inc. 1) los actos administrativos referidos directamente a la hacienda pública son aquellos que, teniendo contenido económico, impliquen la percepción o inversión de caudales públicos, efectos éstos que deberán resultar consecuencia inmediata de su propio objeto y no quedar supeditados a otro acto posterior, con excepción de los casos a los que hacen referencia los incisos j) y k) del Artículo 205.

Quedan excluidos del control del Tribunal de Cuentas los actos que no posean la cualidad precedente, los reglamentos de ejecución y autónomos y los actos administrativos de alcance general con contenido normativo, excepto en las partes que tengan contenido específicamente hacendal, los actos de gobierno que importen el ejercicio de un poder político constitucional en cuanto a su mérito, oportunidad y conveniencia, los actos institucionales referidos a la formación y renovación de los poderes constitucionales, los actos puramente discrecionales en razón de su objeto y los que importaren el ejercicio de sus facultades disciplinarias.
Artículo 209.– El reparo administrativo puede ser formulado en cualquier momento, luego de que el Tribunal haya tomado conocimiento del decisorio sobre el cual recaiga, y generará para la autoridad emitente la instancia de rectificación, con comunicación al Tribunal de Cuentas.

Artículo 210.– Solicitados los antecedentes del decisorio a analizar, la observación legal sólo puede ser efectuada dentro de los treinta (30) días de recepcionados los mismos, debiendo consignarse en ella, en forma clara y precisa, las disposiciones legales o reglamentarias que se han transgredido.

Artículo 211.– Las observaciones legales formuladas por el Tribunal de Cuentas, deben ser comunicadas simultáneamente:

a) al titular de la jurisdicción o entidad que hubiera emitido él o los actos sobre los cuales recaigan;

b) al titular del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial, cuando correspondiere;

c) al responsable del sistema de control interno de cada jurisdicción.


Dentro de los quince (15) días de haber tomado conocimiento de la observación legal, la autoridad que emitió el acto objetado, o un superior a ésta con facultad de avocación, puede disponer su revocación o saneamiento del vicio si ello fuera posible.

El titular del Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial puede suspender el acto administrativo en forma expresa, total o parcial en la parte observada, no alcanzando dicha suspensión a los efectos ya cumplidos dentro del plazo establecido en el articulo precedente. Esta facultad es indelegable.


Si el acto no fuera suspendido el titular del poder asumirá la responsabilidad por las vulneraciones, por sí, como autoridad emitente, o solidariamente con quien emitió el acto observado. 

Artículo 212.– Los actos administrativos que impliquen la rectificación, derogación o suspensión del acto deben ser comunicados al Tribunal de Cuentas dentro de los tres días de dictados.


Si transcurridos veinte días desde la notificación del acto de oposición, no se hubiera recibido comunicación alguna, el Tribunal de Cuentas debe comunicar a la Legislatura la observación legal, acompañando los antecedentes que la fundamentaron.

Artículo 213.– Con independencia de lo actuado en el control de legalidad de los decisorios sometidos a su competencia conforme a las disposiciones de los artículos precedentes, el Tribunal de Cuentas puede efectuar comprobaciones respecto de ellos y de sus antecedentes dirigidas a deslindar, en su caso, las responsabilidades resultantes, en el marco del procedimiento reglado en el artículo 228 y siguientes de esta ley.

Artículo 214.– Fíjase en noventa (90) días el plazo máximo para que el Tribunal de Cuentas de la Provincia se avoque al control de legalidad de un acto administrativo, el que se computará desde el momento en que haya tenido lugar su comunicación formal.

SECCIÓN IV – DE LOS RESPONSABLES, DE LA PRESENTACIÓN DE LAS CUENTAS, DE SU EXAMEN Y DEL JUICIO DE CUENTAS

SECTOR I – De los responsables

Artículo 215.– Los agentes y funcionarios del sector público provincial o de entidades sujetas al control del Tribunal a quienes se haya confiado en forma permanente, transitoria o accidental, el cometido de recaudar, percibir, transferir, custodiar, administrar, invertir, pagar o entregar fondos, valores, especies o bienes del Estado, son responsables de la administración pública provincial y están obligados a rendir cuenta de su gestión, en la forma y tiempo que dispone la presente ley y su reglamentación.


La obligación se extiende a la gestión de los créditos del Estado, e implica responsabilidad por las rentas que se dejan de percibir, las entregas indebidas de bienes a su cargo o custodia o la sustracción o daño de los mismos, salvo que se compruebe inexistencia de culpa o dolo.

Artículo 216.– Toda persona de existencia física o ideal que, sin pertenecer al Estado, reciba de éste fondos, valores o especies, cualquiera fuere el carácter de la entrega y siempre que la misma no constituya contraprestación, indemnización o pago de bienes o servicios, es responsable ante la administración y está obligado a rendir cuenta de su gestión, con arreglo a lo prescrito en la presente ley y su reglamentación.

Artículo 217.– Los titulares de los servicios administrativos–financieros de los poderes Legislativo y Judicial, de los Ministerios, de las Secretarías de Estado, entes descentralizados y demás organismos sujetos al contralor del Tribunal de Cuentas, además de la obligación que les fija el Artículo 215 por sí, en lo referente a los fondos o valores que administren, tanto en su percepción como en su inversión en forma directa, se constituyen en obligados indirectos por el monto de lo que transfieran y deben requerir la rendición de cuentas a los responsables de la inversión final, –en adelante, obligados directos–, que se encuentren bajo su dependencia, para ponerla a disposición del Tribunal, en la forma y plazos que éste establezca.


La omisión o negligencia en el cumplimiento de este deber, genera responsabilidad solidaria con el obligado directo.

Artículo 218.– El obligado a rendir cuentas que cesa en sus funciones, no queda liberado de la jurisdicción del Tribunal, hasta tanto haya sido aprobada la rendición de las mismas.


Cuando se produce un cambio de agente o funcionario obligado, debe practicarse un arqueo y formalizarse un acta con intervención del responsable de la unidad de auditoría interna y, en su caso, del reemplazante. El incumplimiento genera responsabilidad solidaria del agente o funcionario entrante y saliente.


El Tribunal de Cuentas debe resolver los casos no previstos en relación con esta disposición.

Artículo 219.– Los hechos u omisiones violatorios de disposiciones legales o reglamentarias, generan responsabilidad personal y solidaria para quienes los dispongan, ejecuten o intervengan en alguna de las etapas de su cumplimiento.

Si de tales hechos u omisiones, no se derivare perjuicio para el fisco, el Poder Ejecutivo o la autoridad a quien competa sanear el vicio, puede optar por su convalidación, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias aplicables al responsable de la transgresión, circunstancia que deberá hacerse constar en el decisorio que al efecto se dicte.


Los agentes o funcionarios que reciban órdenes de hacer o no hacer, deben advertir, por escrito, a su respectivo superior, sobre toda posible infracción que traiga aparejado el cumplimiento de dichas órdenes. Si no obstante la referida prevención el superior insiste en su orden, también por escrito, cesa para el inferior toda responsabilidad, trasladándose a aquél.

SECTOR II – De la presentación de las cuentas

Artículo 220.– Facúltase al Tribunal de Cuentas a determinar el contenido, forma de presentación, requisitos, modelos y procedimientos de rendición de cuentas, los que deberán posibilitar su contralor en los aspectos: formal, legal, contable, documental y numérico. Dichas normas deben ser coordinadas con lo que establezca para ello la unidad rectora central del subsistema de Contabilidad.


Dentro de los ciento veinte (20) días de publicada la presente, debe aprobar el cuerpo reglamentario respectivo, comunicarlo a la Legislatura de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo prevista en el artículo 245, a las jurisdicciones y entidades sujetas a su control y publicarlo en el Boletín Oficial y en Internet o en la red que la reemplace.

SECTOR III – DEL EXAMEN DE LAS CUENTAS

Artículo 221.– El controlador fiscal que asigne el Tribunal, examina la cuenta en los aspectos enunciados, con sujeción a las normas de procedimiento e interpretación que éste dicte y, si encuentra defectos que den lugar a reparos, debe formular requerimiento conminatorio a fin de que se subsanen los mismos o se presente la rendición omitida.


Dicho requerimiento debe ser dirigido al responsable indirecto, quien una vez impuesto del mismo, lo derivará al obligado directo.

Artículo 222.– Contestado el requerimiento o vencido el plazo otorgado para hacerlo, el controlador fiscal se debe expedir por:

a) la aprobación de la cuenta;

b) el mantenimiento del reparo o, en su caso, pedido de emplazamiento si la rendición no hubiera sido presentada;

c) la abstención de opinión, cuando los antecedentes aportados no resulten, a su juicio, suficientes para determinar la procedencia de alguna de las alternativas anteriores.


En cualquier supuesto, debe elevar las actuaciones a la sala correspondiente, por medio de la Fiscalía General del Tribunal de Cuentas, solicitando, en su caso, la substanciación de medidas previas.

Artículo 223.– Previo dictamen de la Fiscalía General, la sala debe resolver la aprobación o la iniciación del juicio de cuentas respectivo.

SECTOR IV – DEL JUICIO DE CUENTAS

Artículo 224.– De estimar procedentes los reparos deducidos a la cuenta por el controlador fiscal o la Fiscalía General, o en caso de rendiciones omitidas, la sala debe dictar resolución de emplazamiento, citando al responsable a que comparezca y efectúe su descargo en el término de quince (15) días contados desde su notificación, bajo apercibimiento de dictar resolución condenándolo al pago de las sumas cuya justificación no existiera o fuera defectuosa.


El emplazamiento se efectúa al obligado directo, sin perjuicio de que, a criterio del Tribunal, corresponda hacer extensiva la medida al titular del servicio administrativo que intervino en la transferencia de los fondos, en su carácter de responsable indirecto.


El término para la contestación, puede ser ampliado por el Tribunal hasta un máximo de sesenta (60) días, a solicitud de parte y en mérito a la complejidad o dificultades que ofrezca el tema.

Artículo 225.– Contestado el emplazamiento o vencido el término acordado para la respuesta sin que ella se produzca, previo dictamen del controlador fiscal y de Fiscalía General, la Sala debe dictar resolución, que puede ser:

a) aprobatoria de la cuenta, declarando total o parcialmente liberado al responsable emplazado;

b) interlocutoria, cuando aún haya que recurrir a antecedentes, diligencias o pruebas que no hubieran podido considerarse hasta entonces;

c) condenatoria, determinando el cargo e intimando su pago en el término de treinta días.

Artículo 226.– Si el pago del cargo no se cumpliere en el término establecido en el fallo condenatorio, se debe dar intervención a Fiscalía de Estado a los fines de su ejecución judicial.

Artículo 227.– Si al cumplirse el plazo con que cuenta el Tribunal de Cuentas para expedirse sobre la Cuenta de Inversión, quedaran rendiciones de cuentas correspondientes a ese período sin que hayan recibido su aprobación, sólo por causas debidamente fundadas, el Tribunal de Cuentas podrá expedirse sobre las mismas hasta la presentación, por parte del Poder Ejecutivo, de la cuenta de inversión del ejercicio siguiente.


Transcurrido el plazo estipulado en el presente artículo, sin que el Tribunal de Cuentas se haya pronunciado sobre una rendición de cuentas, cesa la responsabilidad de los obligados.

SECCIÓN V – DEL JUICIO DE RESPONSABILIDAD

Artículo 228.– Los actos, hechos u omisiones de los agentes o funcionarios de la administración pública provincial, o la violación de las normas que regulan la gestión hacendal, susceptibles de producir un perjuicio para el patrimonio estatal, dan lugar al juicio de responsabilidad administrativa, que instruirá el Tribunal de Cuentas.


Dicho organismo actúa de oficio, cuando adquiera por sí la presunción o el conocimiento de la existencia de las aludidas irregularidades, o por denuncias formuladas por agentes, funcionarios o terceros.


La acción a cargo del Tribunal, tendiente a hacer efectiva la responsabilidad patrimonial de toda persona física que se desempeñe o se haya desempeñado en el Estado Provincial y que surja de lo previsto en el primer párrafo del presente, prescribe en los plazos fijados en el Código Civil, contados a partir del hecho generador o del momento en que se produzca el daño, si éste fuera posterior.

Artículo 229.– El juicio de responsabilidad administrativa tiene por objeto:

a) determinar la existencia de un perjuicio económico causado por la conducta de agentes de la administración;

b) identificar a los responsables;

c) determinar el monto del perjuicio;

d) condenar al responsable al pago del daño.

Artículo 230.– Los agentes de la administración que tengan conocimiento de irregularidades que hayan ocasionado o pudieren ocasionar perjuicios económicos al Estado, deben comunicarlo a su superior jerárquico, quien lo pondrá en conocimiento del Tribunal de Cuentas.


Si el imputado fuere el superior jerárquico del denunciante, la comunicación debe efectuarse ante la autoridad inmediata superior.


El Tribunal de Cuentas puede desestimar aquellas denuncias que, a su juicio, considere infundadas.

Artículo 231.– Las resoluciones de sala o de plenario que dispongan la apertura del juicio de responsabilidad, serán comunicadas a la Legislatura, así como sus resultados.

Artículo 232.– El procedimiento es ordenado por la sala respectiva y se inicia con un sumario que instruye el Tribunal de Cuentas por conducto de su sector específico, o solicitará se instruya en la jurisdicción u organismo donde la irregularidad se haya detectado o donde revista el imputado o donde graviten las consecuencias de aquella.


El Tribunal de Cuentas puede coordinar su actividad con la autoridad sumarial de la jurisdicción u organismo competente, a fin de que el procedimiento esclarezca, a la vez, la responsabilidad disciplinaria y la responsabilidad patrimonial en que se haya incurrido.


El sumario deberá sustanciarse en un plazo ordinario de sesenta (60) días, prorrogable por causa justificada a criterio de la sala competente, hasta un máximo de ciento veinte (20) días.

Artículo 233.– Concluido el sumario, el instructor debe emitir su dictamen precisando los cargos a formular, debiendo, en su caso, individualizar a los responsables de la transgresión y elevar lo actuado al Tribunal de Cuentas por medio de la sala que ordenó el juicio.

Artículo 234.– La sala debe dictar resolución, adoptando alguna de las alternativas siguientes:

a) archivo de las actuaciones por considerar que no ha existido responsabilidad ni daño;

b) ampliación del sumario; 

c) emplazamiento por veinte (20) días a los presuntos culpables, para que comparezcan y formulen su descargo.

Artículo 235.– Contestada la imputación, se procede al análisis de la prueba ofrecida por el enjuiciado y todo otro elemento que se considere pertinente para la dilucidación de los hechos, trámite que debe cumplirse en el término de treinta 30) días.

Artículo 236.– Vencido el término probatorio la sala debe fallar dentro de los treinta (30) días posteriores.

Artículo 237.– Si la resolución fuere condenatoria, debe fijar la suma a abonar por el responsable, bajo apercibimiento de que, en caso de no satisfacerse el cargo dentro de los diez (10) días de la notificación, se dará intervención a Fiscalía de Estado para su ejecución judicial.

Artículo 238.– Cuando del juicio de responsabilidad se compruebe que no se ha producido daño alguno para la hacienda pública, pero sí la existencia de procedimientos irregulares, el Tribunal puede imponer multas graduadas con arreglo a lo previsto en el artículo 205, inciso z) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias que adopten los superiores del imputado.

Artículo 239.– Si del procedimiento cumplido, surgiere la existencia de un delito de acción pública, el Tribunal de Cuentas debe formular la denuncia correspondiente ante la justicia ordinaria, notificándole a la Fiscalía de Estado la actividad cumplida, radicación de la denuncia, con remisión de copias del legajo y antecedentes presentados en sede judicial.

SECCIÓN VI – RECURSOS

Artículo 240.– Contra los fallos dictados por las salas en los juicios de cuentas y responsabilidad, procede el recurso de apelación ante el tribunal plenario, el que deberá interponerse dentro de los diez (10) días de notificada la resolución impugnada y fundamentarse en el mismo acto.


De la expresión de agravios se debe correr traslado al Fiscal General, por igual término.


Es admisible el ofrecimiento de nuevas pruebas, a las que se dará el trámite que el Tribunal crea más conveniente.

Artículo 241.– Contra los fallos que dicte el Tribunal de Cuentas en plenario, en los juicios de cuentas y de responsabilidad, proceden los recursos establecidos y reglados en el Código Contencioso Administrativo de la Provincia, los que se concederán con efecto suspensivo.

SECCION VII – DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 242.– El pronunciamiento firme del Tribunal de Cuentas será previo a toda acción judicial tendiente a hacer efectiva la responsabilidad civil de los agentes de la administración provincial sometidos a su jurisdicción.


Se exceptúan los casos en que mediare condena judicial por sentencia firme contra el Estado provincial, en los que el fallo respectivo que determine la responsabilidad civil de alguno de sus agentes, constituye título suficiente para promover contra el responsable las acciones que correspondan.

Artículo 243.– Los fallos firmes del Tribunal de Cuentas, dictados en los juicios de responsabilidad y de cuentas, hacen cosa juzgada y constituyen título ejecutivo suficiente y hábil para su ejecución judicial, por la vía del juicio de apremio que deducirá el Fiscal de Estado, con arreglo a lo preceptuado por el artículo 81 de la Constitución Provincial.

CAPÍTULO II – OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 244.– Todos los plazos establecidos en el presente Título, deben computarse por días hábiles administrativos de funcionamiento para el Tribunal de Cuentas.


A este efecto, se lo faculta para determinar los períodos durante las cuales aquellos quedarán suspendidos.

Artículo 245.– El control de la gestión del Tribunal de Cuentas, será ejercido por el Poder Legislativo a través de una Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo que se constituirá con tres diputados y tres senadores.


La Presidencia de la Comisión será ejercida por periodos anuales ocupándose el cargo alternadamente por un diputado y un senador. Al presidente le corresponderá doble voto en caso de empate. 

Artículo 246.– El producido de las multas que aplique el Tribunal de Cuentas a los agentes responsables, y todo otro ingreso que obtenga con motivo de su gestión, cualquiera fuere su origen, constituyen recursos de rentas generales.

Artículo 247.– En todo lo no previsto por esta ley respecto al juicio de cuentas y juicio de responsabilidad, y en tanto sean compatibles, son de aplicación las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia, atinentes a: recusaciones y excusaciones; sobre actos y diligencias procesales y su documentación; notificaciones, plazos procesales, emplazamientos, traslados y vistas; audiencias, oficios, providencias y resoluciones; ineficacia de los actos procesales; de la prueba en general y de los medios de prueba; del allanamiento; de los incidentes y de lo normado para el juicio sumarísimo.

TÍTULO VII:

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 248.– Los servicios administrativo–financieros previstos en el artículo 9 de esta ley estarán a cargo de un director y un subdirector con título universitario de contador público nacional. 

Artículo 249.– Los órganos rectores de la presente ley, estarán a cargo de un titular y un Subtitular que durarán en el ejercicio de sus funciones (5) cinco años. Se accederá a ellos por concurso de oposición y antecedentes.


El Titular y Subtitular, tendrán nivel escalafonario de Director General y Subdirector General respectivamente. 

Los titulares en ejercicio del cargo al finalizar el período citado, podrán presentarse al nuevo concurso. 


Para ejercer el cargo de Director o Subdirector de cualquiera de los órganos rectores, será condición indispensable poseer idoneidad, sujeta a los siguientes requisitos:

1) poseer título universitario en la disciplina que corresponda a la naturaleza de sus funciones, de acuerdo con la incumbencia establecida por la universidad otorgante;
2) antigüedad no inferior a 5 años en el ejercicio de la profesión cuando el postulante no perteneciera a la Administración Pública Provincial; 

3) capacidad psicofísica;

4) conocimiento en la materia específica que debe atender el órgano rector del cual aspira ser titular;

5) ser argentino nativo o por opción;

6) no encontrarse inhabilitado por sentencia judicial firme;

7) no encontrarse inhibidos por deudas judiciales exigibles; 

8) no encontrarse procesado por delito doloso, fuera o dentro de la Provincia;

9) no encontrarse declarado fallido y no estar rehabilitado.

Artículo 250.– En todo proyecto de ley que elabore el Poder Ejecutivo en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del presupuesto general vigente, la composición de la deuda pública o tenga implicancia sobre el Tesoro Provincial, tendrá intervención el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio de la que le compete al ministerio, secretaría de Estado u organismo correspondiente.

Artículo 251.– Los plazos establecidos en la presente ley se calcularán en días hábiles administrativos, excepto los establecidos en el art. 244.

Artículo 252.– Cuando las Unidades Rectoras Centrales y el órgano coordinador se expidan haciendo uso de su potestad normativa, dichas normas serán de aplicación para toda la hacienda pública. Cuando leyes especiales hayan definido procedimientos especiales de administración de la hacienda pública los mismos se interpretarán tácitamente derogados y serán de aplicación los que surgen de esta ley y su reglamentación, a excepción de los procedimientos regulados por leyes especiales de endeudamiento con instituciones multilaterales de crédito o celebrados con Estados extranjeros o entidades de Derecho Público Internacional.

Artículo 253.– Los criterios metodológicos básicos de esta ley, que deben tenerse presente para su interpretación y reglamentación, son las siguientes:

· Interrelación sistémica.

· Centralización normativa a cargo de las Unidades Rectoras Centrales, mediante la definición de objetivos, elaboración de pautas, metodología y procedimientos generales. Las Unidades Rectoras Centrales actuarán bajo la supervisión de la autoridad mencionada en el artículo 7 de la presente.

· Descentralización operativa, asignando a las unidades operativas periféricas de cada Poder, Jurisdicción y Entidad la ejecución de los subsistemas que establece la presente Ley, de acuerdo a la reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo y la consiguiente responsabilidad para todas ellas de cumplir con esta Ley, su reglamentación y las normas técnicas que emitan los respectivos órganos rectores.

TÍTULO VIII:

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 254.– El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, con excepción del Título VI – Sistema de Control Externo que norman el accionar del Tribunal de Cuentas de la Provincia, que será reglamentado por el Poder Legislativo a propuesta del propio Tribunal de Cuentas.


Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar e implementar gradualmente los términos y funcionalidades previstas para cada uno de los subsistemas de la presente ley. Su vigencia dependerá en todos los casos de las disponibilidades financieras de la Provincia.

Artículo 255.– Invítase a los Municipios y Comunas a adherir a la presente Ley.

Artículo 256.– Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar las excepciones en el cumplimiento de los requisitos fijados por la presente ley para la ocupación de los cargos de las Unidades Rectoras Centrales, a los funcionarios públicos que actualmente los ocupan. Su cumplimiento será obligatorio en los distintos momentos que los mismos deban ser nuevamente ocupados, concordantemente con lo establecido en el Estatuto – Escalafón para el personal de la Administración Pública Provincial.


Las disposiciones de la ley 10.052 son de plena aplicación.

Artículo 257.– El Ministerio de Hacienda y Finanzas, en su facultad de órgano coordinador de los sistemas de administración, podrá, con autorización del Poder Ejecutivo, asumir por sí las facultades o mediante delegación las funciones de las Unidades Centrales Rectoras de los subsistemas que no puedan implementarse inicialmente, en las condiciones que establezca la reglamentación.


El Ministerio de Hacienda y Finanzas deberá proponer al Poder Ejecutivo luego de aprobada la presente ley la adecuación gradual a su estructura orgánico funcional, la cual quedará sujeta a las restricciones y disponibilidades financieras de la provincia.

Artículo 258.– Las disposiciones de la ley 11696 tendrán prelación en su aplicación, durante el período de su vigencia, cuando exista conflicto interpretativo respecto de las disposiciones de la presente ley. 

Artículo 259.– Derógase el Decreto Ley 1757/56, ratificado por Ley 4815, y sus modificaciones Leyes 5617, 6089, 6592, 6594, 6863, 7080, 7159, 8171, los Artículos 1, 2, 3, 4, 5,6, 7, 8, 9, 11 y 12 de la Ley 10580 y la Ley 10801, las Leyes 5356, sus modificatorias y prórrogas; las Leyes 9081, 9140, y la Ley 9432 y Ley Complementaria 11.877.

Artículo 260.– Las derogaciones enunciadas precedente sólo serán efectivas en la medida que el Poder Ejecutivo implemente gradualmente la presente ley de acuerdo establece el art. 254, segundo párrafo.

Artículo 261.– Las deudas de las municipalidades y comunas con el Tesoro Provincial o con cualquier ente de la hacienda pública provincial, cuando fueren exigibles y no hubieren sido canceladas, así como también los montos de repetición a contribuyentes en los casos de impuestos que coparticipan automáticamente, anteriores a la vigencia de la presente, podrán ser retenidos por el Poder Ejecutivo de los montos que le correspondan en concepto de coparticipación, con las limitaciones impuestas por la ley 11.773.

Artículo 262.– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

7.2 facilidades de pago a deudores de la EPE

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Corresponde considerar los restantes asuntos del Orden del Día Nº 16.


Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1, que pasa a ser el Nº 2.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 8806 – Senado) presentado por el senador Brunetti, por el cual se modifica el artículo 5º de la Ley N° 11846 (Plan de Facilidades de pago a clientes que registren deudas con la EPE); atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo, los antecedentes que corren agregados al expediente citado, dándolos aquí por reproducidos, formando parte del presente dictamen y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "Lfacilidades de pago a deudores de la EPE" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.– Modifícase el artículo 5° de la Ley N° 11.846, el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Artículo 5°.– La Empresa Provincial de la Energía de Santa Fe incluirá en el plan de facilidades de pago a todos los clientes con facturación bimestral, con excepción de las dependencias del Gobierno Nacional, Provincial, Municipal y Comunal, que registren atrasos en el pago al 31 de marzo de 2001”.

Artículo 2º.– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 9 de agosto de 2001.

Giardino – Basaldella – Paganini – Grbavac – Baudín – Ritter – Demaría – Álvarez, R. – Strauss – Reutemann 

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 8806 – Senado), presentado por el senador Brunetti, por el cual se modifica el artículo 5º de la Ley N° 11846 (Plan de Facilidades de pago a clientes que registren deudas con la E.P.E.); y por las razones invocadas, os aconseja le prestéis aprobación al texto de la sanción de la Cámara de Senadores, de fecha 26 de julio de 2001.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Gutiérrez – Tate – Giardino – Bullrich – Venesia – Pochettino 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 8806 – Senado), autoría del senador Brunetti, por el cual se modifica el artículo 5° de la Ley N° 11.846 (Plan de facilidades de pago a clientes que registren deudas con la EPE) y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherirse al texto sancionado por la Cámara de Senadores, por lo que os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

Sala de la Comisión, 22 de agosto de 2001.

Esquivel – Migno – Meotto – Dalla Fontana – Favario – D’Ambrosio – Strada 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consecuencia, pasa al Poder Ejecutivo.

7.3 la Ley 11.220 (Agua Potable y Saneamiento)

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2, que pasa a ser el Nº 3. 

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 8647 – FPS) presentado por los diputados Di Pollina, Cecchi y Baudín, por el cual se modifica el artículo 25 de la Ley 11.220 (Agua Potable y Saneamiento – Transformación del Sector Público); y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto :

 EÍ "LModificación Art. 25 de la Ley 11.220 (Agua Potable y Saneamiento)" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.– Modifícase el artículo 25 de la Ley 11.220 – Agua Potable y Saneamiento – Transformación del Sector Público, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 25: Participación de las municipalidades y comunas. En todas las cuestiones que, a juicio del Directorio del Ente Regulador de Servicios Sanitarios, revistan significativa trascendencia para los intereses locales de las municipalidades y comunas de la Provincia de Santa Fe, los representantes de las municipalidades y comunas involucradas tendrán derecho a participar en las sesiones del Directorio, exclusivamente con relación a las deliberaciones que consideren aquellas cuestiones.

A tal efecto, las municipalidades y comunas respectivas deberán ser notificadas por el Directorio del Ente Regulador de Servicios Sanitarios de la fecha y lugar de celebración de dichas sesiones.

Se entienden comprendidas entre las cuestiones que revistan significativa trascendencia para los intereses locales, entre otras, las relacionadas con el procedimiento de aprobación de los proyectos de Planes de Mejoras y Desarrollo, de los cuadros tarifarios, de los niveles de calidad química y microbiológica y los demás parámetros del servicio de suministro de agua y de la disposición de efluentes cloacales.”

Artículo 2º.– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 4 de junio de 2001.

Álvarez, R. – Giacosa – Cardelli – Schachner – Demaría – González 

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 8647 – F.P.S.) presentado por los diputados Di Pollina, Cecchi y Baudín, por el cual se modifica el artículo 25 de la Ley Nº 11.220 (transformación del sector público de agua potable y saneamiento); atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo, los antecedentes que corren agregados al expediente citado, dándolos aquí por reproducidos, formando parte del presente dictamen y las razones que dará del miembro informante, se adhiere a la Comisión de Asuntos Comunales.

Sala de la Comisión, 2 de agosto de 2001.

Giardino – Basaldella – Paganini – Grbavac – Strauss – Ritter – Demaría – Álvarez, R. – Reutemann 

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 8647 – FPS) presentado por los diputados Di Pollina, Cecchi y Baudín, por el cual se modifica el artículo 25 de la Ley 11.220 (Agua Potable y Saneamiento – Transformación del Sector Público); y atento al dictamen de la Comisión de Asuntos Comunales, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Gutiérrez – Tate – Giardino – Bullrich – Venesia – Pochettino 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 8647 – F.P.S.), autoría de los diputados Di Pollina, Cecchi y Baudín, por el cual se modifica el artículo 25 de la Ley 11.220 (Agua Potable y Saneamiento – transformación del Sector Público). Y atento a los estudios realizados, los informes que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho de las comisiones de Asuntos Comunales, Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherir a los mismos, aconsejando su aprobación.

Sala de la Comisión, 22 de agosto de 2001.

Esquivel – Migno – Meotto – Dalla Fontana – Favario – D’Ambrosio – Strada 

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El 22 de junio de 2000 la Cámara de Diputados dio media sanción al expediente Nº 6252 FPS por el cual proponíamos la reforma al artículo 25 de la Ley 11.220 de Transformación del Sector Público de Agua Potable y Saneamiento.


Desde las comisiones intervinientes, principalmente la de Obras y Servicios Públicos, se formularon modificaciones al proyecto de ley, que a pesar del tiempo transcurrido consideramos válidas y necesarias.


Recientemente fuimos notificados de que el expediente de referencia ha perdido estado parlamentario y fue remitido al archivo.


Como señalábamos en los fundamentos que acompañaron a aquél, nuestra propuesta consiste en mejorar el ordenamiento jurídico vigente, suprimiendo del actual artículo 25 la discrecionalidad dada al Directorio del Enress para que éste permita participar en sus reuniones a los representantes de las municipalidades y comunas. Es así que en nuestro proyecto se suprime del primer párrafo del artículo citado la expresión “a juicio del directorio del Ente Regulador de Servicios Sanitarios”.


Esto ha sido aceptado y receptado en ambos dictámenes de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, que eliminan del primer párrafo del artículo 25 esa expresión, íntegramente.


Con ello quedan facultadas las municipalidades y comunas a participar en todas las reuniones del Directorio del Enress, cuando en ellas se traten cuestiones de trascendencia para los intereses de alguna municipalidad o comuna de nuestra provincia.


Difieren ambos dictámenes en una cuestión que aparece de menor significación y que nosotros incluíamos, en el convencimiento de que la participación de los legítimos representantes del pueblo en las reuniones del Directorio del Enress no debe estar en ningún modo limitada, por lo cual incorporábamos al texto legal, de manera enunciativa, las cuestiones de trascendencia que meritúan la participación de las autoridades municipales o comunales, por lo que se le incorpora al actual artículo 25 un tercer párrafo.


Sin embargo, la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, en lo que consideramos correcto, incorporó ese tercer párrafo, por lo que hemos entendido necesario adecuar nuestro proyecto original, con los aportes efectuados en el transcurso del tratamiento legislativo del proyecto caduco, en una especie de síntesis.


A los efectos de favorecer la comprensión de lo expuesto, acompañamos fotocopia íntegra del proyecto de ley caduco.

Cecchi – Baudin – Di Pollina

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consecuencia, pasa al Senado.

7.4 Proyecto “Municipios Productivos–Etapa IV”

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3, que pasa a ser el Nº 4.

–
Se lee:

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 8758 – P.E.R.) venido en revisión, presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se aprueba el convenio suscripto en fecha 26 de noviembre de 2000, entre el Gobierno de la Provincia y el Consejo Federal de Inversiones (Proyecto “Municipios Productivos – Etapa IV”); y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.
 EÍ "LProyecto \“Municipios Productivos\”–Etapa IV" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.– Apruébase el convenio suscripto el día 26 de noviembre de 2000 entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y el Consejo Federal de Inversiones, cuyo objeto es llevar a cabo las tareas inherentes al proyecto “Municipios Productivos – Etapa IV”.


Dicho convenio fue inscripto el día 05–01–2001 en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales – Decreto N° 1757/84 bajo el N° 1338, al Folio N° 171, Tomo III, que se agrega e integra la presente.

Artículo 2º.– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 1 de agosto de 2001.

Álvarez, R. – Giacosa – Schachner – Demaría – González 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 8758 – P.E.R. – Mensaje 2369) por el que se ratifica el convenio celebrado entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y el Consejo Federal de Inversiones, el día 26 de noviembre de 2000, con el propósito de llevar a cabo las tareas inherentes al Proyecto "Municipios Productivos –– Etapa IV"; y por las razones invocadas, os aconseja le prestéis aprobación al texto de la sanción de la Cámara de Senadores, de fecha 12 de julio de 2001. 
Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Gutiérrez – Tate – Giardino – Venesia – Pochettino 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 8758 – P.E.R. – Mensaje N° 2369) venido en revisión por el cual se aprueba el convenio suscripto de fecha 26/11/00, entre el Gobierno de la Provincia y el Consejo Federal de inversiones (proyecto “Municipios productivos – Etapa IV). Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de las comisiones de Asuntos Comunales y de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherir al texto sancionado por la Cámara de Senadores, por lo que os aconseja que le prestéis vuestra aprobación.

Sala de la Comisión, 22 de agosto de 2001.

Esquivel – Migno – Meotto – Dalla Fontana – D’Ambrosio – Strada 

convenio

consejo federal de inversiones–provincia de santa fe

proyecto: municipios productivos– etapa iv

Entre la Provincia de Santa Fe, en adelante “LA PROVINCIA”, representada en este acto por el sr. Gobernador Dn. Carlos Alberto Reutemann y el Consejo Federal de Inversiones, en adelante “EL CONSEJO”, representado por su Sr. Secretario General Ing. Juan José Ciácera.

convienen:

Artículo 1º: LA PROVINCIA y EL CONSEJO llevarán a cabo las tareas inherentes al proyecto “Municipios productivos –Etapa IV”.

Artículo 2º.– El objetivo general del proyecto consiste en lograr el crecimiento de la competitividad del sistema económico, donde las áreas de la producción en Municipios, Comunas y otras instituciones locales constituyen factores imprescindibles para dicho objetivo.

Se implementarán den esta etapa dos ejes de acción:

Eje A) Desarrollará el estudio de algunos sectores en crisis de la economía santafesina, seleccionados por LA PROVINCIA y tal como se establece en el ANEXO I.

Eje B) Actuará sobre el fortalecimiento institucional de las asociaciones para el desarrollo, de acuerdo con los objetivos y plan de trabajos del ANEXOI.

Artículo 3º.– Para la realización de las tareas del eje A) relativas a cada uno de los sectores productivos en crisis, EL CONSEJO realizará los estudios mediante locaciones de obra con la Fundación Centro de Desarrollo Empresarial, a solicitud de LA PROVINCIA.

Para la realización de las tareas del eje B), EL CONSEJO realizará las contrataciones de locación de obra, a solicitud de LA PROVINCIA.

Artículo 4º.– Para el desarrollo de esta etapa EL CONSEJO aportará hasta un máximo de pesos ciento cincuenta mil ($ 150.000) y LA PROVINCIA hasta pesos veinte mil cien ($ 20.100), que serán destinados a cubrir los gastos de acuerdo con lo establecido en el ANEXO II.

Artículo 5º.– Cualquier gasto adicional, imprevisto o mayor costo que pudiere producirse durante la ejecución de las actividades programadas, quedará a cargo exclusivo de LA PROVINCIA.

Artículo 6º.– La dirección superior del Convenio estará a cargo de un Comité Ejecutivo integrado, por parte de LA PROVINCIA, por el Ministro de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, Ing. Miguel Angel Paulón, como titular y por el Director Provincial de desarrollo Regional y Local, Ing. Mario Leconte, o quien lo reemplace, como alterno, y por parte de EL CONSEJO por el Director de Programas, Ing. Ramiro Otero, como titular y, como alternos, el Lic. Jorge Tranier y/o el Ing. Oscar González Arzac, a cargo de las Areas Financiamiento del Desarrollo Empresario Regional y Créditos y Redes de la Producción Regional, respectivamente. El Comité realizará el seguimiento del Convenio e implementará, por mutuo acuerdo y mediante la suscripción de actas complementarias, todas las modificaciones requeridas por el cumplimiento del presente.

Artículo 7º.– Los representantes alternos de LA PROVINCIA y de EL CONSEJO ante el Convenio efectuarán el seguimiento de las acciones que demanden esta Etapa IV del proyecto Municipios Productivos.

Artículo 8º.– LA PROVINCIA se compromete a facilitar el apoyo administrativo y de infraestructura que esté a su alcance para el cumplimiento de los fines del presente.

Artículo 9º.– La vigencia de este convenio estará dada por el tiempo que demande la realización de las acciones de los ejes A y B, con un plazo máximo para las mismas de doce (12) meses a partir de la firma del presente.

De común acuerdo, se firman dos (2) ejemplares de un mismo tenor y a un solo efecto en la ciudad de Santa Fe, a los 26 días del mes de noviembre de 2000.

Carlos Alberto Reutemann (Gobernador)

Juan José Ciácera (Secretario General del Consejo) 

ANEXO I

EJE A

SECTORES A ESTUDIAR SELECCIONADOS POR LA PROVINCIA

Sectores Diagnosticados: Calzado y Maquinaria Agrícola.

Objetivo: Profundizar las herramientas de diagnósticos existentes e identificar y proponer instrumentos para aplicar acciones de mejora.

Sectores no Diagnosticados: Muebles económicos e indumentaria femenina.

Objetivo: Disponer de un diagnóstico que permita palpar la problemática de los sectores.

EJE B

ASOCIACIONES PARA EL DESARROLLO

1. OBJETIVO DEL ESTUDIO

En la nueva escena local, se observa el agotamiento del viejo modelo: tradicional, burocrático y de cliente, y aparecen entonces procesos caracterizados por la concentración económica, la desestructuración espacial del tejido productivo (que produce desempleo), la distribución desigual del ingreso, una acelerada reconversión de las economías locales, una municipalización de la problemática comunitaria, (con descentralización y el traslado de competencias a las provincias, municipios y comunas).

En este contexto una nueva idea de participación que nace desde los ciudadanos, desde los gobiernos, desde las ONG, asociaciones, agencias de desarrollo, entes intermunicipales, etc, que revalorizan lo local e implican pensar nuevas formas de movilización social, tendientes a modificar las realidades conflictivas.

Nos encontramos con que hay dos tendencias que van en sentido contrario. Por un lado, existe una gran centralización internacional del poder y, por otro, se percibe un mayor involucramiento en organizaciones locales y un regionalismo que apunta a obtener una mayor autonomía local, defender sus raíces e intereses y expresar sus necesidades.

La globalización, paradójicamente, ha llevado a un fortalecimiento de las ataduras, lealtades e identidades políticas locales dando lugar a una nueva revalorización de los saberes locales.


Según Morín, el nuevo modelo de humanidad estará fundado en la unidad genérica de la especie y en la realización de las diferencias, lo cual significa un gran desafío.

Aparentemente se están diciendo cosas contrarias –unidades y diferencia–; sin embargo, para este autor, ésta es la única manera de razonar una nueva forma de comprender la realidad.


En este sentido, debe existir una estructura adecuada a la participación de los actores locales en la toma de decisiones y en el planteamiento de iniciativas que respondan a intereses propios y a realidades y culturas específicas de cada zona. Estas nuevas formas (que promueven las singularidades), destacan las particularidades de cada región, potenciando las fortalezas y oportunidades, tratando de superar las debilidades y amenazas.

En este proceso de globalización las distintas culturas no sólo no quedan de lado sino que, por el contrario, es en estas situaciones donde su papel –diferenciador e identitario–adquiere mayor importancia ya que va a permitirle a la comunidad, y dentro de ésta al individuo, sentirse distinta y única en un mundo que tiende a uniformizarlo todo.

Algunos autores sostienen que en este sentido el conflicto político fundamental de las primeras décadas del nuevo siglo no va a ser entre naciones ni entre bloques comerciales, sino entre las fuerzas de la globalización y las fuerzas de lo local, buscando preservar y redefinir la comunidad.

Para superar esto es preciso salir del esquema de una lógica vertical y centralista –en la cual la comunidad reproduce a escala local lo que se decide en el gobierno central– e intentar llegar a una lógica más horizontal y más descentralizada.

Pensando en una estructura más flexible, menos jerarquizada y menos concentrada y con una mayor capacidad de autonomía, de negociación y de diálogo con su entorno, (con una relación con lo global de carácter necesario e inevitable) desde el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio (Magic), se intenta llevar adelante un planteo nuevo en la forma de relacionarse con la comunidad, en aras del desarrollo.


Con la aparición de nuevas articulaciones público–privadas existen nuevos escenarios de encuentro para los distintos actores de estos espacios, los cuales se caracterizan por un mayor protagonismo de lo local y hacen que las comunidades empiecen a diferenciarse, al tomar la delantera de reconvertirse, perfeccionando sus capacidades de gestión


Se observan tres modelos distintos de encarar el desarrollo local:

1) entes inter–jurisdiccionales para promover el desarrollo regional, organizar productores, facilitar su acceso al crédito, entre varios municipios y con fuerte influencia institucional en la coordinación y planificación del desarrollo;

2) modelos vinculados a la conformación de distritos industriales;

3) modelos de consorcios o corredores productivos.

En este caso, encuadrados dentro del primer punto, se ha dado origen a estas instancias llamadas Asociaciones para el Desarrollo (ADR’s), con la idea de revalorizar las políticas públicas llevadas adelante en espacios locales, las cuales son promovidas y fomentadas por el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de la Provincia de Santa Fe.


El sistema de ADR encuentra su relación con el desarrollo local como una forma de:

a) utilizar los factores estratégicos para aprovechar las oportunidades de desarrollo de la región, dando amplia participación a todos los sectores involucrados en la formulación de políticas y estrategias, trabajando en forma mancomunada entre comunas, ONG y áreas del estado provincial y nacional;

b) generar información y capacitación;

c) alentar programas de desarrollo;

d) colaborar en la gestión comunitaria;

e) gestionar subsidios y créditos ante las autoridades, etc.

De forma general los objetivos de las ADR tienden a promover la producción y el desarrollo agrícola, ganadero, industrial, socioeconómicos, educativo y cultural de la región, además de promover actividades económicas alternativas que generen nuevos puestos de trabajo y una eficiente y racional utilización de los recursos materiales y humanos.

2. PLAN DE TRABAJO

El trabajo, a través de un equipo específico, se realizará en 4 (cuatro) etapas mensuales y con alguna simultaneidad, ya que a la fecha, las asociaciones se encuentran en distintos grados de avance en su nivel de gestión y desarrollo, para lo cual las dividiremos en cuatro grupos, según el nivel de desarrollo.


Los lineamientos de trabajo serán los siguientes:

–apoyo técnico en capacitación en Planificación Estratégica;

–apoyo técnico en estrategias de Diagnóstico Comunitario Participativo;

–apoyo técnico en animación y motivación de comunidades;

–apoyo y asistencia técnica en formulación y evaluación de proyectos de inversión;

–apoyo técnico en capacitación dirigencial.


El Equipo de Trabajo acompañará y asistirá a las Asociaciones a través de un programa de capacitación en la elaboración del Plan Estratégico de cada asociación, el cual constituirá el marco para el otorgamiento de nuevos créditos para la región.


En referencia a este último punto, es necesario un mayor desarrollo sobre el tema, ya que en la fase actual, es de vital importancia para el devenir de las Asociaciones Regionales que concreten su Plan Estratégico de Desarrollo (recordando que es a nivel de grandes lineamientos de acción).


Consideramos a la Planificación como todo proceso que permita racionalizar la toma de decisiones y esté dirigido a definir un conjunto de acciones, previamente estudiadas y analizadas, con miras a lograr objetivos pre–establecidos, dentro de un diseño estratégico que garantice el éxito de la gestión. (Cinterplan, 1993).


El Planeamiento Estratégico se diferencia de la Planificación a Largo Plazo ya que esta última se practicó casi siempre como una simple extrapolación del pasado, generando meras previsiones basadas en tendencias. En una interpretación más moderna, el objetivo para hacer frente a diferentes escenarios es adelantarse a los cambios para poder manejarlos o gerenciarlos eficientemente.


Teniendo en cuenta la dinámica de los cambios actuales, es necesario utilizar un método que comprenda y prevea los de carácter inevitable y los de carácter creativo.


Desde este punto de vista, un Plan Estratégico Participativo, representa un método particular de la planificación donde se piensa en la implementación de estrategias que implican acciones de carácter colectivo, en pos de un proceso de desarrollo (axiológicamente complejo), el cual debe garantizar en ritmos acelerados la superación de los problemas concretos y el logro de metas prefijadas, en un escenario de fuertes tensiones y conflictos sociales, y de escasez de recursos, asegurando la identificación y operación de las estrategias más adecuadas para su logro.


El Planeamiento Estratégico tiene como base al análisis (siguiendo el método científico) y a una modesta, pero no por ello menos importante, dosis de intuición, representa un punto de equilibrio entre los procesos analíticos (en base a nuestro razonamiento) e intuitivo (en base a nuestro juicio o propia experiencia). Esto lo logramos elaborando “escenarios marco” sobre los cuales realizamos simulaciones entre diferentes suposiciones o cambios en las variables más sensibles (externas e internas) en relación al devenir de la región.

Es importante porque:

–Mantiene a la vez el enfoque en el futuro y el presente.

–Refuerza los principio adquiridos en la misión, visión y estrategia.

–Fomenta el planeamiento y la comunicación interdisciplinarias.

–Asigna prioridades en el destino de los recursos.

–Constituye el puente con el proceso de planeamiento táctico a corto plazo.

–Obliga a los responsables de la planificación a ver el planeamiento desde la macroperspectiva, señalando lo objetivos centrales, de manera que nuestras acciones diarias nos acerquen cada vez más a las metas.


La metodología de planificación estratégica se caracteriza, fundamentalmente, por afrontar un proceso en el cual las fases tradicionales del planeamiento (diagnóstico planificación – identificación, formulación, evaluación ex ante de proyectos– implementación – evaluación ex post) se presentan como un proceso único, articulado y permanente.


El Diagnóstico, como etapa fundamental dentro de la planificación, está dirigido a definir la situación actual, (a partir de un inventario de recursos, identificación de factores limitantes y descripción de formas y ejes de desarrollo previos, etc.). En el caso de los Planes Estratégicos llevados adelante por las Asociaciones, es fundamental que el Diagnóstico tenga carácter participativo.


Para llevar adelante este plan de trabajo se prevé:

–la realización de jornadas de sensibilización acerca del desarrollo integral y la necesidad de que el mismo sea asumido por los beneficiarios directos, liderados por los actores locales.

–la realización de jornadas de capacitación con las Comisiones Directivas y Animadores locales sobre la metodología de Planificación Estratégica y las diferencias con los métodos de planificación tradicionales.

–reuniones en la sede de las ADR para Diagnóstico comunitario participativo, jornadas de análisis y definición final del Diagnóstico, con convocatorias ampliadas a todas las instituciones con representación en el ámbito local

anexo II

presupuesto

A APORTAR POR EL CONSEJO, hasta



$150.000.–

Para el Eje A, destinado a los contratos de Locación de Obra,

con la fundación Centro de Desarrollo Empresarial, hasta


$120.000.–

Para el Eje B, destinado a locaciones de obra hasta


$ 30.000.–

A APORTAR POR LA PROVNCIA,




$ 20.100.–
Para el Eje B, destinado a:

Rubros


Movilidad, viajes
$ 8.500.–

Insumos
$ 8.100.–

Alquileres varios
$ 1.900.–

Diseños, impresiones
$ 1.600.–

TOTAL
$20.100.–

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consecuencia, pasa al Poder Ejecutivo.

7.5 Código Procesal Civil y Comercial (Reforma)

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 4, que pasa a ser el Nº 5.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 8739 – Senado) venido en revisión, autoría del senador Gramajo, por el cual se crea la comisión provincial que tendrá por objeto el estudio, elaboración y redacción del proyecto de reforma al Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, esta Comisión ha resuelto emitir el presente despacho, al que os aconseja que le prestéis vuestra aprobación:

 EÍ "LCódigo Procesal Civil y Comercial (reforma)" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.– Créase la Comisión Provincial que tendrá por objeto el estudio, elaboración y redacción de un proyecto de reformas al Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 2º.– La Comisión estará integrada por 3 senadores, 5 diputados y se invitará a integrarla con un representante a la Subsecretaría de Justicia de la Provincia y a cada una de las siguientes instituciones: Colegio de Magistrados de la Provincia de Santa Fe, Colegios de Abogados de las cinco circunscripciones judiciales de la Provincia, facultades de Ciencias Jurídicas y Sociales y facultades de Derecho, estatales y privadas de Santa Fe y Rosario.

Artículo 3º.– La Comisión podrá invitar a profesionales del Derecho especializados en los temas objeto de esta ley, como así también a promover una tarea de divulgación a los efectos de recabar sugerencias al respecto.

Artículo 4º.– Dentro de los treinta días subsiguientes a la sanción de la presente, la Comisión deberá integrarse y redactar el reglamento para su funcionamiento; y dentro del término de ciento ochenta días, prorrogables por igual período, deberá expedirse y presentar sus conclusiones a cada una de las cámaras legislativas.

Artículo 5º.– El funcionamiento de la Comisión creada por la presente ley no demandará ningún tipo de gasto u erogación que afecte el presupuesto de cada una de las cámaras legislativas.

Artículo 6.– Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 22 de agosto de 2001.

Esquivel – Migno – Meotto – Dalla Fontana – Favario – D’Ambrosio – Strada 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 4º.

· Al leerse el artículo 5º, dice el:

 EÍ "LReforma al Código Procesal Civil y Comercial (Modificación acordada en la Comisión de Labor Parlamentaria"
SR. SECRETARIO (Lago).– Según lo convenido en la Comisión de Labor Parlamentaria el artículo queda redactado así: “Los gastos que demande el funcionamiento de la misma, serán soportados por partes iguales por ambas cámaras, sin que ello signifique ampliación presupuestaria. A los fines de la presente, no habrá designación de personal.”

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el artículo 5º, con la enmienda realizada.
· Resulta aprobado.

· Artículo 6º, de forma.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consecuencia, pasa al Senado.

7.6 Base de Datos de Legislación Provincial

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 5, que pasa a ser el Nº 6.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8845 – B.R.A.), autoría de la diputada Tate, por el cual se solicita se dispongan los recursos humanos y materiales necesarios a los fines de optimizar el estado de la base de datos de legislación provincial de Santa Fe, en el Sistema Argentino de Informática Jurídica. Y atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente despacho al que os aconseja que le prestéis vuestra aprobación, el que a continuación se transcribe:

 EÍ "cBase de Datos de Legislación Provincial" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto disponga los recursos humanos y materiales necesarios a los fines de optimizar el estado de la Base de Datos de Legislación Provincial de Santa Fe en el Sistema Argentino de Informática Jurídica.

Sala de la Comisión, 22 de agosto de 2001.

Esquivel – Migno – Meotto – Dalla Fontana – Favario – D’Ambrosio – Strada 

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

Los antecedentes de las relaciones institucionales entre el Ministerio de Gobierno de la Provincia y el Sistema Argentino de Informática Jurídica se remontan a la década del ’70.


La Provincia de Santa Fe fue una de las primeras en suscribir convenio con el SAIJ, para la inclusión de sus datos legislativos y jurisprudenciales, en esa base de datos jurídica que es una de las más importantes de Latinoamérica.


 En el sitio de Internet del SAIJ, www.saij.jus.gov.ar se puede observar sobre la legislación de la Provincia:

Cantidad de normas: 1.391

Última ley incorporada: 11.875 – B.O. 22/01/01

Fecha última actualización: 3/8/01


Esta información nos lleva a la conclusión de que la información existente es incompleta y que los esfuerzos para el desarrollo del sistema han sido escasos en los últimos tiempos, a juzgar por la cantidad de normas en la base.


Responsables del SAIJ nos han manifestado que son muy consultadas desde el exterior las bases de datos legislativas provinciales, en especial por posibles inversionistas.


Desde el punto de vista de los usuarios locales, tanto legisladores, jueces, funcionarios, empresarios, como abogados y particulares en general, esta importante y rápida herramienta se torna de dudosa confiabilidad por su estado actual.


Invertir en el desarrollo de esta base de datos significa producir ahorros en trabajo administrativo de todas las áreas de gobierno, como así también en recursos materiales, por ejemplo en fotocopias de leyes.


Los cambios producidos en la forma de trabajo en los últimos años, lo que se ha dado en llamar “la era de la información”, y el desarrollo del e–government, por el cual los ciudadanos tienen acceso a la búsqueda de datos y pedidos de trámites on line, son hoy en día usuales y forman parte de la llamada “modernización del Estado”.


En décadas anteriores las demanda de los usuarios hacia las bases de datos eran menos exigentes, pero en la actualidad con la irrupción de Internet, los estándares de calidad no pueden desconocerse. 


El SAIJ ha suscripto una “Carta de Compromiso” (la cual puede verse en el sitio indicado), en la cual se compromete a cumplir normas de calidad.


No desconocemos que las bases de datos de otras provincias se encuentran peor que la de Santa Fe, pero hay otras como Córdoba, con 4.292 leyes incorporadas.


Mucho podemos razonar y debatir con respecto a la globalización, lo que no puede hacerse es negarla.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares acompañen con su voto el presente proyecto.

Alicia Ester Tate

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.7 Obras en curtiembre Arlei de Las Toscas

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 6, que pasa a ser el Nº 7.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8838 – P.D.P.) de los diputados Bullrich y Favario, por el cual se solicitan informes sobre si en la curtiembre Arlei de la localidad de Las Toscas se ha procedido a realizar la totalidad de las obras de la planta de tratamiento de efluentes, y no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.

 EÍ "cObras en curtiembre Arlei de Las Toscas" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo informe lo siguiente:

1°) Si en la Curtiembre Arlei de la localidad de Las Toscas de la Provincia de Santa Fe, se ha procedido a realizar la totalidad de las obras correspondientes a la planta de tratamiento de efluentes.

2°) Si se ha pedido y otorgado el certificado final de obra. 

3°) Si funciona tratando la totalidad de los efluentes, en las condiciones en que fuera calculado en el proyecto original.

4°) Si se ha procedido a realizar las comprobaciones de funcionamiento con los respectivos análisis cuantitativos y cualitativos. Informar en qué laboratorio realizaron y acompañar los protocolos con los resultados del contenido de los efluentes.

5°) Si fueron realizadas las obras que fueran recomendadas en el estudio geológico realizada por la licenciada Borello en el año 2000, donde especificaba que se debía impermeabilizar las bases y los taludes de las lagunas de tratamiento de efluentes. En caso de haberse realizado los trabajos mencionados, cuál fue el avance de los mismos y resultado de las inspecciones realizadas. Remitir copia de las actas, si las hubiera.

6°) Si en el transcurso del corriente año se han realizado mediciones y análisis de los efluentes y de los gases producidos en el proceso.

7°) Si se ha solicitado autorización para el depósito de los productos de desechos sólidos de fabricación y de los barros sedimentarios del tratamiento de efluentes.

8°) Si se han tomado las precauciones para que los depósitos no sufran la acción hídrica y/o eólica que pudieran producir y diseminar micropartículas.

9°) Si se han realizado análisis metódicos de los acuíferos que fueran perforados para el estudio geológico del año 2000. Resultados de los mismos, si los hubiera.

10) Si por intermedio de la Secretaría de Medio Ambiente y Ecología se han realizado algún otro tipo de control y/o actuaciones en esa empresa curtidora. Informar la cantidad, objeto y resultado de los mismos”.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Sellarés – Villalba – Broda – Strauss – Demaría – Samardich 
fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


En el pasado mes de febrero se entregó al Gobernador Reutemann una copia del informe de la geóloga Borello, realizado por encargo de la empresa Arlei, donde demostraba la existencia de contaminación con cromo y otros químicos en Las Toscas. Además, otro informe de universidades de Medicina de los EE.UU. que explican lo que sucede con las micropartículas que se producen a partir de las sustancias sólidas del proceso de curtido.


Con estos estudios dábamos por terminada la discusión sobre la existencia de contaminación en la localidad de Las Toscas y sus peligros inherentes.


Desde esa fecha hasta ahora ha transcurrido el tiempo prudencial para que se encuentren en funcionamiento las obras comprometidas por la empresa, como aquellas otras aconsejadas en el informe geológico de Borello, como ser: estabilizaciones e impermeabilizaciones en los taludes de contención de las lagunas, también el removido de las bases de las mismas lagunas y su reconstrucción e impermeabilización, de acuerdo con las normas técnicas existentes. Asimismo, también se aconseja la adecuación de los lugares de depósito de químicos contaminantes. Continuación de las mediciones de contaminantes en las napas de aguas subterráneas en los lugares de los pozos acuíferos perforados en la oportunidad de la investigación, para la realización del mencionado informe


La grave situación planteada en Las Toscas durante largo tiempo y que tuvo eclosión en el año 2000, exige el debido control y seguimiento por parte de la Secretaría de Medio Ambiente y Ecología, a los efectos de terminar con la contaminación y llevar tranquilidad a los habitantes.


Es por ello que solicitamos que se informe a esta Cámara sobre los resultados de los análisis, permisos y controles que se hubieran hecho, con el objeto de comprobar si el problema ha sido debidamente corregido, caso contrario, determinar las causas por las cuales subsisten e identificar el o los responsables.

Bullrich – Favario

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.8 Año Internacional de los Voluntarios – AIV 2001

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 7, que pasa a ser el Nº 8.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 8757 – P.J.) presentado por la diputada Cavigiuri, por el cual esta Cámara expresa su adhesión al año 2001 como Año Internacional de los Voluntarios, conforme a lo proclamado por la Asamblea General de las Naciones Unidas; y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

 EÍ "dAño Internacional de los Voluntarios – AIV 2001" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:

Su adhesión al año 2001 como Año Internacional de los Voluntarios –AIV 2001– conforme con lo proclamado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 20 de noviembre de 1997.

Sala de la Comisión, 15 de agosto de 2001.

Gutiérrez – Tate – Broda – Schpeir – Dalla Fontana – Mazziotta 

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

Partimos del concepto de que el estado de eficiencia del siglo XXI debe promover el bien común, por tanto, se dará expreso sustento a la preeminencia del principio de la libertad de iniciativa de las personas, asociaciones privadas y fundaciones para producir y distribuir todo el bien común posible.

Más allá de las diferencias entre países sobre el significado de voluntarismo –concepto que varía según la religión, cultura y situación socio – económica del país– personas dispuestas a brindar ayuda abundan desde hace cientos de años.

Esos voluntarios en forma individual o agrupados en equipos, colaboran incansablemente formando verdaderos puentes solidarios. Es indiscutible el destacado y rico entramado de las actividades de voluntariado que existe en la Argentina.

Las organizaciones no gubernamentales son el marco en el que se inserta la acción fecunda del voluntariado, que no es el simple impulso aislado de brindar una ayuda al prójimo, sino el propósito maduro de formar parte de un equipo solidario, organizado y sistemático.

La acción voluntaria es ética cuando surge libremente de una triple aspiración: la estima de sí mismo, la solidaridad con los demás y el compromiso de construir una sociedad más equitativa.

El justo reconocimiento de las actividades de los voluntarios que trabajan en las áreas de salud, catástrofe, recreativas, culturales, ecológicas, niñez, tercera edad, religiosas, entre muchas opciones, sirve para darnos una idea de la magnitud de un trabajo rico, en la donación de talento y creatividad para resolver situaciones sombrías.

Esta importante contribución que los voluntarios aportan en sus propios países y, en especial, los voluntarios de la Provincia de Santa Fe, merece ser reconocida.

Por lo expuesto solicito de mis pares la aprobación al presente proyecto.

Dolly Cavigiuri

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.9 Feria del Libro y Jornadas Regionales de Educación

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 8, que pasa a ser el Nº 9.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha estudiado el proyecto de declaración (Expte. N° 8786 – U.C.R.) presentado por la señora diputada Migno, por el cual esta Cámara considera de su interés la Tercera Feria del Libro y las Primeras Jornadas Regionales de Educación, a realizarse los días 6, 7 y 8 de septiembre del corriente año, en la ciudad de San Javier, y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante de la Comisión, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "dFeria del Libro y Jornadas Regionales de Educación" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:

De su interés, la Tercera Feria del Libro y las Primeras Jornadas Regionales de Educación, a realizarse los días 6, 7 y 8 de septiembre de 2001, en la ciudad de San Javier, organizados conjuntamente por la Escuela Particular Incorporada N° 1.121 “San José” y el Instituto Superior del Profesorado N° 15 “Dr. Alcides Greca”.

Sala de la Comisión, 9 de agosto de 2001.

Cavigiuri – Schpeir – González – Strauss 

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:
La comunidad educativa del Colegio San José ha organizado ya dos ediciones de la Feria del Libro, habiendo decidido para la oportunidad de la tercera asumir un trabajo interinstitucional con el instituto “Dr. Alcides Greca”. 

De esta manera se experimentará una nueva actividad, que se suma a la ya valorable tarea de poner al libro en el espacio intelectual de los sanjavierinos; la misma consiste en la realización de las 1as Jornadas Regionales de Educación: “El aprendizaje escolar como problema” enmarcado en las propuestas de extensión llevadas adelante por el instituto, que tienen como objetivo fundamental debatir sobre las “distintas problemáticas de interés social y educativo”.

El espacio de coincidencia que se logra con este emprendimiento conjunto debe ser apreciado, ya que es una demostración de la calidad de los esfuerzos que debe realizar nuestra comunidad, con el fin de encontrar síntesis creativas que superen la pequeñez del protagonismo circunstancial.

 “La profundización de la educación como recurso estratégico para San Javier”, preocupación de ambas instituciones, debe ser apoyada en el más alto nivel de decisión de nuestra provincia, por lo que me he permitido traer ante los señores diputados la presente declaración.

Por lo brevemente expuesto solicito de mis pares aprobación para el presente proyecto.

María Silvia Migno

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.10  “Hacia una nueva empresa rural”

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 9, que pasa a ser el Nº 10.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 8709 – P.J.) presentado por el señor diputado Grbavac, por el cual esta Cámara expresa su adhesión a la Jornada Intensiva para Empresarios Rurales “Hacia una Nueva Empresa Rural”, a desarrollarse en el paseo La Plaza, de la ciudad de Buenos Aires, el 16 de julio de 2001, y atento que el mismo ha perdido temporalidad y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja el archivo del mismo.

Sala de la Comisión, 8 de agosto de 2001.

Ibaldi – Giacosa – Schachner – Sellarés 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 8709 – P.J.) presentado por el diputado Grbavac, por el cual se expresaba la adhesión del Cuerpo a la Jornada Intensiva para Empresarios Rurales “Hacia una Nueva Empresa Rural”, y atento a que la misma se realizó el día 16 de julio pasado y a que antecede al presente despacho el dictamen de la Comisión de Agricultura y Ganadería, aconsejando su pase al Archivo, se ha resuelto adherir al antes citado.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Giorgetti – Bermúdez – Giardino – Sellarés – Molinas – Di Pollina – Zogbi 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el pase al Archivo del proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.11 Encuentro Deportivo de Escuelas Especiales

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 10, que pasa a ser el Nº 11.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 8785 – U.C.R.) presentado por la diputada Migno, por el cual se considera de interés el Vlll Encuentro Deportivo de Escuelas Especiales y VI Integrado con la EGB Común “Deporte para Todos”; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto.

 EÍ "dVIII Encuentro Deportivo de Escuelas Especiales" 
LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA :

De su interés el VIII Encuentro Deportivo de Escuelas Especiales y VI Integrado con la EGB común, “DEPORTE PARA TODOS”, organizado por el Ministerio de Educación, (Departamento de Educación Especial y Departamento de Educación Física), juntamente con la Dirección de Deporte de la Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria, la Secretaría de Cultura, Deporte y Turismo de San Javier, la Escuela Especial “Siembra de Amor y Esperanza” N° 2028 de San Javier y el Centro de Educación Física N° 7043, que se realizará el próximo 20 de octubre en la ciudad de San Javier.

Sala de la Comisión, 15 de agosto de 2001.

Strada – Molinas – Schachner – Cavigiuri – Samardich – Favario – Baudín – Foresi 

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

Nuevamente la comunidad educativa de la Escuela Especial Nº 2038 organizará, como viene sucediendo desde 1993, un evento deportivo que congregará a alumnos de escuelas especiales de Vera, Reconquista, Romang, San Justo, Helvecia, Avellaneda, Calchaquí, Gobernador Crespo y Alejandra, a los que se le sumarán otros de escuelas de la E.G.B. Tercer Ciclo de la ciudad de San Javier.


Se han fijado como objetivos de este encuentro la integración del alumnado de la Escuela Especial Nº 2.038 de San Javier con los de los establecimientos que participarán, ya sean de escuelas especiales o normales, a través de distintas disciplinas acordes con sus posibilidades, en pos de procurar que los alumnos disfruten de cada uno de los momentos del encuentro deportivo y de lograr que la comunidad se interese y participe del evento, valorando las capacidades especiales.

Las autoridades escolares me han solicitado que gestione ante mis pares una declaratoria de interés, por lo que cumpliendo con ello, y con el convencimiento de que las iniciativas de este tipo deben contar con el explícito aliento de esta Cámara, traigo ante mis pares el presente proyecto, con la seguridad de su aprobación.

María Silvia Migno

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.12 Agua potable a paraje Fortín Charrúa

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 11, que pasa a ser el Nº 12.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8782 – D.B.) presentado por los diputados Baudín, Schpeir, Di Pollina y Cecchi, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, realice con intervención del Servicio Provincial de Agua Rural (Spar), la localización por prospección geoeléctrica de agua subterránea, su estudio y evaluación; para la posterior elaboración del proyecto, dirección y ejecución de la obra de provisión de agua potable en el Paraje de Fortín Charrúa, distrito Fortín Olmos, departamento Vera; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "cAgua potable a paraje Fortín Charrúa" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda Provincial realice con intervención del Servicio Provincial de Agua Rural (Spar), la localización por prospección geoeléctrica de agua subterránea, su estudio y evaluación; para la posterior elaboración del proyecto, dirección y ejecución de la obra de provisión de agua potable en el Paraje de Fortín Charrúa, distrito Fortín Olmos, departamento Vera.

Sala de la Comisión, 2 de agosto de 2001.

Giardino – Basaldella – Paganini – Álvarez, R. – Ritter – Grbavac – Demaría – Strauss – Reutemann

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8782 – D.B.) presentado por los diputados Baudín, Schpeir, Di Pollina y Cecchi, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, realice con intervención del Servicio Provincial de Agua Rural (Spar), la localización por prospección geoeléctrica de agua subterránea, su estudio y evaluación; para la posterior elaboración del proyecto, dirección y ejecución de la obra de provisión de agua potable en el Paraje de Fortín Charrúa, distrito Fortín Olmos, departamento Vera; y atento al dictamen de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherirse al mismo.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Gutiérrez – Tate – Venesia – Bullrich – Pochettino

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

La comunidad de Fortín Charrúa es una de las poblaciones rurales del norte provincial que carece de agua potable.

Se ubica en plenos bajos submeridionales, dentro de la jurisdicción de la Comuna de Fortín Olmos, a ciento diez kilómetros de la ciudad de Vera, con una población rural de cuarenta familias, cuya actividad económica en un alto porcentaje es ganadera, directa o indirectamente. La comunidad cuenta con un centro asistencial, una capilla, escuela y una asociación vecinal.

El abastecimiento de los pobladores del vital elemento es desde pozos, con el riesgo a la salud que esto implica.

Debemos considerar que el agua potable es el agua de superficie tratada y el agua no tratada, pero sin contaminación, que proviene de manantiales naturales, pozos sanitarios y otras fuentes.

Sin agua potable la gente no puede llevar una vida sana y productiva. Los riesgos de padecer enfermedades diarreicas relacionadas con el agua, así como otras, como la bilharziasis, el cólera, la elefantiasis y la anquilostomiasis acechan a las personas que no tienen este servicio.

El acceso al agua potable también es crucial para las economías y los ecosistemas y su escasez puede afectar directamente las perspectivas a largo plazo del desarrollo sostenible. 

El Ministerio de Obras y Servicios Públicos de la Provincia tiene a su cargo el Servicio Provincial de Agua Rural, organismo que viene realizando las tareas de localización, estudio, elaboración y concreción de obra de aguas potables en las zonas rurales de la provincia, contando con los recursos profesionales y económicos que hacen impostergable la asunción de las tareas solicitadas en el presente proyecto, para mejorar el estado de salud y calidad de vida de los pobladores actuales y futuros de Fortín Charrúa.

Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto.

Baudin – Di Pollina – Cecchi – Schpeir 

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.13 Puente ferro–carretero (Santa Fe – Corrientes)

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 12, que pasa a ser el Nº 13.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8801 – P.J.) presentado por el diputado Sellarés, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, conjuntamente con el Gobierno de la Nación, contemplen en todos los proyectos técnicos que se están realizando, con vistas a la construcción del puente que unirá las provincias de Santa Fe y Corrientes, la utilización del ferrocarril (puente ferro–carretero); atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo y las razones que dará el miembro informante os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "cPuente ferro–carretero (Santa Fe – Corrientes)" 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo juntamente con el Gobierno de la Nación, contemplen en todos los proyectos técnicos que se están realizando, con vistas a la construcción del puente que unirá las provincias de Santa Fe y Corrientes, la utilización del ferrocarril (puente ferro–carretero)”.

Sala de la Comisión, 9 de agosto de 2001.

Giardino – Basaldella – Paganini – Álvarez, R.– Ritter – Grbavac – Demaría – Strauss – Reutemann – Baudín 
Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8801 – P.J.) presentado por el diputado Sellarés, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, juntamente con el Gobierno de la Nación, contemplen en todos los proyectos técnicos que se están realizando, con vistas a la construcción del puente que unirá las Provincias de Santa Fe y Corrientes, la utilización del ferrocarril (puente ferro–carretero); y atento al dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.–

Paganini – Álvarez, J.– Giardino – Gutiérrez – Tate – Venesia – Bullrich – Pochettino. 

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto de comunicación se basa en la problemática que surge desde los ferrocarriles (desguace generalizado por parte de los concesionarios), por la poca preponderancia estratégica que tienen en el Estado Nacional, conjuntamente con las provincias, que no sólo no los utilizan como medio de transporte, sino tampoco como un servicio imprescindible.

Debido a las intensas gestiones que se llevan adelante desde los distintos estamentos del Estado, con vistas a la construcción de la unión física entre las provincias de Santa Fe y Corrientes, y que seguramente se materializará con la construcción de una obra pública de gran envergadura, como el puente Santa Fe – Corrientes, se consolidará una nueva puerta al Mercosur.


En el contexto globalizador de nuestros tiempos, pensar en una obra como el puente, que una los estados provinciales de Santa Fe y Corrientes, sin que pueda ser utilizado el ferrocarril, resulta inconcebible, de allí el objetivo de este proyecto de comunicación, alentando la iniciativa de lograr que el puente en cuestión sea de uso ferro–carretero, aspirando de esta manera a que el ferrocarril en nuestra región vuelva a ser una realidad en el futuro tangible.


Por los motivos expuestos, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Francisco Nicolás Sellares

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.14 Usuarios de agua potable y cloacas

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 13, que pasa a ser el Nº 14.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8720 – F.P.S.), presentado por los diputados Cecchi y Di Pollina, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a informar con respecto a los “usuarios de los servicios públicos de agua potable y desagües cloacales” que fueron beneficiados por la aplicación del Decreto 2141/99; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "cUsuarios de agua potable y cloacas" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a informar con respecto a los “usuarios de los servicios públicos de agua potable y desagües cloacales” que fueron beneficiados por la aplicación del Decreto 2141/99:

1º – Cantidad de solicitudes presentadas, aprobadas, rechazadas y observadas mensualmente, desde la vigencia del mismo a la fecha, discriminadas por localidad y situación socio–económica (jubilados, desocupados, etc.).

2º – Importe total mensual erogado por ese concepto.

3º – Cuántos casos de usuarios beneficiados con exención, subsidio o rebaja fueron renovados, y cuántos retornaron a la fecha a la condición de usuario con responsabilidad de asumir el pago del servicio.

Sala de la Comisión, 2 de agosto de 2001.

Giardino – Basaldella – Paganini – Álvarez, R.– Ritter – Grbavac – Demaría – Strauss – Reutemann

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8720 F.P.S.), presentado por los diputados Cecchi y Di Pollina, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a informar con respecto a los “usuarios de los servicios públicos de agua potable y desagües cloacales” que fueron beneficiados por la aplicación del Decreto 2141/99; y atento al dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J.– Giardino – Gutiérrez – Tate – Venesia – Bullrich –Pochettino–

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Considerando que resultaba posible sufragar un esquema de subsidios destinados a paliar la situación de un importante número de usuarios de los servicios sanitarios, que como consecuencia de situaciones socioeconómicas o particulares se encuentren imposibilitados de afrontar el pago de dichos servicios, al que podrían acceder todos los usuarios de los servicios sanitarios que habiten inmuebles servidos, con independencia del carácter en que lo hagan, con la condición de que se encuentren en situación económica apremiante que les impida subvenir necesidades básicas, se estableció un subsidio, exención o rebaja para el pago de los citados servicios, por un lapso de tiempo no mayor a 12 meses, sin perjuicio de su renovación.

Así, e invocando la aplicación de los artículos 92º y 94º de la Ley 11.220, el 06/08/99 se dicta el Decreto 2141, por el que se instituye un sistema de asistencia a los usuarios de los servicios públicos de agua potable y desagües cloacales que se prestan en el ámbito de la Provincia de Santa Fe, que como consecuencia de situaciones socio–económicas o especiales particulares graves, permanentes o transitorias no se encuentren en condiciones de afrontar el pago de la tarifa que correspondan a dichos servicios.

Trascendidos periodísticos dan cuenta de unos diez mil casos de usuarios destinatarios del subsidio.

Atento a ello y después de dos años de aplicación, se impone conozcamos tanto la cantidad de ellos como los importes destinados a subsidiar a los citados.

Cecchi – Di Pollina

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.15 informatización escuela 1307 de Rosario

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 14, que pasa a ser el Nº 15.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8740 – P.J.), presentado por la diputada Meotto, por el cual se solicita se proceda a dotar de equipos informáticos y de los cargos respectivos para la capacitación en computación, a la Escuela de Enseñanza Media para Adultos (Eempa) 1307, de Rosario; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto.

 EÍ "cinformatización escuela 1307 de Rosario" 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de proveer a la Escuela de Enseñanza Media para Adultos (Eempa) N° 1307, de la ciudad de Rosario, de equipos informáticos y los cargos respectivos para la capacitación en computación.

Sala de la Comisión, 1 de agosto de 2001.

Strada – Molinas – Schachner – Samardich – Cavigiuri

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8740 – P.J.), presentado por la diputada Meotto, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proceda a dotar de equipos informáticos y de los cargos respectivos para la capacitación en computación, a la Escuela de Enseñanza Media para Adultos (Eempa) 1307, de Rosario; y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Gutiérrez – Tate – Venesia – Bullrich – Pochettino

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia requiere al Poder Ejecutivo Provincial que por intermedio del Ministerio de Educación, arbitre los medios necesarios para dotar a la Escuela de Enseñanza Media para Adultos (Eempa) Nº 1307, sita en Pje. Suiza 220 de la ciudad de Rosario, de equipos informáticos y los cargos respectivos que permitan incorporar la capacitación en computación.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto de comunicación tiene como objeto solicitar se provea a la Escuela de Enseñanza Media para Adultos Nº 1307, de equipos de computación para satisfacer las demandas de mejoramiento en el área pedagógica. El poder contar con los mismos representa un marcado avance para el alumnado, cuerpo docente y personal administrativo, a los efectos de lograr una rápida optimización de la enseñanza.


El avance de la tecnología y de la ciencia hace necesaria una capacitación permanente en esta área. Las escuelas, como ámbitos educativos, deben preparar a nuestra juventud para afrontar estos desafíos.


El establecimiento educacional que nos ocupa, con una matrícula de 250 alumnos, cuenta con la infraestructura edilicia adecuada para la instalación de los equipos requeridos.


Por lo expuesto, es que solicito el tratamiento por esta Legislatura del presente proyecto de comunicación, para considerar su aprobación.

Liliana Meotto

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.16 Jardín de Infantes nucleado 8231

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 15, que pasa a ser el Nº 16.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8750 – P.J.), presentado por los diputados Mazziotta y Cané, por el cual solicitan se proceda a la creación de un cargo de portera para el Jardín de Infantes Nucleado N° 8231 de Empalme Villa Constitución, departamento Constitución; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "cJardín de Infantes Nucleado 8231 " 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, evalúe la posibilidad de crear un cargo de portera para el Jardín Nucleado N° 8.231 de la localidad de Empalme Villa Constitución, departamento Constitución.

Sala de la Comisión, 1 de agosto de 2001.

Strada – Molinas – Schachner – Samardich – Cavigiuri 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8750 – P.J.), presentado por los diputados Mazziotta y Cané, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proceda a la creación de un cargo de portera para el Jardín de Infantes Nucleado N° 8231 de Empalme Villa Constitución, departamento Constitución; y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo. 

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Gutiérrez – Tate – Venesia – Bullrich – Pochettino

proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, proceda a la creación del cargo de portera en el Jardín de Infantes Nucleado Nº 8231 de la localidad de Empalme Villa Constitución, departamento Constitución.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto trata sobre la necesidad existente en la comunidad educativa del Jardín Nº 8231 de la localidad de Empalme Villa Constitución, de proceder a crear un nuevo cargo de portera, ya que existe un solo cargo creado desde el Ministerio de Educación, no siendo el mismo suficiente para cubrir las necesidades de la institución.


En la actualidad la Asociación Cooperadora del Jardín de Infantes Nucleado Nº 8231 se encuentra imposibilitada de realizar otro tipo de aportes, por estar abocada, principalmente, al mantenimiento edilicio, no pudiendo destinar fondos para cubrir dicho cargo.


Por lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación al presente proyecto.

Mazziota – Cané

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar.

–
Resulta aprobado.

7.17 Escuela Media 440 (provisión computadora)

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 16, que pasa a ser el Nº 17.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8751 – D.B.), presentado por los diputados Bullrich, Cavigiuri, Paganini, Molinas y Tate, por el cual se solicita se proceda a dotar de una computadora a la Escuela de Enseñanza Media N° 440 “Simón de Iriondo”, de la ciudad de Santa Fe, departamento La Capital; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto.

 EÍ "cEscuela Media 440 (provisión computadora)" 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, evalúe la posibilidad de proveer una computadora a la Escuela de Enseñanza Media 440 “Simón de Iriondo” de la ciudad de Santa Fe, departamento La Capital.

Sala de la Comisión, 1 de agosto de 2001.

Strada – Molinas – Schachner – Samardich – Cavigiuri

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8751 – D.B.), presentado por los diputados Bullrich, Cavigiuri, Paganini, Molinas y Tate, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proceda a dotar de una computadora a la Escuela de Enseñanza Media N° 440 “Simón de Iriondo”, de la ciudad de Santa Fe, departamento La Capital; y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo. 

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Gutiérrez – Tate – Venesia – Bullrich –Pochettino

PROYECTO DE COMUNICACIÓN original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a dotar de una computadora a la Escuela de Enseñanza Media Nº 440 “Simón de Iriondo” de la ciudad de Santa Fe.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

La Escuela de Enseñanza Media Nº 440 “Simón de Iriondo” de la ciudad de Santa Fe está desarrollando –a partir de junio de 2000– el Programa Alternativo de Atención a la Diversidad (PAAD).

Dicho programa está destinado a los alumnos con cierta lentitud en los aprendizajes, pero que con más tiempo (un período de acogida y dos años por nivel) y respetando sus propios ritmos, mediante una atención personalizada, estarían en condiciones de finalizar el 8vo y 9no año del 3º ciclo de la E.G.B. (enseñanza obligatoria).

Las necesidades son muchas, pero es sumamente necesario proveer de una computadora para un joven espástico que está imposibilitado de escribir. La urgencia está planteada en función de que existen sólo cinco computadoras en el establecimiento, para mil alumnos, y es imposible afectar una para uso personal de un sólo educando.

Por la razones expuestas, solicitamos la aprobación del presente proyecto.

Bullrich – Tate – Paganini – Molinas

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.18 Cooperadora Escuela 658 (subsidio)

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 17, que pasa a ser el Nº 18.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8764 – P.J.), presentado por la diputada Venesia, por el cual solicita se proceda a otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela N° 658 “Fundación San Cristóbal”, de Rosario, departamento homónimo; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto.

 EÍ "cCooperadora Escuela 658 (subsidio)" 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela N° 658 “Fundación San Cristóbal”, de Rosario, departamento homónimo.

Sala de la Comisión, 1 de agosto de 2001.

Strada – Molinas – Schachner – Samardich – Cavigiuri

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8764 – P.J.), presentado por la diputada Venesia, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proceda a otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela N° 658 “Fundación San Cristóbal”, de Rosario, departamento homónimo; y atento al dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo. 

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Gutiérrez – Tate – Venesia – Bullrich – Pochettino

PROYECTO DE COMUNICACIÓN original

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación y/o el organismo que corresponda proceda a otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela Número 658 “Fundación San Cristóbal” de la Ciudad de Rosario, a los efectos de la construcción de las aulas destinadas al Octavo y Noveno Año de la EGB.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

La extensión de la obligatoriedad de la enseñanza en la Provincia de Santa Fe, en el marco de la Ley Federal de Educación, supuso el otorgamiento de secciones de Octavo y Noveno Año de la E.G.B. a numerosos establecimientos educativos del territorio provincial.

Ante el pedido de la comunidad de la Escuela Número 658 “Fundación San Cristóbal” de la ciudad de Rosario, el Ministerio de Educación procedió sobre fines del año pasado a conceder la apertura de una sección de Octavo Año, ante la carencia de oferta educativa acorde, en la zona sur de esa ciudad, con la salvedad de no disponer de fondo alguno para ampliaciones y/o refacciones.

Esa emergencia motivó la instalación de aulas móviles en el Salón de Actos, con la consecuente disminución del espacio físico en dicha área.

Tanto la Asociación Cooperadora como el Club de Madres y el cuerpo directivo y docente de la escuela no han bajado los brazos en la organización de eventos para recaudar fondos, a los efectos de iniciar la construcción de la infraestructura necesaria, pero la posibilidad de una ayuda estatal, bien del Fondo de Asistencia Educativa de la ciudad de Rosario, en la que participa un representante provincial, bien del Gobierno de la Provincia, sería de fundamental importancia para la comunidad.

Por lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Laura Venesia

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

7.19 Emergencia agropecuaria en Dpto. Gral. López

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 18, que pasa a ser el Nº 19.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8736 – P.J.), presentado por el señor diputado Grbavac, por el cual se solicita se prorroguen los alcances de los Decretos N° 132 y 330 correspondientes a la situación de emergencia agropecuaria en el departamento General López e interceda ante autoridades nacionales, a fin de homologar sus leyes por los decretos provinciales y así obtener sus beneficios, y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo por intermedio de los organismos pertinentes, prorrogue los alcances de los decretos números 132 y 330, correspondientes a la situación de emergencia agropecuaria en el departamento General López e interceda ante las autoridades nacionales a fin de acelerar su homologación y así obtener los beneficios de las leyes nacionales para todas las empresas perjudicadas por las permanentes inundaciones en la región”.

Sala de la Comisión, 8 de agosto de 2001.

Ibaldi – Grbavac – Giacosa – Sellarés – Schachner

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8736 – P.J.), presentado por el diputado Grbavac, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo prorrogue los alcances de los decretos N° 132 y 330, correspondientes a la situación de emergencia agropecuaria en el departamento General López e interceda ante autoridades nacionales, a fin de homologar sus leyes por los decretos provinciales y así obtener sus beneficios; y por las razones invocadas, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "cEmergencia agropecuaria en Dpto. Gral. López" 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos pertinentes, prorrogue los alcances de los decretos Nº 132/01 y 330/01 referidos a la situación de Emergencia Agropecuaria en el departamento General López, y por otra parte gestione ante el Gobierno Nacional la homologación de los mismos con el objeto de obtener los beneficios que las leyes nacionales otorgan a las empresas perjudicadas por las permanentes inundaciones de la región.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Gutiérrez – Tate – Venesia – Bullrich – Pochettino

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:

Las inundaciones en el sur de la Provincia, como consecuencia de las excesivas lluvias producidas por el fenómeno meteorológico conocido como ¨Corriente del Niño¨, han producido cuantiosas pérdidas, en especial a los productores de cereales, oleaginosas y ganadería vacuna, como también a los sectores del comercio y de servicios del departamento General López.

Nuestra provincia ya ha dictado los decretos Nros. 132 y 330, que establecen la emergencia provincial y posteriormente deben ser homologados por el Gobierno Nacional, que otorga beneficios impositivos, crediticios y financieros para todos los sectores afectados. Lamentablemente, esta gestión a nivel nacional se realiza con una tardanza tal que prácticamente los productores no reciben los beneficios correspondientes en los momentos oportunos.

Esa legislación nacional prevé una serie de paliativos para aquellos productores que se encuentren en situación de emergencia por pérdida de producciones no asegurables, y en este caso son numerosos los productores que perdieron prácticamente toda su producción y en muchos casos también se ha destruido gran parte de sus factores de la producción, como pasturas, tinglados, reproductores, alambrados, etc.

También se hacen extensivos algunos beneficios a otros sectores, como el comercial y de servicios, que también se ven directa o indirectamente perjudicados por la disminución de la actividad económica, como consecuencia de los desastres climáticos comentados. 

Señor presidente, este pedido se efectúa al Poder Ejecutivo Provincial, no sólo por los beneficios que otorga la Provincia, sino porque dispone de los medios adecuados para solicitar una mayor celeridad en este tipo de ayudas ante el Gobierno Nacional. 

Por lo expuesto es que solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

Antonio Jorge Grbavac

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto, según el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

–
Resulta aprobado.

7.20 promoción y fomento de la investigación tecnológica

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 19, que pasa a ser el Nº 20.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8780 – P.J.), presentado por el señor diputado Giorgetti, por el cual se solicitan al Poder Ejecutivo distintos informes referidos al desarrollo del convenio suscripto con el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas –Conicet–, contenido en la Ley Provincial 11.007; y atento a los fundamentos expuestos, os aconseja prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del órgano de aplicación del sistema de promoción y fomento de la investigación tecnológica, establecido por la Ley Nacional 23.877, la adhesión provincial dispuesta por Ley 10.709 y del convenio suscripto por el Poder Ejecutivo Provincial aprobado por la Ley 11.007, se sirva informar lo siguiente:

1.– Partida presupuestaria que por aplicación de la Ley Nacional 23.877 – artículo 20 – le correspondió anualmente a la Provincia de Santa Fe, a partir de la adhesión dispuesta por Ley Provincial 10.709.

2.– Detalle de los beneficios otorgados por aplicación de alguno de los siguientes ítems contenidos en la mencionada ley nacional: desarrollo tecnológico, modernización tecnológica, servicios tecnológicos, capacitación y asistencia técnica y programa de consejeros tecnológicos. Copia de las actas que hubieren otorgado los beneficios y carácter de los mismos.

3.– Evaluaciones de los proyectos considerados, independientemente de haber resultado beneficiados.
4.– Informes de seguimiento de cada proyecto que hubiere sido beneficiado por aplicación de este convenio. Recuperación financiera, si la hubiere”.
Sala de la Comisión, 9 de agosto de 2001.

Giorgetti – Bermúdez – Molinas – Zogbi – Sellarés – Giardino – Di Pollina

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8780 – P.J.), presentado por el diputado Giorgetti, por el cual se solicitan al Poder Ejecutivo distintos informes referidos al desarrollo del convenio suscripto con el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas –Conicet–, contenido en la Ley Provincial 11.007; y por las razones invocadas, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "Cpromoción y fomento de la investigación tecnológica" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, en relación a la aplicación en nuestro territorio provincial del régimen de promoción y fomento de la investigación tecnológica establecido por la Ley Nacional 23.877, y su correlativo convenio del Poder Ejecutivo Provincial, aprobado por la Ley 11.007, se sirva informar lo siguiente :

1.– Monto de los fondos que por aplicación de la Ley Nacional 23.877 –artículo 20– haya recibido la Provincia de Santa Fe, a partir de la adhesión dispuesta por la Ley 10.709.

2.– Detalle de los beneficios otorgados por aplicación de alguno de los siguientes ítems contenidos en la mencionada ley nacional: desarrollo tecnológico, modernización tecnológica, servicios tecnológicos, capacitación y asistencia técnica y programa de consejeros tecnológicos. Copia de las actas que hubieren otorgado los beneficios y carácter de los mismos.

3.– Evaluaciones de los proyectos considerados, independientemente de haber resultado beneficiados.

4.– Informes de seguimiento de cada proyecto que hubiere sido beneficiado por aplicación de este convenio. Recuperación financiera, si la hubiere.

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Paganini – Álvarez, J. – Giardino – Gutiérrez – Tate – Venesia – Bullrich – Pochettino

PROYECTO DE COMUNICACIÓN original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, en relación a la aplicación en nuestro territorio provincial del régimen de promoción y fomento de la investigación tecnológica establecido por la Ley Nacional 23.877 y su correlativo convenio del Poder Ejecutivo Provincial, aprobado por la Ley 11.007, se sirva informar lo siguiente :

Órgano de aplicación derivado del convenio firmado entre el Gobierno provincial y el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas – Conicet – ; sus sucesivas renovaciones e integraciones.

Partidas presupuestarias que por aplicación de la Ley Nacional 23.877 – artículo 20 – le correspondió a la Provincia de Santa Fe a partir de la firma del convenio – octubre de 1992 – 

Detalle de las financiaciones, subsidios y/o beneficios que se hubieren otorgado por aplicación de alguno de los siguientes ítems contenidos en la mencionada ley nacional: desarrollo tecnológico , modernización tecnológica, servicios tecnológicos, capacitación y asistencia técnica y programa de consejeros tecnológicos. Copia de las actas que hubieren otorgado los beneficios y carácter de los mismos.
Evaluaciones, en caso de existir , de los proyectos considerados independientemente de haber resultado beneficiados.
Informes de seguimiento para cada proyecto que hubiere sido beneficiado por aplicación de este convenio. Recuperación financiera si la hubiere.
fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Desde octubre de 1992 se encuentra vigente en nuestra provincia un convenio rubricado por el Poder Ejecutivo provincial y el Conicet,. por el cual las partes se comprometen a colaborar recíprocamente en las acciones de promoción de las ciencias y la tecnología, como instrumento para el desarrollo económico, tecnológico y social, priorizando las pequeñas y medianas empresas de la región, a través de la generación y transmisión de tecnología, la asistencia técnica y todas aquellas acciones innovadoras que redunden en el logro de un mayor bienestar del pueblo. Este mencionado convenio se rubricó en el marco de acción previsto por la Ley Nacional 23.877 y normativas complementarias, actuando a nivel nacional como organismo de aplicación el Fontar. – Fondo Tecnológico Argentino – .


La mencionada normativa nacional prevé la constitución de un Fondo para la Promoción y Fomento de la Innovación – Arts. 12 y 13 – como asimismo un mecanismo de distribución – Art. 20 – . A la Provincia de Santa Fe le corresponde el 6,5 por ciento del fondo constituido , que según información recabada, asciende aproximadamente para cada ejercicio del presupuesto nacional a los 7 millones, por lo que le correspondería entonces unos 455.000 pesos anuales para esta materia.


Inicialmente el mencionado convenio, según su cláusula 8°, tenía una vigencia de tres años, prorrogables por iguales períodos con acuerdo de partes, prórroga que no sabemos si ha sido efectuada y, por lo tanto, si aún tiene vigencia el convenio original. Es por ello que se requiere, entonces, de la información arriba apuntada, a fin de poder evaluar la aplicabilidad de los beneficios que para la investigación tecnológica están dispuestos en la normativa nacional.


Para el caso de que el convenio no tenga vigencia será necesario, entonces, arbitrar los medios conducentes a fin de volverlo operable y poder aprovechar los beneficios y/o promociones que esta operatoria contiene. 


Finalmente, es importante destacar la plena vigencia que puede tener esta operatoria, toda vez que está específicamente dirigida, según lo contenido en la Ley Nacional 23.877 y su respectivo convenio, a las pequeñas y medianas empresas de la región, como herramienta idónea para tratar de lograr su desarrollo armónico y en ventajas competitivas dentro de las exigencias del mercado.


Por los motivos expuestos precedentemente, solicito a mis pares aprueben el presente proyecto de comunicación.

Jorge Raúl Giorgetti

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto, según el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda

–
Resulta aprobado.

7.21 Libre deuda para Patente única sobre vehículos

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 20, que pasa a ser el Nº 21.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8787 – U.C.R.), presentado por la diputada Migno, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proponga al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación la firma de un convenio mediante el cual los Registros radicados en la Provincia de Santa Fe se obliguen a solicitar el libre deuda comunal o municipal correspondiente a la Patente Única sobre Vehículos en todo trámite que se realice en los mismos; y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto: 

“La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo promueva ante el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, la firma de un convenio mediante el cual los Registros Nacionales de la Propiedad Automotor radicados en la Provincia de Santa Fe se obliguen a solicitar el certificado de libre deuda comunal o municipal correspondiente a la Patente Única sobre Vehículos, en todo trámite de transferencia de dominio que se realice en los mismos”.

Sala de la Comisión, 15 de agosto de 2001.

Álvarez, R. – Giacosa – Cardelli – Demaría – Bullrich – Schachner – González

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8787 – U.C.R.), autoría de la diputada Migno, por el cual se solicita que se proponga al Ministerio de Justicia de la Nación la firma de un convenio mediante el cual los registros radicados en la Provincia de Santa Fe se obliguen a solicitar el libre deuda comunal o municipal correspondiente a la Patente Única sobre vehículos en todo trámite que se realice en los mismos. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Comunales, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo, al que os aconseja que le prestéis vuestra aprobación, el que a continuación se transcribe:

 EÍ "CLibre deuda para Patente única sobre vehículos" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo promueva ante el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, con la intervención de los municipios y comunas, la firma de un convenio mediante el cual los Registros Nacionales de la Propiedad Automotor radicados en la Provincia de Santa Fe, en todo trámite de transferencia de dominio que se realice en los mismos, deban solicitar el certificado de libre deuda comunal o municipal correspondiente a la Patente Única sobre Vehículos.

Sala de la Comisión, 22 de agosto de 2001.

Esquivel – Migno – Meotto – Dalla Fontana – Favario – D’Ambrosio – Strada

PROYECTO DE COMUNICACIÓN original

La Cámara de Diputados solicita que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo pertinente, proponga al Ministerio de Justicia de la Nación, repartición responsable del Registro Nacional de la Propiedad Automotor, la firma de un convenio mediante el cual los registros radicados en la provincia de Santa Fe se obliguen a solicitar el libre deuda comunal o municipal correspondiente a la Patente Única sobre Vehículos en todo trámite que se realice en los mismos.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:

El presente proyecto persigue como objetivos el hacer más eficiente la recaudación de la Patente Única sobre Vehículos, por un lado, e higienizar los padrones de la misma, por el otro.

En la actualidad, algunos registros de la propiedad automotor han convenido, por su cuenta, con municipalidades y comunas, requerir el libre deuda de patente para dar curso a los trámites que se realizan en ellos, lo que está posibilitando una sustancial mejora en la recaudación de aquellos entes que tienen estos acuerdos, por lo que la solicitud que se efectúa en esta presentación tiene como fin dotar de un marco general a estos, logrando así que en toda la provincia no se pueda llevar adelante una gestión registral, si no está el tributo convenientemente saldado.

Es de destacar que muchos municipios y comunas cuentan con padrones de vehículos radicados en ellos notablemente abultados y desactualizados, con cuantiosas deudas de automotores que ya no se encuentran radicados en el distrito, todo esto producto de no contar con una correlación con los trámites que pertenecen al Registro Nacional, dándose frecuentemente el caso de cambios de titularidad de motovehículos con deudas de patente, que luego no pueden ser cobradas sin recurrir a una instancia judicial de dudoso resultado.

Por otra parte, es de resaltar que hay otros trámites e instancias donde normalmente los tributos de patentes atrasados son perdidos por el Estado; como ejemplo podemos citar los remates judiciales, robo con pago del seguro, destrucción total en igual caso, denuncias de venta, etc., trámites en los que al exigirse el libre deuda se rescataría dinero que de otra manera es sustraído del ingreso público.

Por lo brevemente expuesto pido a los señores diputados aprobación para est proyecto de comunicación. 

María Silvia Migno

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

7.22 Composición química del agua mineral ABN

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 21, que pasa a ser el Nº 22.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 8827 – P.J.), del diputado Sellarés, por el cual se solicita gestione ante los organismos nacionales pertinentes un informe acerca de la composición química del agua mineral ABN que se distribuye en Buenos Aires y cuya industria está radicada en Burzaco, y no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos prestéis vuestra aprobación.

 EÍ "CComposición química del agua mineral ABN" 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder ejecutivo, por intermedio de la Dirección Provincial de Bromatología y Química, solicite ante los organismos nacionales correspondientes, un informe de la composición química del agua mineral ABN, que se distribuye en Buenos Aires y cuya industria está radicada en la ciudad de Burzaco (Pcia. Buenos Aires).

Sala de la Comisión, 16 de agosto de 2001.

Sellarés – Villalba – Broda – Strauss – Samardich – Demaría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 8827 – P.J.), autoría del diputado Sellarés, por el cual se solicita que se gestione ante los organismos nacionales pertinentes un informe acerca de la composición química del agua mineral ABN que se distribuye en Buenos Aires y cuya industria está radicada en Burzaco. Y atento a que el proyecto trata acerca de una materia ajena a la competencia de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, refiriéndose a un asunto relacionado a la de Salud Pública y eventualmente, de comercializarse el producto en territorio santafesino, a la de Industria y Comercio, esta Comisión ha decidido no emitir dictamen, aconsejando se trate el emitido por la Comisión precedente.

Sala de la Comisión, 22 de agosto de 2001.

Esquivel – Migno – Meotto – Dalla Fontana – Favario – D’Ambrosio – Strada
fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto de comunicación surge a raíz de una consulta realizada por el Centro Industrial y Comercial de la ciudad de Reconquista, a la Defensoría del Pueblo Adjunta de la ciudad Autónoma de Buenos Aires, sobre una empresa que fabrica agua mineral ABN y la distribuye en la provincia de Buenos Aires.


De la misma, surge que la etiqueta del envase del producto mencionado tiene la siguiente composición: más oxígeno e hidrógeno de lo permitido, además de arsénico, bromo, cobre, cromo hexavalente, manganeso, mercurio, nitratos, plomo, nitritos y sulfuro.


Todas las sustancias mencionadas son tóxicas y algunas son bastante peligrosas, por ejemplo, el arsénico y el cromo hexavalente son fuertes cancerígenos, y el mercurio es neurotóxico y causa daños irreversibles en el sistema nervioso. También los nitratos y nitritos dañan la capacidad de la sangre para transportar el oxígeno, ya que reemplazan la hemoglobina de la sangre por otra sustancia incapaz de cumplir la misma función, por lo que los tejidos pierden oxigenación y se disparan procesos de cianosis.


El agua mineral debería ser de mejor calidad que el agua potable (de canilla), por lo tanto, el producto mencionado no debería contener estas sustancias tóxicas, aunque las autoridades competentes digan que estos tóxicos en cantidades permitidas no afectan la salud del consumidor.


Sin embargo, los toxicólogos ponen cada vez más el acento en los efectos sobre la salud, provocados por los contaminantes en dosis bajas. “La única dosis es cero”, dicen, refiriéndose a sustancias tales como el cromo, el plomo, el arsénico o el mercurio, a lo que le agregamos los fenómenos de sinergia, que son muy difíciles de estudiar, pero que existen. ¿De qué manera el mercurio interactúa con el plomo, el arsénico o el nitrato en el interior del organismo humano? ¿No formarán compuestos más tóxicos aún? ¿Estamos seguro de que una suma de poquitos porcentajes de varias sustancias tóxicas sigue siendo inofensiva?.


Señor presidente, creo que está claro el pedido de informes sobre este producto y todos aquellos del mismo tenor, por el peligro que ocasionaría a los santafesinos si llegaran a entrar en la provincia para el consumo humano, sin realizarles los análisis iniciales serios correspondientes.


Por los motivos expuestos, solicito a mis pares la aprobación del proyecto de comunicación.

Francisco Sellares

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

inasistencias

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– La Cámara debe considerar las inasistencias con goce de dieta de los señores diputados Cardelli, Foresi, Giacosa y Ritter, a la sesión del día de la fecha. Se recuerda que el señor diputado Miret se encuentra suspendido.


Si no hay observación, se va a votar.

–
Resulta afirmativa.

SRA. PRESIDENTA (Meotto).– No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

–
Eran las 3 y 48 del día 31 de agosto de 2001.

ALFREDO FEDERICO BARBOZA

SUBdirector general del cuerpo de taquígrafos
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